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Resumen 

 

 Esta investigación analiza la formulación, implementación y suspensión del 

Programa de Erradicación de Cultivos Ilícitos mediante aspersiones aéreas con Glifosato 

(PECIG) durante el periodo 1992-2015, desde un modelo de análisis hermenéutico que 

articula un enfoque de análisis sociopolítico con el análisis de controversias científicas en 

torno a los impactos sanitarios de la política. 

 Por medio del análisis documental y de contenido, se desarrolló una crítica de 

fuentes de información primarias y secundarias extensa, que incluyó  fuentes  inéditas, 

como las actas de reunión del Consejo Nacional de Estupefacientes del periodo 1992-2004, 

entrevistas a tomadores de decisiones y actores técnico-científicos que, junto a fuentes 

normativas, jurídicas, de prensa y académicas, permitieron la construcción de un relato 

explicativo que da cuenta de la dinámica del campo político y científico en relación con el 

devenir del PECIG, y en particular, de los actores y conocimientos científicos contrapuestos 

alrededor de los impactos sanitarios de las AAG. 

 El trabajo  muestra el carácter vertical, represivo, excluyente y violento asumido por 

el PECIG durante todo el periodo histórico estudiado, en el que los detractores de la política 

fueron sistemáticamente estigmatizados, criminalizados y subalternizados, incluyendo los 

actores científicos que defendían evidencias sobre los severos impactos socioambientales 

y sanitarios sobre las comunidades y territorios fumigados, que en todo caso, terminaron 

por ser parcialmente reconocidos y legitimados en el marco de la judicialización de la 

política y del cambio de la agenda antinarcóticos global, contexto que explica la suspensión 

del PECIG en Colombia. 

 

Palabras clave: glifosato; narcotráfico; controversia científica; cultivos 

declarados de uso ilícito; salud ambiental.  
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THE CONTROVERSY ON THE IMPACT ON HEALTH 

OF AERIAL SPRAYING WITH GLYPHOSATE IN THE 

POLICY OF ERADICATION OF CROPS FOR ILLICIT 

USE: POWER, KNOWLEDGE AND PUBLIC POLICY 

 

Abstract 

This research analyzes the formulation, implementation and suspension of the 

Program for the Eradication of Illicit Crops by aerial spraying with the herbicide Glyphosate 

during the period 1992-2015, from a socio-political analysis approach with emphasis on the 

scientific controversy around the health impacts of Glyphosate Air Sprays. 

The study uses unpublished sources of information, such as the meeting minutes of 

the National Narcotics Council for the period 1992-2004, interviews with decision makers 

and technical-scientific actors that, together with normative, legal, press and academic 

sources, allowed the construction of an explanatory story that gives an account of the 

dynamics of the political and scientific field in relation to the evolution of the policy, and in 

particular, of the conflicting actors and knowledge around the health impacts. 

As results, the vertical, repressive, exclusive and violent character assumed by the 

PECIG during the entire historical period studied is shown, in which the detractors of the 

policy were systematically stigmatized, criminalized and subalternized, including the 

scientific actors who defended evidence about the severe socio-environmental and health 

impacts on the communities and territories fumigated, which in any case ended up being 

partially recognized and legitimized within the framework of the judicialization of politics and 

the change in the global anti-narcotics agenda, a context that explains the suspension of the 

PECIG in Colombia. 

 

Keywords: glyphosate; drug trafficking; scientific controversy; crops declared of 

illegal use; environmental health. 
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I. Introducción 

 

Esta investigación nace con motivo del interés que nos suscitó la controversia generada 

por el anuncio de la suspensión del PECIG durante el segundo trimestre del año 2015. El 

contexto del anuncio era de elevada tensión política, marcado por el antecedente de las 

movilizaciones sociales más amplias y sostenidas en el tiempo de la historia reciente 

colombiana y por las disputas alrededor del proceso de paz de La Habana, que se 

encontraba en un momento crítico, no sólo por los continuos ataques de parte del uribismo, 

ya reconstituido como una fuerza formal determinante para el país, sino por sus severas 

fallas en la estrategia comunicativa y de participación de la sociedad civil, en especial de 

aquella que exigía mayor participación política y reivindicaba agendas sectoriales 

históricamente incumplidas.  

A la debilidad relativa del gobierno nacional se sumaba la histórica conflictividad de la 

política de AAG y las dinámicas de la agenda antinarcóticos global, entre otros elementos, 

para configurar un proceso de suspensión de la política altamente controversial, en donde 

uno de los elementos de disputa centrales eran los conocimientos científicos y su 

legitimidad, con posiciones de actores contrapuestos que iban desde aquellos que 

persistían en la defensa de la inocuidad del glifosato y de su uso antinarcóticos en el país 

y conminaban a intensificar las aspersiones, hasta quienes no sólo reconocían la legitimidad 

del anuncio de la Agencia Internacional para la Investigación en Cáncer (IARC) de 

reclasificación de carcinogenicidad del glifosato, sino que defendían un conjunto de 

evidencia que les permitían señalar la insuficiencia de la medida de suspensión de las AAG. 

El contexto resultaba sorprendente si se considera que sólo unos meses atrás se había 

logrado un acuerdo parcial sobre el punto de solución al problema de las drogas desde la 

mesa de negociación de La Habana entre el gobierno de Juan Manuel Santos y las Fuerzas 

Armadas  Revolucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP), que había sido 

saludado y defendido, aunque con anotaciones y críticas, por el conjuntos de las 

organizaciones y actores sociales, políticos, académicos y demás que venían 

posicionándose sobre el tema. Este aval se expresó tanto desde los espacios de 

participación creados por la mesa, como en espacios autónomos, que incluso fueron el 

contexto de creación de la primera organización nacional gremial de campesinos 

relacionados con los cultivos declarados de uso ilícito (CDUI), la Coordinadora Nacional de 

Cultivadores de Coca, Amapola y Marihuana  (COCCAM), que recogía las reivindicaciones 
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del movimiento social gestado alrededor de la resistencia al PECIG, y que generaba gran 

expectativa en torno al compromiso político encarnado en los acuerdos parciales. 

 La situación también resultada sorprendente porque eran algunos actores 

colombianos, representantes del poder legislativo, de los entes de control y del sistema de 

ciencia y tecnología los que se oponían a la medida, cuestionando no sólo la agenda política 

de paz del gobierno nacional, sino también la legitimidad y autoridad de la evidencia 

científica que usaba para la suspensión del PECIG, que resultaba ser la de la IARC, 

organismo adscrito a la Organización Mundial de la Salud (OMS). Esa crítica a la autoridad 

de la IARC/OMS y de  la legitimidad de la evidencia científica publicada en la monografía 

en que reclasificó la categoría de carcinogenicidad del glifosato, reindexándolo en la de 

probablemente carcinógeno, no sólo implicaba un giro completo de la relación de dichos 

actores promotores del PECIG con la IARC/OMS, que históricamente había sido usada para 

defender la política de AAG, sino que resultaba ser una de las muy pocas voces de crítica 

y disputa del conocimiento científico en el panorama global. Si bien el anuncio de la IARC 

había resultado en un cisma global dadas sus posibles implicaciones sobre la política 

agroindustrial planetaria, sólo había encontrado crítica política y disputa científica en el 

gobierno estadounidense y las industrias productoras de agrotóxicos, que parecían aislados 

frente al bloque mayoritario de actores del campo político y científico que llamaban a asumir 

la evidencia científica, e incluirla en los procesos de regulación pertinentes. 

En particular, algunas posiciones sobre la controversia científica emitida por actores 

políticos promotores del PECIG nos resultaban falaces y temerarias a la luz del estado del 

campo político y científico como lo comprendíamos, pues defendían, por ejemplo, la 

equiparación de las condiciones de uso agrícola a las del uso antinarcóticos del glifosato 

para establecer su riesgo toxicológico, o señalaban que no existía evidencia sobre ninguna 

clase de daños de las AAG en sus más de veinte años de aplicación. La posibilidad de que 

aquellas posturas pudieran incidir en la decisión de suspender o continuar con las 

aspersiones nos generaba un profundo malestar, y motivó el primer esbozo de pregunta de 

investigación de este trabajo, sobre cómo evidencias científicas y posiciones políticas 

contrapuestas se relacionaban en los procesos de toma de decisión política. 

Lo que siguió al malestar fue el emprendimiento de un proceso de investigación de poco 

más de cinco años en que se pretendió responder a esa pregunta, que aplicaría no sólo 

para la fase final de suspensión del PECIG, sino para todo su proceso de formulación, 

implementación y reformas. La resolución de la pregunta devino en un ambicioso trabajo 
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de análisis de un periodo histórico de más de dos décadas, que se embarcó en el análisis 

de fuentes de información inéditas, como las actas de reunión del Consejo Nacional de 

Estupefacientes (CNE) del periodo 1992-2004, entrevistas a tomadores de decisiones y 

actores técnico-científicos, que junto a fuentes normativas, jurídicas, de prensa y 

académicas, que permitieron la construcción de un relato explicativo que da cuenta de la 

dinámica del campo político y científico en relación al devenir del PECIG, y en particular, de 

los actores y conocimientos contrapuestos alrededor de los impactos sanitarios de las AAG. 

Quepa decir que dicha construcción es la conjunción de una trayectoria académica y 

política que, de un lado, partió del campo de los estudios sociohistóricos de políticas y 

sistemas de salud y protección social, y se abrió hacia los Estudios Sociales de la Ciencia 

y la Tecnología (ESCT), en un esfuerzo por comprender la dinámica de las controversias 

científicas en relación con el campo político y social; y de otro, partió de la militancia 

alrededor de agendas sobre los sistemas de educación superior y de salud, y derivó hacia 

la defensa del proceso de solución política al conflicto social y armado colombiano. En este 

último campo, el tema de las drogas ilícitas nos resultó particularmente potente, tanto por 

su relevancia histórica en el conflicto, como por nuestra trayectoria vivencial, lo que resultó 

en su inclusión y priorización en nuestra agenda académica, desde donde tuvimos la 

oportunidad de investigar procesos de producción de conocimiento, resistencia y regulación 

sobre agrotóxicos innovadores y disruptivos, de contextos como el brasilero, el argentino o 

el ecuatoriano, que sirvieron como escenario de formación de la experticia con la que 

abordamos este trabajo. 

Antes de dar paso al documento académico, valga una declaración política previa. En 

el contexto de continuidad del conflicto armado degradado en Colombia, y de los 

antecedentes de estigmatización, criminalización y persecución política de los detractores 

del PECIG, incluyendo a quienes desde el campo científico defendían evidencias que los 

llevaban a recomendar la suspensión de las AAG. Quisiéramos señalar que si bien este 

documento es de carácter eminentemente académico, no somos ajenos a las implicaciones 

que podría conllevar en el campo político, en el contexto de una reedición de la voluntad 

del actual gobierno nacional de reiniciar la política objeto de nuestro estudio. Las 

recomendaciones que podrían derivarse de este trabajo son claras, y si bien no se 

desarrollan en este documento, por no ser de carácter consultoría o de evaluación de 

política, sino de análisis, sí se desarrollarán en otros escenarios de carácter social, político 

y judicial. Confiamos en tener plenas garantías para continuar desarrollando nuestro trabajo 
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académico y las derivaciones que este implique, y llamamos a los promotores del PECIG a 

mantener una postura democrática para discutir en los escenarios académicos y políticos 

pertinentes la investigación aquí presentada, dejando a un lado el signo de violencia que 

ha caracterizado hasta ahora el devenir de esta política. 
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II. Problema, enfoque y método 

 

 

Problema de estudio 

 

La política de aspersiones aéreas con herbicidas sobre Cultivos Declarados de Uso 

Ilícito (CDUI) debutó mundialmente en la década de 1970 con las aspersiones de paraquat 

sobre cultivos de marihuana en México y Jamaica. Durante las décadas posteriores dicha 

política se consolidó globalmente hasta ser considerada una herramienta obligatoria en la 

denominada guerra contra las drogas, imponiéndose sobre otras medidas enunciadas en 

la agenda internacional, como las diversas estrategias de desarrollo alternativo y de 

sustitución voluntaria de cultivos. (Iglesias, 2003) 

El uso del herbicida glifosato en las aspersiones aéreas sobre CDUI fue una 

innovación introducida por el Estado colombiano en 1984, cuando se realizaron las primeras 

fumigaciones sobre cultivos de marihuana en la Sierra Nevada de Santa Marta. La decisión 

se dio en el contexto de la controversia política y científica internacional sobre los impactos 

ambientales, sanitarios y económicos de las aspersiones con paraquat, y atendía a la 

necesidad de adherirse a la agenda antidrogas del gobierno estadounidense, que promovía 

impetuosamente la política de aspersiones aéreas. (González S., 2006; Múnera y Hoyos, 

1994; Tokatlian, 2001) 

Cabe resaltar que, si bien la política antidrogas colombiana se comenzó a configurar 

a comienzos del siglo XX, fue en las décadas de 1970 y 1980 cuando adquirió las 

características y predominios que aún la definen, a través de la conformación del CNE en 

1973, y con la formulación de la Ley 30 de 1986 -Estatuto Nacional de Estupefacientes-, 

que se constituyeron en los pilares institucional y normativo de la política antidrogas 

contemporánea. Esta política adhirió a los principios y predominios de la agenda antidrogas 

estadounidense, marcada por el énfasis represivo centrado en la erradicación forzada, la 

interdicción y las diversas estrategias de judicialización de la producción y consumo de 

estupefacientes, y desde su nacimiento viabilizó la implementación de las aspersiones 

aéreas con herbicidas en el país. 
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En este marco normativo se desarrolló la fase experimental de las aspersiones 

aéreas con herbicidas con fines antinarcóticos en Colombia, que iniciaron hacia el final de 

la década de 1970 con aspersiones de paraquat sobre cultivos de marihuana en la Sierra 

Nevada de Santa Marta, en el marco de la ñOperaci·n Fulminanteò de 1978, y se 

extendieron hasta las aspersiones aéreas con glifosato sobre cultivos de amapola entre 

1992 y 1994. Tras esta fase experimental, devino la concreción del PECIG, decretado por 

el CNE en 1994, y que implementó las AAG para el conjunto de CDUI [cultivos de coca, 

marihuana y amapola] como el pilar de la política antidrogas en el país. La implementación 

del PECIG se realizó hasta septiembre de 2015 con pocas modificaciones normativas, en 

un contexto caracterizado por diversos autores como carente de regulación, vigilancia, 

control y participación ciudadana adecuados (Consejo Nacional de Estupefacientes (CNE), 

1994; Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo (CCAJAR), 2005; Vargas, 

1999a).  

El PECIG amplió continuamente la cobertura territorial de las AAG entre 1994 y 

2007, llegando a cubrir 172.000 ha en su pico en el año 2006. Desde el año 2007 y hasta 

el 2015 la cantidad de hectáreas fumigadas descendió progresivamente, llegando a 45.000 

ha aproximadamente en el año de su suspensión (Ver Anexo I). Si bien las AAG fueron 

respaldadas y financiadas desde un primer momento por el gobierno estadounidense, 

desde el año 2001 y hasta el 2015, el PECIG fue adelantado en conjunto con otras 

intervenciones policivo-militares en el marco del Plan Colombia (PC), el mayor plan político-

militar antinarcóticos y contrainsurgente desarrollado en América Latina hasta el tiempo 

presente, que determinó el carácter del conflicto social, político y armado del país durante 

su implementación. (González S., 2006; Salgado, 2002) 

El desarrollo de la política implicó alta conflictividad, en su formulación, 

implementación, reforma y balance, sucintando múltiples controversias alrededor de su 

legalidad, efectividad y seguridad, que se expresaron en los campos político y científico, en 

arenas de disputa como el CNE, la Corte Constitucional (CC), el Consejo de Estado (CE), 

el Congreso de la República, los medios de comunicación masivos, entre otros. (Engelhardt 

y Caplan, 2003; Lozano, 2007) 

 Las controversias señaladas se pueden rastrear desde las discusiones del CNE al 

momento de aprobación de las AAG experimentales sobre CDUI de amapola, durante todo 

el desarrollo de la política y hasta su suspensión, siendo que, a pesar del carácter de 

innegociabilidad de las AAG que impuso el gobierno nacional durante toda su 
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implementación, las disputas legales, y la emergencia de evidencia que soportaba las 

posiciones de los detractores del PECIG sobre impactos socioambientales y sanitarios, se 

produjeron modificaciones normativas en los procesos de vigilancia y control de la política, 

que en todo caso, no disminuyeron la conflictividad en torno a la misma. (Rocha, 2011) 

 Cabe destacar que, de inicio a fin, la controversia sobre los posibles y efectivos 

impactos en salud de las AAG fueron objeto de discusión en los medios de comunicación 

masivos, al interior del CNE y en los estrados judiciales. De hecho, el principal detractor del 

PECIG durante su fase de formulación fue el Ministro de Salud del periodo, y la suspensión 

de la política se sustentó por parte del gobierno nacional en el principio de precaución en 

torno a los posibles daños de las AAG en la salud humana, principio impuesto a la decisión 

del ejecutivo nacional por un conjunto de decisiones judiciales del CE y de la CC, que 

modificaron de forma radical el marco normativo del PECIG y marcaron el contexto de su 

finalización. (Corte Constitucional (CC), 2014; Consejo de Estado (CE), 2013; 2013a; 2014; 

CNE, 2015) 

 El objeto de estudio de esta investigación es el proceso sociopolítico de formulación, 

implementación, reformas y suspensión del PECIG, con énfasis en el análisis del desarrollo 

de la controversia científica en torno a los impactos de las AAG en la salud humana, para 

explicar la forma en que se relacionaron el campo político y el científico en el devenir del 

PECIG. En particular, interesa analizar la forma en que fue producida, circulada y usada las 

evidencias contrapuestas de nocividad/inocuidad de las AAG en las arenas de los medios 

de comunicación masivos, el CNE y los estrados judiciales, y la forma en que fue usada por 

los tomadores de decisiones de la política. Considerando lo anterior, la pregunta que orienta 

la investigación es: 

¿Cómo se desarrolló la formulación, implementación, reformas y suspensión del PECIG, y 

qué lugar ocupó la controversia científica en torno a los impactos de las AAG en la salud 

humana en el proceso? 
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Estado del arte 

 

A continuación, presentamos una síntesis del estado del arte de la literatura 

científica pertinente para nuestro objeto de estudio, señalando que no se encontraron 

investigaciones previas sobre el mismo, situación que se explica por la conjunción 

heurística que pretende nuestro trabajo, que establece un diálogo entre dos campos 

científicos bien diferencias, como lo son el de los estudios de políticas y el de los estudios 

de controversias científicas. En todo caso, como opción expositiva, presentamos la síntesis 

de la literatura de forma diferencial para los dos campos.  

 Este estado del arte se realizó con base en el análisis de fuentes bibliográficas 

secundarias cuyo objeto de estudio fuese el PECIG en nuestro periodo de estudio, y se 

concentraran en elementos del proceso sociopolítico o de la controversia científica 

relacionados con la definición del problema de estudio de esta investigación. Se consultaron 

bases de datos científicas y de consulta común, así como archivos de instituciones 

especializadas entre los que se cuentan Lilacs, Ebsco, Pubmed, Jstor, Google Académico, 

Catálogo de la Red Nacional de Bibliotecas de la Universidad Nacional de Colombia, 

Catálogo de la Biblioteca de la Universidad Externado, Catálogo de la Biblioteca Nacional, 

Archivo del Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP), Archivo del Instituto de 

estudios para el desarrollo y la paz (INDEPAZ), y se acudió a la metodología de bola de 

nieve, así como a la solicitud de referencias de expertos, para completar la bibliografía 

usada en esta revisión. 

A continuación se presenta el Estado del Arte tal y como se construyó en la fase de 

formulación del proyecto, siendo que el desarrollo de la investigación arrojó hallazgos sobre 

literatura adicional que cumpliría con los criterios de selección para ser incluidos en esta 

sección del documento, pero que en razón al desarrollo cronológico del trabajo de 

investigación fueron incluidas como fuentes de análisis secundarias en las secciones 

posteriores. La información de las fuentes adicionales mencionadas, refuerza el análisis y 

conclusiones presentadas aquí. 
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Balance sobre trabajos del campo de estudios de políticas que 

abordan el PECIG 

 

Existe un grupo mayoritario de trabajos que abordan el estudio del PECIG como parte 

del análisis de un objeto de estudio mayor que subsume el estudio de dicha política. Por 

ejemplo, los que abordan el análisis de la política de guerra contra las drogas, o los que 

analizan la dinámica general del conflicto social y armado en Colombia. (CCAJAR, 2005; 

Camacho, López, Thoumi, 1999; Múnera y Hoyos, 1994; Palacio, 1999; Salgado, 2002; 

Tokatlian, 2001; Vargas, 1999). Estos textos se caracterizan por ser los de mayor 

rigurosidad científica entre los revisados, evidenciada en su manejo bibliográfico y de 

fuentes, y en su coherencia y consistencia teórico-metodológica. 

El enfoque predominante de estos estudios es histórico-crítico o de economía política 

crítica, por lo que abordan el análisis de procesos sociales, políticos y económicos 

generales para comprender la configuración del PECIG, resaltando la actuación de actores 

sociales relevantes y realizando sistematizaciones más o menos extensas de fuentes 

históricas. Su postura general frente al PECIG es de crítica estructural, centrado en el 

cuestionamiento de su legitimidad política y científica, y de su eficacia. 

El análisis sobre la dinámica del campo científico en torno a la controversia sobre el 

glifosato, y su relación con el campo político de configuración del PECIG, se da en estos 

estudios de manera superficial, y en general, se asume rápidamente un carácter valorativo 

sobre la veracidad-falsedad o la suficiencia-insuficiencia de los conocimientos científicos 

presentados por los promotores de la política. Ante el diagnóstico de la insuficiencia y la 

falsedad de los conocimientos científicos que sustentan la política, estos autores 

contraponen evidencia científica que consideran veraz, desde la cual critican la legitimidad 

del programa. Lo anterior, sin realizar un análisis histórico y social de la producción y 

legitimación de esos conocimientos científicos, y sin explicar simétricamente la forma en 

que estos se constituyen en conocimientos verdaderos-falsos, legítimos-ilegítimos, 

suficientes-insuficientes, ni profundizar en el análisis de la actuación de los actores 

científicos que los producen o critican, ni de sus relaciones sociales. 

El nivel de detalle y profundidad en el análisis y síntesis sobre la dinámica de los actores 

sociopolíticos y sus agendas, sobre las arenas de disputa, sobre las coyunturas críticas del 

PECIG y sobre las dinámicas generales de la economía política de la guerra, el narcotráfico 
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y el capitalismo en el país, son variados. Entre ellos se debe desatacar la profundidad de 

algunos análisis como los de CCAJAR (2005), Múnera y Hoyos (1995), Tokatlian (2001) y 

Vargas (1999), que utilizan aproximaciones teóricas similares a las de este proyecto de 

investigación, y con los que podría considerarse que existe una descripción y síntesis 

explicativa suficiente del proceso sociopolítico general del PECIG para el periodo de estudio 

que abordan, limitado a los primeros diez años de la implementación de la política (1994-

2004). Para el periodo posterior (2005-2016), y considerando la revisión de fuentes 

adelantada, defendemos la hipótesis de que no existe una síntesis explicativa suficiente 

sobre la configuración y reforma del PECIG, desde la perspectiva teórica de este proyecto. 

Un segundo grupo de estudios, son aquellos que abordan el análisis del PECIG como 

su objeto de estudio específico, sin subsumir su análisis a procesos sociopolíticos mayores. 

Estos documentos asumen mayoritariamente una línea teórica similar a los enunciados 

arriba, y los utilizan como fuentes bibliográficas principales (González S., 2006; León Sicard 

et al., 2005; Iglesias, 2003; Olásolo, 2015) 

La mayoría de estos trabajos se caracterizan por su énfasis en el análisis de un 

elemento particular del PECIG, por ejemplo, sobre la relación de la política y el desarrollo 

alternativo (Iglesias, 2003), o la legalidad de la política frente al bloque constitucional 

internacional (Olásolo, 2015), y su análisis y descripción se basan mayormente en la 

literatura citada en el primer párrafo de esta sección, diferenciándose por los aportes 

conceptuales y analíticos sobre el tema específico abordado. Ninguno de estos estudios 

presenta alguna diferencia significativa en el análisis de la controversia científica sobre el 

impacto de glifosato en la salud, o sobre la relación entre el campo científico y el campo 

político en la configuración del PECIG, respecto a los de la primera viñeta. 

Cabe señalar la existencia de otro conjunto de documentos de tipo estudios de 

evaluación del PECIG, constituidos por informes técnicos de las entidades encargadas de 

la ejecución, vigilancia y control del PECIG, así como informes técnicos sobre elementos 

específicos de la política, como la evaluación e impacto ambiental o sanitario, que si bien 

se incluyeron como fuentes primarias del análisis durante el desarrollo de la investigación, 

en un principio se habían presentado como parte del estado del arte con el objetivo de 

realizar un análisis preliminar sobre su orientación, contenido y repercusiones para el 

proceso sociopolítico, durante la fase de formulación del proyecto de investigación. 

Presentamos el análisis construido originalmente sobre dicha documentación, como una 

suerte de punto de partida del componente argumentativo de la investigación. 
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Este grupo de documentos, más que construir explicaciones científicas de la 

configuración del PECIG, son informes técnico-científicos de la política, constituido por 

documentos de balance de la política de lucha contra las drogas, que abordan el análisis 

del PECIG como un componente de dicho balance (Dirección Nacional de Estupefacientes 

(DNE), 2001a; Rocha, 2011); informes técnicos de elementos específicos del PECIG, como 

el impacto ambiental (Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, Ministerio de 

Salud y Protección Social, 2014); o informes de investigaciones científicas en el campo de 

la salud pública auspiciadas por los actores gubernamentales promotores de la política, o 

desarrollados por instituciones gubernamentales (Instituto Nacional de Salud (INS), 2015; 

Solomon et al., 2005; Varona et al., 2009) 

La comprensión de estos estudios sobre el PECIG, y sobre la política pública en general, 

parte de concepciones sociológicas y políticas liberales sobre la sociedad y el Estado, que 

le imprimen una perspectiva ahistórica, naturalizadora y de realismo ingenuo al análisis. En 

ese sentido, estos trabajos reflejan bien los presupuestos teóricos y ético-políticos 

expresados en la normatividad del PECIG, que asumen al Estado como un actor neutro, y 

a las políticas como decisiones técnicas basadas en elecciones racionales, informadas por 

conocimientos científicos objetivos e independientes de procesos políticos. Desde esa 

perspectiva, no se analizan elementos transversales a la configuración del PECIG, y a la 

producción y legitimación del conocimiento científico que lo sustenta, como lo son las 

dinámicas de los actores sociopolíticos y sus agendas, ni las dinámicas generales de la 

economía política de la guerra, el narcotráfico y el capitalismo en el país. 

En general, estos documentos abrazan la argumentación política en la que se ha 

sustentado el PECIG desde su formulación, sobre la primacía de los principios políticos de 

combate al narcotráfico y de defensa nacional, sobre derechos políticos o sociales como la 

participación ciudadana o el derecho a un medio ambiente sano. Defienden que los daños 

ambientales y sanitarios que producen por sí mismos los CDUI son un elemento 

fundamental para comprender la proporcionalidad de la medida de las AAG. Desarrollan 

argumentaciones técnico-científicas que repiten o reproducen conocimientos científicos 

acerca de la seguridad del uso del glifosato para el ser humano y el medio ambiente, desde 

los respectivos campos de experticia técnica de cada institución, acudiendo a revisiones 

más o menos superficiales y acríticas del estado del conocimiento científico al respecto. De 

esta forma, estos documentos no desarrollan un análisis histórico y social de la producción 
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y legitimación de los conocimientos científicos en disputa en la controversia sobre la 

seguridad del uso del glifosato, ni de la dinámica propia del campo científico, o de su 

relación con el campo político de configuración del PECIG. 

No todos los informes técnico-científicos asumen un carácter de defensa de la política 

desde sus campos de experticia. Por el contrario, existe un conjunto de informes de 

instituciones estatales que realizan una crítica experta de la política, y que se constituyeron 

en instrumentos usados en la disputa por la configuración del PECIG. Entre estos, se 

destacan los informes de la Defensoría del Pueblo sobre los impactos socioambientales de 

la política (Defensoría del Pueblo, 2001; 2001a; 2002) 

Estos documentos, adelantan una crítica sobre los principios políticos que sustentan el 

PECIG, y realizan análisis de las formas en que estos se superponen a otros principios, 

como los de defensa de los derechos humanos de las poblaciones que alegan afectaciones 

sanitarias y socioeconómicas por las AAG. Con todo, estos documentos están posicionados 

más cerca de las perspectivas teóricas que subyacen al conjunto de documentos técnico-

científicos del grupo anterior, por ejemplo, en lo que respecta al carácter de las políticas 

públicas, el Estado, y el conocimiento científico, que de los documentos de las dos grupos 

presentados. Tampoco desarrollan ninguna forma de análisis histórico y social de la 

producción y legitimación de los conocimientos científicos en disputa en la controversia 

sobre la seguridad del uso del glifosato, ni de la dinámica propia del campo científico, o de 

su relación con el campo político de configuración del PECIG. 
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Balance sobre trabajos del campo de estudios de controversias 

científicas 

 

La producción de estudios que aborden el análisis del PECIG desde el enfoque de los 

estudios de controversias científicas son cuantitativamente menores que los del campo de 

los análisis de políticas, y presentan construcciones teórico-metodológicas afines. Se 

identificaron sólo tres documentos en este campo, los de Lozano (2007; 2009) y Raigoso 

(2012). 

Los tres documentos podrían ser calificados como adscritos a las perspectivas de los 

estudios relativistas de la ciencia y la tecnología, con énfasis en el análisis discursivo y de 

las tecnologías textuales de los actores científicos que participan de la controversia sobre 

la seguridad para la salud humana del uso del glifosato en las AAG. Sin embargo, se debe 

señalar que el estudio de Lozano (2007) resulta ser el más denso teóricamente, y el más 

sistemático en su manejo de fuentes, mientras que los estudios de Lozano (2009) y Raigoso 

(2012) resultan ser más modestos en sus desarrollos teóricos y metodológicos, dado que 

el primero es un documento cuyo objeto de análisis no es inicialmente el PECIG ni las AAG, 

sino que los aborda a modo de ejemplo y ligeramente al margen de la discusión central 

desarrollada alrededor de los modelos de comunicación científica, y el segundo es un 

informe parcial de investigación, que aborda un conjunto de fuentes de información bastante 

limitado, y que produce un conjunto de conclusiones provisionales, y relativamente poco 

potentes frente a desarrollos como el de Lozano (2007). 

El análisis de la configuración de la política del PECIG es más o menos superficial en 

los tres casos, siendo que solo en Lozano (2007) arriesga una síntesis sobre las 

características de la política, su desarrollo histórico y los actores y agendas en disputa, 

mientras que en Lozano (2009) y Raigoso (2012), prácticamente no se realiza ninguna 

descripción del PECIG, y se pasa directamente al análisis de la circulación y apropiación 

del conocimiento científico. De igual forma, sólo en Lozano (2007) se observa una síntesis 

tangencial de la relación de las dinámicas sociales generales con el PECIG (E.G. conflicto 

social y armado; dinámica general del narcotráfico; etc.), siendo que en Lozano (2009) y 

Raigoso (2012) este tipo de análisis están ausentes.  

Su análisis de la dinámica del campo científico y de la controversia científica alrededor 

del impacto del glifosato en la salud humana es muy diferenciada de los estudios incluidos 
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en el grupo de análisis de políticas. En general, los tres estudios asumen de manera más o 

menos explícita su filiación a la perspectiva relativista del campo de Estudios Sociales de 

Ciencia y Tecnología, y por ello, orientan su análisis del conocimiento científico desde 

conceptos como la sub-determinación teórica, la producción local y contingente de 

conocimientos, y la flexibilidad interpretativa, y por lo tanto, centran su análisis en los 

discursos y prácticas de los actores científicos, siendo prominente su comprensión de las 

mismas como producciones simbólicas y textuales. 

Con todo, los tres documentos abordan la discusión sobre la controversia científica 

alrededor del PECIG desde solo una de sus dimensiones, esta es, la de la comunicación 

científica. De hecho, podría afirmarse que la controversia científica alrededor del PECIG se 

usa como estudio de caso para ejemplificar sus perspectivas teóricas generales alrededor 

de la comunicación científica y la democracia, que en los tres casos puede ubicarse en la 

defensa de lo que Lozano (2007) denomina como nuevo contrato social de la ciencia. 

Alrededor de la comunicación científica, Lozano (2009) y Raigoso (2012) analizan 

resultados de la Encuesta de Percepción Pública de la Ciencia y la Tecnología aplicada en 

Bogotá en el año 2009, y Raigoso (2012) también fuentes de prensa, para analizar el 

posicionamiento del público general frente a la legitimidad y confiabilidad de los 

conocimientos y actores científicos y políticos confrontados en la controversia sobre el 

impacto del glifosato en la salud humana. Los resultados de sus trabajos indican que existe 

un reconocimiento de autoridad y legitimidad importante de los actores y conocimientos 

científicos para la resolución de controversias por parte del público general, al mismo tiempo 

que una legitimidad y autoridad muy frágiles del gobierno al respecto. Esto les permite a los 

autores afirmar que existe una perspectiva tecnocrática sobre el conocimiento científico en 

relación con la toma de decisiones públicas, en donde prima la autoridad del experto sobre 

otros conocimientos y experticias, y que dicha perspectiva es reforzada por los medios de 

comunicación, y por las metodologías de investigación utilizadas. 

El estudio de Lozano (2007) destaca en el conjunto de la literatura incluida en este 

estado del arte, porque probablemente sea el que identifica de forma más clara los 

elementos técnico-científicos en disputa en la controversia alrededor del PECIG, que 

incluye la controversia sobre el impacto de las AAG en la salud humana. También destaca 

por qué es el que más claramente muestra cómo los diferentes actores que participan de la 

controversia ñ[é] se apropian de la ciencia y la tecnolog²a, de sus resultados, m®todos y 
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procesos, e intentan convencer al público de la legitimidad de la posición defendida y de las 

acciones tomadas.ò (Lozano, 2007: 235) 

La autora señala que dicha apropiación del conocimiento científico sirve al mismo 

tiempo para definir el conflicto, para producir evidencia, y para legitimar o criticar los 

discursos y agendas de los diversos actores involucrados. Cabe señalar aquí que los tres 

estudios son claros en señalar, aunque el de Lozano (2007) con mayor apoyo teórico y 

documental, que para este caso parece clara la relación entre la defensa de determinados 

conocimientos científicos específicos involucrados en la controversia por parte de actores 

concretos con sus valores sociales y políticos. 

La reflexión general de los tres autores sobre la comunicación científica excede las 

conclusiones alrededor de la controversia alrededor de las AAG, y se encamina a defender 

la necesidad de una comunicaci·n cient²fica que supere el modelo del ñd®ficit de 

conocimientoò, que plantea una suerte de educaci·n cient²fica bancaria hacia el p¼blico 

lego, y promueven una participación vinculante de los diversos actores sociales en la 

regulación y orientación de las políticas científicas, en la producción del conocimiento 

científico, y en el control de los riesgos asociados a los desarrollos de la ciencia y 

tecnología. Esto, sin prejuicio de señalar que aún persisten grandes incertidumbres sobre 

el qué y el cómo se debe realizar dicha regulación y orientación sobre la ciencia. 

En conclusión, si bien nuestra revisión identificó mayores desarrollos en los documentos 

del campo de los análisis de políticas que de los del campo de controversias científicas, la 

literatura disponible evidencia un vacío de conocimiento sobre nuestro objeto de estudio, 

que para el caso de los estudios de política resulta de su cobertura temporal, de su falta de 

énfasis específico sobre el PECIG y en la falta de análisis relacional entre la dinámica del 

campo político y el científico. Para el campo de los estudios de controversia científica resulta 

aún más notorio, dado la incipiente producción de investigaciones, su énfasis casi 

accidental en el PECIG, y su falta de análisis estructural de la política, que impide desarrollar 

el análisis correlacional entre controversia científica y devenir del PECIG que proponemos.  
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Justificación 

 

 El PECIG fue una política de gran impacto sobre el orden social y político nacional 

en Colombia que permaneció como elemento priorizado en la agenda pública durante gran 

parte de su devenir, dada la alta conflictividad generada con su formulación, 

implementación, reformas y suspensión, y las controversias suscitadas sobre su 

legitimidad, eficacia y seguridad.  

La producción académica que aborda el estudio de dicha política se ha desarrollado 

mayoritariamente desde un enfoque crítico de su legitimidad científica y política, desde 

diferentes disciplinas académicas y perspectivas teóricas. El estado del arte desarrollado 

permitió evidenciar que ningún grupo de estudios ha abordado específicamente el análisis 

de la controversia científica sobre el uso del glifosato en Colombia, ni la dinámica del campo 

científico nacional al respecto, de sus actores y de los conocimientos en disputa, ni de la 

relación entre dicho campo científico y el campo político de configuración del PECIG para 

el periodo de estudio propuesto. 

Ante esta constatación desarrollamos esta investigación, que analizó el proceso de 

configuración del PECIG en el periodo 1992-2015, con énfasis en el análisis de la dinámica 

de la controversia científica sobre los impactos de las AAG sobre la salud humana, y su 

injerencia en la dinámica del campo político de configuración del PECIG.  
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Objetivos de investigación 

 

Objetivo general 

 

Analizar el proceso sociopolítico de formulación, implementación, reformas y 

suspensión del PECIG en el periodo 1992 ï 2015, enfatizando en la injerencia que la 

dinámica de la controversia científica sobre el impacto de las AAG en la salud humana 

produjo sobre la configuración de la política. 

 

Objetivos específicos 

 

- Analizar la dinámica sociopolítica de configuración del PECIG, enfatizando en el 

análisis de los actores, agendas, formas de participación, arenas de disputa y 

repertorios de actuación involucrados.  

- Analizar la dinámica de la controversia científica alrededor de los impactos de las 

AAG sobre la salud humana, con énfasis en los procesos de producción, circulación 

y uso de los conocimientos científicos, y su relación con la configuración de la 

política. 

- Analizar la dinámica de las comunidades afectadas por las AAG, sus agendas y 

formas de participación en el proceso de configuración del PECIG. 
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Enfoque teórico 

 

 

La investigación se desarrolló acudiendo a elementos teóricos de dos grandes 

campos del conocimiento científico desde los que se construyó un modelo heurístico para 

el análisis del objeto de estudio. Por una parte, para el análisis del PECIG como política 

pública, acudiremos a una vertiente del campo de los estudios de políticas que ha venido 

desarrollando el Grupo de Investigación de Estudios Sociohistóricos de Salud y Protección 

Social (GESHSPS), y que puede ser denominada como enfoque sociopolítico y de 

economía política crítica en salud. (Hernández, 2000; 2001; 2004; 2011; Hernández et al., 

2016) 

Por otro lado, para el análisis de la controversia científica y su relación con el campo 

político, acudiremos a diversos desarrollos teóricos del campo de los ESCT. Para la 

comprensión general de la dinámica de producción social de conocimientos científicos 

acudiremos a categorías de la sociología de las ciencias formuladas por Bourdieu (1983, 

2002, 2002a, 2002b). Para la comprensión de la controversia científica alrededor del uso 

del glifosato, se acudirá a elementos conceptuales y metodológicos del subcampo de los 

estudios de controversias científicas (Engelhard y Caplan, 2003; Markle y Petersen, 1981; 

Pinch y Leuenberger; 2006). Finalmente, para complementar la perspectiva teórica de 

sociología de las ciencias de Bourdieu, usaremos algunos conceptos y principios 

metodológicos de otras perspectivas teóricas de los ESCT, como del programa fuerte de la 

sociología científica, de los estudios relativistas de ciencia y tecnología, y de los desarrollos 

conceptuales de los estudios decoloniales. (Grupo de Estudios Sobre Colonialidad (GESC), 

2012; Restrepo y Rojas, 2010) 
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Elementos del enfoque sociopolítico y de economía política crítica 

en salud 

 

El enfoque sociopolítico es una perspectiva de análisis histórico-crítica, formulada 

para la investigación de los procesos de configuración de las políticas y sistemas de salud 

y protección social. Concibe a las políticas públicas, y por tanto a las políticas de salud, 

como cristalizaciones históricas concretas de procesos sociopolíticos de disputa en 

diversas arenas del campo social, entre actores con agendas, formas de participación y 

fuentes de poder diferenciadas, que se pugnan por la capacidad de toma de decisiones 

sobre capitales concretos -como la distribución de los costos y beneficios de una política 

[simbólicos o materiales]. (Hernández, 2000; 2001; 2002; 2004; Hernández et al., 2016) 

El enfoque sociopolítico dialoga con diversas teorías de las ciencias sociales, 

particularmente con las disciplinas de la historia, la sociología, la ciencia política y la teoría 

social marxiana. Como elementos relevantes se debe señalar que este enfoque asume la 

categoría de campo social de Bourdieu, en diálogo con los desarrollos conceptuales sobre 

el poder social de Michael Mann y de la teoría social marxiana, operacionalizando el estudio 

de las políticas de salud alrededor de la categor²a de ñcampo de la saludò (Hern§ndez, 2004; 

2011; Hernández et al., 2016). Este campo, como los campos sociales en general, se 

establece por la distribución desigual de un capital específico, establecida por las dinámicas 

de disputas continuas, que generan predominios entre los actores. El capital específico 

disputado en este caso, es la ñsaludò, que hist·ricamente adquiri· m¼ltiples acepciones 

vinculadas a la comprensión de los problemas colectivos de salud de las poblaciones, y que 

contemporáneamente se define atendiendo a las definiciones producidas durante el 

surgimiento simultáneo y sinérgico de las políticas de salud pública y del campo de la salud 

pública moderna [o científica], como profesión y como campo de producción de 

conocimientos. (Estrada, 2010; Foucault, 1977; Porter, 1999; Quevedo, 1996, 2004; 

Quevedo et al, 2004; Rosen, 1993). 

Así, el surgimiento del campo de la salud pública moderna, tanto en Europa como 

en Colombia, estuvo fuertemente determinada por el desarrollo del sistema capitalista, el 

surgimiento de los Estados modernos y la configuración de políticas de salud pública. En la 

actualidad, podemos plantear que el concepto de salud pública moderna tiene por lo menos 

tres acepciones: la primera, referente al proceso por el cual el estado de salud de los 
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colectivos humanos de las naciones modernas se constituyó en un problema de la agenda 

política pública, exigiendo su estudio por parte de los estados nacionales para intervenir en 

los conflictos sociales motivados por las condiciones sanitarias; la segunda, referente a la 

configuración de respuestas estatales organizadas frente a la salud de los colectivos 

humanos, que implicó la conformación de un cuerpo de conocimientos y funcionarios 

públicos, para el diagnóstico e intervención sanitaria, que si bien pueden ser rastreadas 

desde el S. XIX, fue en el S. XX que encontraron su momento de mayor desarrollo, con lo 

que se ha denominado sistemas de salud y protección social; finalmente, la tercera 

acepción se refiere al surgimientos de la Salud Pública cómo profesión, y al subsecuente 

surgimiento de diferentes escuelas teóricas en disputa por explicar e intervenir la salud de 

las poblaciones, cuyos primordios pueden ser ubicados ya desde el S. XIX (E.G. Medicina 

social europea; contagionismo), pero que tuvieron su mayor desarrollo a la par del 

desarrollo de los sistemas de salud y seguridad social, siendo que en las últimas cuatro 

décadas se pueden diferenciar por los menos tres grandes escuelas en el campo, vigentes 

hasta la actualidad. (Foucault, 1977; Hernández, 2011 Rosen, 1993; Quevedo, 2004) 

Para el marco teórico de este proyecto, nos limitaremos a señalar algunos aspectos 

de la escuela teórica en la que se inscribe el proyecto, la de Medicina Social y Salud 

Colectiva Latinoamericanas (MS-SCL), y que justifican la ubicación del objeto de estudio 

que nos atañe al interior del campo de la salud pública. 

El primer aspecto a señalar es que no es la escuela teórica de la MS-SCL la que ha 

hegemonizado la autoridad científica del campo a nivel global en ningún momento de sus 

cuatro décadas de existencia. Si bien ha habido contextos territoriales en los que esta 

escuela ha hegemonizado la producción de conocimientos y de prácticas (especialmente 

en la configuración de políticas públicas), por ejemplo con la instauración del Sistema Único 

de Salud Brasilero, estos casos se han presentado como eventos más bien aislados, y muy 

limitados temporal y territorialmente, por el contexto generalizado de dominación del campo 

de la escuela teórica que puede ser denominado como Salud Pública Tradicional (SPT). 

El segundo elemento a resaltar es que los actores del campo de la salud pública 

han desarrollado conocimientos y prácticas técnico-científicas y políticas que podrían ser 

relacionadas con un amplio abanico de principios ético-políticos y de formas de hacer 

ciencia. Volviendo a la relación anterior, habría que señalar que la SPT ha desarrollado 

formas de hacer ciencia más próximas a las diversas vertientes del positivismo científico, 

en donde la correlación estadística, la experimentación desde la perspectiva de la ciencias 
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naturales y los principios de objetividad y neutralidad han sido los priorizados, produciendo 

categorías como la de riesgo epidemiológico, que condensan estos principios. Desde la 

perspectiva ético-política, estas formas de hacer ciencia han estado más próximas del 

liberalismo político, y de formas de hacer ciencia profundamente jerarquizadas y 

excluyentes de otros actores científicos y sociales. Las críticas teóricas sobre los principios 

científicos y políticos que sostienen la escuela de la SPT, y de sus implicaciones, son 

demasiado numerosas y extensas para arriesgar alguna síntesis en este documento. Para 

nuestro proyecto, basta con señalar que estas críticas se han producido desde diversas 

perspectivas teóricas y ético-políticas en disputa en el campo de la salud pública, y que una 

de ellas es la de la MS-SCL. (Almeida-Filho, 1992, 2000; Almeida-Filho y Silvapaim, 1999; 

Breilh, 2003) 

La MS-SCL ha producido formas de hacer ciencia que han priorizado el diálogo 

entre las ciencias biomédicas, los conocimientos y métodos producidos por la SPT, y las 

ciencias sociales en salud, por medio de críticas superadoras, que han producido diferentes 

articulaciones teóricas, orientadas por principios científicos de diversas corrientes científico-

críticas, y procurando diálogos epistemológicos y metodológicos más o menos orientados 

por principios políticos igualitaristas, interculturales y libertarios. Su producto fundamental 

ha sido la reformulación de los conceptos de salud-enfermedad, como fenómenos de 

determinados socialmente, y por tanto, históricos y políticos en sí mismos. La articulación 

entre ciencia y política ha sido mucho más clara y explícita en esta escuela de pensamiento 

que en las demás contendientes del campo, y esto ha implicado énfasis temáticos 

marcados, como el análisis histórico y político de los procesos de salud pública, el análisis 

de políticas públicas y diversas formas de analizar las relaciones entre ciencia, poder y 

políticas públicas. (Almeida-Filho, 1992, 2000; Breilh, 2003) 

Valga decir que este proyecto de investigación se presenta como un análisis de 

política pública pertinente para la salud pública, porque retoma parte del acumulado teórico-

metodológico de la escuela de la MS-SCL, y, usando otros elementos teórico metodológicos 

del campo de los ESCT, construye una herramienta heurística para el análisis de la 

configuración del PECIG que aborda el estudio de la relación entre ciencias, poder y 

políticas públicas, en la toma de decisiones sobre una intervención técnica (AAG), con una 

importante controversia sobre sus impactos de salud en una gran parte de la población 

colombiana. 
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Recientemente, los desarrollos del GESHSPS han dialogado con la economía 

política crítica en salud, en la búsqueda de marcos teóricos que permitan profundizar el 

análisis sobre el carácter y la dinámica de los Estados modernos, y la relación general entre 

las dinámicas del capitalismo contemporáneo y el campo de la salud pública. Este diálogo 

ha permitido analizar y comprender los predominios de ciertas agendas políticas en vastos 

campos sociales, incluyendo el sanitario, que encuentran en las relaciones sociales del 

capital su forma de poder fundamental. 

Desde esta perspectiva, el Estado moderno es comprendido como producto y 

reproductor de la sociedad capitalista moderna, asumiendo, inexorablemente, un carácter 

de clase social que le asigna la meta-función de defensa del capital (Osorio, 2004). Al 

mismo tiempo, el Estado es una concreción de las relaciones de poder en un momento 

dado, y por tanto, su configuración es un producto concreto de cada sociedad y territorio, 

que resulta del devenir de las resistencias y anuencias de cada proceso sociopolítico de 

disputa entre actores concretos, enmarcados al mismo tiempo en trayectorias históricas 

específicas, y en procesos generales de desarrollo del sistema capitalista (Mann, 1993). 

Así, el Estado no es concebido como un actor monolítico, sino como una construcción 

dinámica, que si bien asume ciertos predominios políticos en periodos históricos 

específicos, y en determinados momentos actúa como un actor propiamente dicho, es decir, 

con autonomía relativa y estrategias y agendas más o menos coherentes e identificables, 

también se constituye en la arena de disputa política más trascendente y en el principal 

capital disputado en las sociedades modernas (Jessop, 2002; Hernández et al., 2016; 

Skocpol, 1999). Este carácter estructurado-contingente del Estado y ñestrat®gico-

relacionalò, como lo entiende Jessop, permite comprender al mismo tiempo los procesos de 

reproducción y contención social que permite, así como los procesos de transformación 

política que puede encarnar. 

A su vez, los Estados nacionales están insertos en una red de relaciones de poder 

interestatales, que establecen dinámicas de poder generales, con expresiones particulares 

como la política antinarcóticos, frente a la que los estados ejercen procesos de anuencia o 

resistencia diferenciados. Estas resoluciones desiguales están relacionadas con 

trayectorias históricas de inserción desigual en el sistema interestatal, en términos de poder 

y recursos, así como con las trayectorias nacionales de configuración del Estado, las 

políticas públicas, y la cultura política general. (Hernández et al., 2016) 
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Para el análisis de la configuración del PECIG se hace necesario resaltar la 

diferenciación estructural de las ramas del poder público al interior del Estado colombiano, 

pues si bien el programa ha sido desarrollado como una política de Estado, expresada en 

la normatividad promulgada y en la forma más o menos coherente en que ha sido promovido 

por la vasta mayoría de las instituciones estatales, también ha sido en el seno de algunas 

instituciones estatales del poder judicial que han nacido las actuaciones más contundentes 

en pro de la reforma de la política, contraponiéndose a la agenda y actuaciones del poder 

ejecutivo, actor estatal preponderante en la configuración e implementación del PECIG.  

Sobre la estructura burocrática del Estado, es necesario señalar que está 

compuesta simultáneamente por un conjunto de instituciones, por el personal que allí 

labora, y por un conjunto de normas generadas en sus instancias, que concretan las 

relaciones de poder entre el Estado y el conjunto de actores sociopolíticos nacionales e 

internacionales (Osorio, 2004). Dentro del conjunto del personal que trabaja y administra 

las instituciones estatales, interesa resaltar a los expertos, aquellos actores insertos en la 

burocracia estatal, o convocados por la misma para funciones de asesoría autorizada y de 

alto impacto, que desde la razón técnico-científica participan de la configuración de políticas 

públicas y del propio Estado. El análisis de la configuración y reforma del PECIG supone 

un análisis de la participación y agenda de estos expertos en al ámbito sanitario, alrededor 

de la controversia suscitada. 

La perspectiva aquí expuesta, en particular la forma en que se comprenden las 

categorías de Estado y política pública, se distancia de lecturas mecanicistas. Defendemos 

una racionalidad dialéctica, que considera que los bienes materiales básicos para la 

reproducción humana son objeto de intensas disputas sociopolíticas, y que las políticas 

públicas, y en particular las políticas de salud pública, así como la actuación del Estado 

moderno, siempre están relacionadas, en mayor o menor medida, con la acumulación o 

distribución de estos bienes básicos. En sintonía con ello, el enfoque que asumimos 

conceptualiza a los actores sociopolíticos como el conjunto de sujetos que participan, con 

diversas fuentes de poder, estrategias y agendas, en los procesos de toma de decisiones 

sobre capitales simbólicos y materiales específicos. Está participación, y las propias fuentes 

de poder, estrategias y agendas, no se dan en el vacío, sino que atienden a trayectorias 

históricas concretas, que ayudan a comprender la propia génesis de los actores y sus 

agendas, la preponderancia de unos sobre otros, y la distribución del capital disputado 

(Hernández, 2001).  
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Esta definición se distancia de la perspectiva liberal sobre los ñgrupos de inter®sò 

(individuales o colectivos), en la que su accionar se entiende inscrito en un marco de 

igualdad ante la ley y la razón, y está mediado por cálculos racionales para optimizar sus 

beneficios. Desde el enfoque sociopolítico se resalta la agencia de los sujetos sociales en 

los procesos de configuración de la realidad social, ubicándolos históricamente en un 

contexto que si bien determina en buena medida sus posibilidades de desarrollo y su 

conformación como sujetos históricos, no impide una determinación de esos sujetos ya 

constituidos sobre las relaciones sociales que los produjeron, ya sea en el sentido de su 

reproducción o transformación. Así, las acciones contingentes de los sujetos, y los 

productos derivados de las mismas, se enmarcan en relaciones sociohistóricos, por ejemplo 

con el Estado, con las políticas públicas, y con otros actores sociales en disputa, sin las 

cuáles no podrían comprenderse. 

 

Elementos del campo de los ESCT 

 

Como señalamos antes, partimos de la perspectiva teórica de sociología de las 

ciencias de Bourdieu como elemento central de la propuesta teórico-metodológica de 

investigación de la dinámica de las controversias científicas, de los procesos de 

construcción de conocimientos científicos y su relación con el campo político de 

configuración del PECIG.  

La propuesta teórica de Sociología de las Ciencias desarrollada por Pierre Bourdieu 

parte de una crítica a la comprensión de la ciencia como una práctica orientada por leyes 

de competencia pura y perfecta entre ideas, en donde actores que no están orientados más 

que por el valor de sus fines, particularmente por la búsqueda de la verdad, instauran una 

competencia igualitaria en donde el valor intrínseco de sus métodos y productos es el que 

determina las posiciones prevalentes y garantiza la legitimidad de los conocimientos 

científicos producidos. (Bourdieu, 1983) 

Para Bourdieu, las verdades científicas, que son el producto de las prácticas de las 

ciencias, dependen de sus condiciones sociales de producción, gestadas en un campo 

científico determinado. En particular, dependen de la autoridad científica de los actores que 

las producen y defienden, y no de su valor intrínseco frente a las leyes de búsqueda de la 

verdad, porque lo que significa la verdad, que en realidad son múltiples verdades en disputa 
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por prevalecer, y las propias formas de investigarla e intervenirla, son motivo de disputas 

entre actores con diferentes poderes y estrategias.  

La sociología de la ciencia reposa en el postulado de que la verdad del producto ï 
se trata de ese producto particular como lo es la verdad científica - reside en 
particulares condiciones sociales de producción; es decir, más precisamente, en un 
estado determinado de la estructura y del funcionamiento del campo científico. El 
universo ñpuroò de la ciencia m§s ñpuraò es un campo social como otro, con sus 
relaciones de fuerza, sus monopolios, sus luchas y sus estrategias, sus intereses y 
sus ganancias [é] (Bourdieu, 1983: 131) 

La categoría de campo científico, propuesta por Bourdieu, permite analizar la 

dinámica de la producción social de conocimientos científicos, en la medida en que implica 

el análisis de la disputa por la construcción de verdades científicas entre actores sociales 

diferenciados por sus recursos de poder para intervenir legítimamente en materia de 

ciencia. Dicha legitimidad encarna el poder social propio del campo científico, definido por 

este autor como la autoridad científica.1  

El campo científico es una arena de disputa entre actores sociales por determinar y 

apropiarse de la producci·n de verdades cient²ficas, ñ[é] es el lugar (es decir, el espacio 

de juego) de una lucha competitiva que tiene por desafío específico el monopolio de la 

autoridad científica [é]ò (Bourdieu, 1983: 131, it§licas del texto original). El poder de cada 

actor para intervenir en las disputas por la producción de verdades científicas depende del 

poder específico que encarna, es decir, de la autoridad científica acumulada en disputas 

anteriores, y que lo ubica en un lugar determinado de la estructura del campo científico, en 

virtud del cual se determinan sus posibilidades de intervenir en las disputas actuales 

(Bourdieu, 1983). 

Las posiciones de los actores en la estructura del campo científico siempre son (más 

o menos) desiguales; es decir, siempre algunos actores concentran más o menos poder 

(autoridad científica) para intervenir en los asuntos científicos. Dado que la estructura del 

campo científico depende de esta distribución de poderes entre los actores, está estructura 

es dinámica, dependiente del resultado de las disputas precedentes, y por lo tanto, 

cambiante históricamente. La disputa social entre actores desiguales produce predominios, 

constituyendo grupos de actores dominantes dentro del campo científico en virtud de su 

                                                
1 En este sentido, su postulados se encuentra con los de Epstein (2008; 2016) y otros autores 
(Eslava, 2004; Jasanoff, 2006; Moro, 2005; Nieto, 1995) que señalan que la sociología del 
conocimiento científico se erige sobre el enunciado teórico de que las verdades científicas ñ[é] like 
any form of knowledge that does serious work in a society, are fundamentally social or cultural 
products.ò (Epstein, 2008: 167 ï 168) 
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acúmulo de autoridad científica [y que en relación con el marco cultural del sistema social 

dominante ïcapitalismoï, tiende al monopolio]. Así, para Bourdieu, comprender la 

estructura de un determinado campo científico en un momento histórico determinado es 

indispensable para comprender su dinámica y sus productos específicos. (Bourdieu, 2002) 

La estructura del campo es un estado de la relación de fuerzas entre los agentes o 
las instituciones que intervienen en la lucha o, si ustedes prefieren, de la distribución 
del capital específico que ha sido acumulado durante luchas anteriores y que orienta 
las estrategias ulteriores. Esta misma estructura, que se encuentra en la base de las 
estrategias dirigidas a transformarla, siempre está en juego: las luchas que ocurren 
en el campo ponen en acción al monopolio de la violencia legítima (autoridad 
específica) que es característico del campo considerado, esto es, en definitiva, la 
conservación o subversión de la estructura de la distribución del capital específico. 
[é] (Bourdieu, 2002b: 120) 

La conceptualización del campo científico desarrollada por Bourdieu (1983, 2002a, 

2002b) aplica para el análisis de la dinámica general de la ciencia, así como para el análisis 

de la dinámica de cada una de las disciplinas científicas, naturales o sociales por igual. 

Cuando se aplica para el análisis de la dinámica de la ciencia en general, cada disciplina 

científica asume un lugar determinado en la disputa por la autoridad científica general. En 

los casos de análisis de las dinámicas de las disciplinas científicas particulares, el análisis 

se concentra sobre el lugar y las disputas por la autoridad específica de actores específicos 

dentro del campo de dicha disciplina. 

Para Bourdieu, el elemento que define el campo científico es el capital específico en 

disputa, es decir, la disputa por la autoridad científica es la que permite delimitar la 

estructura del campo científico, determinando que actores intervienen en el mismo. La 

autoridad científica es, por tanto, una forma de poder social específica, irreductible a otras 

formas de poder social. (Bourdieu, 1983) 

La manifestación objetiva de la autoridad científica es el reconocimiento social de 

un actor determinado, tanto en el campo cient²fico, como en el campo social, para ñ[é] 

hablar e intervenir legítimamente (es decir, de manera autorizada y con autoridad) en 

materia de cienciaò (Bourdieu, 1983: 131). Dado que esta autoridad es definida en raz·n de 

la disputa al interior del campo cient²fico, el ñ[...] poder [de los actores] (o mejor dicho, su 

autoridad) en el campo, no puede definirse independiente de su posici·n en ®l.ò (Bourdieu, 

2002: 10). Es decir, la autoridad científica no puede ser constituida ni asignada por actores 

sociales externos al campo científico. Esta característica es la que le permite afirmar al 

autor que el campo científico mantiene una autonomía relativa respecto a otros campos 
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sociales, expresada en unas leyes de funcionamiento diferenciadas e irreductibles 

(Bourdieu, 1983).  

Uno de los elementos sobresalientes de la perspectiva de Bourdieu sobre la 

dinámica del campo científico es la relación enunciada entre la disputa por la autoridad 

científica y las posturas epistemológicas y metodológicas asumidas por los diferentes 

actores en contienda. Esto significa que la disputa por la autoridad científica implica la 

disputa por imponer, a través del ejercicio de la violencia legítima del campo (autoridad 

científica), determinadas epistemologías y metodologías, que jerarquizan las formas 

adecuadas o inadecuadas de producir conocimiento científico, y en el extremo, que 

determinan qué es, y qué no es considerado conocimiento científico por el grupo dominante 

dentro del campo, y que con dichas definiciones lo modela (Bourdieu, 1983).  

La imposición de determinadas definiciones y formas de funcionamiento del campo 

científico, necesariamente implica la negación y subordinación, la jerarquización de otras 

formas de practicar las ciencias, con sus epistemologías y verdades científicas 

correspondientes. Esta perspectiva de jerarquización de las diferentes prácticas científicas 

se complementará con los elementos conceptuales que aportan los estudios decoloniales 

sobre la relación jerarquizada, autoritaria y excluyente entre conocimientos científicos y 

otras formas de conocimiento, como los conocimientos populares. (GESC, 2012; Restrepo 

y Rojas, 2010) 

Bourdieu es claro al señalar que la legitimidad intrínseca de la autoridad científica 

ejercida y de las verdades científicas que produce, dependen de la fuerza relacional de los 

actores que las defienden. De ahí la insistencia en plantear que la promoción de las 

prácticas científicas, o de sus productos, como neutros, no es más que otra estrategia de 

reproducción de una determinada correlación de fuerzas del campo científico, de unos 

determinados predominios y dominancias.  

El ejercicio de la autoridad científica implica entonces, la práctica de determinadas 

epistemologías y metodologías, ya sean estás dominantes o contenciosas dentro del 

campo. Por lo tanto, al mismo tiempo que la autoridad científica es un poder social 

específico, también encarna inseparablemente una capacidad técnica, el ejercicio de 

experticias determinadas para la producción de verdades científicas. (Bourdieu, 1983)  

El conjunto de disposiciones epistemológicas y metodológicas de los actores 

científicos en disputa, que se traducen en formas específicas de formular los problemas 
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científicos y los procedimientos para resolverlos, en formas objetivadas de practicar la labor 

científica ïcomo instrumentos, teorías e institucionesï, o encarnadas en actitudes y 

creencias, es lo que Bourdieu denomina habitus. Los habitus científicos son al mismo 

tiempo ñ[é] condici·n para que funcione el campo y el producto de dicho funcionamiento 

[é]ò (Bourdieu, 2002b: 120). 

Bourdieu señala que la práctica de determinados habitus, e incluso, la práctica de 

las estrategias desplegadas por los diversos actores científicos durante las disputas del 

campo, no atienden en primera instancia al objetivo de maximizar sus ganancias dentro o 

fuera del campo (e.g. económicas o de autoridad científica), aunque pueda que el resultado 

del proceso sea ese, sino que atienden fundamentalmente a las exigencias que la 

producci·n de conocimiento cient²fico les impones, a las ñnecesidades internasò de la 

producción de verdades científicas, a las leyes del campo científico. (Bourdieu, 2002b) 

Entonces, los intereses presentados por los actores del campo científico en sus 

disputas por la autoridad científica están mediados por la necesidad que tienen de asumir 

determinados habitus, atender a determinadas disposiciones subjetivas u objetivas, a 

determinadas normas de las prácticas científicas, sin las cuales, ninguna de sus estrategias 

o reclamos por una determinada autoridad científica serían considerados legítimos al 

interior del campo.  

Así, una de las instituciones fundamentales para la reproducción del habitus, y con 

ello para la reproducción del campo científico, son las universidades y academias. Al mismo 

tiempo, estas instituciones también ocupan lugares específicos en el campo de acuerdo a 

su capital acumulado, posicionando a sus miembros con determinada autoridad científica 

en razón de su jerarquía. (Bourdieu, 1983; 2002) 

La dinámica del campo científico está marcada por la disputa entre poderes 

instituidos y poderes contendientes, entre actores científicos que despliegan estrategias de 

conservación de su autoridad científica, de ampliación y reproducción de la misma, y de 

actores científicos que despliegan estrategias de subversión de la estructura del campo. 

Para Bourdieu, los campos científicos pueden ser más o menos autónomos, dependiendo 

del grado de desarrollo interno de su lógica inmanente (desarrollo de epistemologías, 

metodologías, verdades científicas, etc.), y de la relación del campo con las imposiciones 

externas del campo social general. Tanto más estable será un campo científico, cuanto más 

autónomo sea. (Bourdieu, 1983) 
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Para que un actor social pueda convertirse en un actor científico, requiere aprender 

el habitus propio del campo, requiere adquirir un capital específico mínimo, un conocimiento 

de las reglas del juego del campo y una disposición a participar de ellas, antes de ser 

reconocido por sus pares como interlocutor autorizado. Entre mayor autonomía y 

estabilidad del campo, mayor ser§ el capital requerido a los ñreci®n llegadosò. Est§ din§mica 

incremental, también implica que las estrategias de subversión se verán limitadas por los 

requerimientos inmanentes del habitus adquirido, es decir, que un autor que ha requerido 

una enorme inversión social para adquirir un determinado capital específico, para ser 

reconocido como actor científico, estará menos propenso a dejar de hacer ciencia 

adecuadamente, a renunciar a la autoridad científica que ya posee, para apostar por instituir 

una nueva (y potencialmente mayor) autoridad científica subvirtiendo el orden establecido 

del campo (Bourdieu, 1983). Por esta razón, Bourdieu sostiene que la lógica de disputa por 

la autoridad científica en campos altamente autónomos y estables, será regularmente la de 

ñpeque¶as revolucionesò, m§s que de revoluciones estructurales. 

Así, la posición inicial que ocupa un actor científico en el campo lo hará más o menos 

proclive a determinadas estrategias, a la elección de determinadas teorías, metodologías y 

objetos de estudio, dependiendo de la inversión que requieran y de la potencial ganancia 

que impliquen, todo dentro de la lógica inmanente del campo y no dentro de una lógica 

utilitarista. 

Es el campo científico el que, como lugar de una lucha política por la dominación 
científica, asigna a cada investigador, en función de la posición que ocupa, sus 
problemas, indisociablemente políticos y científicos, y sus métodos, estrategias 
científicas que, puesto que se definen expresa u objetivamente por referencia al 
sistema de posiciones políticas y científicas constitutivas del campo científico, son, 
al mismo tiempo, estrategias pol²ticas. No hay ñelecci·nò cient²fica ï elección del área 
de investigación, elección de los métodos empleados, elección del lugar de 
publicaci·n [é] que no sea, por uno de sus aspectos, el menos confesable, una 
estrategia política de ubicación al menos objetivamente orientada hacia la 
maximización del beneficio propiamente científico, es decir al reconocimiento 
susceptible de ser obtenido de los pares competidores. (Bourdieu, 1983: 135) 

Según Bourdieu, la relación entre los campos científicos y otros campos sociales 

está mediada dialécticamente por las leyes internas de los campos científicos y por las 

imposiciones externas del campo social. La autonomía relativa de un campo científico está 

dada por el desarrollo interno de sus propias normas de funcionamiento. Según esta 

afirmación, campos científicos con habitus, instituciones y productos altamente 

desarrollados, tendrán mayor autonomía frente al campo social que otros. Para estos 

campos, las imposiciones del campo social, es decir, las exigencias o reclamos de actores 
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sociales de otros campos, serán menos intensas, y determinarán en menor medida la 

producción de conocimientos, porque dichas exigencias o reclamos deben necesariamente 

ser traducidos por los actores que pretendan agenciarlos al interior del campo científico bajo 

las normas de funcionamientos del mismo, a riesgo de generar productos científicos 

ilegítimos, que en todo caso no responderían a las imposiciones externas, en términos 

científicos y políticos. 

Así, la relación entre el campo científico y la sociedad en su conjunto está mediada 

por la lógica inmanente del campo científico; esto quiere decir que al interior del campo 

científico las imposiciones externas son traducidas por actores específicos, que ocupan 

lugares específicos en el campo, y que siendo más o menos poderosos, con mayor o menor 

autoridad, pueden hacer más o menos explícitas, y más o menos justificables, lógicas 

externas como parte del proceso de producción de verdades científicas. Por ejemplo, en el 

campo de la economía, un actor científico poderoso justificaría con mayor naturalidad o 

facilidad su extracción de clase de banquero, en el contexto de la defensa del sistema 

financiero, de lo que un actor científico menos poderoso, reivindicaría su extracción de clase 

proletaria, en el contexto de la crítica al mismo sistema financiero. (Bourdieu, 2002) 

La mediación será tanto más completa, en cuanto mayor autonomía posea el 

campo, en tanto más haya desarrollado su lógica inmanente; por ello, campos menos 

desarrollados serían más afectados por las imposiciones externas. La mayor autonomía del 

campo también se expresa en que son los actores científicos los únicos potenciales 

consumidores de los productos científicos, y por ende, los que determinan el 

reconocimiento de los mismos y la regulación de su forma de producción. En condiciones 

de mayores restricciones externas para el campo científico, elementos propios de la lógica 

inmanente del campo científico, como la elección de los objetos de investigación o las 

teorías utilizadas, pueden ser mayormente afectados por los intereses de actores del campo 

social, que pueden ejercer sus restricciones de formas tan directas como las presiones 

financieras o las obligaciones jurídicas. Sin embargo, Bourdieu afirma que normalmente las 

restricciones externas operan de formas más sutiles, mediadas por las representaciones 

sociales, o por lógicas culturales que atraviesan diversos campos del sistema social 

(Bourdieu, 2002). 

Regularmente los actores científicos poderosos tienen extracciones sociales 

poderosas, y esto influye en la ubicación inicial asignada dentro del campo científico y, dado 

que los campos sociales se desarrollan complementariamente, los intereses entre el campo 
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científico y otros campos sociales suelen alinearse para la conservación del sistema que 

los genera, en este caso, para la manutención del capitalismo y de la ciencia moderna. Sin 

embargo, este funcionamiento se dará en cada campo atendiendo a sus lógicas 

inmanentes; quiere decir, que la dominación se dará en cada campo atendiendo a las 

disputas específicas de los capitales específicos en juego. La dominación de los actores 

sociales capitalistas del campo social, no implica la dominación de los actores científicos 

cuyos habitus son más compatibles con la reproducción del sistema capitalista, pero sí 

determina unas condiciones sociales que hace que está dominación sea más posible. 

(Bourdieu, 2002a) 

Para este autor, la principal fuerza social que impone condiciones sobre el campo 

científico son las clases dominantes, que ñ[é] en virtud de su poder pol²tico o econ·mico o 

de las garantías institucionales de que disponen, están en condiciones de imponer sus 

normas culturales a una fracci·n m§s o menos amplia del campo intelectualò (Bourdieu, 

2002: 31). Entonces, el análisis de las relaciones entre los actores del campo científico y 

las diversas fracciones de las clases dominantes se convierte en una necesidad para la 

comprensión del funcionamiento del campo. 

Para Bourdieu, los productores de los campos simbólicos, en este caso del campo 

científico, forman parte de las clases dominantes del campo social, en una relación 

dialéctica que puede tender más hacia la incorporación o más hacia la exclusión de las 

fracciones hegemónicas de las clases dominantes. De esta relación dependerá el mayor 

acceso a los bienes simbólicos y económicos de los actores del campo científico. En la 

medida en que se establecen relaciones sinérgicas con las fracciones dominantes y se 

adquieren formas de vida compatibles o equiparables a las suyas, los actores de los campos 

de producción simbólica pueden considerarse portavoces autorizados y defensores de 

estas fracciones de clase y de los sistemas que las producen. Por otra parte, los actores 

intelectuales más excluidos por estás fracciones de las clase dominantes, más fácilmente 

se solidarizarán con otros actores sociales excluidos, incluyendo parte de sus 

posicionamientos del campo social traducidos al campo científico para la disputa por la 

autoridad científica. (Bourdieu, 2002a, p. 109) 

En su interacción con otros campos sociales, los actores del campo científico 

pueden generar posicionamientos y actuaciones frente a los acontecimientos sociales 

generales, que también sirven de estrategias de diferenciación y disputa frente a otros 

actores científicos. Estos posicionamientos pueden producir alineamientos, funcionalidades 



 
 

32 
 

y disputas con los poderes y actores del sistema social general, constituyéndose en otra 

forma de mediación con el campo científico. Esta clase de posicionamientos al interior del 

campo científico serían tanto más frecuentes e intensos, en cuanto las disputas y los 

problemas del campo social lo fuesen (Bourdieu, 2002). 

 Pasemos ahora a revisar específicamente los elementos teóricos que conforman 

nuestro acervo teórico-metodológico en torno al análisis de las controversias científicas. 

Las controversias científicas han sido uno de los temas de estudio recurrentes del 

campo de los ESCT, llegando a ser consideradas un verdadero subcampo de los mismos 

(Eslava, 2004; Jasanoff, 2006; Nieto, 1995). Nuestro modelo teórico se aproxima a los 

aportes conceptuales y metodológicos que dichos estudios han generado, articulándolos 

complementariamente a la comprensión general de la producción social de la ciencia que 

permite la aproximación de la sociología de las ciencias de Bourdieu. 

Si se reconoce a la disputa por la autoridad científica como la base de la dinámica 

del campo científico, se podrá comprender el por qué la confrontación entre conocimientos, 

tecnologías y actores contrapuestos en dicho campo se ha constituido en un objeto 

priorizado de estudio. Los estudios de controversias científicas (ECC) han sido, por lo 

general, estudios de caso sobre la producción de conocimiento científico que han 

pretendido develar la configuración socio-histórica de conocimientos o tecnologías en 

contextos determinados. Aduciendo a análisis de valores políticos, estrategias científicas, 

intereses sociales, formas de difusión de las ciencias, relación de las ciencias con las 

políticas públicas y el Estado, estos estudios han permitido operacionalizar buena parte de 

las perspectivas teóricas presentes en el campo de los ESCT. (Engelhardt y Caplan, 2003) 

Retomamos los aportes de los ECC que asumen tanto a los actores científicos y 

sociales, a sus intereses y valores, como al propio campo científico y político, como fruto 

de trayectorias históricas que deben ser comprendidas y explicadas (Jasanoff, 2006). Más 

aún, sugerimos que existe gran similitud y compatibilidad entre el enfoque sociopolítico y 

estos estudios, con la particularidad de que en este caso se ponen en juego categorías de 

análisis sobre la relación entre ciencias, poderes sociales, instituciones, políticas públicas, 

y Estado, que en el primero no eran asuntos de análisis sistemático.  

Siguiendo a autores como Engelhard y Caplan (2003), Markle y Petersen (1981), y 

Pinch y Leuenberger (2006), afirmamos que los ECC han permitido profundizar la 

comprensión de la relación entre el campo científico y otros campos sociales, a través del 
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análisis de arenas y actores en disputa alrededor de conocimientos o tecnologías 

específicas. Las controversias son comprendidas entonces, como escenarios propicios 

para estudiar la forma en que se expresan elementos del proceso de producción de 

conocimiento científico que en las dinámicas normales no se evidencian, o lo hacen con 

intensidades menores que dificultan su percepci·n y an§lisis: ñ[é] during a controversy the 

normally hidden social dimensions of science may become more explicit.ò (Pinch y 

Leuenberger, 2006, p. 2) 

Parte de la metodología de los ECC pasa por identificar y analizar históricamente 

las interrelaciones entre diferentes clases de controversias que pueden estar condensadas 

en una controversia científica. En particular se destacan las controversias alrededor del 

conocimiento científico propiamente dicho, las controversias alrededor de valores políticos, 

y las controversias alrededor de valores éticos. (Engelhardt y Caplan, 2003) 

Uno de los primeros énfasis de los ECC se configuró alrededor de las crecientes 

preocupaciones de grupos de ciudadanos respecto a los impactos negativos de los 

desarrollos tecno-científicos de complejos económicos como el militar-industrial, el médico-

industrial o el agro-industrial, y sus producciones pueden ser rastreadas al menos desde la 

década de 1960. Estos estudios se caracterizaron por su énfasis en el análisis de los 

intereses y valores políticos de los grupos involucrados, y en las estrategias y formas de 

participación desarrolladas durante la controversia (Lozano, 2008; Pinch y Leuenberger, 

2006). Si bien en décadas posteriores los ECC incorporaron el análisis sobre la dinámica 

interna de producción de los conocimientos científicos (E.G. en términos de su legitimidad 

o autoridad), intentando superar el análisis externalista de cómo son apropiados, difundidos 

o rechazados los productos científicos en la sociedad, y con esto superar la separación 

entre controversias políticas y epistémicas, el énfasis sobre los impactos de los desarrollos 

tecno-científicos de esos grandes complejos económicos continuó siendo importante, en la 

medida en que los conflictos sociales alrededor de estos se mantuvieron elevados, por 

ejemplo, con la ampliación continua del dominio del agro-negocio sobre el modo de vida de 

territorios cada vez más extensos. Nuestro proyecto dialoga con esta tradición de estudios, 

toda vez que el PECIG hereda y encarna una controversia científica alrededor del uso de 

un agroquímico, el glifosato, extremadamente relevante para la agro-industria mundial, en 

términos económicos y simbólicos, y sobre el que científica y socialmente se desarrollaron 

disputas desde el momentos mismo de su patente en la década de 1970 y hasta la 

actualidad (Carneiro et al., 2015). 
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Pinch y Leuenberger (2006) señalan que no todos los actores en el campo científico 

toman parte de la producción de los conocimientos en controversia, y que en la práctica, es 

un pequeños grupo de actores, el ñn¼cleo duroò (core set), los que se involucran, 

epistemológicamente hablando, en la producción de nuevos conocimientos o 

interpretaciones en confrontación. Con base en esos posicionamientos de los actores del 

núcleo duro se orienta el posicionamiento del resto de actores del campo, indirectamente 

relacionados con la producción epistémica del conocimiento que agencian. 

Otro elemento metodológico central de los ECC es el estudio de las diversas formas 

de cierre (closure) en que puede devenir una controversia, que implican diversas formas de 

terminarla o resolverla, ya sea por acuerdo entre autoridades científicas, por imposición de 

unas sobre otras o por procedimientos más ubicados en el campo político. A pesar de que 

es claro que es imposible una distinción absoluta entre procedimientos más propiamente 

científicos o más propiamente políticos, ya que una proposición básica de los ECC es el 

reconocimiento de las interrelaciones profundas entre conocimientos científicos, valores 

políticos y éticos, varios autores proponen tipificaciones de formas de cierre de las 

controversias científicas, que pretender ser herramientas conceptuales y metodológicas 

para las investigaciones (Engelhardt y Caplan, 2003). En este proyecto, adoptaremos la 

tipología propuesta por McMullin (2003), que señala que existen tres tipos básicos de 

cierres: 

- Resolución: implica el desarrollo de argumentos epistemológicos capaces de 

construir consenso entre los actores del campo. Se considera poco común, propia 

de momentos de funcionamiento normal de los campos, y para controversias que 

por lo general no implican grandes disputas teórico-metodológicas. 

- Cerramiento: es la imposición por medio de la autoridad científica o por autoridad 

política (comprendidos por McMullin como factores no epistémicos o fuerzas 

sociales) de un punto de cierre a los argumentos propiamente epistemológicos2. 

Señalada como la forma más común de cierre, también se indica que está asociada 

con una reapertura permanente de la controversia. 

                                                
2 Debemos señalar que si bien adoptamos esta clasificación como un elemento metodológico útil 
para identificar y analizar coyunturas críticas de la controversia científica investigada, reconocemos, 
aduciendo a la propuesta de Bourdieu (1967), que toda disputa por la autoridad científica siempre 
implica, en algún grado, la redefinición de los límites epistemológicos del campo disputado, y por 
tanto, que toda disputa en el campo científico es al mismo tiempo epistémico-política y técnico-
científica. 
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- Abandono: es el cierre por desgaste de los actores científicos o sociales. La 

dinámica de producción de posiciones en confrontación se desvanece con el tiempo, 

y el problema epistémico, político o ético deja de ocupar un lugar privilegiado en las 

discusiones del campo. 

Complementando lo anterior, Engelhardt y Caplan (2003) señalan que las controversias 

perduraran en la medida en que diversos grupos académicos o políticos mantengan 

dinámicas de producción de interpretaciones y conocimientos contrapuestos, o se disputen 

capitales científicos o políticos específicos (E.G. alrededor de la reforma de una ley). Es 

decir, que se considera que existe una controversia activa, cuando hay actores en disputa 

por capitales específicos, ya sea dentro del campo científico, o en relación con el campo 

político. Cabe aclarar, que los actores disputantes no necesariamente se agrupan en dos 

bandos, siendo posible una configuración multilateral de los actores en controversia. De 

igual forma, señalan que, al existir una imbricación entre conocimientos y valores en 

disputa, en la práctica una controversia puede devenir en cierres parciales, o combinar 

distintos tipos de cierres respecto a los diferentes elementos en disputa. 

Otro elemento metodológico a considerar, es el análisis de la forma en que los bandos, 

o actores científicos definen la controversia, porque, por una parte, allí están potencialmente 

implícitos los elementos epistémicos, políticos y éticos de cada actor disputante, y por otra, 

permite ver el desarrollo histórico de la controversia, y la forma en que la misma permanece 

activa o deviene en una resolución, en donde los términos del cierre son más o menos 

acordados o impuestos. (Engelhardt y Caplan, 2003) 

Markle y Petersen (1981), en un artículo en el que plantean una herramienta 

metodológica para la comparación de estudios de casos de controversias científicas, 

desarrollan un protocolo de investigación para los ECC. Por considerar que condensa los 

elementos centrales para identificar y analizar la dinámica de las controversia científicas 

(Arenas de disputa; Actores en disputa; Estrategias y formas de participación; Elementos 

en disputa; y Forma de resolución), y que facilita el análisis de la estructura y de la dinámica 

del campo científico en que se desarrolla, y sus relaciones con el campo político, 

adoptaremos el mencionado protocolo para nuestro objeto de estudio, realizando 

adaptaciones conceptuales que consideramos necesarias. El protocolo modificado se 

presenta integralmente en la sección de metodología de este proyecto.  
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A continuación, se revisarán aportes de algunas de las corrientes de pensamiento de 

mayor representatividad de los ESCT al modelo conceptual que venimos presentando para 

el análisis de controversias científicas. 

El Programa Fuerte de Sociología del Conocimiento Científico (PFSCC) ha sido una de 

las perspectivas teóricas más influyentes dentro del campo de los ESCT y para los EEC 

(Epstein 2008; Eslava, 2004; Jasanoff, 2006; Nieto, 1995).  

[é] soon turned its attention towards examining scientific controversies because it is 
during such controversies that this symmetry principle can be applied to good effect. 
With each side alleging that it has ñtruthò on its side, and disparaging the theoretical 
and experimental efforts of the other, a symmetrical analysis can explain both sides 
of the controversy using the same sorts of sociological resources. (Pinch y 
Leuenberger, pp. 4 -5) 

También cabe señalar que la herramienta metodológica que adaptamos de Markle 

y Petersen (1981), está fuertemente influenciada por el PFSCC, según sus autores 

originales. 

El PFSCC fue originalmente enunciado por David Bloor en el libro Knowledge and 

Social Imagery, y sus principios conceptuales y metodológicos constituyentes se pueden 

encontrar en el primer capítulo del mismo titulado The Strong Programme in the Sociology 

of Knowledge. (Bloor, 1991) 

Partiendo del presupuesto de que la sociología puede y debe estudiar el contenido 

y la naturaleza de los conocimientos, y que las prácticas y conocimientos científicos son 

parte de la cultura moderna, David Bloor (1991) propone una serie de criterios 

metodológicos para su estudio, que pretenden explicar cómo se producen, transmiten y 

mantienen los conocimientos científicos, y que potencialmente permiten la formulación de 

leyes generales sobre su determinación social. Los cuatro principios conceptuales y 

metodológicos básicos propuestos por esta perspectiva teórica fueron los de causalidad, 

imparcialidad, simetría y reflexividad. (Bloor, 1991) 

Por causalidad, este autor define la necesidad de comprender la determinación 

social e histórica de los conocimientos científicos, no como elementos externos o inductores 

de las teorías y prácticas científicas, sino como elementos explicativos indispensables, sin 

los cuáles el análisis de la actividad científica y de la legitimidad de sus productos solo 

podría ser defendida por posturas teleológicas de la ciencia [orientada únicamente por el 

fin de la verdad], o que de una u otra forma asumen las conductas y conocimientos humanos 

como ahistóricos y por fuera de cualquier marco de referencia social o cultural. 
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Por imparcialidad, Bloor define la necesidad de no asumir una postura 

epistemológica o moral que califique de antemano los conocimientos científicos o las teorías 

y prácticas de los actores que los producen, particularmente, frente a conceptos como 

verdad-falsedad, racionalidad-irracionalidad y éxito-fracaso. Este llamado se hace desde el 

reconocimiento de que esos conceptos sólo adquieren pleno sentido dentro de marcos 

teóricos o frente a conocimientos científicos específicos, y que justamente es el trabajo de 

la sociología de los conocimientos científicos el dar cuenta de la construcción histórica y 

social de los mismos, y no realizar una evaluaci·n o valoraci·n de las ñbuenas o malas 

pr§cticasò que explican su verdad-falsedad, racionalidad-irracionalidad o su éxito-fracaso. 

Bloor resalta la importancia de este principio, discutiendo con las perspectivas de 

epistemología de las ciencias que denomina teleológica y empiricista, que según describe, 

han relegado a la sociología al estudio y explicación del error o la irracionalidad en la 

ciencia. Por el contrario, Bloor insiste en la necesidad y pertinencia de considerar la 

determinación social e histórica en la ciencia como un todo (E.G. Elementos 

epistemológicos, políticos, culturales, etc.), y no solo en los procesos o resultados que son 

inexplicables desde las lógicas internas de las ciencias. 

Por simetría, que probablemente es el principio que mejor artículo a los demás y al 

que se refieren Pinch y Leuenberger (2003) en la cita del comienzo de la sección, Bloor 

plantea la necesidad de usar las mismas herramientas conceptuales para estudiar y explicar 

los principios teóricos, metodológicos y los conocimientos científicos producidos por 

diferentes actores o desde diversas teorías. Es decir, independientemente de la posición 

que ocupe o como sea considerado o calificado un determinado conocimiento en un 

momento dado o en determinada controversia (E.G. que sea el dominante-dominado o que 

se considere falso-verdadero), es trabajo de la sociología del conocimiento científico el 

explicar cómo y por qué se llegó a esa situación, y no asumir o reforzar las condiciones 

epistemológicas y sociales que originalmente produjeron la situación (E.G. la calificación de 

algo como falso; la imposición de un conocimiento sobre otro; etc.), esto es, por ejemplo, 

limitándose a estudiar y explicar el cómo y el porqué de lo falso, sin cuestionar el cómo y el 

porqu® de la verdad: ñ[é] As Bloor has observed, scholars of science have too frequently 

sought causes to explain error or deviation while assuming that logic, rationality, and truth 

were their own explanation.ò (Markle y Petersen, 1981, p. 25) 

Finalmente, el principio de reflexividad, plantea que los mismos métodos usados 

para estudiar otros conocimientos científicos deben poder ser usados sobre la sociología 
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de la ciencia y sus productos. Esto implica, por una parte, la necesidad de reflexionar y 

hacer explícitos los principios epistemológicos y ético-políticos de los autores de esta clase 

de ESCT, y por otra, realizar un análisis crítico sistemático de si ese posicionamiento viola 

los principios de causalidad, imparcialidad y simetría en los análisis realizados. 

Como se ve, la perspectiva teórica del PFSCC dialoga bien, tanto con la sociología 

de la ciencia de Bourdieu como con los ECC. En el primer caso, comprendemos la crítica 

de Bloor (1991) a la visión de la ciencia como una actividad teleológica como muy cercana 

a la crítica de la noción de comunidad científica de Bourdieu (1983). Respecto a los ECC, 

los principios del PFSCC fundamentan la necesidad de explorar los conocimientos y 

prácticas de actores científicos específicos, buscando su determinación histórica y social. 

Cabe resaltar, por una parte, que esta perspectiva dialoga bien con el enfoque sociopolítico, 

y por otra, que es complementaria con la necesidad de mapear y describir el campo 

científico de la controversia que estudiaremos, al analizar simétricamente actores científicos 

en disputa. Por otro lado, vale la pena resaltar que el PFSCC puede comprenderse como 

complementario al énfasis de la sociología de las ciencias de Bourdieu, centrado en el 

análisis de la dinámica de los campos científicos, siempre que, como Bloor los señala 

(1991), su análisis hace énfasis en las determinaciones históricas de los conocimientos y 

sus actores, y no tanto en la estructura o el sistema de intercambios de autoridad científica 

de las ciencias3. 

La traducción metodológica de este principio de simetría también requiere 

considerar que la contraposición de teorías o conocimientos en una controversia científica, 

no implica que una teoría presupone a la otra o que la disputa se establece desde la misma 

perspectiva epistemológica. Por ello, la construcción de validez o la coherencia interna de 

una de las partes en disputa no implica la falsedad o incoherencia de la otra. Se pueden 

tener disputas de conocimientos igualmente coherentes y válidos según perspectivas 

teóricas diferenciadas, en disputa por la autoridad científica en una controversia científica 

de un campo determinado, y entonces, será la disputa por la autoridad científica de dicho 

campo, la que permita explicar la validez/falsedad, coherencia/incoherencia relacional de 

las mismas, y no solamente sus lógicas y coherencias internas. 

                                                
3 Si bien reconocemos que entre estas dos perspectivas teóricas existen diferencias epistemológicas, 
la discusión de las mismas exceden el objetivo, las necesidades y las posibilidades de este proyecto, 
fundamentalmente porque consideramos que tales diferencias no anulan la posibilidad de articular 
elementos conceptuales y metodológicos de ambas perspectivas teóricas, como herramientas 
heurísticas para la investigación de nuestro objeto de estudio. 
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Otra escuela de pensamiento de los ESCT que aporta elementos relevantes para 

nuestro modelo conceptual de los ECC es la de los estudios relativistas de ciencia y 

tecnología, que debe ser considerada una forma genérica de denominar a un conjunto 

heterogéneo de perspectivas teóricas que se han desarrollado en el campo de los ESCT 

por lo menos desde la década de 1980. Knorr-Cetina y Mulkay (1983) incluyen dentro de 

este grupo a perspectivas como la de los estudios etnográficos del trabajo científico, la 

etnometodología de las prácticas científicas, el análisis de contenido de los discursos y 

prácticas científicas, el programa relativista de los estudios científicos y al propio PFSCC4. 

Una de las características determinantes de estas perspectivas teóricas es que 

proponen como indispensable el estudio de la producción del conocimiento científico, tal y 

cómo se practica y en el lugar en que se practica. Con ello, pretenden relevar el carácter 

contingente y local de la producción de conocimientos, postulando que incluso las teorías y 

las metodologías aparentemente más objetivadas, quiere decir, más estandarizadas y 

portadoras de mayor autoridad científica, pasan por procesos socio-históricos de 

reinterpretación en cada contexto productor de conocimientos. 

Desde allí, se han formulado categorías como la de flexibilidad interpretativa o 

subdeterminación (underdetermination) teórica. La primera, referente al ejercicio de 

acomodación de la interpretación de resultados de la investigación empírica frente a la 

teoría, ya sea en contextos de prácticas científicas normales o de prácticas científicas 

transgresoras. Y la segunda, referida a la constatación de que las prácticas científicas 

incluyen procesos de construcción teórica que no necesariamente se apoyan en 

investigación empírica que los sustenten o, dicho de otra forma, que no necesariamente 

son las investigaciones empíricas las que determinan la construcción teórica que, por ello, 

estaría subterminada. (Epstein, 2008; Madrid, 31 de enero de 2012a; Wynne, 2004) 

In a nutshell, the thesis says that any theory can be maintained in face of any 
evidence, provided that we make sufficiently radical adjustments elsewhere in our 
beliefs. This follows from the fact that no one single theory or theoretical hypothesis 
can ever be extricated from óthe ever present web of collateral assumptionsô so as to 
be open to conclusive refutation [é] (Knorr-Cetina y Mulkay, 1983: 3) 

                                                
4 Si bien autores como Knorr-Cetina y Mulkay (1983) y Madrid (31/01/12a) identifican al PFSCC como 
parte de las teorías relativistas dentro de los ESCT, en nuestro trabajo articulamos de manera 
diferencial los aportes conceptuales y metodológicos de dicho programa, frente a las de las otras 
perspectivas de estudios relativistas. Ello, por reconocer en la propuesta de estudio de la 
determinación histórica y social del conocimiento científico del PFSCC, mayor cercanía con nuestra 
posición teórica general. 
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By focusing on the actual work of scientists, including their interactions with 
coworkers, their shop talk, and their ópaper trailsô, practitioners of laboratory studies 
collectively posed a fatal challenge to long-standing philosophical presumptions 
about the existence of a singular óscientific methodô that was enshrined in abstract 
logic. Scientists were revealed to be skilled tinkerers who responded, 
opportunistically and in locally varied ways, to the diverse challenges that confronted 
them as they sought to make nature óbehaveô in the lab. (Epstein, 2008: 169) 

En todo caso, para Knorr-Cetina y Mulkay (1983) el centro de estas perspectivas 

relativistas se encuentra en el relativismo epistémico frente al que indican que implica 

afirmar que el conocimiento está anclado en un tiempo y culturas específicos, y lejos de 

poder reflejar la naturaleza, siempre implica construcciones relativas históricamente. (Knorr-

Cetina y Mulkay, 1983) 

Según Madrid (31 de enero de 2012; 31 de enero de 2012a; 01 de febrero de 2012; 

01 de febrero de 20121) este principio relativista ha redundado, por una parte, en la 

progresiva fragmentación de los sujetos y territorios de estudio de estas perspectivas, 

reduciéndolos progresivamente (E.G. de la comunidad científica al científico individual; de 

la dinámica del laboratorio a la dinámica de la escritura científica, etc.), y por otra parte, 

aunque muy relacionado con el primer asunto, ha derivado en una comprensión netamente 

lingüística o simbólica de las prácticas científicas (E.G. comprendidas como un conjunto de 

teorías, sintetizadas en los textos científicos, etc.), lo que las ha distanciado de perspectivas 

teóricas que intentan explicar, por ejemplo, la relación general de las ciencias y los 

conocimientos científicos con la dinámica social general. Al mismo tiempo, ha producido un 

activo desinterés en formular desarrollos teóricos que aborden la discusión sobre la 

ontología de los procesos de producción científica, en contraste con las diferentes 

perspectivas materialistas de la sociología de la ciencia o de la epistemología. 

Para nuestra propuesta teórica-metodológica, retomamos el principio de la 

necesidad de estudiar la producción de conocimientos científico, cómo, dónde y con 

quiénes se produce. También encontramos útiles los principios de flexibilidad interpretativa 

e indeterminación teórica. Sin embargo, nos alejamos de las repercusiones más radicales 

de las perspectivas relativistas, y en particular, frente a lo que Knorr-Cetina y Mulkay (1983: 

6) denominan como ñpreferencia por la micro-sociología de las prácticas cient²ficasò 

(ñmicroscopic studyò), la priorizaci·n de la investigaci·n sobre el ñC·moò y no el ñPor qu®ò 

de las prácticas científicas, y la tendencia a adoptar perspectivas constructivistas 

diferenciadas de las primeras tendencias de la sociología del conocimiento (E.G. la 

sociología de la ciencia de Bourdieu). 
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La razón de fondo de este distanciamiento es que estas perspectivas tienden a 

negar la posibilidad de encontrar determinaciones sociales de las prácticas y conocimientos 

científicos más allá de los espacios micro-sociológicos en que estas ocurren, y a 

comprender los productos científicos más allá de las inscripciones producidas por sus 

actores (internalismo metodológico) (Jasanoff, 2006; Knorr-Cetina y Mulkay, 1983). El 

asumir esos principios epistémicos claramente impediría articular los aportes teórico-

metodológicos que retomamos, a una perspectiva más amplia de la sociología de las 

ciencias, como la que usaremos, y también dificultaría el diálogo con nuestra perspectiva 

teórica para el análisis de políticas.  

Así, en diálogo con estas perspectivas relativistas, parece necesario atender al 

estudio del desarrollo de las prácticas concretas de los métodos y el uso concreto de las 

teorías en cada caso estudiado, para comprender cómo se realizaron asuntos como 

réplicas de experimentos, pruebas, análisis estadísticos, etc., porque de ello depende la 

posibilidad de construir explicaciones sociohistóricas de los conocimientos científicos 

usados en la controversia estudiada. 

Por otra parte, la perspectiva teórica de los estudios decoloniales5, en particular la 

de los autores agrupados en el denominado grupo modernidad/colonialidad, es recuperada 

en este trabajo a través de algunos elementos conceptuales, que consideramos, 

complementan bien la aproximación teórico-metodológica de sociología de la ciencia que 

proponemos, en particular, en lo que respecta al análisis y explicación de la jerarquización 

de conocimientos en la sociedades modernas, como la acontecida entre los conocimientos 

científicos y los conocimientos populares en disputa alrededor de la controversia sobre el 

glifosato y la configuración del PECIG. (GESC, 2012; Restrepo y Rojas, 2010) 

La perspectiva decolonial plantea que el surgimiento del sistema capitalista se 

sustentó, y produjo, una jeraquización global de los territorios, poblaciones y conocimientos, 

basada fundamentalmente en la racialización y la instauración de la civilización europea 

occidental y del modelo del hombre-blanco-heterosexual-ilustrado, como parámetros del 

desarrollo moderno. Con base en dicha jerarquización se justificó, a través de diversas 

herramientas políticas, la explotación, dominación y subalternización concurrente de los 

                                                
5 Como sucede con los Estudios Relativistas, los Estudios Decoloniales es una denominación 
genérica para un conjunto de trabajos heterogéneos, que incluso se resisten a asumir la 
denominación de teóricos o a tener pretensiones teóricas. 
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territorios, poblaciones y conocimientos periféricos6. El desarrollo de la ciencia moderna se 

habría producido en el corazón mismo de ese proceso, siendo una de las herramientas 

políticas de dominación de dicho sistema social. (Restrepo y Rojas, 2010) 

La perspectiva decolonial plantea que en el centro del proceso de configuración del 

capitalismo se encuentran los procesos de modernización europea y de colonización de los 

territorios subalterniazados por parte de dichos estados imperiales, siendo la modernización 

y la colonización dos caras de la misma moneda, es decir, procesos indisociables que 

sustentaron la construcción de todo lo que hoy consideramos como modernidad. Por ello, 

insisten en que el sistema capitalista global debe ser identificado necesariamente como 

moderno/colonial, para poder analizar y explicar adecuadamente sus dinámicas de poder y 

organización social. (Restrepo y Rojas, 2010) 

Desde esta perspectiva teórica, a pesar del fin del colonialismo como sistema de 

dominación imperial, pervive la matriz de poder que sustentaba el mismo, a través de la 

colonialidad, que resulta ser una forma particular de ejercicio del poder sobre las 

poblaciones, territorios y conocimientos del periodo ñposcolonialò, que reedita el sistema de 

jerarquización y subalternización que permitió el surgimiento del capitalismo 

moderno/colonial, y que hoy le permitiría subsistir. (Restrepo y Rojas, 2010) 

La colonialidad se expresa, según este grupo de autores, en tres formas 

fundamentales: la colonialidad del poder, la colonialidad del saber y la colonialidad del ser. 

La colonialidad del poder implica una matriz de dominación basada en criterios raciales, de 

clase social y de género, que produce, explica y justifica el lugar subalterno de los países y 

poblaciones de los territorios periféricos en el sistema capitalista/colonial vigente, y el 

subsecuente control sobre sus medios de producción, su trabajo, sus conocimientos y sus 

cuerpos/subjetividades. (GESC, 2012) 

La colonialidad del saber implica el proceso por el cual la racionalidad científica 

moderna, o la ciencia moderna, se constituyó en el modelo de racionalidad dominante, 

produciendo una subalternización y negación activa de otras formas de conocimiento, en 

particular, de aquellos provenientes de las poblaciones y territorios subalternizados capaces 

de oponerse al desarrollo del sistema capitalista moderno/colonial. Así, el conocimiento 

                                                
6 Es desde esta perspectiva teórica que se acuña el concepto de sur global, que pretende agrupar a 
los territorios, poblaciones y conocimientos periféricos subalternizados y dominados por los centros 
imperiales, que desde la perspectiva maniquea y jerarquizadora de la cultura moderna/colonial se 
han configurado como el ideal del desarrollo moderno, como el norte global. (Restrepo y Rojas, 2010) 
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científico de matriz positivista se constituyó en el patrón de veracidad, estableciéndose 

como conocimiento objetivo y universal, y presentándose como desterritorializado y 

descorporalizado (sin sujeto y sin lugar de enunciación), y por lo tanto, sin intereses. (GESC, 

2012) 

Por su parte, la colonialidad del ser implica la encarnación por parte de los sujetos, 

y de forma dramática, por parte de las poblaciones explotadas y dominadas, de la 

experiencia de subalternización y negación de posibilidades de bienestar y existencia. Es 

el proceso de creación de no-sujetos por contraste y oposición al sujeto europeo, sobre los 

que se justifica, o simplemente no se observa, o no interesa observar, los procesos violentos 

de dominación y explotación. (GESC, 2012) 

Sobre este punto de producción activa de la negación, vale la pena recuperar la 

invitación de de Sousa Santos (2010: 22-24) a realizar una sociología de las ausencias para 

recuperar el análisis de esos sujetos, territorios y conocimientos activamente ocultados o 

deslegitimados. 

Cómo se ve, la perspectiva de los estudios decoloniales aborda un problema que 

ha sido central en los ESCT, por lo menos en un momento de su desarrollo: el problema de 

la jerarquización de los conocimientos, y de los mismos como dispositivos de control 

(Epstein, 2008; Foucault, 1977, 1992). 

La respuesta que los estudios decoloniales esbozan al respecto va más allá de las 

respuestas que al respecto plantearon autores como Foucault (1992) o incluso el mismo 

Bourdieu (1983, 1990, 1994), en el sentido de que no aborda el problema de forma genérica 

para el conjunto de estados modernos (Foucault, 1977), sino que plantea una diferenciación 

fundamental sobre el desarrollo de la ciencia moderna, y el ejercicio de poder que encarna, 

entre los países y poblaciones centrales y periféricas. 

Esta perspectiva resulta útil para aproximarse a nuestro problema de estudio, ya 

que busca una integración en el análisis sobre las formas en que la jerarquización de 

conocimientos y poblaciones afecta la dinámica política y científica en los Estados 

modernos, siendo que, por ejemplo, la representación construida activamente del mundo 

campesino, de los sujetos campesinos, indígenas, afros, como sujetos inferiores, 

poseedores de conocimientos irracionales, sustentaría las prácticas de marginación activa 

de dichos sujetos de la toma de decisiones sobre procesos que afectan directamente su 

vida y salud (E.G. sobre la configuración del PECIG), y la negación, deslegitimación u 
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ocultamiento de los conocimientos que sustentan sus reclamos sobre las afectaciones de 

salud y de modo de vida secundarios a las AAG. 

Knowledge hierarchies are rarely ñaccidentalò in their origins: they tend both to build 
upon, and reinforce, social cleavages based on other markers of inequality ï class, 
formal education, race, gender, sexuality, or nation.ò (Epstein, 2016, p. 5) 

Quepa introducir en este punto los elementos conceptuales incorporados en nuestro 

modelo interpretativo respecto a la experticia encarnada por los expertos técnico-científicos, 

iniciando por el análisis de Engelhardt y Caplan (2003) alrededor de la relación entre 

conocimientos científicos y políticas públicas, que advierte que cuando se pretende dar el 

salto del análisis de la producción de conocimientos científicos al de producción o 

configuración de políticas públicas, se debe considerar que mientras en el campo científico 

la comunidades son fuertemente autónomas, y sus prácticas y productos no 

necesariamente afectan de forma explícita a la sociedad en general, en las decisiones sobre 

políticas públicas las prácticas y productos de los actores científicos pretenden afectarla 

directamente. En el esfuerzo por legitimar las acciones públicas, los Estados recurren a los 

conocimientos científicos como herramientas validas que sustentan las políticas, 

estableciendo relaciones específicas con sujetos, instituciones o comunidades científicas, 

o con sus productos7. En el centro de esta relación puede ubicarse la figura de los expertos 

científicos. 

La mediación que realizan los expertos es entre la autoridad científica y la autoridad 

política8. Entonces, el experto es un actor científico convocado en razón de la autoridad 

tecno-científica que encarna, autorizado para representarla en los procesos de construcción 

de autoridad política en torno a las políticas públicas. Dos elementos deben ser 

considerados en esta mediación: el primero, es que en el accionar del experto se hacen 

más evidentes los valores sociales que subyacen a la construcción de los conocimientos 

científicos que defiende, y que en la práctica científica normal están más soslayados por su 

habitus. Bourdieu (1983) señala que cuando un científico se posiciona frente a temas o 

problemas por fuera de su campo (E.G. los conflictos sociopolítico alrededor de los CDUI), 

                                                
7 Engelhardt y Caplan (2003: 18) señalan que el proceso de configuración de políticas públicas 
también produce efectos de legitimación-deslegitimación de determinados conocimientos científicos, 
dentro y fuera del campo científico, siendo que está interrelación entre políticas públicas y expertos 
puede ser fuente de legitimidad para cerrar controversias científicas por diferentes mecanismos. 
8 Vale la pena reafirmar que desde la perspectiva de Bourdieu (2002a) la construcción de la autoridad 
científica implica una acción orientada por principios epistemológicos, técnicos y políticos. Es decir, 
el conocimiento científico encarna, al interior del campo científico, elementos racionales y técnicos, 
tanto como encarna politicidad. 
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o cuando está más preocupado por mostrar su neutralidad u objetividad, es que mejor se 

pueden observar los valores sociales que subyacen en sus prácticas científicas y en los 

conocimientos que construye. Dado que el experto pretende extrapolar o convertir su 

autoridad científica en autoridad política fuera de su campo, la pretensión de neutralidad, 

objetividad y universalidad aparecen como elementos valiosos a demostrar, pero 

justamente por ello, se pueden observar más claramente las imposiciones sociales más 

profundas de otros campos sociales sobre el campo científico; es decir, el marco cultural e 

ideológico que comparten los actores científicos con determinadas fracciones de la 

sociedad, como por ejemplo, las concepciones sobre la sociedad, el Estado, las políticas 

públicas, los sectores subalternos, los conocimientos populares, etc. 

El segundo elemento a resaltar es que la mediación entre autoridad científica y 

autoridad política realizada por el experto se hace en el campo político, y por lo tanto, en 

este la autoridad científica es una fuente de poder más en relación con otras que se disputan 

la capacidad de tomar decisiones públicas. La traducción de autoridad científica a autoridad 

política o poder político se realiza, por una parte, a través del reconocimiento de los 

elementos de poder propiamente político que encarna el actor científico, por ejemplo, el 

capital político acumulado en disputas previas por la institución que representa (E.G. como 

el de las instituciones de consultoría oficial o los tanques de pensamiento); y por otra parte, 

por la dinámica de correlación de fuerzas y de conformación de bloques de poder de los 

actores involucrados, que determinan los predominios en la toma de decisiones del proceso 

específico. La propia convocatoria de determinados actores científicos que defiendan 

determinados conocimientos es, en sí misma, un acto político de conformación de bloques 

de poder (Bourdieu, 1983; Epstein, 2008; Wynne, 2004). Algunas perspectivas, como la de 

Wynne (2004), Raigoso (2012), Maldonado O. (2014) y Lozano (2007; 2009), son más 

enfáticas en señalar que en la participación de los expertos pueden observarse la defensa 

de valores sociales o políticos mucho más explícitos, en relación con la autoridad científica 

que encarnan. Wynne (2004) va más allá, al señalar que incluso el disenso entre expertos 

puede estar animado por la crítica u oposición de actores sociales no expertos a algunos 

conocimientos, o sea, que las controversias entre expertos, las controversias científicas, 

pueden ser originadas por reclamos de actores no expertos, defendiendo que entre estos 

conocimientos, lego y experto, puede existir una co-producción y dependencia mutua. 
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En el mismo sentido, Wynne sintetiza una serie de características de la relación 

entre conocimiento lego y conocimiento científico, que dialogan bien con nuestra 

comprensión del conocimiento científico como construcción social: 

o El conocimiento científico experto incorpora presupuestos y compromisos de 
carácter humano, sobre las relaciones sociales, sus comportamientos, sus valores; 
también incorpora óestructurasô problemáticas o compromisos epistémicos, por 
ejemplo sobre la propia extensión de la agencia, del control y la predicción, o sobre 
la normalización; 

o Desdeña y, por lo tanto denigra del conocimiento lego especializado; 

o En un segundo nivel define, entonces, las resistencias del público lego como 
basadas en la ignorancia o la irracionalidad más que sobre objeciones sustantivas 
aunque inarticuladas a estas construcciones inadecuadas sobre la identidad social 
de los legos que los discursos expertos inconscientemente asumen e Imponen; 

o Así la ambivalencia pública, referida a su dependencia de actores sociales 
(expertos) que engendran tal desviación y control social, adquiere un reforzamiento 
adicional. (Wynne, 2004, p. 139) 

A esta perspectiva, Maldonado O. (2014) agrega que la función esencial del experto 

en las arenas de toma de decisiones políticas o jurídicas es la de generar un marco de 

interpretación para la toma de decisiones, y que su impacto puede ser rastreado, entre otras 

evidencias, por la forma en que las decisiones políticas o jurídicas, en formas de texto, 

retoman argumentos, datos o fuentes de información presentadas por los expertos. 

Así, dado que la propia legitimidad de la autoridad científica se ve cuestionada 

durante la intervención de los expertos en el campo político, y en correlación con otras 

fuentes de poder social, cabe señalar que 

Ni en el campo científico ni en el campo de las relaciones de clase existe instancia 
alguna que legitime las instancias de legitimidad; las reivindicaciones de legitimidad 
obtienen su legitimidad de la fuerza relativa de los grupos cuyos intereses expresan: 
en la medida en que la definición misma de criterios de juicio y de principios de 
jerarquización refleja la posición de una lucha, nadie es buen juez porque no hay 
juez que no sea juez y parte. (Bourdieu, 1983.: 138, itálicas en el texto original) 

En el mismo sentido, Engelhard y Caplan (2003) resaltan que, frente a la resolución 

de controversias científicas en procesos de configuración de políticas públicas, el 

posicionamiento de los actores científicos frente a valores sociales y políticos no 

epistemológicos es ineludible, y señalan que 

It is not possible to appeal to a disinterested moral observers in order to acquire an 
answer. A particular answer depends upon having a particular moral sense, and that 
cannot be imputed to a disinterested value observer or group of órationalô contractors 
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in order to resolve the question, without begging the question. One would need to be 
able to identify a proper concrete value sense to impute, and that identification itself 
would require an appeal to a value sense. (Engelhard y Caplan, 2003, p. 20) 

De igual forma, Jasanoff (2006) señala que, cuando se trata de resolución de 

problemas políticos y de la participación de expertos en los mismos, se mezclan la dinámica 

de la sociedad y del campo científico, haciéndolos interdependiente y co-produciendo los 

conocimientos científicos y la historia política de las sociedades, así: 

[é] Solutions to the problems of knowledge are solutions to the problems of social 
order. That is why [é] are contributions to political history as well as to the history of 
Science. (Jasanoff, 2006, pp. 31 ï 32) 

[é] Shapin and Schaffer concluded that there are, in practice, three senses in which 
óthe history of science occupies the same terrain as the history of politics. First, 
scientific practitioners have created, selected, and maintained a polity within which 
they operate and make their intellectual product; second, the intellectual product 
made within that polity has become an element in political activity in that state; third, 
there is a conditional relationship between the nature of the polity occupied by 
scientific intellectuals and the nature of the wider polity.ô (Jasanoff, 2006, pp. 32 ï 33) 

Epstein (2016) señala el hecho de que las sociedades contemporáneas están 

fuertemente mediadas por los expertos científicos, y en esa medida, defiende la necesidad 

de la reflexión sistemática sobre la relación entre valores sociales y políticos y la producción 

de conocimientos y prácticas científicas. Al respecto, vale la pena señalar que la discusión 

sobre esa relación en el campo de los ESCT ha fluctuado, y continúa haciéndolo, entre la 

anti-cientificidad, que podría ser traducida como un rechazo a los conocimientos científicos 

por comprenderlos única o predominantemente como dispositivos de control, 

disciplinamiento y normalización, o reproductores de jerarquías e inequidades sociales, y 

una posición, muy rara en el campo de los ESCT, pero aún muy común entre los científicos 

normales, de defensa de la positividad de la ciencia, muy a la usanza del espíritu científico 

comtiano. (Jasanoff, 2006; Madrid, 31/01/12a; 31/01/12b; 01/02/12a; 01/02/12b) 

A medio camino en esa disputa se encuentran perspectivas como la de Epstein 

(2008; 2016), Jasanoff (2006) o Lozano (2007; 2009) que defienden la posibilidad de 

practicar una ciencia democrática, o las de Breilh (2003) y Almeida-Filho (1992; 2000), que 

reflexionando sobre el campo de la salud pública, defienden la necesidad de conocimientos 

y prácticas sanitarias interculturales y populares. En este punto, también cabe resaltar que 

dentro de los aportes que consideramos en nuestro marco teórico, es la perspectiva de los 

estudios decoloniales una de las que más se han cuestionado y posicionado al respecto, 

por ejemplo, a través de la propuesta de ecología de saberes de de Sousa Santos (2010). 
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En ese contexto, si bien es difícil plantear elementos comunes de las propuestas 

citadas, podría señalarse, siguiendo a Lozano, que 

[é] A pesar de la diversidad de abordajes, en t®rminos generales los planteamientos 
académicos muestran un consenso casi generalizado sobre la importancia de la 
democratización de la ciencia y la tecnología, y de la necesidad de generar 
mecanismos de participación pública dirigidos no sólo a aspectos relacionados con 
la identificación y regulación de los impactos y los riesgos tecnológicos, sino también 
al espacio más amplio del direccionamiento de las políticas de ciencia y tecnología 
dentro de las sociedades. (Lozano, 2007, p. 236) 

Las propuestas de estos autores para transformar las inequidades producidas o 

reforzadas por las prácticas y conocimientos científicos, pasan por reconstruir o disputar la 

autoridad de los mismos frente a otras formas de conocimiento y prácticas sociales, así 

como por develar y disputar los valores sociales y políticos que sustentan las prácticas 

científicas. En última instancia, la capacidad de practicar una ciencia democrática o popular 

pasa por la capacidad de reconocer la forma en que el conocimiento científico y los expertos 

influyen en las decisiones públicas en sociedades específicas, y en encontrar formas 

colectivas de valorar, decidir y construir conocimientos válidos para situaciones concretas. 

(Epstein, 2008; de Sousa Santos, 2010) 

La propia mención de criterios de validez como categoría necesaria o de mediación 

para la construcción de una ciencia que no reproduzca o produzca inequidades, convoca 

una serie de discusiones que superan por mucho el alcance de este documento. Sin 

embargo, consideramos necesario plantearlo, atendiendo por un lado al principio de 

reflexividad que retomamos del PFSCS, y por otro, para señalar que al considerar al 

conocimiento científico como un producto socialmente construido, no estamos 

desposeyéndolo de su dimensión material, en términos de que sus prácticas, productos y 

consecuencias, tienen materialidad social y natural, y que por tanto, las prácticas y 

consecuencias materiales que produce, pueden servir para construir colectivamente 

criterios de validez. A esta construcción colectiva de conocimiento y al estudio de los 

criterios sociales de validez de conocimientos específicos es a lo que Jasanoff (2006) 

denomina como epistemologías cívicas. 

En ese sentido, estas posturas se han acercado a lo que se ha denominado como 

activismo científico, que retoma la proposición de Foucault de que 

El problema político esencial para el intelectual no es criticar los 
contenidos/ideológicos que estarían ligados a la ciencia, o de hacer de tal suerte que 
su práctica científica está acompañada de una ideología justa. Es saber si es posible 
constituir una nueva política de la verdad. El problema no es ñcambiar la concienciaò 
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de las gentes o lo que tienen en la cabeza, sino el régimen político, económico, 
institucional de la producción de la verdad. 

No se trata de liberar la verdad de todo sistema de poder ï esto sería una quimera, 
ya que la verdad es ella misma poder - sino de separar el poder de la verdad de las 
formas hegemónicas (sociales, económicas, culturales) en el interior de las cuales 
funciona por el momento. (Foucault, 1992: 189) 

De esa forma, el llamado al activismo científico de estas perspectivas implica valorar 

los conocimientos que orientan las intervenciones sobre la materialidad social y natural, 

respecto de sus formas de construcci·n, y, particularmente respecto al ñ[é] tipo de 

intervenci·n en el mundo que ®sta permite o previene.ò (de Sousa Santos, 2010: 53). Por 

su parte, perspectiva como las de Firpo-Porto y Finamore (2012) señalan la necesidad de 

observar mejor las producciones epistemológicas y políticas de los actores subalternizados, 

como caminos posibles para la superación de las inequidades estructuradas por el modelo 

social y técnico-científico dominante. 
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Diseño metodológico 

 

 

Este estudio es de tipo analítico hermenéutico. Su objeto es el análisis de una 

política pública de relevancia para el campo de la salud pública, con énfasis en el análisis 

de la controversia científica sanitaria imbricada en el proceso. 

Las metodologías usadas fueron el análisis documental y el análisis de contenido, 

sustentados en técnicas de búsqueda, revisión y verificación de fuentes de información 

primarias y secundarias. Acudiendo al método histórico, se realizó una crítica de fuentes y 

un ejercicio de relación de procesos de diferente escala témporo-espacial: de corta, 

mediana y larga duración, y de carácter local, nacional y global. 

- Las fuentes de información usadas fueron: 

 

o Archivo de actas de reuniones del CNE: fuente inédita en tanto no se registró 

su citación en ningún documento usado durante la investigación. El acceso 

a este archivo fue inicialmente denegada por el Ministerio de Justicia y del 

Derecho aduciendo al carácter reservado por razones de defensa y 

seguridad nacional, citando el artículo 94 de la Ley 30 de 1986 ï Código 

Nacional de Estupefacientes9. Tras recurrir al mecanismo de derecho de 

petición para reiterar la solicitud de acceso a la documentación pública, 

invocando el artículo 22 de la Ley 1712 de 2014 - ley de transparencia y del 

derecho de acceso a la información pública nacional -10, se obtuvo acceso a 

las actas de reunión del CNE y documentación anexa de las sesiones 

desarrolladas entre el 01 de enero de 1992 y el 30 de junio de 2004. Se 

obtuvieron un total de 74 actas de reunión compuestas por un total de 9.523 

folios. El periodo de espera entre la solicitud inicial de la documentación y la 

entrega efectiva de la misma fue de aproximadamente ocho meses. 

                                                
9 ñLos temas tratados en el Consejo Nacional de Estupefacientes son reservados. Sus actas tendrán 
el mismo carácter y, por tanto, solamente podrán ser conocidas por el señor Presidente de la 
Rep¼blica y por los miembros del Consejo.ò (Congreso de la Rep¼blica, 1986, p. 31) 
10 ñExcepciones temporales. La reserva de las informaciones amparadas por el artículo 19 no deberá 
extenderse por un per²odo mayor a quince (15) a¶os.ò (Congreso de la Rep¼blica, 2014, p. 11) 
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o Normatividad y documentación oficial de instituciones públicas relacionadas 

con el PECIG, como resoluciones de la Dirección Nacional de 

Estupefacientes (DNE), del CNE, del Ministerio de Medio Ambiente, del 

Ministerio de Salud y Protección Social, del Ministerio de Justicia y del 

Derecho, de la Presidencia de la República, del Congreso de la República, 

del Congreso de la República, de la Defensoría del Pueblo, Instituto Nacional 

de Salud, entre otras. La mayoría de la información se obtuvo de repositorios 

públicos en línea, siendo necesario señalar que cuando se presentaron 

solicitudes de acceso a la información en instituciones como el Congreso de 

la República, la Defensoría del Pueblo o el Instituto Nacional de Salud se 

enfrentó el obstáculo metodológico de la falta de organización y 

centralización de la información institucional, que impidió tener acceso al 

archivo integral de información referente al PECIG solicitada, pues, por 

ejemplo, en el caso de los debates de control político desarrollados en el 

Congreso de la República, se obtuvo como respuesta que la gestión de los 

archivos dependía del despacho de cada congresista, por lo que no se podía 

proveer la información solicitada, siendo que gran parte de la información 

respecto a dichos debates probablemente se encontraba pérdida o no era 

localizable por no estar centralizada ni sistematizada históricamente. 

o Fallos y sentencias de procesos judiciales relacionados con el PECIG, 

especialmente aquellos emitidos por el Consejo de Estado y por la Corte 

Constitucional. Cabe decir, que como en el caso de los archivos del numeral 

anterior, en este caso también se encontró dificultad para acceder a los 

archivos, por ejemplo, el de la Corte Constitucional, donde obtuvimos como 

respuesta a la solicitud de acceso al archivo, que este no se encontraba 

centralizado ni sistematizado históricamente, y que dependía de la gestión 

de archivo de los despachos de los magistrados encargados. 

o Archivos de organizaciones sociales, de organizaciones no 

gubernamentales y de centros de pensamiento relacionados con la política 

antidrogas o con el movimiento social de cultivadores de CDUI. En este caso, 

los archivos de las Organizaciones No Gubernamentales (ONG) 

especializadas en temas relacionados con la política antidrogas, como el 

CINEP, o INDEPAZ, resultaron en un abundante aporte de fuentes primarias 

de tipo pronunciamientos, u documentos oficiales no contenidos en otros 
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archivos. Por su parte, los archivos de las organizaciones sociales fueron de 

difícil consulta, pues a pesar de la larga trayectoria de organizaciones como 

Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria (FENSUAGRO), cuya 

participación directa en las disputas alrededor del PECIG se aborda en el 

trabajo, su gestión de archivo adolecía de serias dificultades, siendo casi 

nula la información obtenida de esta fuente. 

o Entrevistas semiestructuradas a actores con participación directa en la 

configuración del PECIG, como tomadores de decisiones, actores técnico-

científicos de entidades públicas relacionadas con la política, actores 

sociales relacionados con el movimiento social de cultivadores de CDUI. En 

total se desarrollaron una (1) entrevista a tomadores de decisiones, nueve 

(9) entrevistas a actores técnico-científicos, y diez (10) entrevistas a actores 

sociales relacionados con el movimiento social de cultivadores. El criterio del 

número de entrevistas o de los sujetos entrevistados no atendió a un 

protocolo muestral de tipo epidemiológico, sino a los criterios de priorización 

de territorios caracterizados como de alta conflictividad alrededor 

relacionada con las AAG (Putumayo, El Catatumbo, la Sierra Nevada de 

Santa Marta y la frontera Colombo-Ecuatoriana), o de accesibilidad, como 

en el caso de los tomadores de decisiones. Algunas entrevistas se realizaron 

sobre actores sociales sin participación directa en las disputas alrededor del 

PECIG, aunque sí involucrados en los procesos de pos-acuerdos de La 

Habana relacionados con el Programa Nacional Integral de Sustitución de 

Cultivos de Uso Ilícito (PNIS), que sirvieron para la profundización de la 

caracterización del movimiento social de cultivadores de CDUI. El número 

total de entrevistas atendió a criterios de saturación teórica y de 

disponibilidad presupuestal. El conjunto de entrevistas fueron 

audiograbadas, transcritas y analizadas por métodos manuales de análisis 

de contenido. Todas las entrevistas se desarrollaron desde un cuestionario 

orientador y contaron con consentimiento informado verbal (Ver Anexo I y 

Anexo II). 

o Archivo Digital de Prensa del CINEP que contiene una base de datos 

sistematizada de diez (10) fuentes de prensa de circulación nacional y 

regional en temas como derechos humanos, conflictos sociales y políticos, 

narcotráfico, entre otros, que posee registros desde el año 1994 y hasta la 
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fecha. Por medio de esta fuente se identificaron e incorporaron al análisis 

aproximadamente dos mil ciento y sesenta y cinco (2.165) artículos de 

prensa relacionados con el PECIG en el periodo 1992-2015. 

o Base de datos de Derechos Humanos (DD.HH) y violencia política del 

CINNEP, que se trata de una fuente que sistematiza información relativa a 

violaciones graves de DD.HH. en el contexto del conflicto social y político en 

Colombia. Por medio de esta fuente se identificaron e incorporadas al 

análisis cincuenta violaciones de DD.HH. relacionadas con el PECIG para el 

periodo 2000-201511. 

o Bibliografía académica referente al PECIG recopilada de bases de datos 

como Lilacs, Ebsco, Pubmed, Jstor, Google Académico, Catálogo de la Red 

Nacional de Bibliotecas de la Universidad Nacional de Colombia, Catálogo 

de la Biblioteca de la Universidad Externado, Catálogo de la Biblioteca 

Nacional, Archivo del CINEP, Archivo de INDEPAZ, entre otras, 

complementada con bibliografía surgida de la aplicación de la metodología 

de bola de nieve, así como de referencias sugerida por expertos. 

Como forma de organización de la información y estrategia analítica, usamos dos 

herramientas metodológicas: la primera, una periodización transitoria con base en la 

información levantada durante la fase de formulación de la investigación, que se estableció 

alrededor de coyunturas críticas del proceso sociopolítico de configuración del PECIG, 

entendidas como periodos de cristalización de la política, con énfasis identificables. La 

segunda herramienta, enfocada en el análisis de la controversia científica, fue el protocolo 

de Markle y Petersen (1981) modificado, que nos permitió identificar la estructura y dinámica 

del campo científico de producción de conocimiento sobre los impactos sanitarios del 

glifosato, sus actores, productos y disputas. 

Por motivos expositivos no presentaremos en este apartado la periodización 

transitoria establecida durante la formulación de la investigación, en tanto que, como era lo 

esperado, se le efectuaron modificaciones de gran relevancia a la luz de la labor analítica 

de las fuentes usadas. Esto se aprecia en el apartado de presentación de resultados, que 

contiene lo que podríamos considerar la periodización definitiva de la configuración del 

PECIG desde nuestro modelo analítico. En todo caso y como orientadores de la 

                                                
11 La información de la base de datos, de acceso público a través de la página we 
www.nocheyniebla.org presenta información a partir del año 2000. 

http://www.nocheyniebla.org/
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periodización de la política, se consideraron los extensos antecedentes de aspersiones 

experimentales con herbicidas previas al PECIG, la fase de formulación de las AAG sobre 

cultivos de amapola y su ampliación para la promulgación del PECIG, las amplias 

movilizaciones sociales que sucedieron a la implementación extensiva de las AAG, y que 

devino en un verdadero movimiento social, los procesos de emergencia de medidas de 

regulación, vigilancia y control del PECIG motivados por la actuación de entes públicos que 

se posicionaron como detractores del PECIG, la implementación del PC como parte aguas 

de la política antinarcóticos colombiana, y los importantes procesos de judicialización del 

PECIG que, como se verá, resultaron el preámbulo de su suspensión. 

Por otra parte, la matriz de análisis de Markle y Petersen (1981: 28-29) fue traducida 

y adaptada por nosotros, en diálogo con el enfoque teórico presentado, y se constituyó en 

una herramienta transversal para el análisis. El protocolo presenta seis (6) ejes o categorías 

analíticas que permiten la clasificación y análisis sistemático de la información relacionada 

con la controversia científica estudiada. Las seis categorías ordenadoras son: la descripción 

general de la controversia en términos temporales, bibliométricos y de contenido; los 

actores participantes; las tácticas desplegadas por los actores; los valores sociales y 

políticos en disputa; los conocimientos en disputa; y la forma de resolución. (Ver Anexo IV) 

Partiendo del reconocimiento de que una controversia científica contiene la disputa 

entre por lo menos dos colectivos científicos, Markle y Petersen (1981) recomiendan 

nominar a cada grupo para facilitar su diferenciación. En este caso, proponemos la 

nominación de los grupos en contienda como detractores y promotores del PECIG, 

ubicando en el primero a los actores científicos que confrontan la afirmación sobre la 

inocuidad del glifosato en humanos (entre otras cuestiones) y a quienes proponen reformas 

del PECIG, y en el segundo, a los que mantienen la posición de afirmar la inocuidad de este 

herbicida y a quienes defienden la política. La clasificación de promotores o detractores, se 

hace extensiva al conjunto de actores que se posicionan en torno a la configuración del 

PECIG, asumiendo por una parte el carácter imbricado de las controversias científicas y 

sociopolíticas, y por otro, porque nos permite caracterizar de forma general a los dos 

bloques de disputa, que como se verá, mantuvieron un alto nivel de identidad durante el 

periodo estudiado. 

Para finalizar el apartado metodológico, cabe señalar que el proyecto de 

investigación fue evaluado y aprobado por el Comité de Ética de la Facultad de Medicina 

de la Universidad Nacional de Colombia por medio de Acta de Evaluación número 019-324-
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17, al considerar al proyecto como de muy bajo riesgo para los sujetos incluidos en el 

estudio, señalando que no presentaba dilemas éticos y considerando adecuados los 

mecanismos de consentimiento informado, protección de datos personales y demás 

involucrados en el proceso de realización de las entrevistas semi-estructuradas. (Ver Anexo 

III) 
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III. Resultados 

 

En este capítulo se presenta el relato del proceso sociopolítico de formulación, 

implementación y reforma del PECIG desarrollado entre los años 1992 y 2015. El texto 

se organiza en subperíodos atendiendo a los énfasis políticos que adquirió 

históricamente. De igual forma, se releva el análisis del carácter y papel que jugó la 

controversia científica en la política. 

Si bien se pueden identificar antecedentes de gran relevancia de aspersiones 

aéreas con herbicidas sobre cultivos declarados de uso ilícito en la década de 1980, las 

nuevas reglas de juego establecidas por la Constitución Política de 1991 (CP-1991), así 

como la magnitud y sistematicidad de las aspersiones del PECIG, hacen que sea 1992, 

el año de formulación de dicha política, el año seleccionado para el inicio de nuestro 

estudio. Aun así, algunos elementos relevantes de períodos previos fueron 

incorporados en el análisis. 
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1. Formulación del PECIG (1992-1994) 

 

ñEl gran error es creer que cort§ndole la cola al lagarto, que es lo que quieren 

hacer fumigando, se soluciona el problema. Se olvida que al lagarto le vuelve a 

crecer la cola.ò  

Monseñor Belarmino Correa, Obispo de Guaviare12  

 

 La formulación del PECIG se dio en un contexto de reforma del sistema político por 

parte del Estado nación colombiano marcado por el proceso de transformación normativa 

de sus reglas de disputa política, cuya manifestación más relevante fue la conformación de 

la Asamblea Nacional Constituyente que proclamó la CP-1991. Dicha carta puede 

considerarse como la cristalización normativa del intento institucional de amainar el 

creciente conflicto social, político y armado en el país, y en particular, se puede entender 

como una respuesta al reto político de las insurgencias armadas y de las estructuras 

cartelizadas del narcotráfico. (Camacho et al. 1999; García, 2016; Ministerio de Justicia y 

el Derecho, 1993) 

La propuesta de superación de la profunda crisis de legitimidad del Estado se dio 

por la vía de la inclusión parcial de las fuerzas políticas no bipartidistas, histórica y 

violentamente excluidas del sistema de gobierno, generando una apertura democrática 

parcial, que pretendía fortalecer de esa forma la frágil institucionalidad expresada en el uso 

continuo de figuras como el estado de sitio, en la impronta católica en la política y en la 

connivencia de entes gubernamentales con el narcotráfico. (García Villegas, 2000; 

Scarpetta, 1991; Uprimny, 1994)  

La nueva carta política no sólo estableció el marco jurídico y legal en el que se 

desarrolló el proceso de configuración del PECIG, sino que permitió la emergencia de 

algunos de los actores, arenas y herramientas de disputa claves para el mismo, como la 

Alianza Democrática ï M19 (AD-M19), la Corte Constitucional (CC) y la tutela. (García, 

2016) 

De igual forma, la nueva constitución declaraba un estado social de derecho que, si 

bien presentaba una cara garantista con la inclusión o ampliación de derechos civiles, 

                                                
12 Como citado en Salazar (1998, p. 17) 
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políticos y sociales inéditos, también presentaba una cara modelada por la agenda 

neoliberal de ajuste estructural que exaltaba ñ[é] el poder ordenador del mercado, [que] 

ensalza el ideal de la iniciativa privada y reubica la acción del Estado en la modulación del 

sistema.ò (Vega et al, 2012, p. 60). A la postre, eso determinaría que la esperanza de 

transformaciones sociales profundas que despertó entre las fuerzas alternativas 

promotoras del proceso constituyente se diluyera de forma rápida en el continuismo 

mayoritario de las fuerzas políticas dominantes. (Noguera-Fernández y Criado de Diego, 

2011) 

 

 1.1. Análisis del proceso sociopolítico 

1.1.1. Autorización de AAG contra cultivos de amapola y 

aprobación del PECIG 

  

El primer hito para la configuración del PECIG fue la autorización de las Aspersiones 

Aéreas con Glifosato para cultivos de amapola por parte del Consejo Nacional de 

Estupefacientes, por medio del Comunicado ñ[é] a la Opini·n P¼blica Nacional sobre la 

erradicaci·n de cultivo de amapolaò del 31 de enero de 1992 (CNE, 1992a; 2013). La 

medida se tomó tras la solicitud de la Policía Nacional, que informaba sobre un marcado 

aumento del área cultivada de amapola, calificando el fenómeno como una amenaza 

ambiental y sanitaria, y asociándolo con diversas expresiones de criminalidad. (Ministerio 

de Justicia y del Derecho, 1993) 

El comunicado señalaba:  

La amapola es un cultivo que ha comenzado a extenderse significativamente por el 
territorio nacional, representando un peligro potencial y creciente para el orden 
público del país al constituir una fuente complementaria de violencia, obrar en 
detrimento del desarrollo económico del país, sin olvidar que los derivados de la 
amapola -el opio, la morfina y la heroína- son estupefacientes de alta peligrosidad 
para quienes los consumen.  

El Gobierno Nacional considera que es el momento para fortalecer el programa para 
la erradicación de cultivo de amapola en todo el territorio nacional, con el fin de 
prevenir la expansión de este nefasto cultivo. [...] 

La forma vertiginosa de propagación de estos cultivos, la afectación progresiva de 
nuevos departamentos, la depredación de la vegetación primaria de los terrenos, el 
daño ecológico que viene advirtiéndose, la protección subversiva de esta ilícita 
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actividad, los altos riesgos y costos de las operaciones policiales en su lucha y la 
descomposición social y económica que viene generando en las áreas afectadas, 
obliga a la adopción de medidas ágiles y efectivas de erradicación que 
científicamente habrán demostrado no poner en peligro la vida humana y no causar 
daños al ecosistema. (CNE, 1992a, pp. 1-2)  

Las medidas ágiles y efectivas, con evidencia científica de seguridad a las que se 

refería el comunicado eran las AAG, que se presentaron como un complemento del 

conjunto de medidas represivas contra el cultivo y tráfico de estupefacientes que venía 

adelantando la nación desde finales de la década de 1970. Cabe destacar, que a pesar de 

que el gobierno hacía alusión a evidencia científica de inocuidad sanitaria y ambiental, el 

carácter del documento, en su calidad de comunicado, no contenía ninguna citación o 

referencia de literatura científica, y la argumentación de la necesidad de las AAG no se 

centraba en su efectividad o seguridad, sino en la peligrosidad de los CDUI ante los cuales 

el Estado colombiano debía escalar medidas para su combate. 

Las aspersiones aéreas con agrotóxicos (AAA) con fines antinarcóticos no eran una 

medida nueva en el país o en la región. Por lo menos durante toda la década de 1980 fue 

un elemento de la agenda de guerra contra las drogas estadounidense, ante el cual la 

mayoría de países latinoamericanos afectados por el fenómeno de los CDUI se resistieron 

en mayor o menor medida. En Colombia, los gobiernos de Gabriel Turbay Ayala (1978-

1982) y Belisario Betancur Cuartas (1982-1986) ya habían tenido momentos de tensión 

diplomática con el gobierno estadounidense debido a su resistencia a las AAA, aduciendo 

principalmente preocupaciones sobre su seguridad, que se acompañaron de intensas 

reacciones de rechazo de actores sociales de diversa índole sobre la posibilidad de realizar 

las aspersiones. Como era previsible por los antecedentes señalados, la aprobación de las 

AAG significó un hecho controversial en el orden nacional, al interior y entre los poderes 

públicos y las instituciones gubernamentales, así como a nivel territorial, con autoridades 

sociales y políticas de diversa índole13.  

Las AAG no solo fueron una innovación técnica, pues rápidamente se constituyeron 

en el pilar de la agenda antidrogas nacional, suscitando marcadas controversias y 

conflictos. Desde su anuncio, la aprobación de las AAG estuvo atravesada por un intenso 

debate público, tanto al interior del poder ejecutivo como en la sociedad civil14, concentrado 

                                                
13 ñUn siglo de relaciones ónarcotizadasô por la adicci·n y el tr§fico de drogasò El Nuevo Siglo, 20 de 
julio de 1993, 17A. 
14 ñPensarlo muy bienò El Mundo, 12 de febrero de 1992, 3A. 
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en tres arenas principales: el CNE, los medios de comunicación masivos y los estrados 

judiciales. 

 Al interior del poder ejecutivo, en el propio CNE, máximo órgano decisorio de la 

política antidrogas en Colombia, adscrito al Ministerio de Justicia, y con participación del 

Ministro de Justicia, el Ministro de Salud, el Ministro de Educación y el Ministro de 

Agricultura, así como la Procuraduría General de la Nación, el Director de la Policía 

Nacional, y el Director del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), entre otros 

actores, se trabó una ardua controversia alrededor de la nocividad/inocuidad del glifosato 

para el ambiente y la salud humana, así como sobre su eficacia, desde el primer momento 

de discusión sobre su posible uso. (Presidencia de la República, 1973; Congreso de la 

República, 1986; CNE, 1992; 1992a; 1992b; 1992c) 

 Así lo demuestra el hecho de que el Ministro de Salud,Camilo González Posso, de 

la AD-M19, fungiendo como vocero del CNE para la notificación de la medida al público, 

tras anunciar la autorización de las AAG, también hizo públicas sus críticas a la política 

señalando que no existía evidencia sobre la efectividad de dicho herbicida para la 

erradicación de la amapola, pero sí evidencias internacionales sobre su nocividad para la 

salud humana y el ambiente, e hizo énfasis en la necesidad de realizar estudios nacionales 

sobre el tema, inexistentes para ese momento. Por ello, el Ministro de Salud recomendaba 

públicamente al CNE no adelantar las AAG y optar por métodos de erradicación manual y 

mecánicos15-16. 

 González Posso señalaba la inexistencia de documentos científicos que soportaran 

la aseveración de inocuidad sanitaria y ambiental del glifosato. De hecho, en el archivo del 

CNE no reposa documento técnico-científico alguno asociado a las sesiones durante las 

que se discutió y aprobó el inicio de las AAG. En el archivo solo consta la solicitud de la 

Policía Nacional de aprobar la medida, argumentando los elementos antes señalados. 

(CNE, 1992; 1992b; 1992c) 

 Como contrapunto a la ausencia de evidencias científicas sobre la inocuidad del 

glifosato de parte de los promotores de las AAG, el Ministro de Salud allegó hacia finales 

de febrero a la DNE, un documento titulado ñConsideraciones sobre el uso de glifosato para 

                                                
15 ñCultivos de amapola, ahora fumigaci·n con glifosato. Nueva era en la lucha contra las drogasò El 
Tiempo, 1 de febrero de 1992, 7B. 
16 ñReservas de Ministro de Salud con el glifosatoò El Tiempo, 6 de febrero de 1992, 13B. 
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controlar cultivos il²citos en Colombiaò, de autor²a de la ñComisi·n de expertos del Ministerio 

de Saludò que inclu²a a: Carlos Calderón Llante, subdirector de Control de factores de riesgo 

ambiental; María Elena Arroyave, toxicóloga y epidemióloga asesora del despacho; Alba 

Luz Castro Mora, jefe de la División de sustancias potencialmente tóxicas; y Edgar Podlesky 

Mora, jefe de la División de saneamiento ambiental del Instituto Nacional de Salud. 

(Ministerio de Salud, 1992) 

 Sin lugar a dudas, la estrategia de llevar la discusión al terreno de lo técnico-

científico que se instauraba de esta forma por parte del Ministro de Salud, en cabeza de los 

detractores de las AAG, pasaba por el reconocimiento de que en el campo político la 

proximidad del gobierno de César Gaviria con la agenda política, económica y militar 

estadounidense implicaba que la autorización de las AAG fuese un elemento de gran 

prioridad para la agenda ejecutiva nacional, y fuera crucial para la relación diplomática. Tan 

relevante era el tema, que, cómo se verá, frente a la férrea oposición y resistencia a las 

aspersiones, el Gobierno Nacional desarrollaría rápidamente un discurso de 

innegociabilidad e irreversibilidad de sus decisiones. 

La posición de los expertos del Ministerio de Salud distaba de la posición mayoritaria 

de los miembros del CNE respecto a la seguridad de las AAG, pues señalaban sobre los 

agrotóxicos, y en particular sobre el glifosato, que  

[é] estos productos NO SON INOCUOS PARA LA SALUD HUMANA puesto que, 
han sido diseñados con fines letales sobre organismos vivos (insectos, malezas, 
etcé), por ello requieren de condiciones espec²ficas y controladas. Su uso 
inadecuado e indiscriminado, representa un riesgo real y permanente para la 
población y para el medio ambiente. 

La aplicación aérea en particular conlleva mayores riesgos, entre ellos los originados 
por la dificultad en controlar la dispersión de partículas porque esta depende de 
múltiples factores como: altura a la que se realiza la aspersión, velocidad del viento, 
temperatura, humedad relativa, tamaño de gota, etc. 

Las razones anteriores han motivado en el mundo la preocupación de los diferentes 
gobiernos y específicamente de las autoridades de salud, por ello la Organización 
de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación - FAO, desarrolló y 
adoptó en 1.985 el Código de conducta Internacional para la Distribución y 
utilización de plaguicidas. 

En Colombia el permiso de uso en la agricultura se basa en requisitos establecidos 
para zonas agrícolas tradicionales donde ya se ha desarrollado toda una cultura de 
esta actividad económica frente al uso y manejo de los agroquímicos y donde vale 
la pena resaltar, la erradicación o control de una plaga no reposa única y 
exclusivamente en el uso de determinado químico. [...] 
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Todo lo contrario a la situación descrita caracteriza las zonas de cultivos ilícitos, las 
que además se encuentran generalmente en o cerca de bosques naturales y a zonas 
de preservación de recursos renovables donde la biodiversidad es un recurso a 
proteger; condición que no es posible garantizar cuando se usa un herbicida no 
selectivo y de amplio espectro -como el glifosato - por vía aérea. (Ministerio de Salud, 
1992, pp. 1-2, énfasis en el original) 

 El centro de la argumentación del Ministerio de Salud estaba en los riesgos 

sanitarios y ambientales de las AAG, relevando los riesgos conocidos del uso de herbicidas 

en la agricultura, por su carácter ontológico de venenos, es decir, por su inherente 

capacidad tóxica, y señalando que la regulación internacional y nacional vigente para el uso 

de agrotóxicos estaba diseñada para ser cumplida de forma estricta, únicamente en 

actividades agrícolas, no en actividades antinarcóticos. 

El Ministerio de Salud, a través de sus expertos, hacía un fuerte llamado a reconocer 

que el control de las condiciones socioambientales para la ejecución de las AAG era de 

muy alta dificultad, sino imposible de llevar a cabo, y que el conocimiento sobre toxicidad 

ambiental y humana disponible sobre el uso del glifosato, así como los sistemas de control 

y vigilancia epidemiológicas disponibles, permitía afirmar que sería una actividad nociva 

socioambientalmente que no debía llevarse a cabo. (González Posso, comunicación 

personal, 05 de abril de 2019) 

El documento señalaba que las AAG agrícolas se realizaban con carácter 

excepcional en el país y que habían sido aprobadas por el ICA de forma exclusiva para los 

monocultivos de caña de azúcar. Esto había requerido una regulación especial que 

establecía franjas de seguridad y una concentración máxima de un (1) litro por hectárea, 

condiciones que no serían cumplidas durante las AAG antinarcóticos. (Instituto Colombiano 

de Agropecuario (ICA), 1990) 

Sobre el perfil de toxicidad del glifosato, señalaba que estaba clasificado como 

moderadamente tóxico en Colombia de acuerdo con su dosis letal 50 (DL50), que era 

moderadamente irritante en ojos, poco irritante en piel y con resultados negativos de 

toxicidad subcrónica en modelos animales.  

Sin embargo, resulta muy relevante señalar que se informaba sobre una notable 

variabilidad en los resultados de los estudios de toxicidad publicados para el momento, 

tanto experimentales como epidemiológicos, nacionales e internacionales, señalando 

incluso la comprobación de prácticas fraudulentas de fabricación de datos por parte de las 

industrias productoras, hecho que según el criterio de los expertos hacía necesario que se 
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estudiara el perfil de toxicidad del herbicida desde protocolos nacionales y en las 

condiciones de uso locales. Los autores también revelaban una naciente controversia entre 

las agencias de regulación estadounidenses alrededor del potencial carcinogénico del 

glifosato, que involucraba al Comité Asesor Científico del Acta Federal para Insecticidas, 

Fungicidas y Rodenticidas y la Agencia de Protección Ambiental (EPA, por su sigla en 

inglés), alrededor de resultados de estudios recientes que señalaban una posible 

asociación del uso del glifosato con adenomas de túbulos renales de ratones macho. 

(Ministerio de Salud, 1992) 

Sobre el estado del conocimiento del perfil de toxicidad del glifosato, el Ministerio de 

Salud señalaba que en el archivo del CNE no reposaban los estudios de seguridad que se 

mencionaban, sin ser referenciados en el comunicado de aprobación de las AAG, y que por 

lo tanto, le era imposible valorar su calidad e idoneidad. De igual forma criticaba que los 

estudios de toxicidad ambiental y en humanos realizados por firmas privadas en las 

aspersiones experimentales con glifosato en la década de 1980, tampoco estaban 

disponible para consultas, por lo que no se podían valorar ni usar como argumento de 

seguridad de la política. (Ministerio de Salud, 1992) 

 El documento también levantaba una controversia sobre la efectividad del herbicida 

para erradicar amapola, señalando que no se contaba con las pruebas experimentales para 

hacer tal afirmación, y que la información incidental que sí se tenía, daba indicios de la 

ineficacia del herbicida para dicha erradicación.  

En el caso de la amapola ésta no capta bien el glifosato aunque se le ponga un 
surfactante, las hojas son casi verticales y las gotas con surfactante y todo, siguen 
directamente al suelo. Igualmente (la reproducción de la planta se hace a partir de 
la semilla, la cual es almacenada en el bulbo) según la revisión hecha sobre el 
mecanismo de acción del producto, el glifosato no tiene acción alguna sobre la 
semilla. No se tiene información sobre el efecto en el látex. (Ministerio de Salud, 
1992, p. 6) 

En definitiva, el documento del Ministerio señalaba un muy desfavorable balance 

riesgo/beneficio de la medida, por lo que se posicionaba en contra de las AAG e insistía en 

la sugerencia del uso de medios manuales y mecánicos de erradicación. 

Cabe señalar que el documento citaba los resultados plasmados en los informes del 

Comité de Expertos en Herbicidas, ejercicio de consultoría pública realizado por el INS en 

el marco de las AAA experimentales sobre cultivos de marihuana a mediados de la década 

de 1980. Dicha consultoría fue realizada por un amplio panel de expertos (Ver Anexo VI) 
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en los campos de salud pública, agricultura, toxicología y demás, procedentes del INS y del 

ámbito académico nacional e internacional, incluyendo expertos en herbicidas delegados 

por el gobierno estadounidense, que para aquel momento iniciaba su promoción impetuosa 

de las AAA antinarcóticos. (Kalmanovitz, Vargas y Borrero, 1994) 

De esta serie de informes, compilados en una única publicación de 1986, el Ministro 

de Salud retomaba la recomendación enfática de no uso de ningún herbicida para aspersión 

aérea con fines antinarcóticos, dados los riesgos ambientales y sanitarios asociados a las 

condiciones técnicas de aplicación, el estado del conocimiento científico internacional sobre 

la toxicidad de los herbicidas candidatos, la falta de estudios locales de impacto ambiental, 

y por la ausencia de sistemas de monitoreo epidemiológico para medición de impactos 

sanitarios17. (Instituto Nacional de Salud, 1986; Podlesky, comunicación personal, 29 de 

mayo de 2019) 

Los informes del Comité también señalaban de forma marginal, que de decidirse 

gubernamentalmente el uso de alguno de los herbicidas estudiados como candidatos para 

las aspersiones (paraquat, 2-4D y glifosato), era el glifosato el de menor perfil toxicológico 

informado, aunque se resaltaba la falta de evidencia que garantizara su seguridad y 

eficacia. El gobierno de Belisario Betancur tomó dicha afirmación marginal como argumento 

técnico de seguridad para la aprobación de las AAG experimentales sobre cultivos de 

marihuana en la Sierra Nevada de Santa Marta. (Instituto Nacional de Salud, 1986; CNE, 

1993c) 

Cabe destacar el intento de censura por parte del gobierno Betancur de la 

publicación del informe del Comité de Expertos en Herbicidas, lo que explica que solo haya 

visto la luz tras la realización de las aspersiones experimentales, así como las amenazas 

de muerte (sin responsable identificado) que sufrió uno de sus organizadores, asociadas al 

ejercicio técnico de posicionamiento en contra de las AAG. (Podlesky, comunicación 

personal, 29 de mayo de 2019) 

El documento de expertos del Ministerio de Salud destacaba la obligación del 

Estado en materia de protección de derechos colectivos como la atención en salud y el 

                                                
17 El informe contenía resultados de pruebas de campo de simulación de aspersiones, con las que 
defendía su afirmación de la imposibilidad del control de las condiciones de aplicación, así como 
propuestas metodológicas para la realización de estudios epidemiológicos sobre el impacto sanitario 
y ambiental para el montaje de un sistema de monitoreo epidemiológico, en caso de que las AAA se 
llevaran a cabo. 
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saneamiento ambiental, que según su criterio se violarían en caso de adelantar las AAG. 

Por otra parte, ante la incertidumbre científica señalada, sugería la aplicación del principio 

de precaución, recientemente adoptado por la legislación colombiana. En última instancia, 

señalaba que en caso de realizar las aspersiones se cumpliera con el recientemente 

aprobado Código Nacional de Plaguicidas18, en cuya elaboración participaron los 

Ministerios de Agricultura, Trabajo y Salud, el Departamento Administrativo de la 

Aeronáutica Civil, los gremios (Asociación Nacional de Empresarios de Colombia (ANDI), 

Sociedad de Agricultores de Colombia  (SAC)), entre otros, y se establecieron los 

mecanismos de vigilancia y control para el uso de agrotóxicos en el país. (Ministerio de 

Salud, 1992) 

 Este trecho extenso del informe deja clara la posición de los expertos del Ministerio 

de Salud para ese momento 

Hoy contamos con información nueva sobre el producto glifosato: diferencias de 
susceptibilidad para el producto, observado tanto en la experimentación animal 
(ratones, conejos, ratas é) como en las dosis informadas como t·xicas para 
humanos (rango: 85 a 500 mililitros); algunos estudios sobre mutagénesis con 
resultados positivos y otros negativos; amplia gama en la presentación de tumores 
(hígado, páncreas, riñones, testículos, tiroides) y en algunos estudios, encontrados 
en grados diferentes de evolución (desde el aumento en el número de células hasta 
pasar por el estadio tumoral y llegar a la lesión cancerígena). Estudios sobre 
teratogénesis con resultados aún no claros (modelo animal adecuado?, dosis 
adecuadas?, tiempo adecuado? (sic.) 

[é] La evidencia ha demostrado que la aparente inocuidad de un producto 
fundamentada en la dosis letal 50, debe ser manejada con prudencia y el rigor 
científico necesario. Es así como el Ministerio de Salud se encuentra actualmente 
empeñado en trabajar una norma para reclasificación del producto.  

Ante la evidencia actual, nos acogemos a la recomendaci·n contenida en el ñ Informe 
de la secretaria de la Comisión sobre Pesticidas y su Relación con la Salud 
Ambiental, Departamento de Salud, Educación y Bienestar, Diciembre de 1969, pág. 
235 en el sentido de que : óMientras no exista evidencia que indique que los 
plaguicidas actualmente en uso causen efectos cancerígenos o teratogénicos en el 
hombre, no obstante, el hecho de que algunos pesticidas causen estos efectos en 
animales mamíferos en los que se experimentan, nos da un motivo para 
preocuparnos y para que seamos cuidadosos en la evaluación. Es prudente 
minimizar la exposición humana a sustancias que produzcan estos efectos adversos 
en mamíferos mientras que se hacen investigaciones adicionales para evaluar el 
potencial que tienen tales plaguicidas de causar efectos adversos en el hombre.ô 
(Ministerio de Salud, 1992, pp. 14-18) 

 Cómo se ve, los expertos del Ministro de Salud no sólo señalaban la incertidumbre 

del estado del conocimiento toxicológico sobre la inocuidad/nocividad del glifosato, sino que 

                                                
18 Ver Decreto 1843 del 22 de julio de 1991 de la Presidencia de la República. 
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apuntaban a elementos del núcleo duro de la controversia internacional sobre la evaluación 

de la toxicidad para los agrotóxicos, asunto que sería retomado en el debate público más 

adelante. También cabe destacar que aducir el principio de precaución en este caso fue 

una innovación jurídica nacional, acogiéndose a un principio muy recientemente adoptado 

a través del bloque de constitucionalidad colombiano.  

Más allá de la discusión presentada al interior de las instituciones del poder ejecutivo 

nacional, la medida también produjo conflicto entre el Gobierno Nacional y los gobiernos 

territoriales. En un primer momento, los gobernadores del Cauca, Antioquia, Magdalena, 

Guajira y Cesar se pronunciaron en contra de las AAG, y solicitaron al Gobierno Nacional 

suspender la medida y optar por la erradicación manual19-20-21.   

 En el ámbito legislativo el anuncio de aprobación de las AAG motivó una rápida 

respuesta de rechazo por parte de los partidos políticos con mayor representación 

parlamentaria, entre los que estaban el Partido Social Conservador, la AD-M19 y un sector 

del Partido Liberal distanciado de la agenda política del gobierno de César Gaviria (1990-

1994)22. Algunos senadores, como Samuel Moreno Rojas y Eduardo Chávez, junto al 

senador indígena Anatolio Quirá, dirigieron una comunicación a la presidencia de la 

república y al gabinete ministerial que pedía no adelantar la medida para no afectar el 

derecho al medio ambiente sano, hasta que se demostrar§ mediante ñ[...] estudios de 

impacto ecol·gico, ambiental y social [...]ò su inocuidad (Ver Figura 1). La protesta prosiguió 

en forma de una ocupación declarada como permanente de las instalaciones del congreso 

por dichos senadores, señalando que no se retirarían del espacio hasta que se diera 

respuesta a las proposiciones aprobadas por el congreso23-24. La protesta se disolvió sin 

lograr sus objetivos y las reclamaciones progresaron hacia la propuesta de realizar un 

referéndum para consultar a la ciudadanía sobre la medida, pero no llegó a materializarse25.  

 

                                                
19 ñNo al uso de glifosatoò El Tiempo, 11 de febrero de 1922, 11B. 
20 ñOposici·n del gobernadorò El Mundo, 20 de febrero de 1992, 12A. 
21 ñNo fumigar glifosato por aspersi·n, pide gobernador del Magdalena a Gaviriaò El Heraldo, 25 de 
febrero de 1992, 1D. 
22 ñPSC rechaza el uso del glifosatoò La República, 19 de febrero de 1992, 8A. 
23 ñAD M-19 permanece en el Senado en protesta por uso de glifosato.ò El Nuevo Siglo, 19 de febrero 
de 1992, 8A. 
24 ñAl rojo vivo debate por utilizaci·n del glifosatoò El Tiempo, 19 de febrero de 1992, 8A. 
25 ñConsulta sobre el glifosato.ò El Espectador, 19 de febrero de 1992, 13A.  
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Figura 1 - Comunicado de congresistas a presidencia de la república y gabinete 
ministerial sobre aprobación de AAG en cultivos de amapola, 1992. 

 
 

 

 

 

 

Desde la sociedad civil, organizaciones de indígenas, campesinas y ecologistas, 

también levantaron su protesta frente al gobierno por la autorización de las AAG. El Consejo 

Nacional de Organizaciones Agrarias e Indígenas (CONAIC)26 y el Consejo Regional 

Indígena del Cauca (CRIC) criticaron la medida por considerarla insuficiente para resolver 

el problema de los CDUI, señalando que, alternativamente, se debían solucionar las 

condiciones socioeconómicas que conducen a los campesinos a dicha actividad. En ese 

                                                
26 Organizaciones adscritas a la CONAIC: Acción Campesina Colombiana; Asociación Nacional de 
Fiqueros; Central de Cooperativas de la Reforma Agraria; Asociación Nacional de Mujeres 
Campesinas e Indígenas de Colombia; Asociación Nacional de Usuarios Campesinos [ANUC]; 
Asociaci·n Nacional de Pescadores Artesanales de Colombia. (ñDepredador humano y del medio 
ambienteò La República, 06 de febrero de 1992, 9) 

Nota. Proposición del Acta Plenaria N° 24, de la sesión ordinaria del 17 de marzo de 

1992. (Congreso de la República, 1992) 
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sentido, propusieron redirigir el financiamiento de las AAG para la adjudicación de tierras 

para los campesinos cultivadores27.    

Las comunidades indígenas criticaban no sólo los posibles efectos tóxicos 

inmediatos de las aspersiones y la forma en que se concebía el problema de las drogas 

ilícitas, sino que denunciaban que lo que estaba en disputa con las AAG era su modo de 

vida, como quedó explícito en las palabras del líder Arhuaco Alberto Villafañe, quien 

criticando el proceso de toma de decisión del Gobierno Nacional, lo interpelaba expresando 

que: ñNo sé para qué hacen foros y lo ponen a uno a hablar, si con una sola orden de 

fumigación destruyen de paso nuestras formas de vida, sin brindar ninguna otra salidaò28.  

El constituyente indígena Lorenzo Muelas denunciaba a las AAG como 

inconstitucionales por no respetar el derecho al medio ambiente sano y, en particular, por 

no adelantar consultas previas con las comunidades indígenas, y señalaba que las 

comunidades de la Sierra Nevada asociaban las aspersiones de la década de 1980 con el 

surgimiento de enfermedades como el cáncer29. En el mismo sentido se expresaba el 

exalcalde de Aracataca, Alberto Saade, quien afirmaba que las fumigaciones contra cultivos 

de marihuana de 1988 habían producido en dicho municipio pérdida de cultivos, 

esterilización de tierras, más de un centenar de niños y adultos muertos, y fortalecimiento 

de los grupos insurgentes del territorio30. (Lacera Rua, 1995) 

El pronunciamiento de protesta de las organizaciones ecologistas también tuvo un 

lugar relevante en el debate público31. En general la oposición de estas organizaciones a 

las AAG se basó en la aseveración de que estas producirían daños irreparables e 

inmensurables en los ecosistemas del bosque andino y de páramo, sobre los que se 

asentaban los cultivos de amapola. De igual forma, argumentaban que el glifosato era 

                                                
27 ñVuelve y juegaò La República, 23 de febrero de 1992, 1A/8A. 
28 Como citado en ñInd²genas piden protecci·n contra religiosos y glifosatoò El Tiempo, 18 de febrero 
de 1992, 16A. 
29 ñEl homenaje es con glifosatoò El Espectador, 11 de febrero de 1992, 15A. 
30 ñRechazan fumigaci·n con glifosato en la Sierraò El Heraldo, 09 de febrero de 1992, 6A. 
31 Entre las que se identificaron pronunciamientos de: Movimiento Ambientalista Colombiano; 
Asociación Ecológica Colombiana; Fundación Pro-Sierra Nevada de Santa Marta; Corporación 
Ecológica y Cultural "Penca de Sábila"; Corporación Indígena de Antioquía; Corporación Ensamble 
7; Centro de Educación Ambiental del Jardín Botánico; Consultorio Ecológico de la Universidad 
Nacional; Los grupos Ecológicos de Risaralda; GER; Fundamental; Ageer; Grupos Ecológicos de 
Caldas; Coati; Kaduriaum; Corporación Ecológica de Manizales; Sociedad Caldense de Ornitología; 
Caldas Ecológico; Kula; Jardín Botánico de Caldas; Grupos Ecológicos de Quindío; Cosmos; 
Agedequim; y G.E.U, entre otras. (ñEl homenaje es con glifosatoò El Espectador, 11 de febrero de 
1992, 15A.) 
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nocivo para la salud humana, exponiendo una amplia gama de efectos toxicológicos agudos 

y crónicos del herbicida, nombrando, sin referenciar, investigaciones nacionales e 

internacionales, que señalaban que el perfil toxicológico del glifosato producía efectos 

irritantes (E.G. gastrointestinales; respiratorios), mutagénicos, neurotóxicos y 

carcinogénicos, distanciándose de la aceptación de inocuidad sanitaria dada por el CNE. 

También levantaban la denuncia de que al no haberse realizados estudios nacionales de 

impacto ambiental y en la salud humana de la las AAG en las condiciones locales, estas 

podrían interpretarse como prácticas de experimentación sobre población humana, lo que 

violaría la normatividad nacional e internacional al respecto.32 

En el ámbito jurídico también se iniciaron múltiples disputas a través del recién 

creado mecanismo de tutela, con el que solicitaban la suspensión de las AAG 

argumentando afectación de los derechos fundamentales a un ambiente sano, a la vida y a 

la salud, refiriéndose, en particular, a los posibles efectos tóxicos crónicos del herbicida. 

Las acciones de tutela se presentaron en contra de múltiples entes públicos como 

el CNE y el presidente César Gaviria33, siendo los procesos más relevantes los presentadas 

por parte de la Cámara Junior de Colombia (seccional Boyacá)34, la del expresidente Misael 

Pastrana (1970-1974)35 y la de la AD-M19, presentada por el abogado Gerardo Ardila. Si 

bien algunas de las tutelas fueron denegadas de forma rápida por asuntos de 

procedimiento, como la de Pastrana que fue indebidamente presentada ante el Consejo de 

Estado (CE) y no a una primera instancia local, la adelantada por la AD-M19 siguió su 

trámite durante todo 1992 y resultó en un debate jurisprudencial en la Corte Constitucional 

sobre el carácter del derecho a un ambiente sano consagrado en la CP-1991, que sólo sería 

resuelto durante 1993, después del inicio de las aspersiones36-37. (Corte Constitucional, 

1993) 

Ante este panorama de intensa controversia y crítica hacia las AAG de cultivos de 

amapola, el Gobierno Nacional respondió en voz del presidente Gaviria y del Ministro de 

Justicia, Fernando Carrillo, que adelantaron una agresiva defensa de la medida, tanto en la 

                                                
32 ñColombia, laboratorio experimentalò El Mundo, 11 de febrero, p. 6A. 
33 ñConsulta sobre el glifosatoò El Espectador, 19 de febrero de 1992, p. 13A. 
34 ñTutela contra el glifosatoò El Espectador, 8 de febrero de 1992, p. 9A. 
35 ñPastrana pidi· tutela contra uso del glifosato. Eleva acci·n ante el Consejo de Estadoò El Tiempo, 
18 de febrero de 1992, p. 6A 
36 ñActos del Congreso no escapan a la tutelaò El Espectador, 26 de junio de 1992, p. 10A. 
37 ñEl gobierno se est§ jugando $140.000 millones en la Corte Constitucional por tutela al glifosatoò 
El Nuevo Siglo, 22 de enero de 1993, p. 14A. 
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arena del CNE, enfrentándose al Ministro de Salud y al Contralor General de la Nación, 

quien también se había pronunciado en contra, como en la arena de los medios de 

comunicación38.  

 La estrategia de defensa se basó en dos movimientos políticos simultáneos: el 

primero, ñalinearò los actores del poder ejecutivo llamando a una ñunidad de criterioò de la 

cartera ministerial a través de la coerción; y el segundo, una activa deslegitimación y 

criminalización de quienes públicamente se habían pronunciado en contra de la medida.  

 En ese sentido, en sesión extraordinaria del CNE convocada por el presidente 

Gaviria pocos días después de las declaraciones del Ministro de Salud, este desarrolló su 

estrategia coercitiva exigiendo ñ[é] una posici·n de bloque en el Gobierno y advirti· que no 

habr²a cabida para las disidencias.ò39. El ñllamado al ordenò estaba dirigido 

fundamentalmente al Ministro de Salud, quien había adquirido relevancia en el debate 

público y al que se le ofrecían las posibilidades de plegarse a la decisión o de renunciar al 

gobierno. Tras ser analizada la situación por parte del comité ejecutivo de la AD-M19, 

González Posso modificó de forma importante su posición de rechazo a las AAG, 

asumiendo una postura de crítica moderada, que también asumió la vocería oficial de su 

partido, dada por la aceptación de las aspersiones condicionadas a establecer un sistema 

de seguimiento y control, de acuerdo a las normativas vigentes40. (González Posso, 

comunicación personal, 05 de abril de 2019) 

 Así, en rueda de prensa celebrada el 20 de febrero de 1992, el Ministro de Salud, 

de nuevo fungiendo como vocero gubernamental para el tema, anunciaba su plegamiento 

a la posición gubernamental, señalando, como una suerte de salvamento de voto, que las 

AAG se desarrollarían bajo normas técnicas y sanitarias adecuadas para evitar posibles 

riesgos sanitarios y ambientales. La mudanza de posición partidaria fue tan marcada, que 

propició una importante crisis al interior de la AD-M19, alrededor de la discusión sobre la 

conveniencia o no de mantenerse en el gobierno frente a las contradicciones ideológicas 

que eso representaba. La AD-M19 se dividió en esta discusión entre quienes consideraban 

                                                
38 ñAD M-19 permanece en el Senado en protesta por uso de glifosato. Piden tener en cuenta 
proposiciones aprobadasò El Nuevo Siglo, 19 de febrero de 1992, 8A. 
39 Como citado en ñUnidad de criterio sobre glifosato exige Gaviriaò El Tiempo, 20 de febrero de 

1992, 1A-10A. Cabe se¶alar que una estrategia similar de exigencia de ñunidad de criterioò aplic· la 
presidencia de la república en otros temas sensibles de las reformas pos-constituyente, como lo 
fueron la reforma tributaria y la reformas al sistema de salud y seguridad social. (ñSobre las lealtades 
pol²ticasò, El Espectador, 3A; Vega et. al., 2012) 
40 ñMinistro de Salud explica posici·n ante el glifosatoò El Heraldo, 23 de febrero de 1992, 9A. 
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acertada la posición de aceptar las AAG por ñrazones de Estadoò, en particular por lo 

señalado por Rosemberg Pabón sobre la necesidad de mostrar la voluntad del gobierno de 

Colombia frente al estadounidense en su lucha contra el narcotráfico, y quienes 

consideraban, como Fred Fuentes, Samuel Moreno y Eduardo Sánchez, que el Ministro de 

Salud debía renunciar frente a las presiones del presidente41.  

 En retrospectiva, Camilo González Posso señala que, en todo caso, el 

posicionamiento de aceptación condicionada implicaba el cumplimiento de dos requisitos 

que, por sus elevadas exigencias técnicas y de recursos, hacían prácticamente inviables 

las AAG, tal y como se habían aprobado. Las condiciones eran el cumplimiento del código 

nacional de plaguicidas y la puesta en marcha de un seguimiento epidemiológico y de 

impacto ambiental continuo. El Código Nacional de Plaguicidas, promulgado por el 

Ministerio de Salud a través del Decreto 1842 de 1991, poco antes de la autorización de las 

AAG, imponía medidas técnicas para la aplicación de plaguicidas por aspersiones aéreas, 

así como para el manejo general de plaguicidas. Entre las más relevantes y tomadas en 

cuenta para la formulación de los manuales operativos del PECIG, que serían objeto de 

continuas controversias sobre su cumplimiento/incumplimiento, serían las relacionadas con 

la prevención de deriva, imponiendo regulaciones sobre altura y velocidad de vuelo, tamaño 

de gota asperjada y condiciones atmosféricas, y otras relacionadas con prevención de 

impactos socioambientales, como el establecimiento de  zonas de exclusión sobre cuerpos 

de agua, zonas pobladas, zonas de reserva natural, etc., y la obligación de dar aviso previo 

al inicio de las aspersiones, entre otras. (Ministerio de Salud, 1991; González Posso, 

comunicación personal, 05 de abril de 2019) 

 Ese conjunto de regulaciones del código nacional de plaguicidas, así como los 

elevados requerimientos de recursos técnicos y humanos de establecer un sistema de 

vigilancia y monitoreo epidemiológico y ambiental, se presentaron como exigencias para el 

inicio de las aspersiones, a sabiendas de la gran dificultad para su cumplimiento. 

 

  

 

 

                                                
41 ñDiscordia en AD-M19 por decisiones del Ministro de Saludò La República, 21 de febrero, 8A. 
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Figura 2 - Carta del Ministro de Salud al Ministro de Justicia con recomendaciones 
técnico-científicas para la implementación de las AAG  

  

 

 

La postura del Ministro de Salud fue muy relevante para la controversia sobre la 

inocuidad/toxicidad del glifosato, pues suscitó una respuesta de los promotores de las AAG 

de índole técnico-científica, en la que se comprometía a realizar un riguroso seguimiento y 

control de los posibles impactos de las aspersiones, y en la que insistía en que esto estaría 

acompañado de políticas integrales de desarrollo local. En buena medida, fueron las 

protestas por la autorización de las AAG, así como las diversas exigencias de estudios de 

impacto epidemiológico y ambiental de diferentes actores, las que suscitaron una respuesta 

más técnica del gobierno respecto a la seguridad del glifosato, así como el compromiso de 

establecer vigilancia de la medida. Con todo, a mediano plazo quedaría evidenciado que la 

Nota. Documento cedido por Camilo Gonzales Posso de su archivo personal. 
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distancia entre lo anunciado formalmente en términos de control y vigilancia, en contraste 

con la forma real de implementación de la política, sería el núcleo de importantes 

controversias y disputas durante el desarrollo de la política. 

La posición del Ministro de Salud también produjo una importante modificación en 

los protocolos propuestos por el ejecutivo para las AAG: tanto el Ministro de Justicia como 

el Director del INDERENA señalaron públicamente que se cumplirían con los lineamientos 

técnicos exigidos, y que dicho cumplimiento se vigilaría a través de la ejecución de una 

ñauditoría ambientalò, que tendr²a entre sus tareas:  

1. Elaboración de mapas detallados sobre la localización de los cultivos ilícitos, su 
relación con los parques nacionales y otros sitios de especial interés para la salud 
humana y la ecología. 

2. Revisión y actualización del estudio de Ecoforest42 y adaptación del mismo a las 
características del cultivo de amapola, estudio que fue realizado para los cultivos de 
coca y marihuana.  

3. Seguimiento estricto de las aplicaciones del glifosato en los diferentes sitios, 
teniendo en cuenta los criterios de localización y aplicación. 

4. Recolección científica de muestras de agua, suelo, tejido vegetal y sangre 
humana, en las áreas sometidas a aplicación del glifosato con el objeto de que el 
Instituto Nacional de Salud se encargue de los trámites de su análisis. 

5. Realización de experimentos sobre alternativas mecánicas, químicas y biológicas 
para la erradicación de la amapola. Se dará especial importancia a la posibilidad de 
hacerlo con guadañadoras mecánicas. 

6. Identificación y discusión de fórmulas diferentes a la de erradicación física, entre 
las cuales la prioritaria deberá ser el diseño de programas de desarrollo agropecuario 
para las zonas donde se encuentren los cultivos il²citos.  [é]43  

 Con todo, se debe señalar que a pesar de la mudanza de la posición pública del 

gobierno, al interior del CNE la implementación de las medidas anunciadas no tuvo un 

desarrollo relevante durante todo el resto del año 1992, pues como consta en sus actas de 

reunión, los temas abordados se concentraban principalmente en la gestión de los recursos 

incautados a las diferentes organizaciones de narcotráfico del país, y a otras labores 

operativas respecto a regulaciones de transporte, insumos, y demás tendientes a prevenir 

                                                
42 Compañía encargada de los estudios de impacto ambiental de las AAG experimentales de la 
década de 1980, cuyos resultados finales nunca se hicieron públicos, como denunciaba González 
Posso. 
43 ñLa amapola: el da¶o m§s severo al ecosistema colombiano en los ¼ltimos 30 a¶os.ò El 
Colombiano, 6 de marzo de 1992, 14C. 
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delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes. Una demostración de ello, es que 

propuestas normativas centrales para el abordaje integral del problema, en ámbitos como 

la prevención del consumo y el desarrollo alternativo, como lo era el Plan nacional para la 

superación del problema de la droga (DNE, 1991), y el Programa Nacional de Desarrollo 

Alternativo (DNE, 1992), yacieron por más de un año como puntos de trabajo no 

desarrollados en las sesiones del CNE. 

Entretanto, el Presidente Gaviria y el Ministro de Justicia sí ponían en marcha una 

agresiva campaña de deslegitimación y criminalización de quienes, en el debate público, se 

habían manifestado en contra de las AAG. El discurso usado por los promotores de las 

AAG, estrictamente alineado con la línea dura de la guerra contra las drogas declarada por 

el Presidente Bush (1989-1993) en EE.UU. y el Presidente Virgilio Barco (1986-1990) en 

Colombia en 1989, señalaba que existía un dilema moral en torno al narcotráfico, a partir 

del cual se podía distinguir dos bandos: ciudadanos de bien que lo combatían y ciudadanos 

que lo promovían44-45. (Uprimny, 1994; Salazar, 1998; Thoumi, 1999) 

Dicha dicotomía moral también implicaba la distinción de lo legal-ilegal y, en un 

contexto de conflicto armado interno distinguía amigos de enemigos46. El discurso 

homologaba a los CDUI con el ñpaquete criminalò del narcotr§fico, y en particular, con los 

crímenes asociados a la insurgencia armada representada por las guerrillas colombianas. 

Esta dimensión de la controversia fue muy significativa en el debate público, como se 

denota en los posicionamientos de los detractores de las AAG, en los que casi siempre se 

incluía una salvedad explícita de adhesión a la guerra contra las drogas, buscando evitar la 

criminalización, pero con críticas y diferenciaciones alrededor de los métodos de la misma. 

(Vargas, 1999) 

Un buen ejemplo de esa controversia moral establecida y poco cuestionada se ve 

plasmado en la columna de opini·n de Enrique Santos Calder·n titulada ñàGlifosato o 

Heroína?ò47, en la que, acusando el fenómeno de crítica a las aspersiones de ñterrorismo 

verdeò, se¶alaba que ñEl glifosato es un mal infinitamente menor del que plantea la mortal 

                                                
44 ñGreenpeace vs Estados Unidosò El Espectador, 23 de febrero de 1992, 3C. 
45 ñFumigado ómarô de amapolaò El Nuevo Siglo, 25 de febrero de 1922, 12A. 
46 ñEl derecho a decir noò El Espectador, 01 de marzo de 1992, 3A. 
47 ñàGlifosato o Hero²na?ò El Tiempo, 20 de febrero de 1992, 4A. 
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flor de amapolaò, que en su opinión, implicaba una debacle moral y social, una suerte de 

cristalización del orden criminal en una flor.48   

Y es que el discurso de la línea fuerte de guerra contra las drogas implicaba una 

sobrerrepresentación de las afectaciones socioambientales del fenómeno de los CDUI y del 

narcotráfico en el contexto nacional e internacional, y la omisión sistemática de las críticas 

sobre los impactos que las políticas represivas y prohibicionistas generaban. Para el caso 

de la política interior y exterior de los Estados Unidos, la política antidrogas se movía en 

una delgada línea entre la anuencia o tolerancia del fenómeno en contextos locales, por 

ejemplo, a través de la no erradicación por medio de aspersiones de las crecientes 

plantaciones de marihuana en sus territorios, o en el directo involucramiento a través de 

sus fuerzas de inteligencia y fuerzas armadas en fenómenos de narcotráfico con objetivos 

políticos (E.G. apoyo a las fuerzas paramilitares en el conflicto civil nicaragüense), y el 

discurso de ñCero Toleranciaò que exig²a una adhesi·n sin miramientos a la política 

antidrogas estadounidense, al costo que se requiriera, incluyendo intervenciones militares, 

sanciones políticas y económicas internacionales, y demás. (Kalmanovitz, Vargas y 

Borrero, 1994) 

En el ámbito colombiano, el discurso fuerte de la guerra contra las drogas implicaba 

la representación del narcotráfico como el principal motor de violencia en el país, y la 

principal amenaza a la estabilidad de las instituciones democráticas. Este discurso omitía 

cualquier análisis sobre las causas históricas y estructurales de la guerra interna y del 

intenso conflicto social y político por el que atravesaba el país, que era, según analistas 

como Uprimny, Vargas, Kalmanovitz y demás, la principal fuente de violencia social y 

política del país durante las últimas tres décadas del siglo XX. De hecho, esta perspectiva 

tampoco analizaba las causas estructurales de los CDUI y, de alguna forma, los asumía 

como ñmales externosò, sin mayor explicaci·n aparente que la voluntad criminal de sus 

ejecutores, fueran estos campesinos cultivadores o líderes de los carteles en su guerra 

contra el Estado. (Uprimny, 1994; Vega, 2015) 

Para otros estudiosos, en cambio, el narcotráfico tiene un rol secundario en la 
violencia, la corrupción y la crisis de derechos humanos, pues no hace sino acentuar 
tendencias que le preexisten. Parafraseando el epígrafe que colocamos del escritor 
colombiano Rafael Moreno Durán, podríamos decir que en Colombia la política es 
tan violenta que volvió violento al narcotráfico mismo. (Uprimny, 1994, p. 70) 

                                                
48 ñRionegro: óWall Streetô del opio. Amapoleros, prostitutas y licor.ò El Tiempo, 25 de febrero de 1992, 

12A. 
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[é] El problema central es la guerra sucia y no el narcotráfico. 

Nos parece que es necesario asumir una postura crítica frente a las interpretaciones 
que hacen del narcotráfico el elemento esencial y casi único de la crisis colombiana 
de derechos humanos. Esta visión no sólo es simplista sino que acarrea 
consecuencias perjudiciales para la democracia colombiana, puesto que disculpa las 
responsabilidades oficiales en el deterioro de la situación de derechos humanos y 
favorece las soluciones bélicas. Por eso es importante señalar que, a pesar de la 
influencia innegable del narcotráfico en la agudización de la violencia, el problema 
fundamental de los derechos humanos en Colombia en los últimos años está mucho 
m§s ligado con la llamada ñguerra suciaò, es decir con la acci·n de los grupos 
paramilitares y escuadrones de la muerte. (Uprimny, 1994, pp. 95-96. Énfasis en el 
original.) 

La aseveración se sustentaba en investigaciones de campo de la Comisión Andina 

de Juristas, Seccional Colombia, que analizó la autoría de la violencia política ocurrida en 

los años 1991 y 1992 en Colombia, y establecía que ñ[é] el 44% de los atentados contra la 

vida en que hay autor identificado son imputables a agentes estatales, el 30% a 

paramilitares y el 24% a la guerrilla. Los narcotraficantes figuran como autores del 1% de 

estos casos.ò (Uprimny, 1994, p. 96). El documento también señalaba que la violencia 

estaba concentrada contra los sectores populares y los grupos opositores, aseveración que 

tendría una comprobación perentoria para cualquier intento de solución política al problema 

de los CDUI durante la década de 1990 y 2000, por los efectos que la violencia homicida 

tuvo sobre el movimiento cocalero que buscaba la sustitución de cultivos. Finalmente, el 

documento alertaba sobre la creciente vinculación de connivencia y complicidad entre las 

fuerzas armadas nacionales y las fuerzas paramilitares ejecutoras de la violencia política. 

En buena medida, la intensidad de la guerra del Cartel de Medellín contra el aparato 

estatal alrededor de la instauración de la extradición de nacionales hacia la justicia 

estadounidense, con sus grandes repercusiones simbólicas a través del terrorismo de alto 

impacto, ayudo a que el discurso de ñCero Toleranciaò se instalará de forma más o menos 

acrítica en el imaginario social y político nacional. Con todo, el recurso argumental de la 

simplificación de todos los males en el narcotráfico, se vio apoyada por la construcción de 

una nueva política exterior de guerra de la potencia mundial, tras el derrumbe de la disputa 

capitalismo-comunismo en el escenario internacional: la guerra contra las drogas era la 

nueva bandera de la unidad internacional promovida por Estados Unidos, y uno de los 

villanos emergentes resultaba ser Colombia, por la concentración de CDUI en su territorio. 

Esta situación, generaba una enorme presión para la definición de la política interna. La 

presión ya se venía expresando desde la década de los 80, pero con la mudanza del 
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sistema-mundo tras la caída del muro de Berlín, se intensificaría durante las décadas de 

1990 y 2000. 

Este fundamentalismo bélico es perjudicial: de un lado inhibe la capacidad de crítica 
frente a estas estrategias ya que la guerra a las drogas adquiere el sabor de una 
cruzada por la salvación de la humanidad, frente a la cual no pueden existir críticos 
sino tan sólo herejes y traidores. De esa manera se dificulta dar un tratamiento más 
adecuado al problema de la violencia del narcotráfico. (Uprimny, 1994, p.111) 

 Cabe destacar que este abordaje del problema, asumido y naturalizado por la 

mayoría de las autoridades nacionales y los medios de comunicación, produjo que no se 

profundizara en el análisis sociopolítico de las causas del fenómeno de los CDUI en las 

arenas más amplias de debate público. Dicho análisis estuvo restringido a miradas 

académicas, como las de Vargas, Uprimny, Kalmanovitz y otros, y se presentó sólo de 

forma incipiente en la prensa, a través de reportes como los de Alfredo Molano49 y Juan 

Gabriel Tokatlian50, o en los posicionamientos de algunos de los actores sociales que 

comenzaban a movilizarse, y que insistían en que el problema no tenía un diagnóstico 

correcto, porque no consideraba adecuadamente las inequidades territoriales a las que se 

veían sometidas los cultivadores, ni analizaba críticamente la cadena de valor del 

narcotráfico. 

En todo caso, los diagnósticos que pretendían analizar el problema de forma más 

integral y plantear políticas alternativas, sí estaban presentes, aunque marginalmente, en 

el debate, como se puede observar en este apartado de algunos de los documentos 

académicos de estudio sobre el problema de las drogas de mayor circulación para el 

momento 

La presencia de la producción, el tráfico y el consumo de drogas prohibidas en un 
contexto de vacíos institucionales y de conflictos de violencia, la convierten en un 
proceso que se arraiga históricamente en los puntos más críticos de la realidad 
nacional: en las zonas de colonización de frontera, en el interior de las economías 
campesinas en crisis, en las comunidades indígenas empobrecidas, en el desorden 
y caos que acompañan los procesos de urbanización y finalmente, se extiende a los 
puntos más débiles de la institucionalidad colombiana multiplicando la corrupción y 
ahondando el carácter antidemocrático de muchas de sus estructuras. (Kalmanovitz, 
Vargas y Borrero, 1994, p. 7) 

Los cultivos ilícitos en Colombia se inscriben en un escenario de conflictos que giran 
alrededor del llamado ñproblema agrarioò, caracterizado, entre otros, por una 
desigual distribución de la tierra, de donde se derivan históricamente frustrados 
intentos de Reforma Agraria.  [é] Estos procesos se manifiestan en altos niveles de 
pobreza y miseria en la población rural, descomposición campesina, dinámicas 

                                                
49 ñFalda abajo, selva adentro, monte arribaò El Espectador, 07 de junio de 1992, 1E-4E. 
50 ñLa amapola de todos los Andesò El Espectador, 24 de enero de 1993, 1C. 
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caóticas de colonización y en múltiples formas de violencia provenientes de los 
actores armados que ocupan el espacio rural y que intentan llenar el vacío de poder 
en estas zonas. (Vargas y Barragán, 1995, p. 193) 

En la l²nea de ñCero Toleranciaò, el presidente Gaviria asumi· una posici·n de cr²tica 

mordaz contra los detractores de las AAG durante un evento público adelantado en Pereira 

en febrero de 1992, a lo que el expresidente Misael Pastrana reaccionó públicamente 

señalando que:  

[é] No es lo com¼n, escuchar de labios de un jefe de Estado en una democracia, tal 
cantidad de adjetivos: ñsupuestamente ecologistasò, ñnueva coartada en favor del 
narcotr§ficoò, ñignoranciaò, ñoportunismo pol²ticoò, ñperfidiaò, ñingenuidadò, ñmala feò 
para referirse a las personas, los partidos políticos y movimientos, los 
parlamentarios, catedráticos, sacerdotes, miembros de organismos ecológicos, por 
haber puesto en duda la fumigación por aspersión de un pesticida con sus discutidos 
efectos sobre suelos, bosques, aires, aguas, y en especial, en la salud humana.51 

Así, el Gobierno Nacional no solo no aceptaba disidencias sobre el tema al interior 

del poder ejecutivo, sino tampoco en la sociedad civil52. Sin embargo y tras las críticas a su 

postura estigmatizadora y criminalizadora, el Gobierno Nacional bajó el tono de las 

acusaciones señalando que su interés primordial era el de conciliar todas las posiciones 

sobre el uso del glifosato53, insistiendo, en todo caso, en que la medida era irreversible54.  

 El discurso de la irreversibilidad de las AAG se estableció rápidamente como un 

primer cerramiento político de la controversia levantada por la aprobación de la medida.  

Sobre ello, el conjunto de analistas sobre la política antidrogas, así como múltiples 

autoridades políticas del periodo, aseveran que estaba motivado principalmente por la 

presión estadounidense para la adhesión del gobierno colombiano a su agenda antidrogas, 

que tenía para ese momento a las AAA como su principal herramienta55. (Múnera y Hoyos, 

1995; Thoumi, 1999; Palacio, 1999; Salgado, 2002) 

Ya desde finales de la década de 1970, en el marco de la aprobación del primer 

acuerdo de extradición en 1979 entre el gobierno de Turbay y el gobierno estadounidense, 

el embajador de EE.UU. en Colombia, Diego Ascencio, ya aplicaba una posición 

intransigente que se resumían en la afirmación de que su política debía aplicarse: ñMi 

                                                
51 ñDuelo verbal alrededor del glifosatoò El Espectador, 24 de febrero de 1992, 13A. 
52 ñóNo se puede dejar engordar nuevos cartelesô: Gobiernoò El Tiempo, 22 de febrero de 1992, 18A. 
53 ñConciliaci·n frente al glifosato pide Ministro de Justiciaò El Tiempo, 24 de febrero de 1992, 13A. 
54 ñIrreversibilidadò Vanguardia Liberal, 25 de febrero de 1992, 2A. 
55 ñUn siglo de relaciones ónarcotizadasô por la adicci·n y el tr§fico de drogasò El Nuevo Siglo, 20 de 

julio de 1993, 17A. 
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posición es clara: las drogas son un problema de dimensión internacional y las relaciones 

que los Estados Unidos mantienen con otros países sobre estas materias no se supone 

que puedan despertar controversiasò 56. 

Con todo, pese al cerramiento político, la estrategia de defensa de las AAG también 

pasaba por la defensa técnico-científica de la inocuidad del glifosato para las aspersiones 

aéreas sobre cultivos de amapola, que se centró en el desplazamiento argumentativo de la 

inocuidad de su uso en la agricultura comercial, homologándola a su inocuidad para las 

aspersiones antinarcóticos. Así, el propio César Gaviria señalaba al interior del CNE que el 

glifosato era el herbicida comercial más usado en el país y el mundo, con ventas en 

Colombia de 1.500.000 L durante 1991. Invocando a la autoridad científica de organismos 

sanitarios internacionales se¶alaba que la ñ[é] Organización Mundial de la Salud lo ha 

señalado como el químico menos letalò57, y que las ñ[é] investigaciones, consultas y análisis 

de estudios de la Organización Mundial de la Salud, la FAO y otras importantes 

organizaciones [é]ò demostraban la seguridad del herbicida58.  

Esta estrategia de desplazamiento argumentativo en el debate, desde los riesgos 

sanitarios y ambientales de las AAG sobre la amapola, hacia los riesgos sanitarios y 

ambientales del glifosato en la agricultura comercial, resultó exitosa y se evidenció en el 

abordaje sobre el tema en los medios de comunicación y en los posicionamientos públicos 

de las autoridades gubernamentales, que comenzaron a criticar el 

ñsobredimensionamientoò del an§lisis de los posibles riesgos de las AAG sobre CDUI de un 

herbicida ampliamente usado.  

Al respecto, el Ministro de Defensa invitaba a proporcionar el debate: ñYo lo que 

señalo es la proporción del debate, que se ha planteado por la aplicación de mil litros en un 

cultivo ilegal y no de la aplicación de un millón y medio de litros para cultivos legalesò.59  

 Por esta ruta también se pretendió responsabilizar de los posibles problemas del 

uso de herbicidas en el país al expresidente Misael Pastrana, detractor de las AAG, en cuyo 

                                                
56 ñUn siglo de relaciones ónarcotizadasô por la adicci·n y el tr§fico de drogasò El Nuevo Siglo, 20 de 

julio de 1993, 17A. 
57 Citado por ñAmapola: se disparan las cifrasò El Tiempo, 19 de abril de 1992, 13A. 
58 ñNunca pretend² injuriar al ex presidente Pastrana: Ministro de Justiciaò Nuevo Siglo, 24 de febrero 
de 1992, 6A.   
59 ñ25 mil hombres vigilar§n elecciones en la Costaò El Heraldo, 22 de febrero de 1992, 6A. 
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gobierno se autorizó por primera vez el uso comercial de glifosato, y de paso, al conjunto 

de autoridades sanitarias y ambientales involucradas su el registro, vigilancia y control.60  

 Una consecuencia inintencionada de esta veta en el debate fue que algunos medios 

de comunicación comenzaron a analizar el panorama del uso de agrotóxicos en el país. Un 

ejemplo es el artículo de Mauricio Galindo del 23 de febrero de 1992 que expresaba 

preocupación sobre el uso extendido en Colombia de una amplia variedad de plaguicidas, 

siendo el 95% de clasificación toxicológica I y II (E.G. lindano; toxafeno; aldrin; etc.)61, o 

prohibidos y restringidos por otros países, señalando que en Colombia se consumía el doble 

de estas substancias que el promedio regional y que se usaban, bajo autorización del 

Ministerio de Salud, al menos 500 formulaciones comerciales, entre las que se contaban 8 

de glifosato, 16 de paraquat, y 4 de 2-4D, todos ya usados en aspersiones antidrogas 

durante la década de 198062.  

 El desenlace de esta derivación del debate fue la reactivación del Consejo Nacional 

de Plaguicidas para abordar el tema de su vigilancia y control. Este resultado, que pasó 

inadvertido en el debate público sobre las AAG, fue resaltado y considerado como muy 

positivo por el Ministro de Justicia, que lo presentó como una consecuencia positiva 

inesperada de la nueva política. Al respecto de dicha reactivación, el director del 

INDERENA, Manuel Rodríguez Becerra, hacía eco de algunas de las demandas de los 

movimientos ecologistas para la regulación de los agrotóxicos comerciales, en particular, la 

de prohibir los agrotóxicos que ya estaban prohibidos en sus países productores, la de 

revisión de las categorizaciones toxicológicas y la de adhesión a los lineamientos de uso 

de la FAO63-64, demandas que a la postre no fueron atendidas.  

No toda la prensa señalaba preocupación frente al panorama de uso de agrotóxicos 

en la agricultura comercial y, como se dijo, la mayoría de medios se alineaban con la 

posición gubernamental, siendo que algunos reproducían de forma integral la información 

emitida por las industrias productoras y replicada por las autoridades políticas, académicas 

                                                
60 ñColombia, en la mira de la mafia asi§ticaò El Tiempo, 21 de febrero de 1992, 3A. 
61 ñEl Glifosatoò El Mundo, 10 de marzo de 1992, 2A. 
62 ñEl oriente, un foco de contaminaci·n. Pesticidas, un abismo entre la vida y la muerteò El Mundo, 
1 de marzo de 1992, 4B. 
63 ñHoy instalan el Consejo de Plaguicidasò El Tiempo, 4 de marzo de 1992, recuperado de: 

https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-54036 
64 ñLa amapola: el da¶o m§s severo al ecosistema colombiano en los ¼ltimos 30 a¶os. Inderena se 
pronuncia sobre el uso del glifosatoò El Colombiano, 6 de marzo de 1992, 14C. 

https://www.eltiempo.com/archivo/documento/MAM-54036


 
 

81 
 

y los entes regulatorios estadounidenses, presentándola como evidencia científica imparcial 

y suficiente para la defensa de la inocuidad del glifosato.65 

Así se puede observar en la publicación de El Colombiano titulada ñAlgunas 

verdades sobre el glifosatoò66, que pretendía sintetizar el núcleo duro de la defensa técnico-

cient²fica de la inocuidad del glifosato, citando el documento ñPesticide Factsò, publicado en 

1985 por la Universidad de Massachussets (Ver Figura 3), y que pretendían extrapolar de 

inmediato conclusiones para la resolución de la controversia sobre las AAG. 

Figura 3 - Síntesis de la evidencia técnico-científica de inocuidad del glifosato 
defendida por los actores promotores del PECIG  

 

No sólo en los medios de comunicación, sino en general en el conjunto de las 

autoridades de gobierno promotoras de las AAG, fueron las fuentes de información 

científica provistas por las autoridades gubernamentales o académicas estadounidenses 

las más relevantes para su labor de defensa de la inocuidad de la medida. En ese marco, 

cabe destacar que el Servicio Cultural e informativo de los EE.UU. distribuyó activamente 

información a los medios de comunicación, y que el conjunto de declaraciones que se 

pueden identificar durante el periodo de formulación del PECIG usaban los informes de 

toxicidad aguda y crónica de autoridades como la EPA, la OMS, la IARC, la FAO, entre 

                                                
65 Incluso el art²culo ñEl uso del glifosato es lo de menosò (El Espectador, 23 de febrero de 1992, 2E) 

reproduce una s²ntesis de la ñHoja t®cnicaò que contiene la informaci·n comercial de glifosato 
provista por la compañía productora Monsanto. 
66 ñAlgunas verdades sobre el glifosatoò El Colombiano, 6 de marzo de 1992, 14C. 
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otras, que si bien no recogían argumentalmente ninguna de la información técnico científica 

que habían levantado los detractores de las AAG, contaban con gran autoridad científica 

en los ámbitos nacional e internacional67.  

La referencia al conocimiento científico producido por autoridades políticas y 

científicas estadounidenses se posicionó como la defensa técnica más férrea de actores 

como el Presidente de la República, el Ministro de Justicia, el Procurador General, e incluso, 

por sectores de profesionales del campo de la agricultura comercial colombiana. 

 La posición del poder ejecutivo alrededor de la evidencia científica fue clara, y puede 

resumirse en lo declarado por el Procurador General, Gustavo Arrieta Padilla, que 

declaraba, aduciendo a los resultados de ñmúltiples estudios científicosò (que no 

referenciaba), que ñ[é] no hay información científica sobre los efectos nocivos del glifosato 

en la salud.ò68.  

Más allá de dicha afirmación, que buscaba el cierre de la controversia por la vía 

epistemológica señalando que existía una verdad científica concluyente, el Gobierno 

Nacional también disputaba el detentar el conocimiento considerado valido por la vía de 

cuestionar la legitimidad de los actores que se oponían, y banalizaba la evidencia sobre 

nocividad que estos señalaban, por medio de afirmaciones como que el glifosato era 

ñmenos nocivo que la aspirinaò, afirmación que era replicada por el propio Servicio 

Informativo y Cultural del Gobierno estadounidense en un comunicado emitido para la 

prensa colombiana69.  

  Figura 4 - Banalización de la evidencia sobre la nocividad del glifosato en la salud 
humana 

 

 

                                                
67 ñGreenpeace vs Estados Unidosò El Espectador, 23 de febrero de 1992, 3C. 
68 ñEl glifosato es menos nocivo que la aspirina, dice el procuradorò El Nuevo Siglo, 8 de febrero de 

1992, 9A. 
69 ñEl glifosato es menos t·xico que la aspirina. Dice Estados Unidosò El Colombiano, 24 de febrero 

de 1992, 2A. 

Nota. Titulares de prensa de los diarios El Nuevo Siglo (08 de febrero de 1992, 9A) a la 

izquierda, y de El Colombiano (24 de febrero de 1992, 2A), a la derecha. 
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Esta estrategia de banalización se basaba en la comparación de la toxicidad aguda 

de un fármaco con la del glifosato. Partía de una afirmación efectista, que no pretendía 

profundizar en debates técnicos necesarios para su comprensión, como las escalas 

técnicas usadas (clasificación según DL50 de toxicidad aguda), sus alcances o limitaciones, 

y que pretendía, por la vía de comparar al glifosato con una substancia conocida, cotidiana 

y ben®fica, se¶alar la ñirracionalidadò de la cr²tica. Se trataba de una utilización 

descontextualizada de un criterio técnico, que le permitía al Gobierno comparar un agente 

químico de ontología terapéutica (aspirina), con uno de ontología venenosa (glifosato), 

present§ndolo como una comparaci·n ñracionalò, y como criterio para calificar a los críticos 

de las AAG como ñirracionalesò, sin responder a los cuestionamientos duros que levantaban 

actores como los expertos del Ministerio de Salud en su informe.70 

En algunos medios se replicó dicha estrategia de banalización, ridiculización y 

deslegitimación de la autoridad científica de los críticos del PECIG, resaltando su 

ñignoranciaò o su conocimiento ñinsuficienteò o ñinadecuadoò sobre el problema de las AAG, 

al tiempo que se insist²a en la necesidad de atender solamente las ñestrictas evidencias 

cient²ficasò, como eran reconocidas únicamente las aportadas por las autoridades 

internacionales aliadas. En ese sentido, Enrique Santos Calder·n se¶alaba que ñQuienes 

con tanto fervor ecológico-y no pocas intenciones políticas- se oponen al glifosato [é], tal 

vez ignoren bien lo que significa la hero²na. [é] pero tampoco saben bien de lo que 

hablan.ò71 

 De las fuentes de información científica nacionales identificables en el discurso de 

los promotores de las AAG, una de las más citadas y relevadas por los actores 

gubernamentales fue el estudio de la firma Ecoforest, que evaluó el impacto de las 

aspersiones con herbicidas (Paraquat y 2-4D) realizadas en la Sierra Nevada de Santa 

Marta entre 1985 y 1989, y que se¶alaba su ñcompleta inocuidadò, entre otras razones, por 

su car§cter ñaltamente degradableò que hac²a que no se hubiesen detectado rastros del 

herbicida en suelo ni agua. En todo caso, los estudios de dicha firma no se hicieron públicos 

ni tampoco fueron presentados durante el estudio de la tutela de la AD-M19 ante la Corte 

                                                
70 Cabe destacar que Monsanto desarrollaría una campaña publicitaria en el año 2000 en el que uno 
de los slogan fue ñm§s seguro que la sal de mesaò. (Acci·n Ecol·gica, 2004) 
71 ñàGlifosato o Hero²na?ò El Tiempo, 20 de febrero de 1992, 4A. 



 
 

84 
 

Constitucional, en el que el ejecutivo nacional presentó el conjunto de evidencia de la que 

disponía ante dicho estrado.72  

 Se debe señalar que no sólo se usó evidencia internacional por parte de los actores 

promotores de las AAG, sino también por parte de los detractores. En la prensa nacional, y 

en las declaraciones de algunos de los actores políticos y sociales que se oponían se 

pueden rastrear evidencias producidas o defendidas por actores como Greenpeace. Así, el 

artículo de prensa de El Espectador73  titulado ñGreenpeace Vs Estados unidos; argumentos 

en favor y en contra del glifosatoò, pretendía sintetizar el núcleo duro de la crítica científica 

al uso del herbicida (Ver Figura 5). El artículo resulta relevante, siempre que es el único de 

la revisión realizada que resalta la existencia de un proceso judicial en el país productor del 

herbicida basado en la controversia toxicidad/inocuidad de su uso en la agricultura 

comercial. A pesar de que este hecho no fue investigado por otros medios de comunicación 

y tampoco se recogió de forma central por parte de los detractores de las AAG, resulta de 

mucha relevancia, siempre que la demanda de Greenpeace representaba en ese momento 

el centro de la disputa jurídica internacional al respecto y amenazaba la continuidad de 

cualquier uso del herbicida.  

No obstante, se debe señalar que la oposición de las AAG por parte de los 

detractores de la medida se centraba más en señalar los vacíos de conocimientos y 

problemas de la calidad de la evidencia disponible, alrededor de su veracidad, especificidad 

e insuficiencia, que en mostrar evidencia científica consolidada sobre los impactos 

ambientales y sanitarios del glifosato. Por otra parte, mientras los promotores de las AAG 

defendían la inocuidad sanitaria y ambiental del herbicida, los detractores insistían en que 

se debía comprender integralmente el problema de los CDUI antes de implementar medidas 

como las AAG que probablemente producirían riesgo o daño adicional sobre los territorios 

y poblaciones afectadas. 

 

 

 

                                                
72 ñUnidad de criterio sobre glifosato exige Gaviriaò El Tiempo, 20 de febrero de 1992, 1A-10A. 
73 ñGreenpeace vs Estados Unidosò El Espectador, 23 de febrero de 1992, 3C. 
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Figura 5 - Síntesis evidencia técnico-científica de nocividad presentada por 
Greenpeace en disputa jurídica por uso de glifosato comercial ante el Gobierno 
estadounidense 

 

 

 

 

1.1.2. Inicio de las Aspersiones Aéreas con Glifosato en cultivos de 

amapola y aprobación del PECIG 

 

 Pese a la gran controversia levantada y a que el 19 de febrero de 1992 la Policía 

Antinarcóticos informaba de una suspensión provisional de las AAG hasta no adelantarse 

los estudios de impacto ambiental anunciados, la medida resultó fugaz y el Gobierno 

Nacional inició las aspersiones para finales del mismo mes74. Comenzaron en el Huila y 

                                                
74 ñSuspendido el uso del glifosatoò El Mundo, 19 de febrero de 1992, 12A. 

Nota. Tomado de ñGreenpeace vs Estados Unidosò El Espectador, 23 de 

febrero de 1992, 3C. 
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continuaron en los departamentos de Cundinamarca, Tolima y Cauca. Las aspersiones 

cumplieron con el compromiso de contar con Auditoria Ambiental contratada por la DNE 

que, de forma sorprendente, tan sólo 15 días después de su inicio ya declaraba su éxito en 

los objetivos de erradicación y la ausencia de impacto ambiental75. Cabe destacar que los 

informes de la auditoría ambiental adelantada sólo eran conocidos por la dirección de la 

Policía Antinarcóticos, siendo que ni el público en general, ni el CNE tenían acceso a los 

mismos, como se puede constatar en las actas de las sesiones de este último, en dónde la 

información se reportaba a través del representante de la Policía. (CNE, 1992a; 1992b) 

Los organismos encargados empezaron a informar y la prensa a replicar, los 

ñresultados positivosò de las aspersiones en t®rminos de hect§reas erradicadas y 

cultivadores capturados76. De igual forma se reportaban las primeras protestas por parte de 

los cultivadores de amapola, que no tardaron en ser descritas por la prensa como en 

connivencia con la guerrilla de las FARC77. Las respuestas a estas primeras 

manifestaciones, que ya comenzaban a configurar exigencias de garantías socio-

económicas y no solamente la suspensión de las aspersiones, fueron contundentes por 

parte del Gobierno: el asunto del glifosato no sería discutido con los cultivadores78. 

En algunos lugares, como en el Departamento del Cauca, el Gobierno Nacional 

logró acuerdos con representantes de las comunidades indígenas para erradicar 

manualmente los cultivos de amapola, con el compromiso de adelantar planes de 

desarrollo79. Ese acuerdo en parte era posible porque el diagnóstico de la nocividad de los 

CDUI en los territorios indígenas ya venía siendo formulado por las comunidades y 

autoridades en dichos territorios, que observaban con preocupación la degradación del 

tejido social y ambiental, y los fenómenos de violencia asociados. A esa conclusión llegaba 

el Comité Ejecutivo del CRIC y los Cabildos del Cauca: 

[é] los d²as 1, 2 y 3 de febrero de 1992, se convoc· a una Junta directiva Regional 
Extraordinaria en Jambaló de los diferentes cabildos indígenas del departamento del 
Cauca. Allí se reconoció la existencia de un problema derivado de la dedicación de 
algunas comunidades a los cultivos ilícitos. Se ubicó como causa fundamental la 
condición de miseria y de abandono en que se mantienen las zonas donde se 
asientas las comunidades indígenas. Del mismo modo, se caracterizó la respuesta 
estatal como una decisión contraproducente y generadora de un deterioro mayor de 

                                                
75 ñVeedur²a especial para la destrucci·n de amapola, en Cundinamarca, Cauca y Tolimaò El Tiempo, 
25 de marzo de 1992, 8C. 
76 ñDestruidas 400 hect§reas de amapolaò El Heraldo, 25 de febrero de 1992, 08. 
77 ñInd²genas se ótomanô Incora de Bogot§ò La República, 3 de marzo de 1992, 11A. 
78 ñAlgunas verdades sobre el glifosatoò El Colombiano, 6 de marzo de 1992, 14C. 
79 ñAcuerdan cronograma antiamapola en Caucaò El Espectador, 18 de marzo de 1992, 13A. 
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las condiciones socioeconómicas, ambientales y culturales de la región. (Vargas y 
Barragán: 1995, p. 64) 

 La voluntad de erradicación de las comunidades no evitó el seguimiento cercano 

de funcionarios de la DEA que supervisaron la realización de aspersiones no acordadas80, 

y que rápidamente fueron denunciadas por las comunidades por afectar zonas habitadas81. 

Este hecho, a la postre, significó la no realización de la minga indígena de erradicación 

pactada, que tampoco llegó a contar con los recursos logísticos que debían ser provistos 

por el Gobierno82.  

[é] el gobierno desaprovech· una excelente oportunidad para empezar a construir 
un principio de política autónoma y nacional sobre el ámbito de la producción de 
ilícitos, elaborada a partir de la disposición de las comunidades y la existencia de 
una estructura organizada capaz de garantizar la puesta en marcha de un proceso 
integral de superación del problema. 

Por el contrario, se sobreimpuso la implementación del viejo discurso de 
identificación del productor como delincuente, se abandonó la perspectiva del 
desarrollo integral como presupuesto de la elaboración de propuestas y se ratificó la 
columna vertebral represiva de la política antidrogas. (Vargas y Barragán: 1995, p. 
65) 

Un nuevo acuerdo entre el Gobierno Nacional y las comunidades indígenas del 

Cauca se logró hacia finales del mes de abril, que implicaba no adelantar AAG al tiempo 

que se realizarían mingas de destrucción de los cultivos que, esta vez, sí comenzaron a ser 

llevadas a cabo al final de ese mismo mes. 

En el mismo año se reunieron en Jambaló representantes del gobierno y de la 
organización indígena y acordaron suspender la fumigación, iniciar la erradicación 
manual y financiar programas de desarrollo alternativo. Los indígenas arrancaron 
parte de los cultivos pero las promesas oficiales se quedaron en el papel. Sólo a 
finales de 1993, el PNR entregó 700 millones de pesos para algunas empresas 
comunitarias, recursos insuficientes frente a la magnitud del problema. (Salazar, 
1998, p.125) 

 En septiembre de ese mismo año, en reunión efectuada en Bogotá, se reportaba el 

éxito del acuerdo, siendo que se había erradicado el 75% del área cultivada con recursos 

                                                
80 ñLa DEA vigila fumigaci·n en el Caucaò El Espectador, 1 de abril de 1992, 9A. 
81 ñEl glifosato, un veneno econ·micoò El Espectador, 20 de abril de 1992, 13A. 
82 ñAplazan minga ind²gena contra la amapolaò El Espectador, 21 de abril de 1992, 14A. 
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operativos suministrados por el Estado. Con todo, las comunidades indígenas reportaban 

que no se habían adelantado las obras de infraestructura acordadas.83-84  

Para ese momento y con amplias áreas de cultivos de amapola ya asperjadas, se 

comenzaba a discutir la dimensi·n econ·mica de la ñguerra contra las drogasò. En ese 

sentido, uno de los diarios nacionales no dudaba en calificarla tambi®n como una ñguerra 

econ·micaò, que a precios de USD$20.000 de los operativos de aspersi·n por hora, era 

rentable para eliminar las ganancias de las narco-guerrillas que calculaban en 

COP$17.000.000.000 m.c. diarios85.  

Cabe destacar que si bien para ese momento el vínculo discursivo entre 

insurgencias armadas y narcotráfico no era la columna vertebral de la argumentación 

antidrogas, ya venía siendo parte del núcleo duro argumentativo, al menos desde mediados 

de la década de 1980, desde que el embajador Lewis Tambs acuñó el término 

narcoguerrilla, con una clara intencionalidad de favorecer [é] la internacionalizaci·n parcial 

del conflicto político colombiano, al legitimar la posterior ayuda militar estadounidense en la 

lucha contra las drogas. (Uprimny, 1994, p. 69) 

Un resultado inesperado del inicio de las AAG fue el hallazgo de que los cultivos de 

amapola eran cerca de diez veces mayores a los calculados inicialmente por el CNE, siendo 

de más de 20.000 ha según los informes de las autoridades regionales y la Policía 

Antinarcóticos, alcanzando, con esa cifra, a representar el 10% del cultivo de amapola 

mundial86. Este hallazgo pareció justificar la creciente cooperación económica y técnica del 

gobierno estadounidense y de fuentes de las Naciones Unidas a la guerra contra las drogas 

en Colombia87-88. Al respecto, sectores de académicos cuestionaron la veracidad de dichos 

datos, como es el caso de Alfredo Molano Bravo, levantando una de las controversias que 

se mantuvo transversal a toda la aplicación de la política: el cálculo del área de CDUI en el 

país.89 

                                                
83 ñPaeces iniciaron erradicaci·n de amapola. Presentar§n proyectos econ·micos al PNRò El Tiempo, 
31 de mayo de 1992, 8A. 
84 ñCon mingas erradicaran la amapola del Caucaò El Pa²s, 26 de mayo de 1992, 5D. 
85 ñEl glifosato, un veneno econ·micoò El Espectador, 20 de abril de 1992, 13A. 
86 ñAmapola: se disparan las cifrasò El Tiempo, 19 de abril de 1992, 13A. 
87 ñLa amapola se reg·ò El Mundo, 26 de abril de 1992, 5A. 
88 ñCooperaci·n internacional para arrasar con amapola: Gobiernoò La República, 2 de mayo de 
1992, 9A. 
89 ñFalda abajo, selva adentro, monte arribaò El Espectador, 07 de junio de 1992, 1E-4E. 
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Para agosto de 1992 la DNE ya reportaba cerca de 7.000 ha de amapola asperjadas 

con glifosato y los informes difundidos por la prensa sobre hectáreas erradicadas en los 

diferentes territorios intervenidos comenzaron a ser frecuentes. El discurso oficial parecía 

bien afinado para señalar, como lo hacía al final de ese año el director de la DNE, Brigadier 

Rosso José Serrano, que la guerra contra las drogas en Colombia se estaba ganando.90-91   

En el ámbito jurídico en noviembre de ese año, la CC, en particular el magistrado 

Ciro Angarita, solicitó un primer informe de la auditoría ambiental al INDERENA para 

evaluar las medidas tomadas para proteger la salud y el ambiente durante las AAG. La 

solicitud se realizó en el marco de la primera audiencia pública realizada por dicha 

corporación desde su creación, con el objeto de discutir el carácter constitucional del 

derecho a un medio ambiente sano, que se batía entre ser considerado como derecho 

colectivo o fundamental, y cuya definición serviría de insumo para resolver la tutela sobre 

las AAG presentada por la AD-M1992-93. (Corte Constitucional, 1993)  

A la Audiencia Pública compadecieron por invitación de la Corte, y en calidad de 

expertos y autoridades técnicas nacionales, Carlos Augusto Ángel (Instituto de Estudios 

Ambientales/UNAL), Imelda Gutiérrez (INDERENA), Germán Sarmiento Palacio, Hernando 

Valencia Villa y Eduardo Uribe Botero (Departamento Nacional de Planeación (DNP)), 

quienes fueron orientados a presentar ponencias entorno del carácter del derecho al medio 

ambiente sano, y no sobre el asunto de las AAG. La preocupación de la Corte era más 

sobre la pertinencia del mecanismo de tutela, que sobre la evidencia de nocividad o 

inocuidad de las aspersiones. No obstante, el conjunto de los actores se posicionaron al 

respecto, señalando que si bien la evidencia internacional existente clasificaba al herbicida 

como de baja toxicidad, era necesario adelantar estudios locales en los ecosistemas y 

condiciones de aplicación concretos. (Corte Constitucional, 1993) 

A la postre, la Corte Constitucional denegó la tutela, señalando como argumentos 

centrales de la decisión el que la forma en que se había presentado era inadecuada, por 

estar accionada por un partido político y no por un ciudadano particular, y porque, dado que 

el derecho sobre el que se exigía la defensa constitucional era de carácter colectivo y no 

                                                
90 ñAlerta Roja por uso de morfina y hero²na. Colombia: Baja consumo de coca²naò El Tiempo, 8 de 

agosto de 1992, 8A. 
91 ñColombia no se merece la mafia del opioò. El Espectador, 23 de diciembre de 1992, 11A. 
92 ñCorte pide cuentas sobre el Glifosato. Inderena debe entregar resultados de monitor²a sobre la 
aplicación de herbicida antiamapolaò El Espectador, 5 de noviembre de 1992, 11A.  
93 ñMin-justicia pide mantener el Glifosatoò El Espectador, 17 de noviembre de 1992, 13A.  
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fundamental, el mecanismo de protección que procedía era la Acción Popular o la Acción 

de Grupo. En todo caso, la Corte fue enfática en señalar que también procedería el 

mecanismo de tutela en el caso de las AAG, siempre que se señalara una conexidad con 

afectación de derechos fundamentales relacionados con el derecho al medio ambiente sano 

(E.G. derecho a la vida).  

Sobre los procesos de consulta previa sobre la decisión de las AAG exigidos por 

autoridades indígenas y autoridades políticas regionales, la Corte señaló que dada la 

inexistencia de legislación sobre mecanismos de consulta, no podía declararse 

inconstitucional o tutelable las acciones del Estado en este caso, e instó al poder legislativo 

al desarrollo normativo correspondiente. 

Cabe destacar que el Magistrado Ciro Angarita Barón realizó un salvamento de voto 

manifestando que la decisión de la Corte no debía entenderse como una aprobación de las 

AAG, y que consideraba que el proceso de unificación de la jurisprudencia sobre el carácter 

del derecho al medio ambiente sano había incurrido en errores, que podrían haber 

modificado la decisión de la Corte. (Corte Constitucional, 1993) 

El contexto del proceso de dicha tutela, sirvió para que el gobierno adelantara una 

nueva estrategia política de defensa de las AAG, que además de reiterar su inocuidad, 

resaltaba el riesgo ambiental y sanitario de suspenderlas, y posicionaba la idea de que las 

AAG eran la única estrategia viable de erradicación, dado el contexto de guerra de los 

territorios con CDUI. 

 Ante la posibilidad de un fallo positivo a la acción de tutela presentada por la AD-

M19, el Gobierno Nacional solicitó y realizó una audiencia privada con los magistrados de 

la Corte Constitucional, con la vocería del Ministro de Justicia, Andrés González, el Ministro 

de Defensa, Rafael Pardo, y el director de la Policía, General Miguel Gómez Padilla. La 

defensa de las AAG adelantada por estos emisarios fue la de presentarlas como la ñ¼nica 

salidaò, por las condiciones topográficas y de conflicto de los territorios cultivados. También 

insistieron en la necesidad de darles continuidad, dados los requerimientos de ñgarant²asò 

para los recursos invertidos desde la cooperación de la agenda antidrogas internacional 

estadounidense, y como un imperativo para mantener la credibilidad del Estado colombiano 

en ese contexto94.   

                                                
94 ñGobierno defiende uso del glifosato. Reuni·n de alto nivel con la Corteò El Tiempo, 25 de enero 

de 1993, 15A. 
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Sin embargo, no solo argumentos de orden político se presentaron ante la CC. El 

Gobierno también presentó evidencias que alarmaban de un panorama de proliferación 

descontrolada de los CDUI de amapola de no proceder con las AAG. La fuente era el 

informe de auditoría ambiental, en la que se señalaba que   

[é] Los estimativos cient²ficos sit¼an en 7.3 millones de hect§reas - 6.5% de la 
superficie total del país ï el territorio potencialmente amenazado en caso de que el 
cultivo ilícito de la amapola cobrara un auge incontrolable.95 

 Según esta información, presentada como de carácter técnico-científico, el cultivo 

podría aumentar 3.650 veces respecto a las cifras más altas manejadas por la Policía 

Antinarcóticos hasta ese momento. El gobierno presentaba el informe como una evidencia 

sólida, no alarmista, que ñ[é] pulverizaban los argumentos que inicialmente se esgrimieron 

en contra de la utilización del químico y ponen en evidencia que el país avanza en la 

dirección correcta.ò96. Respecto a los impactos ambientales el informe señalaba que sólo 

se habían presentado afectaciones de car§cter ñ[é] menor y [é] de fácil recuperación 

biológica [é]ò y no presentaba evidencia frente a los impactos en salud humana. 

Al respecto de los impactos ambientales, una nota de prensa que difundía la posición 

del Gobierno frente a la Corte Constitucional también señalaba que: 

[é] A ese respecto, Thomas C.D. Dargie, consultor experto de la International Union 
for the Conservation of Nature ï IUCN -, una institución no gubernamental dedicada 
a la defensa del medio ambiente en los cinco continentes, ha puesto en manos del 
Ejecutivo un verdadero as científico. 

óCon base en estas observaciones de los equipos y técnicas ï observa Dargie en un 
informe oficial sobre Colombia -, el autor se encuentra satisfecho del cuidado que se 
está tomando para evitar o reducir al mínimo el daño ambiental como resultado del 
rociado aéreo de glifosato.  

Los métodos y equipos presentados en los documentos de Auditoría Ambiental están 
siendo aplicados según se describe (control sobre dosis; supervigilancia de la 
aspersión, erradicación manual en donde se cumple, toma de muestras y análisis, 
etc.). No hubo señal de daño a los bosques en los márgenes del desmonten de la 
amapola que indicaran el efecto del glifosatoô.97 

Como se ve, para ese momento, la información recabada por la auditoría ambiental 

era consideraba como un elemento clave por parte de la CC para la definición de la tutela 

que potencialmente podía suspender las AAG. El hecho contrasta con que solo hasta que 

                                                
95 ñEl glifosato pasa pruebas cient²ficasò El Tiempo, 13 de febrero de 1993, 3A. 
96 ñEl glifosato pasa pruebas cient²ficasò El Tiempo, 13 de febrero de 1993, 3A. 
97 ñEl glifosato pasa pruebas cient²ficasò El Tiempo, 13 de febrero de 1993, 3A. 
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dicha instancia judicial solicitó la información al CNE, éste se preocupó por analizarla, y 

suscitó el desarrollo de una estrategia de defensa de las AAG que se fundamentaba en 

reiterar en dicho estrado la inocuidad de las mismas y recalcar el riesgo sanitario y 

ambiental que implicaba para el país su posible suspensión. (CNE, 1992c; Ministerio de 

Justicia y del Derecho, 1993) 

La poca relevancia que el proceso de la auditoría ambiental tenía para la decisión 

de continuar, modificar o suspender las AAG al interior del CNE se demuestra en hechos 

como que a pesar de que la auditoría inició con las primeras aspersiones en febrero de 

1992, la primera discusión sobre sus resultados se dio solo en la sesión del 27 de noviembre 

de ese año, en el contexto de la solicitud de la CC de la evidencia sobre impacto ambiental 

y sanitario. Para ese momento, el Director Nacional de Estupefacientes, Gabriel de Vega, 

presentó una síntesis poco detallada de los resultados de la auditoría así: 

[...] a la fecha se han erradicado 14.000 hectáreas aproximadamente, mediante el 
sistema de aspersión aérea; que la auditoría se hace desde la misma aeronave que 
realiza la fumigación (auditoría in situ), de tal manera que controla, entre otras cosas, 
que las condiciones atmosféricas sean las necesarias para que al momento de la 
aspersión el efecto de deriva sea nulo, es decir, que no se esparza en zonas 
colindantes con las cultivadas con amapola. 

Señaló además que la depredación, tala y quema de bosques que se realiza para 
depredar los terrenos para sembrar la amapola es preocupante. 

El Señor Ministro de Justicia, señaló que sería conveniente, dedicar toda una sesión 
del Consejo próximamente para tratar el tema del glifosato. (CNE, 1992c, p. 11)  

Se debe señalar que en el acta de dicha sesión no reposan informes técnicos, y que 

la forma de presentación de los resultados de la auditoría no fue de ninguna manera 

sistemática, ordenada, con discusión de la metodología ni de los resultados, y que en 

general, parecía más un ejercicio de cumplimiento del requisito de mostrar resultados en 

vigilancia de las AAG, que un ejercicio de vigilancia del impacto toxicológico y ambiental. Si 

bien la sesión propuesta por el Ministro de Justicia dedicada al análisis de los resultados de 

la auditoría no se llegó a realizar en el CNE, en la sesión del 10 de febrero de 1993 sí se 

retomó la discusión parcial del tema, para afinar la estrategia de defensa ante la CC. (CNE, 

1993) 

En dicha sesión Gabriel de Vega sintetizaba la posición del gobierno sobre la tutela 

en curso así 

Es una situación jurídica clara, en la que no se tienen pruebas de que con la 
fumigación se haya producido daño alguno al ser humano ni de orden ecológico. Es 
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un debate promovido desde la administración del doctor Camilo González Posso.  
(CNE, 1993, pp. 8-9) 

De nuevo, la posición del CNE no se fundamentaba en el análisis de los resultados 

y los informes técnico-científicos de la auditoría ambiental, y se interpretaba únicamente 

como una disputa política, en donde se señalaba que el demandante, en este caso la AD-

M19, no podía comprobar el daño ambiental o sanitario. La argumentación pasaba por alto 

el compromiso del CNE y de las diversas instancias del Estado Colombiano implicadas en 

la regulación de las aspersiones de llevar a cabo un seguimiento riguroso de la política, 

asunto que no parecía entrar en el análisis de los tomadores de decisiones. 

Cabe destacar que para ese momento ya se había realizado el cambió de dirección 

en el Ministerio de Salud y la Contraloría General de la Nación, únicas dos voces opositoras 

a las AAG al interior del CNE, siendo que en la primera institución se había reemplazado al 

principal actor político detractor de las AAG en el debate público, Camilo González Posso, 

por un cercano aliado tanto de la agenda política del presidente Gaviria, como de la agenda 

de política exterior estadounidense, Juan Luis Londoño de la Cuesta. 

El engranaje de este nuevo Ministro de Salud en la ratificación de las AAG en el país 

se consolidó en la sesión del CNE del 19 de abril de 1993, en la que se analizó la situación 

sobre las evidencias disponibles del impacto ambiental y sanitario de las AAG con algo de 

mayor profundidad que en ocasiones anteriores, y en la que se solicitaba al nuevo Ministro 

de Salud que acreditara la ausencia de daño ambiental y sanitario.  

La posici·n del Ministro Londo¶o se¶alaba que con la ñpol²tica de transici·nò en el 

Ministerio se podía desmentir la denunciada fragilidad de los informes de la auditoría 

ambiental, señalada por expertos del Ministerio de Salud designados por González Posso 

para la comisión de seguimiento autorizada por el CNE durante la aprobación de las AAG. 

(CNE, 1993b, f. 7.309) 

La estrategia asumida en el CNE fue la de ñnormalizar el flujo de informaci·nò (CNE, 

1993b: f. 7.310), es decir, que toda información surgida desde el CNE relacionada con la 

auditoría ambiental o de cualquier otra instancia estatal sobre vigilancia sanitaria y 

ambiental de las aspersiones, solo llegaría directamente a manos del director de la Policía 

Antinarcóticos, al Ministro de Justicia y al Ministro de salud, sin pasar por manos de cargos 

técnicos, que para ese momento, ya habiendo eliminado la principal oposición política, 

resultaban los opositores restantes al interior del ejecutivo nacional. Lo que más llama la 
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atención de esta estrategia es que para ese momento ni el Ministro de Salud, ni el Ministro 

de Justicia tenían acceso a los informes de la auditoría ambiental, por lo que solicitaban 

que se les allegaran copias. (CNE, 1993b) 

Llama de forma importante la atención el hecho de que se reconoció durante dicha 

sesión que la crítica de los cargos técnicos sobre la inexistencia de análisis de muestras de 

agua, material vegetal y tejidos humanos para evaluar la deriva y la toxicidad de las 

aspersiones era cierta, pues no se había realizado ningún ejercicio de muestreo, por 

ausencia de redes logísticas, equipamientos para el procesamiento y por falta de 

destinación presupuestal para ello. (CNE, 1993b, pp. 7-8) 

Cabe señalar que el INS, para subsanar la falencia, presentó una propuesta de 

montaje de laboratorio toxicológico con ese fin, con un presupuesto que representaba 

menos del 1% de los recursos que para ese momento gestionaba el CNE por concepto de 

incautaciones, expropiaciones y otros relacionados con bienes del narcotráfico98, 

obteniendo una respuesta negativa dada la ñno disponibilidad presupuestalò, y orientando 

a dicha institución a recabar financiación de entes internacionales. Esa situación puede 

leerse como una clara falta de voluntad política de cumplir con el compromiso de vigilancia 

ambiental y sanitaria, al tiempo que cerraba las puertas para el levantamiento de cualquier 

clase de evidencia que pudiera fortalecer la posición técnico-científica de los detractores de 

las AAG. (CNE, 1993b) 

La nueva conformaci·n pol²tica del CNE garantizaba la ñunidad de criterioò sobre la 

inocuidad y eficacia de las AAG, y marcaba el ®xito de la estrategia de ñalineamientoò de 

Gaviria y el Ministro de Justicia, conseguida por medio de la exclusión de los detractores 

políticos y técnico-científicos involucrados en la toma de decisiones sobre las aspersiones. 

Esta nueva conformación de la arena de decisiones fue la antesala de la propuesta de la 

Policía Antinarcóticos de extender las AAG al conjunto de CDUI, de amapola, coca y 

marihuana. 

Así, en las sesiones del CNE del 8 y del 28 de junio de 1993, se presentó una primera 

propuesta verbal, y posteriormente se formalizó con el ñAnexo 9ò, la solicitud de la Dirección 

                                                
98 La propuesta tenía un presupuesto de COP$132 millones m.c., mientras en las cuentas 
presentadas en la misma sesión de los recursos del CNE constaban COP$23.181 millones por 
concepto de activos y pasivos incautados, así cómo COP$1.510 millones por concepto de metales 
preciosos (oro y otros) incautados. 
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de la Policía Antinarc·ticos para ñ[...] fumigar con herbicidas cultivos il²citos, adem§s de la 

Amapolaò (CNE, 1993a, f. 7523).  

El principal argumento para la solicitud era, como lo había sido para los cultivos de 

amapola, el crecimiento del área cultivada de coca y marihuana en los departamentos de 

Guanía, Putumayo, Vaupés, Sierra de la Macarena, Cesar, Caquetá, Puerto Inírida, 

Miraflores en el Guaviare, que ascendía según los cálculo de dichas institución a más de 

20.000 ha. (CNE, 1993a) 

Según se discutió en dichas sesiones, la propuesta también contaba con la anuencia 

de la auditoría ambiental, dado que  

[é] el Doctor Parra, Auditor Ambiental había presentado una propuesta para fumigar 
cultivos de coca, donde precisaba la cantidad de litros del herbicida por cada 
hectárea cultivada, herbicida que estaría sujeto a estudios sobre efectos ambientales 
que podrían producirse. (CNE, 1993a, p. 5) 

Cabe destacar que no era la primera ocasión en que la auditoría ambiental parecía 

ir más allá de los objetivos de vigilancia del impacto ambiental y sanitario de las AAG, y se 

adentraba en análisis y recomendaciones propias de la efectividad de la actividad 

erradicadora. En informes previos, como los del primer semestre de 1992, se puede ver que 

el auditor Luis Eduardo Parra hacía recomendaciones de ampliación de la flotilla de 

aeronaves fumigadoras, la ampliación de zonas de fumigación y la estrategia de divulgación 

de la información sobre las AAG a autoridades políticas y a la población civil, lo que, aunado 

a la dependencia directa de la auditoría a la Policía Antinarcóticas, hizo que instancias como 

la CC cuestionará desde muy temprano en la implementación de la política la falta de 

autonomía e imparcialidad de esta instancia. Esto le restaba credibilidad a sus informes y 

al conjunto de la evidencia que se sustentaba en su trabajo. (Parra, 1992; 1992a; 1992b) 

Se puede afirmar que, en general, la auditoría ambiental fue un ejercicio con 

múltiples debilidades técnicas, reconocidas en buena medida por su director Luis Eduardo 

Parra, pero que cumplió la función de responder a las demandas de control de las AAG 

ante la opinión pública, e incluso ante la CC. Con todo, más que una evaluación 

independiente, como hacía pensar la expectativa de la promesa de seguimiento técnico 

estricto, la auditoria fue un elemento más de la planeación de las aspersiones, que de 

entrada declaraba a las mismas como una necesidad ética y moral, y cuya preocupación 

central era el diagnóstico de la magnitud del área sembrada de CDUI, así como el 

mejoramiento de la efectividad erradicadora de las AAG, y no la evaluación de los posibles 
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impactos sanitarios y ambientales de la misma. En esa línea se comprende mejor que, por 

ejemplo, la auditoría ambiental sugería la ampliación de los equipos militares y no la 

necesidad de los laboratorios toxicológicos requeridos para los análisis de impacto. (Parra, 

1992; 1992a; 1992b)  

En todo caso, y previendo las posibles disputas y controversias que pudieran surgir 

con la ampliación de las AAG, el Ministro de Justicia, Andrés González Díaz, solicitó que la 

propuesta se presentará con parámetros precisos de dosis a aplicar, extensiones a afectar, 

y una descripción detallada de la auditoria que se llevaría a cabo sobre el ambiente y la 

población. (CNE, 1993a) 

La prevención del CNE sobre los posibles conflictos de las AAG ampliadas no sólo 

estaban fundadas en la gran controversia de la primera fase de aspersiones sobre cultivos 

de amapola, sino en que los datos recientes de una encuesta de orden nacional realizada 

por la Unesco, y los Ministerios de Educación y Comunicaciones, señalaban que, 

 [...] Es generalizada la opinión respecto a la existencia de corrupción en los 
estamentos que tienen la responsabilidad de enfrentar el problema de las drogas. El 
98% de los educadores y los clérigos, el 95% de los multiplicadores de opinión, el 
94% de los padres e hijos y aún el 89% de las autoridades administrativas, cree que 
la droga corrompe a las autoridades y otros estamentos de la sociedad. 

Los diversos estamentos consultados opinan que la mayor carencia del Gobierno en 
la lucha contra la droga es la claridad en el manejo del tema. En segundo lugar 
aparece la falta de decisión política. En contraposición, la opinión generalizada es 
que lo que menos ha faltado han sido recursos militares. 

En general, los encuestados desconfían de la capacidad y transparencia de las 
fuerzas armadas en la lucha contra el narcotráfico. Como ya se dijo, más del 55% 
considera que no han faltado recursos militares, más del 80% cree que tener más 
efectivos militares o de policía ayudaría poco o nada a resolver el problema de la 
producción, y menos del 8% cree que el incremento de las acciones militares sea la 
acción más efectiva para combatir el narcotráfico. 

[é] Más del 90% de los entrevistados institucionales opina que la sustitución de 
cultivos es la mejor alternativa a la producci·n de cultivos il²citos.ò (UNESCO, 
Ministerio de Educación, Ministerio de Comunicaciones, 1992, pp. 4-6)  

Es decir, la encuesta reiteraba la oposición generalizada de autoridades políticas, 

sociales y de la población en general a las acciones militares de guerra contra el 

narcotráfico, que incluían a las AAG, lo que permitía prever que pasar de asperjar áreas 

cultivadas con amapola, por regla general más inhóspitas, a asperjar zonas cultivadas de 

coca y marihuana mucho más imbricadas territorialmente con zonas colonizadas, 

aumentaría la conflictividad de forma importante. 
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A pesar de las declaraciones del gobierno sobre el avance de las AAG y de los 

resultados de la auditoría, las autoridades y comunidades asperjadas, como en el caso del 

Cauca, señalaban, en voces como la del Gobernador, la Contraloría Departamental y las 

comunidades, impactos en salud, aspersiones en cultivos de subsistencia, afectación de 

cultivos de pancoger y contaminación de fuentes hídricas, al tiempo que solicitaban 

información oficial sobre la evaluación adelantada de impactos ambientales y sanitarios99. 

En Neiva, el Gerente de Empresas Públicas denunciaba que se estaban realizando 

aspersiones cercanas al punto de recolección de aguas de dicha ciudad y solicitaba al 

Procurador General detenerlas100.  

 Entretanto, la información sobre el avance efectivo de la erradicación con AAG 

seguía difundiéndose en la opinión pública por medio de informes de la DNE, que señalaban 

que para mayo de 1993 se había disminuido en un 54,4% los CDUI de amapola en el país, 

lo que llevaba a anunciar al subdirector de la Policía Antinarcóticos que estos cultivos 

estaban ñpr§cticamente controladosò y que se ven²a ñganando la guerra en forma lenta pero 

seguraò101-102. A su pesar, el mensaje central de la Consulta Técnica Internacional sobre el 

Cultivo de Amapola en América Latina, auspiciada por la UNDCP, realizada a finales de 

mayo de 1993 en Bogotá, y con asistencia de representantes de organismo multilaterales 

como la ONU, FAO, OEA, y delegados de gobiernos de América y Europa, fue 

diametralmente opuesto: la guerra antidrogas en Colombia y el mundo fracasaba. Desde la 

Consulta señalaban que: 

[é] Estudios t®cnico-científicos, observaciones sociológicas de campo y estadísticas 
policiales, evidencian el virtual fracaso de las tres estrategias [fumigación, represión 
policial y sustitución de cultivos] y la urgencia de una nueva política criminal y 
socioeconómica contra las drogas.103 

 Las cifras oficiales presentadas por la Policía Antinarcóticos en el evento también 

eran distantes de la reducción del 54,5% anunciado días antes, pues señalaban que 

En 1992, Colombia fumigó con glifosato 12.864 de una total de 19.442 hectáreas 
descubiertas. Con todo, a la fecha, el estimativo sitúa en 14.408 las hectáreas 
cultivadas104.  

                                                
99 ñGlifosato no s·lo contra amapolaò El País, 03 de mayo de 1993, 10A. 
100 ñCampa¶a para racionar el uso del agua en Neivaò El Espectador, 19 de noviembre de 1992, 16A. 
101 ñDescendio 54.5% cultivo de amapola en Colombiaò El Nuevo Siglo, 23 de mayo de 1993, 10. 
102 ñSe incrementa ofensiva contra cultivos de amapolaò El Nuevo Siglo, 25 de mayo de 1993, 10A. 
103 ñAmapola: en entredicho la fumigaci·n y sustituci·nò El Tiempo, 1A-12A. 
104 ñAmapola: en entredicho la fumigaci·n y sustituci·nò El Tiempo, 1A-12A. 
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 A pesar de que dicha consulta estuvo marcada por la intencionalidad de resaltar la 

dimensión social del problema del narcotráfico, Molano señala que la posición representada 

por las autoridades colombianas fue en sentido opuesto: 

[é] Los funcionarios del gobierno, por su lado, con cuadros estad²sticos y voces de 
mando, se empeñaron durante la Consulta en demostrar que la fumigación era una 
gran solución. Para ellos el problema de la droga sigue siendo una cuestión de 
seguridad, tal como lo concibió Reagan y Bush. Es decir, de enemigo interno y guerra 
sin cuartel contra los productores. Así, en este sentido, la droga es hermana de la 
subversión. 105 

Llama la atención que el Gobierno Nacional parecía tener un doble discurso sobre 

la efectividad de las AAG: uno frente a la comunidad nacional y otro frente a la internacional. 

Si internamente se afirmaba que era una medida eficaz y permanente, de cara a la 

comunidad internacional, el Director Nacional de Estupefacientes, Gabriel de Vega Pinzón, 

señalaba que la medida era inútil sin otras acciones de la comunidad internacional para 

acabar con el mercado de narcóticos y que las AAG eran una medida coyuntural106. 

Internacionalmente Colombia señalaba la relevancia del esfuerzo mancomunado e integral 

para atacar todos los eslabones de la producción, comercialización y consumo, e incluso 

señalaba la desproporción de concentrar la represión sobre el campesinado, al que 

retrataba como acorralado por la crisis económica de la agricultura: ñFrente a ese 

desalentador panorama económico ningún campesino, de ninguna parte del planeta, está 

dispuesto a dejarse morir de hambre, ni dejar morir de inanición a su familia.ò (Ministerio de 

Justicia y del Derecho, 1993, p. 26).  Con todo, internamente se concentraba en la represión 

de la producción107.  

De igual forma, contradictoriamente existía una retórica cada vez más usada por los 

voceros gubernamentales de prevención integral del consumo de drogas y de tratamiento 

integral de los CDUI, a pesar de que con claridad el énfasis de la política de guerra contra 

las drogas era el represivo, como lo denotaba la distribución del presupuesto de ayuda, 

concentrado en la ñayuda directaò (acciones militares) cerca de diez veces superior sobre 

el de las ñotras medidasò108. Hechos como el que en la Cumbre Antidrogas de San Antonio 

                                                
105 ñEl gato y el glifosatoò El Tiempo, 30 de mayo de 1993, 3C. 
106 ñCooperaci·n internacional para arrasar con amapola: Gobiernoò La República, 2 de mayo de 
1992, 9A. 
107 Ver por ejemplo el informe de la delegación colombiana ante el trigésimo sexto período de 
sesiones de la comisión de Estupefacientes de las Naciones Unidas, realizada en la ciudad de Viena 
en 1993, de la que participaron el Ministro de justicia, Andrés González, el director nacional de 
estupefacientes, Gabriel de Vega Pinzón, y el Fiscal General de la Nación, Álvaro Osorio Chacón. 
108 ñLa amapola de todos los Andesò El Espectador, 24 de enero de 1993, 1C. 
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de 1992 realizada en Texas, Estados Unidos, los indicadores más relevantes fueran los de 

narcóticos decomisados, capturas y condenas de sindicados y número de hectáreas 

asperjadas, son otra muestra de ello. Para ilustrar dicho énfasis, se puede señalar que tanto 

en 1994, como en 1995, entre el 85% y el 90% del total de recursos del Estado colombiano 

en su lucha antidrogas fueron para acciones represivas adelantadas por el Ministerio de 

Defensa109. (CNE, 1995c; Vargas y Barragán 1995)  

En la medida en que avanzaron las AAG se desarrollaron estrategias de resistencia 

por parte de los cultivadores y de las fuerzas insurgentes con presencia en dichos territorios, 

que iban desde el uso de ñaguapanelaò para proteger y lavar las plantas asperjadas, el uso 

de cables para derribar las aeronaves fumigadoras, hasta ataques por parte de las fuerzas 

insurgentes a los helicópteros y avionetas asperjadoras. Esto, aunado a la resiembra en las 

zonas asperjadas, hizo que también las autoridades locales pusieran en tela de juicio la 

eficacia de la política110.  

La respuesta de la DNE ante estas estrategias fue la militar, con la conformación de 

bases erradicadoras ñantiamapolaò permanentes en las áreas de operación: Huila, Cauca y 

Tolima111. Algunas consecuencias inmediatas de la intensificación del accionar de las 

fuerzas armadas fueron la restricci·n de alimentos, licores y tr§nsito de personas ñno 

residentesò en las zonas de aspersi·n. Se militarizaban los territorios asperjados 

intensificando el conflicto.112  

 Ese era el complejo escenario de implementación de las AAG en que se daba la 

solicitud de la Policía Antinarcóticos para ampliarlas al conjunto de CDUI. Con el nuevo 

contexto al interior del CNE establecido, la propuesta avanzó rápidamente y la Dirección 

Nacional de Estupefacientes propuso a la Sierra Nevada de Santa Marta como territorio 

experimental de dichas aspersiones, lo que de inmediato genero un nuevo rechazo del 

Gobernador del Magdalena113, y de voces del escenario político nacional, como la del pre-

                                                
109 Kalmanovitz señala que en el periodo de mediados de la década de 1970 y de 1990, se triplicó el 
gasto en seguridad interna y gastos militares, mientras que el gasto social tuvo un descenso de al 
menos 2 puntos porcentuales del PIB. (Kalmanovitz, Vargas y Borrero, 1994) 
110 ñGlifosato: àabono para la amapola? Fracaso sustituci·n de cultivosò Vanguardia Liberal, 11 de 
septiembre de 1992, 7A. 
111 ñBases antiamapola en tres departamentos. En Huila fueron atacados un helic·ptero y un avi·nò 
El Tiempo, 17 de agosto de 1992, 12A. 
112 ñGran Breta¶a apoya lucha contra el tr§fico de drogasò El Tiempo, 10 de septiembre de 1992, 

12B. 
113 ñEn agosto se iniciar§ cultivos de marihuana y coca. Afirma Director Antinarc·ticosò El Heraldo, 

15 de julio de 1993, 4D. 
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candidato presidencial del Partido Liberal, Ernesto Samper, que señalaba que la aspersión 

con glifosato sería irracional y destructiva. Similar postura asumieron indígenas, gremios, 

entidades ambientales y agropecuarias de la Sierra.114-115  

La respuesta oficial a esas nuevas críticas la dio el nuevo Director General de la 

Policía Antinarcóticos, coronel Teodoro Campo Gómez, quien declaró que  

[é] Cuatro a¶os y medio despu®s de haberse fumigado la Sierra Nevada de Santa 
Marta con glifosato, aún nadie puede demostrar que por este método utilizado se 
hubiese causado daño en el ecosistema de la zona, ni en la salud de los nativos, 
campesinos y en general todo ser vivo. 116  

En la misma matriz argumentativa de defensa de las AAG, el Ministro de Justicia, 

Andrés González Díaz, denunciaba que eran los cultivadores los destructores de la Sierra 

Nevada y que el CNE deb²a actuar para protegerla de los ñ[é] comerciantes de violencia, 

corrupción y de depredaci·n ecol·gica.ò 117 (CNE, 1993c). Con todo, la erradicación manual 

inició antes de la aprobación del uso del glifosato, con el visto bueno de las comunidades 

indígenas que señalaban, a través del vocero de mamos arhuacos, Crispín Izquierdo, que 

el problema de la coca era foráneo y que de erradicarse debía hacerse de forma manual y 

no con el uso del glifosato.118 (Ministerio de Justicia y del Derecho, 1993) 

 Entre tanto, en una iniciativa del Congreso de la República de adelantar foros 

itinerantes en el territorio nacional para discutir alternativas tendientes a resolver el 

problema de las drogas hacia finales de 1993, en el ñForo sobre problemas del tr§fico de 

drogasò realizado en Cali, y en el que particip· una comisi·n accidental del Congreso de la 

República y múltiples autoridades civiles y militares locales, se expresó mayoritariamente 

que ante el aparente fracaso de las estrategias de erradicaci·n se deb²a ñterminar con la 

represión, despenalizar el narcotráfico e iniciar un proceso de concertación [é]ò119  

 Posiciones similares asumieron los senadores Enrique Gómez Hurtado, Bernardo 

Gutiérrez y el abogado Eduardo Umaña Mendoza. El senador Gómez Hurtado y Umaña 

                                                
114 ñSamper propone 3 f·rmulas para superar crisis bananeraò El Heraldo, 25 de julio de 1993, 15A. 
115 ñNo hay orden para fumigar con glifosato en la sierra. Dice procuradoraò El Heraldo, 10 de febrero 

de 1992, 1D. 
116 Citado por ñNo hay orden para fumigar con glifosato en la sierra. Dice procuradoraò El Heraldo, 

10 de febrero de 1992, 1D. 
117 Citado por PE¤A, ñPlan contra cultivos de narc·ticos en la Sierra. Anuncia Ministro de Justiciaò 
El Heraldo, 28 de agosto de 1993, 14A. 
118 ñAnticipan erradicaci·n de coca²na y marihuanaò El Tiempo, 07 de septiembre de 1993, 12B.  
119 ñàDespenalizaci·n del narcotr§fico? Recomiendan m§s concentraci·n y menos represi·nò El 
País, 11 de septiembre de 1993, 6D. 
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Mendoza insistían en la necesidad de una comprensión geopolítica del problema para su 

superación efectiva y escalaban su crítica a la necesidad de exigir resultados en la lucha 

contra el lavado de dinero, en particular, investigando la labor de los bancos y otros actores 

corporativos, y las acciones de los países consumidores. 120  

 Cabe señalar que, si bien las propuestas de despenalización y regulación pública 

del narcotráfico por parte de actores gubernamentales no eran nuevas y se pueden rastrear 

desde el inicio del boom marimbero a final de la década de 1970, cuando en 1979 el 

entonces presidente de la Asociación Nacional  de instituciones Financieras (ANIF), Ernesto 

Samper, y Gustavo de Greiff, primer Fiscal General de la Nación durante el gobierno 

Gaviria, llamaban a considerar dicha posibilidad como una reacción estatal seria frente al 

problema, esta reedición de la propuesta despenalizadora ocurría al mismo tiempo que la 

CC despenalizaba el porte de la dosis mínima de narcóticos. Estos dos hechos, aunados al 

ya denunciado aumento de cultivos, fueron interpretados por el Gobierno estadounidense 

como signos de la ñbajada de guardiaò del Gobierno colombiano frente al narcotráfico y 

motivaron nuevos requerimientos de intensificación de lucha contra las drogas.121 

(Camacho, López Restrepo, Thoumi, 1999) 

Para ese momento la aprobación por parte del CNE de las AAG sobre cultivos de 

coca, marihuana y amapola solo dependía, como lo expresaba el coronel de Vega Pinzón, 

de los conceptos de viabilidad de parte del Ministerio de Salud y del INDERENA122-123. Así, 

los conceptos positivos no tardaron en llegar, manteniendo, sin embargo, la exigencia de 

una auditoría ambiental y el cumplimiento de los parámetros técnicos establecidos, dando 

paso a la formulación de la Política de Erradicación de Cultivos Ilícitos a través de la 

Resolución 001 de febrero de 1994 del CNE (CNE, 1994, p. 2). 

El concepto solicitado al Ministro de salud señalaba 

En relación al concepto solicitado por esa Dirección respecto a la fumigación con 
herbicidas de los cultivos ilícitos de coca y marihuana solicitado en su oficio de 
septiembre pasado, me permito recordar a esa entidad que en enero de 1991 el 
Consejo Nacional de Estupefacientes fijó una estrategia de acción basada en 

                                                
120 ñàHay que despenalizar la droga?ò El Tiempo, 27 de septiembre de 1993, 12. 
121 ñUn siglo de relaciones ónarcotizadasô por la adicci·n y el tr§fico de drogasò El Nuevo Siglo, 20 de 
julio de 1994, 17A. 
122 ñFumigar§n con glifosato los cultivos de marihuana. Si el Inderena y Ministro de Salud dejanò El 
Colombiano, 16 de septiembre de 1993, 13A. 
123 ñLluvia de glifosato en Sierra Nevada. Inderena y Ministro de Salud dir§n la ¼ltima palabraò El 
Mundo, 17 de septiembre de 1993, 2A 
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principios universales sobre el reconocimiento previo de las áreas de cultivo, la 
selección de los métodos de aplicación y el planteamiento de los operativos. 

Adicionalmente, el Ministerio de Salud presentó al Consejo de Estupefacientes un 
Plan de Salud basado en los principios de la vigilancia epidemiológica, el cual se 
constituye, en asocio con la auditoría ambiental, en garante de la protección de la 
salud de las personas y del ambiente. 

Por las consideraciones anteriores, este Despacho considera apropiado el ratificar 
la validez y conveniencia de la estrategia de acción fijada en el Comunicado emitido 
por el Consejo Nacional de Estupefacientes el 31 de Enero de 1992 respecto a las 
normas que guían el proceso de erradicación de la amapola, las cuales deben ser 
mantenidas en el nuevo uso que se propone. 

Atentamente, 

JUAN LUIS LONDOÑO DE LA CUESTA 

Ministro de Salud (firmado) (CNE, 1994, p. 3) 

En un sentido muy similar se pronunciaba el gerente general del INDERENA, 

Manuel Rodr²guez Becerra, que resaltaba la necesidad de ñ[...] cumplimiento de las normas 

específicas y técnicas que se establecieron para el proceso de erradicación del cultivo de 

amapola [...]ò (CNE, 1994, p. 4) para la extensión de las AAG a todos los CDUI. 

al iniciarse el proceso de fumigación en el Departamento del Huila, la Policía 
Antinarcóticos estableció diez (10) normas en el aspecto ambiental, entre otras: No 
se aplicará el herbicida sobre zonas pobladas, criaderos de peces, abejas, aves u 
otros animales y en Áreas de Manejo Especial; no se fumigará en sitios cercanos a 
cursos o fuentes de agua; no sobrevolar acueductos, escuelas y demás lugares que 
representan riesgos para la salud humana y sanidad ambiental; y ratifica la 
aceptación de la estrategia de acción fijada en el comunicado del Consejo Nacional 
de Estupefacientes del 31 de enero de 1992 antes citado, destacando la importancia 
de contar con una Auditoría Ambiental para supervisión y control ambiental del 
proceso de erradicaci·n de cultivos il²citos.ò (CNE, 1993, p. 2) 

Sobre el proceso de aprobación del PECIG al interior del CNE cabe destacar 

algunos aspectos. El primero, es que en el documento titulado ñErradicaci·n de cultivos de 

Marihuanaò, presentado por la Direcci·n Antinarc·ticos de la Polic²a Nacional como parte 

de los protocolos de erradicación, se señalaban, sin referencia, los documentos de la 

industria productora como única fuente técnico-científica sobre la seguridad sanitaria y 

ambiental del glifosato, argumentando que el herbicida era menos tóxico que la Vitamina A, 

la aspirina o la sal de mesa: 

De acuerdo con la literatura técnica y científica reportada por la casa Monsanto, el 
herbicida Round Up o Glifosato es un instrumento muy eficaz para el manejo de 
malezas o control de vegetación indeseable que compite con los cultivos productores 
de alimentos y materias primas para las diferentes industrias, por lo cual se está 
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comercializando y usando efectivamente en muchos países del mundo, incluido 
Colombia. 

Por su toxicología, está clasificado como un producto agroquímico de categoría III, 
DL50 = 5.000 mg/kg, por estudios comparativos es menos tóxico que la sal común 
[é] (Policía Nacional, 1993, p. 23) 

De igual forma, el documento reconocía que el seguimiento de los lineamientos de 

erradicación manual y mecánica eran de muy difícil cumplimiento, lo que permitía prever un 

uso ñampliadoò de las AAG sobre cultivos de toda extensi·n: 

Los cultivos ilícitos se pueden destruir con métodos mecánicos tales como 
desarraigado, corte o derribo de las plantas. Estos métodos no presentan riesgos 
para el ambiente, son muy selectivos y son factible cuando los cultivos están 
concentrados en áreas accesibles. Sin embargo, las plantaciones ilegales son 
generalmente pequeñas, ampliamente esparcidas y se encuentran en áreas 
remotas. Por consiguiente, estos métodos implicarán problemas de logística, 
alistamiento, transporte, abastecimiento, supervisión y seguridad física para una 
gran fuerza laboral que debe dispersarse ampliamente por periodos cortos. (Policía 
Nacional, 1993, p. 19) 

Pero las mayores discrepancias se dieron con algunas afirmaciones emitidas al 

interior del CNE y hacia la opinión pública por parte de los oficiales de la Policía y del 

ejecutivo nacional, sobre la inocuidad y falta de evidencia de impactos tóxicos del glifosato, 

que se repetían en el protocolo de la Policía Nacional, en el que señalaban, por ejemplo, 

que ñNo se ha presentado un solo caso en Colombia o en alguna otra parte, en que el 

glifosato haya causado lesiones a seres humanos o daños al medio ambiente.ò (Polic²a 

Nacional, 1993: 11) 

Es muy relevante señalar que a pesar de los conceptos favorables para el inicio del 

PECIG de parte de estas instituciones, los documentos producidos por los cuadros técnicos 

que se establecían como requisito legal para la actuación del CNE, apuntaban serias 

discrepancias con la postura oficial de dicho organismo. En particular, los documentos 

presentados en la sesión del 23 de diciembre de 1993 por parte del Ministerio de Salud, 

que no tiene autorías personales, titulados ñPlan de salud frente a la aplicaci·n de 

herbicidas en la erradicaci·n de cultivos il²citosò e ñInformaci·n sobre glifosato uso y 

toxicolog²a. Bolet²n No. 1ò, son los que mayores distancias marcaban con la evidencia 

científica en que se basaba la defensa de inocuidad de las AAG por parte de los promotores. 

De hecho, los documentos retoman en buena medida el posicionamiento de reconocer un 

perfil de toxicidad humana y ambiental ampliado, señalando muchos mayores riesgos de 

intoxicaciones agudas severas y posibilidad de efectos crónicos aún indeterminados en el 
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estado del conocimiento científico para el momento, como el de carcinogenicidad. 

(Ministerio de salud, 1993) 

De hecho, los dos documentos se acercan mucho más a la postura del Comité de 

Expertos en Herbicidas, y de los Expertos Técnicos del Ministro de Salud que presentaron 

los primeros reparos técnicos durante la aprobación de las AAG para amapola, pues incluso 

hacían citaciones extensas de dichas producciones.  

Por ejemplo, en el documento de Plan de Salud, se señalaba sobre las AAG previas: 

Con base en los antecedentes de este tipo de aplicación y la información disponible 
se puede concluir lo siguiente: 

No se cumplieron las recomendaciones por el Grupo de Expertos en Herbicidas 
citado por el Instituto Nacional de Salud en 1984 en el sentido de que se hiciera un 
estudio experimental y de vigilancia epidemiológica cuando se hizo la aplicación 
sobre medio ambiente de GLIFOSATO PARA MARIHUANA. 

Ninguna Institución de Salud hasta la fecha ha realizado un estudio de seguimiento 
sobre los efectos en la salud de las personas derivado de este tipo de aplicación. 

De continuar con esta situación y ante la perspectiva del incremento de este tipo de 
control se plantean condiciones mínimas de trabajo con el propósito de proteger la 
salud de las personas. 

El Glifosato es una sustancia para la que los datos de toxicidad aguda en humanos 
es poco conocida y no se saben cuáles sean sus efectos en nuestra población y 
nuestro ambiente, por lo cual se deben tomar medidas de prevención y ejercer un 
control estricto en Colombia, que nos permita reducir al mínimo los riesgos derivados 
de su aplicación. (Ministerio de salud, 1993, p. 3) 

 Desde ese potente posicionamiento, el documento de Plan de Salud desarrollaba 

una cuidadosa descripción de un plan de vigilancia epidemiológica con altos requerimientos 

técnicos y humanos capaz de hacer seguimiento en tiempo real de las AAG a escala 

nacional. Entre los elementos que incluía el Plan estaba el montaje de una red de 

laboratorios toxicológicos capaces de procesar un número elevado de muestras 

ambientales y humanas, y la capacitación para profesionales de la salud y las poblaciones 

de los territorios a asperjar sobre identificación de intoxicaciones por herbicidas fosforados, 

y protocolos de tratamiento clínico para intoxicaciones agudas. Llama la atención que entre 

las medidas propuestas por el plan estaban la de declarar la intoxicación como enfermedad 

de notificación obligatoria, lo que permitiría un mejor seguimiento de las mismas. A la postre, 

ninguna de esas recomendaciones fueron tomadas en cuenta por el CNE, ni desarrolladas 

posteriormente, y fueron desechadas, muy probablemente por ser emitidas por lo que los 
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promotores del PECIG consideraban como la resistencia técnico-científica de expertos al 

interior del Ministerio de Salud, sin mayor trascendencia política. (Ministerio de salud, 1993) 

 Se debe señalar que estos documentos del Ministro de Salud contaban con una 

bibliografía amplia y actualizada, que incluía artículos de revisión de los efectos tóxicos del 

glifosato en humanos, en modelos animales y ambientales. También incluía referencias de 

agencias de salud internacionales, como la Monografía de la IARC de 1977, sobre 

sustancias carcinogénicas, última edición disponible para la época. De forma llamativa, 

incluía literatura reciente, como la de Tominack et al. (1991) y Talbot et al. (1991), que 

reportaban análisis de series de casos de intoxicación accidental o suicida con glifosato y, 

con base en ello, proponía un plan de tratamiento clínico para la posible intoxicación aguda 

derivada de la aplicación de las AAG, contradiciendo la afirmación del informe de la Policía 

Nacional, que minimizaba de forma absoluta los riesgos de este tipo. (Ministerio de salud, 

1993, p. 13) 

 Cabe resaltar también, la enorme distancia de los posicionamientos técnicos al 

interior del CNE, respecto al informe que ese mismo año presentaba el gobierno colombiano 

ante la Comisión de Estupefacientes de las Naciones Unidas en la que entre otras cosas 

señalaba falazmente   

Diariamente y en las horas posteriores a la fumigación se realizan las actividades de 
reconocimiento de las áreas fumigadas para verificar la efectividad del tratamiento y 
reconocer que no se haya causado daño alguno a la vegetación adyacente. Esta 
labor se realiza bajando directamente a los lotes, inspeccionándolos detalladamente 
y tomando pruebas de la tierra y del agua para su inmediato análisis. (Ministerio 
de Justicia y del Derecho, 1993: 29. Énfasis nuestro) 

Con todo, estos reparos y discrepancias registradas en los documentos técnicos no 

llegaron a repercutir en la toma de decisiones, ni en el posicionamiento del CNE o de sus 

miembros ante la opinión pública. Ni el documento de plan de salud, ni los protocolos de 

implementación de las AAG, ni ninguna otra clase de documentos técnicos fueron puestas 

a disposición pública. De esa forma se trazaba un curso decidido de intensificación de la 

guerra contra las drogas en el país. 
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1.2. Síntesis explicativa desde la controversia científica 

 

La controversia alrededor de la AAG del PECIG se puede identificar desde su 

aprobación por parte del CNE sobre cultivos de Amapola. Fue el Ministro de Salud, un actor 

autoidentificado como no experto, quien levantó la controversia sobre su 

nocividad/inocuidad y su eficacia/ineficacia, aduciendo a conocimiento científico 

internacional, en particular sobre toxicidad crónica, relacionada con efectos mutagénicos y 

carcinogénicos, resaltando la incertidumbre de resultados contradictorios de los estudios 

toxicológicos y epidemiológicos, así como el fraude en la producción de conocimiento 

asociado a la casa productora del producto comercial RoundUp. 

A esta voz líder del grupo detractor de las AAG se unieron otros actores políticos y 

sociales, que señalaban la necesidad de adelantar estudios toxicológicos y de impacto 

ambiental nacionales previos al inicio de las aspersiones, en los territorios que serían 

afectados, en especial sobre los ecosistemas de páramo y bosque andino. 

El papel de la experticia nacional fue relevante por parte de los actores detractores, 

quienes apalancados en el espacio de poder político abierto por la transformaciones de las 

reglas de juego implicadas en la CP-1991, y que permitió que actores como la AD-M19 

llegarán a ocupar espacios de dirección al interior del Ministerio de Salud, activaron un 

ejercicio de experticia que produjo los primeros documentos técnico-científicos identificados 

en la controversia, que tuvieron un gran peso para la transformación del discurso 

gubernamental alrededor de la forma de implementación de las AAG, y que se mantuvieron 

como referentes de conocimiento válido para los cuadros técnicos de las instituciones 

encargadas del control de los impactos de las aspersiones, que continuamente se 

distanciaron de las posturas de defensa a ultranza de la inocuidad del herbicida. 

 Cabe señalar que el Ministro de Salud también retomó la producción científica de un 

ejercicio previo de experticia relacionado con la controversia suscitada alrededor de las AAA 

durante la década de 1980, el del Comité de Expertos en Herbicidas, adelantado por 

cuadros técnicos del Instituto Nacional de Salud, y otros expertos del campo académico 

nacional e internacional. Dicho ejercicio de experticia resulta aún más relevante para la 

controversia, dado que era el único posicionamiento técnico-científico que contaba con 

pruebas de campo sobre las condiciones técnicas de aspersión y con revisión bibliográfica 

amplia de literatura internacional sobre toxicidad ambiental y en humanos del glifosato y 
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otros agentes previamente usados en las AAA. Desde allí, este grupo era enfático en no 

recomendar la aspersión aérea de ningún herbicida con fines antinarcóticos. Como fue 

dicho antes, también resulta relevante señalar el ejercicio de coerción por medio de intento 

de censura y amenaza del coordinador de dicho Comité, relacionado con sus resultados 

publicados y su posicionamiento frente a las AAA. 

También se debe señalar que, si bien el ejecutivo nacional y la mayoría de miembros 

del CNE afines a este, promotores de las AAG, señalaban la existencia de estudios privados 

previos adelantados por la empresa Ecoforest que demostraban la inocuidad humana y 

ambiental de las AAA durante la década del 1980, esos documentos no fueron difundidos 

públicamente, no reposan en los archivos del CNE, ni fueron allegados como pruebas a la 

Corte Constitucional durante los procesos de falló de tutelas relacionados con las 

aspersiones en los que se solicitaron las evidencias científicas que soportaban la decisión 

de iniciar las aspersiones. 

 De parte de los promotores del PECIG, en particular el presidente de la República y 

el ministro de justicia, la defensa de la medida se desarrolló aduciendo a conocimientos 

científicos producidos o evaluados por agencias internacionales como la EPA, la OMS y la 

FAO entre otras. La principal evidencia científica usada fue la de los estudios de perfil 

toxicológico emitidos por la propia casa productora, Monsanto, concentrándose en uno de 

los parámetros de toxicidad, la DL50, y usando como principal estrategia de defensa el 

equiparar el riesgo tóxico de la aplicación de glifosato, que no RoundUp, en la agricultura 

comercial, con el riesgo tóxico del uso de dicho producto en aspersiones antinarcóticos. 

 Así, tanto la defensa técnico-científica de la inocuidad del glifosato, como la crítica 

de la nocividad del RoundUp en el marco de las AAG, tenía su núcleo de producción de 

conocimiento en esferas internacionales, particularmente anglosajonas y europeas, con la 

diferencia, de que la principal movilización de la experticia técnico científica nacional se dio 

en el campo de los detractores de las AAG, produciendo los primeros documentos técnico-

científicos públicos de carácter nacional que cuestionaban la postura gubernamental, 

señalando la incertidumbre sobre la toxicidad existente en la literatura internacional, la 

ausencia de evidencia local que garantizara la seguridad en las condiciones específicas en 

que se desarrollarían las AAG, y sustentando en dichas premisas la necesidad de 

investigación local, de configuración de sistemas públicos de vigilancia epidemiológica y de 

consideración de soluciones de erradicación alternativas.  
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 En términos de autoridad científica, las fuentes citadas dentro del campo de la 

toxicología y la epidemiología eran de mayor autoridad por parte de los promotores del 

PECIG, que por parte de los detractores: en el primer caso, agencias internacionales con 

la mayor autoridad en sus campos; y en el segundo, investigadores independientes y ONGs 

con menor autoridad en sus campos.  

La alineación política de dichos actores científicos internacionales era clara en su 

mayoría, dado el alto grado de dependencia política o económicamente del gobierno 

estadounidense, el principal promotor de las AAG en la agenda antinarcóticos global. Por 

parte de los detractores, los autores de los documentos técnico-científicos eran 

investigadores de instituciones públicas, en algunos casos, como el del Comité de Expertos 

en Herbicidas, sin filiación política identificable, y en otros, como el Comité de Expertos del 

Ministro de Salud, cercanos a las fuerzas políticas de izquierda recientemente incluidas en 

el orden democrático colombiano, como la AD-M19. En todo caso se debe señalar que 

ningún actor científico acompañó la producción de evidencia sobre las denuncias de 

afectaciones de las comunidades a través de ejercicios de investigación de campo. 

 En términos de estrategias políticas de afrontamiento de la controversia, mientras 

los detractores ejercían la denuncia pública y medidas de protesta pacífica, los promotores 

ejecutaron una agresiva campaña de criminalización de los detractores. También 

adelantaron estrategias de deslegitimación y ridiculización, desarrollando argumentos que 

tensaban al máximo sus propias categorías teóricas, pero que producían efectos en el 

debate público, como la comparación de toxicidad de la aspirina o la sal de mesa con el 

glifosato. 

 La deslegitimación no sólo pasó por calificar las exigencias de las comunidades de 

los territorios afectados como ilegales, sino en su criminalización, señalándolas como 

promotoras del narcotráfico y como encarnaciones de un orden social responsable de los 

conflictos nacionales. El sobredimensionamiento de los efectos del fenómeno del 

narcotráfico le permitió al régimen político una nueva bandera de unidad en torno a una 

potente fuerza desestabilizadora, culpada de ser la principal causa de la violencia social y 

política en el país. 

 Finalmente, los promotores del PECIG activamente excluyeron de la toma de 

decisiones a los principales líderes detractores, ejemplificado con el reemplazo del Ministro 

de Salud y el Contralor General de la Nación al interior del CNE, y en el continuo 
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desconocimiento de las voces de protesta en el legislativo, de las autoridades locales, y de 

las comunidades protestantes, imponiendo así las AAG, que se presentaron desde una 

instancia muy temprana como óinnegociablesô.  

La violencia represiva contra las protestas fue de baja intensidad en este periodo, 

aunque la estigmatización y criminalización pública de parte de los promotores hacia los 

detractores de las AAG fue intensa, y se difundió ampliamente en la gran mayoría de medios 

de comunicación nacional que replicaban sin criticar dicha posición, por lo que se pueden 

afirmar que el grado de violencia durante la configuración del PECIG fue alto. 

Una vez iniciadas las AAG fueron las comunidades de los territorios asperjados las que 

adelantaron las denuncias de daños a la salud, dados por toxicidad aguda, como irritación 

dérmica, gastrointestinal y neurotoxicidad, así como afectaciones sobre la actividad 

agropecuaria y el agua. La denuncia de la poca selectividad de las AAG aparece en este 

periodo, indicando que se desarrollaban de forma indiscriminada. Cabe señalar que las 

comunidades insistían en la necesidad de comprender y atacar el problema de los CDUI 

desde una perspectiva territorial de desarrollo alternativo, con la que sólo dialogaron muy 

residualmente el conjunto de actores científicos involucrados en la controversia. Así, el 

problema alrededor del impacto socioambiental de las AAG se limitó centralmente a la 

discusión de su toxicidad aguda, y no a ningún otro elemento sanitario relevado por las 

comunidades afectadas, como la seguridad alimentaria. 

Desde los promotores de las AAG se desarrolló la Auditoría Ambiental que pretendía 

evaluar la ocurrencia de posibles daños. Dicho ejercicio, diáfanamente cooptado por las 

autoridades policiales y políticas más radicales en la defensa de las aspersiones, no llegó 

a investigar ni responder a las quejas que ya se presentaban, ni difundió públicamente sus 

informes.  

Se debe resaltar que los informes sólo se presentaron en estrados judiciales, en los que 

recibieron importantes críticas por la subordinación directa de los investigadores de la 

auditoria a instancias castrenses. También se debe señalar que se obstaculizó activamente 

el acceso a estos informes a los detractores técnico-científicos del PECIG, como los  

cuadros técnicos del Ministerio de Salud, como se evidencia en las actas del CNE, 

aparentemente por el reconocimiento de las importantes falencias en materia de 

metodología de investigación de la Auditoria, como por ejemplo, la no realización de análisis 

de tejido vegetal, animal, humano, o de aguas o suelos, representando un claro 
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incumplimiento de los protocolos de investigación de la auditoria y del compromiso público 

de adelantarlos. Sobre este hecho, también llama la atención que ante la propuesta de 

establecer un laboratorio toxicológico que pudiese procesar dichas muestras por parte del 

INS, la respuesta del CNE fue displicente, impidiendo que se contara con producción de 

evidencia oportuna sobre el impacto sanitario y ambiental del PECIG. 

Sobre la controversia entorno a la efectividad/inefectividad de las AAG, fueron las voces 

de organismos internacionales, incluyendo el propio gobierno estadounidense el que señaló 

el crecimiento de los cultivos. Algunos autores nacionales, como Alfredo Molano, ya 

advertían tempranamente sobre el efecto globo, y sobre la posibilidad de amplificar la 

destrucción ambiental por la vía de la ampliación de la frontera agrícola producida por los 

CDUI. 

En términos del resultado de la controversia para el periodo, se evidencia que se 

resolvió parcialmente por la vía del cerramiento político y el ejercicio coercitivo de la toma 

de decisión legitimada por evidencia científica de agencias con gran autoridad científica, 

así como con un vínculo claro con los promotores de la política, al tiempo que se excluyó 

de forma violenta a los detractores de la misma.  

En síntesis, la formulación del PECIG fue un proceso altamente controversial, en el que 

prevaleció la coerción, la exclusión y la estigmatización de los detractores de la política. 

Este carácter autoritario se expresó al interior del poder ejecutivo nacional, en las relaciones 

intergubernamentales, con otros poderes públicos y con la sociedad civil. 

 Argumentalmente la defensa de la AAG se basó en el uso de evidencia 

mayoritariamente producida por los productores del herbicida y por los promotores 

estadounidenses de la política, replicada  y mínimamente reinterpretada por actores 

técnico-científicos nacionales (E.G. INDERENA), que jugaron un papel residual en la 

legitimación de la evidencia, y que demostraron una carencia de medios técnicos (E.G. 

equipos), y procedimentales (E.G. financiamiento y tiempos autónomos), para realizar una 

labor de asesoría y evaluación neutral, que tomara en consideración los elementos más 

relevantes de la denuncia de nocividad de los actores detractores.  

 Un ejemplo cardinal de un ejercicio de vigilancia tutelado fue el de la Auditoria 

Ambiental, que estuvo supeditada en todos sentidos, político, económico, y hasta ético, a 

las definiciones de los promotores del PECIG, en particular, siguiendo órdenes y rindiendo 
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cuentas tanto al Ministro de Justicia, como a representantes de la embajada 

estadounidense.  

 De fondo, la mayor fuerza que influyó en la configuración de la política fue la presión 

del gobierno estadounidense para la adhesión irrestricta de su similar colombiano a su 

guerra contra las drogas. Este afán erradicador contrasta con la voluntad expresada y 

concretada por las comunidades de sustituir efectivamente los CDUI, voluntad que sin 

embargo estuvo desde el anuncio de las AAG vinculada con un conjunto de exigencias 

dirigidas al desarrollo rural y la inclusión política, que se mantuvieron como ejes marginales 

de la política antidrogas colombiana para el periodo, a pesar de la continua defensa 

discursiva desde el gobierno del carácter integral de la misma. 

 El núcleo de la argumentación de los detractores del PECIG puede ser dividido en 

dos ejes transversales: el primero, es la denuncia sobre la incertidumbre de la ecotoxicidad 

sobre los ecosistemas colombianos, la presentación de un perfil de toxicidad aguda más 

amplio que el presentado oficialmente y la presentación de vacíos en el estado del 

conocimiento alrededor de los efectos de toxicidad crónica en humanos. 

El segundo, es la reclamación de lo equívoco del diagnóstico y los presupuestos de 

la política de erradicación forzada, dado que no reconoce la relación del problema de los 

CDUI con los modelos de desarrollo, y con los modos de vida de las comunidades 

cultivadoras, y del conjunto de comunidades afectadas de dichos territorios rurales, 

marcadas por la inequidad y la exclusión sistemática. 

 El reclamo de la necesidad de estudios nacionales y de programas de control y 

vigilancia epidemiológica de las AAG, es el llamado más contundente de los actores 

técnico-científicos detractores, que resultan ser mayoría en el debate, y que al unísono 

señalaron la inconveniencia del PECIG. Con todo, existe una marcada incapacidad de estos 

actores para la construcción de evidencia desde los parámetros disciplinares de la 

epidemiología y la toxicología, determinada en particular por la insuficiencia de financiación, 

y por la no atención gubernamental a sus propuestas y demandas.  
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2. Inicio de aspersiones en cultivos de coca e intensificación de 

la protesta social (1994-1996) 

 

2.1. Análisis del proceso sociopolítico 

  

ñDemocracia en peligro para algunos, Colombia es tambi®n una democracia 

profundamente peligrosa.ò  

Rodrigo Uprimny124 

El anuncio del PECIG y la localidad de inicio de su implementación sobre cultivos de 

coca en la Sierra Nevada de Santa Marta provocaron nuevas protestas de autoridades 

departamentales, municipales, organizaciones civiles, ambientalistas, así como 

movilizaciones indígenas para evitar las aspersiones. Uno de los principales argumentos 

fue la denuncia de extensos y permanentes daños socioambientales producidos por las 

AAA de la década de 1980, que denunciaban como no investigados, reconocidos, ni 

resarcidos por el gobierno125-126-127.   

La protesta de las autoridades locales se expresaba en las voces de los Gobernadores 

del Magdalena, La Guajira y Cesar, quienes en el Consejo de Planificación Económica y 

Social (CONPES) exigían a las autoridades nacionales que no se adelantarán las AAG128.  

Por su parte, las organizaciones ambientalista declaraban una emergencia ecológica de la 

Sierra, denunciando su avanzado nivel de degradación, como estrategia para llamar la 

atención de las autoridades nacionales. Pero no fueron atendidas129.  

En el contexto del conflicto establecido entre Gobierno Nacional y actores sociales y 

políticos locales se generó una publicación técnico-científica desde la Universidad del 

Magdalena que, a modo de compendio de artículos, realizaba un análisis crítico de las 

                                                
124 (Uprimny, 1994, p. 66) 
125 Entre las que se contaban la Gobernación del Magdalena, la Alcaldía de Santa Marta, La 
Federación de Cafeteros, la Universidad Tecnológica del Magdalena, la Fundación Pro Sierrra 
Nevada de Santa Marta, la Asociación por la Defensa de Santa Marta y la Asociación de Juntas de 
Acción comunal de Santa Marta y municipios aledaños a la Sierra Nevada) 
126 ñInd²genas anuncian paro en la Sierra Nevada.ò El Nuevo Siglo, 09 de noviembre de 1993, 13A. 
127 ñMalformaciones en ni¶os de la Sierraò El Espectador, 10 de julio de 1994, 12A. 
128 ñNo al glifosato en la Sierra.ò El Tiempo, 20 de noviembre de 1993, 8B. 
129 ñSierra Nevada: Desastre por lo altoò El Heraldo, 20 de marzo de 1994, 14A. 
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aspersiones aéreas con herbicidas en la Sierra Nevada de Santa Marta desarrolladas entre 

1984 y 1985, y lo usaba como punto de referencia para prever y denunciar el impacto que 

tendrían las nuevas AAG. (Lacera Rua, 1995) 

 El texto resultaba ser una de las primeras publicaciones nacionales de tiraje 

comercial que abordaba la problemática de las AAG, siendo una compilación de artículos 

producidos por el profesor Lacera Rua de la Universidad del Magdalena en el lapso 1985-

1995, quién habría participado del conjunto de pronunciamientos, protestas, movilizaciones 

e investigaciones locales que se adelantaron alrededor de las aspersiones de mediados de 

la década del 1980. 

 Si bien el autor se esfuerza por demostrar su carácter técnico, su revisión 

bibliográfica de literatura sobre toxicidad, impacto ambiental y sanitario, y regulación de 

agrotóxicos, llama fuertemente la atención su posicionamiento ético-político, que lleva a que 

su análisis se amplié hacia factores sociales e históricos, posicionándose claramente del 

lado de las poblaciones campesinas e indígenas vulnerabilizadas a través de la crítica 

aguda tanto del Gobierno Nacional como del estadounidense. 

Así, Lacera Rua denunciaba en el texto la connivencia de las autoridades 

estadounidenses con los cultivos de marihuana dentro de sus fronteras, que resultaban un 

próspero negocio en estados como California, y sobre los cuales se adelantaban intentos 

de legalización y otras formas de protección legal, siendo casi nulos los esfuerzos de 

erradicación de un negocio que representaba, para 1984, dieciocho mil seiscientos millones 

de dólares, mayor que cualquier otro cultivo agrícola de ese país. (Lacera Rua, 1995, p. 

109) 

El documento también contiene el conjunto de pronunciamientos, declaraciones, 

misivas y relatos producidos por el movimiento social de resistencia a las AAG de 1980, así 

como revisiones sistematizadas de literatura sobre toxicidad del glifosato, análisis 

sociohistóricos de las causas estructurales de los cultivos en la región, análisis de coyuntura 

y relatos de campesinos e indígenas asperjados, con los que arriesga un análisis de la 

agenda antidrogas estadounidense 

Escribir sobre los problemas de la Sierra Nevada es cuestión de dignidad. Pero no 
sólo con la realidad de los cultivos de Marihuana. También va la protesta contra la 
actitud displicente del poder pol²tico [é] 

Pero el reclamo también es un óescupitajoô a la doble moral de los Estados Unidos ï 
cuya culpabilidad se manifiesta desde hace más de cien años dentro de la 
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problemática de las drogas, a los niveles de cultivo, comercio, consumo y 
dependencia política. Es triste ver como la problemática de las drogas solo reviste 
un interés primordial para el país del norte: el ECONÓMICO. Su preocupación mayor 
reside en que consumidores habituales, ocasionales o crónicos generan dólares 
hacia afuera de su territorio. Lo demás es retórica convertida en estrategia de 
prevención, control, ócooperaciónô, amenazas de invasión, chantaje económico, 
azuzamiento para un estado de guerra generalizado en otros países, sin ellos 
implementar las medidas dentro de su propio territorio. (Lacera Rua, 1995, pp. XX-
XXI) 

 Sobre el perfil toxicológico del glifosato, Lacera Rua reiteraba la crítica de otros 

documentos técnicos de detractores producidos previamente, señalando la necesidad de 

asumir la incertidumbre de la evidencia sobre toxicidad aguda y crónica, dados resultados 

contradictorios, prácticas de manipulación de la evidencia y la ausencia de estudios locales. 

Por otra parte, introducía conceptos como el de interdependencia ecosistémica, para 

señalar la posibilidad de efectos no intencionados, pero de gran escala, de una intervención 

masiva con agrotóxicos de amplio espectro. De igual forma, señalaba la insuficiencia de los 

conceptos técnicos emitidos por los voceros gubernamentales y la ausencia de informes 

públicos de las evaluaciones del impacto ambiental y sanitario de las AAG, denunciando 

que había existido una verdadera campaña de desinformación. (Lacera Rua, 1995) 

La mayor fuerza del documento radica sin duda en el registro juicioso de las 

denuncias sistemáticas de las autoridades locales, como del Concejo Municipal de Santa 

Marta, que diagnosticaban severos impactos de las AAG, como se expresa en los 

considerandos de la Resolución 041 de agosto de 1986 señalando: 

1. Las graves consecuencias ocasionadas por las peligrosas aspersiones aéreas 
con glifosato que han destruido algo más de 35.000 hectáreas de los Parques 
Naturales y Sierra Nevada de Santa Marta, declarada esta por las Naciones 
Unidas Patrimonio de la Humanidad. 

2. Que nuestras previsiones y prevenciones hechas hace dos años no fueron 
atendidas, pero sí motejadas de ser impulsadas por el narcotráfico. 

3. Que las citadas aspersiones han causado daños incalculables, enfermedades y, 
posiblemente, la muerte de nuestros aborígenes Kogui, Arhuacos y Arzarios. 
(Lacera Rua, 1995, pp. 85-86) 

Esas serias acusaciones de entes públicos se acompañan de sensibles relatos de 

afectados directos, que denunciaban en primera persona las amplias afectaciones 

agropecuarias, ambientales y sanitarias que padecían, que incluían la destrucción de 

cultivos lícitos, la pérdida de productividad de las tierras, la muerte de ganado, la 
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contaminación de sus fuentes hídricas, y afectaciones de salud que iban desde las irritativas 

hasta la muerte. (Lacera Rua, 1995) 

En ese marco, el documento señala que el Concejo de Santa Marta ordenó la 

creación de una comisión que investigó los daños denunciados, de la que participó el autor 

del texto, y de la que se derivan buena parte de los testimonios recogidos. 

La comisión, integrada por miembros de ASODEFENSA, profesores y estudiantes 
de la Universidad del Magdalena y el Comité Ecológico del Liceo Celedón, se 
desplazó a Sabana Culebra, evaluando los daños causados, sobre todo en las 
terrazas de cultivos, en los Valles de los diversos ríos que hacen parte de la 
indescriptible y bella serranía. 

El material gráfico recogido por esta comisión resume lo que se había esperado por 
especulación científica: decenas de hectáreas de maíz quemadas totalmente por el 
herbicida; aún más; gigantes caracolíes y sauces, que conformaban una especie de 
protección natural contra deslizamientos, han sido arrasados junto con el bosque 
derivado a su alrededor. (Lacera Rua, 1995, pp. 86-87) 

Cabe destacar que sobre ese ejercicio de protesta social también cayó una fuerte 

represión, con ejercicios de estigmatización y criminalización, materializados en hechos 

gravísimos como el asesinato del presidente de la Asociación por la Defensa de Santa 

Marta (ASODEFENSA), Marco Antonio Sánchez Castellón, en agosto de 1987. (Lacera 

Rua, 1995, p. 298) 

El texto también resultaba ser una síntesis de la agenda de exigencias alrededor de 

las AAG de parte de sus detractores, que incluían la reclamación de comprobar su inocuidad 

con estudios técnico-científicos, que presuponían inviable, las denuncias de sus amplias 

afectaciones y la demanda de búsqueda de soluciones alternativas y concertadas 

territorialmente para los CDUI, centrada en una agenda de desarrollo territorial.  

En la reedición de las aspersiones sobre la Sierra por parte del PECIG, las voces 

de protesta no eran menos contundentes y lapidarias, como se puede ver en voz del 

representante a la cámara del Magdalena, José Joaquín Vives, quien señalaba 

La Sierra Nevada de Santa Marta ya ha sido víctima de fumigaciones de este estilo 
con paracuat y también con glifosato, aun cuando el Gobierno quiera desconocerlo, 
investigaciones de la Universidad del Magdalena así lo han indicado; y las 
fumigaciones fueron aéreas y las hacían con vientos de hasta 50 kilómetros por hora, 
¡por Dios¡ dónde estaba cayendo el fungicida, casi nunca donde lo querían dispersar. 

Qué sucedió, no sólo se destruyeron todos los cultivos de las cien mil hectáreas de 
marihuana que se fumigaron, también se acabó con toda clase de cultivos que había, 
especialmente cafetales, se deforestó totalmente la Sierra, se desforestaron las 
cabeceras de ríos importantes que nacen en la Sierra Nevada de Santa Marta, la 
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gente se quedó sin qué hacer, vino un caos social, desempleo, los indígenas 
debieron buscar las partes altas de la Sierra, cambiar todo su hábitat, germinó la 
guerrilla, detrás de ellos los paramilitares como mecanismo de defensa y cada uno 
de ellos ejerce, en este momento, soberanía sobre territorios de la Sierra Nevada de 
Santa Marta, ellos son la ley, son una autoridad, son quienes hacen justicia.  

Obviamente también sufrieron quienes en las faldas de la Sierra esperaban las 
aguas reguladas del río, pero la deforestación no les permitió que hubiesen mayores 
caudales, hubo inundaciones en invierno y escases del agua en verano, abundaron 
los casos de alteración en la salud, malformaciones de todo tipo y esto está 
registrado en la historia de mi departamento y en la historia de mi ciudad. (Congreso 
de la República, Cámara de Representantes, 1994, p. 40) 

Y como lo preveían tanto los promotores, como los detractores del PECIG, con la 

ampliación de las AAG al conjunto de los CDUI, también aumentaron progresivamente las 

denuncias de sus impactos agropecuarios, sanitarios y sobre los modos de vida, ya de por 

sí empobrecidos, de las comunidades de los territorios asperjados. Un caso que ejemplifica 

bien estas denuncias y la controversia derivada sobre la afectación/inocuidad de las AAG 

es el de la muerte de 12 niños indígenas en el Naya, Cauca, ocurrida en marzo de 1994.  

 Poco después que las comunidades denunciaron las muertes como asociadas a 

intoxicación por las aspersiones, se movilizaron diferentes comisiones sanitarias de los 

departamentos del Cauca, Valle del Cauca y del propio Ministerio de Salud para investigar 

la causa de los decesos. Con todo, antes de que las comisiones se pronunciaran, la DNE 

se apresuraba a realizar un comunicado público en el que señalaban que era prácticamente 

imposible que la intoxicación fuese consecuencia del glifosato, dado que en la región no se 

realizaban AAG, y que dicha información distorsionada era posiblemente provista por 

narcotraficantes que buscaban difamar la lucha antinarcóticos. A su vez el Ministro de 

Salud, Juan Luis Londoño, también declaraba tempranamente que las normas de 

regulación de las AAG eran adecuadas y que debían esperarse resultados verídicos de las 

investigaciones130.  

En corto tiempo las comisiones del Valle del Cauca y el Ministerio informaron que la 

muerte de los niños había sido producida por tosferina y diagnosticaban una epidemia 

asociada a las condiciones socioeconómicas131. Por su parte, la comisión del Servicio 

Seccional de Salud del Cauca insistía en la intoxicación como causa de la mayoría de las 

muertes, levantando otras evidencias, como entrevistas de madres de las víctimas que 

                                                
130 ñTres comisiones investigar§n intoxicaci·n de ni¶os ind²genas.ò El Espectador, 04 de marzo de 
1994, 8A. 
131 ñNi¶os de Naya no murieron por glifosato.ò El Espectador, 06 de marzo de 1994, 18A. 
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demostrarían que sí se realizaron aspersiones, y llamaban a la necesidad de profundizar el 

diagnóstico por medio de estudios patológicos y la necesidad de que la Fiscalía y la 

Procuraduría se involucraran en el proceso.132-133  

De inmediato el Ministro de Salud arremetió contra dichas declaraciones, 

responsabilizando al servicio seccional de salud del Cauca por la atención de los menores, 

a los que debía asistir y dar cobertura vacunal, lo que no estaba sucediendo. La situación 

ponía de manifiesto las condiciones socioeconómicas de las poblaciones sobre las que se 

realizaban las AAG, pues solo tras la denuncia de las muertes llegó, por primera vez en su 

historia, una comisión médica a la región, que adelantó jornadas de vacunación y otras 

actividades de promoción y prevención, en un contexto de ausencia de servicios básicos, 

infraestructura vial y de servicios de salud instalados134.  

La controversia sobre las muertes del Naya también resaltaba nuevamente otra 

dimensión del conflicto, la de coacción por medio de violencia directa o intimidación de los 

contradictores del PECIG, pues en esta ocasión la directora del Servicio Seccional de Salud 

del Cauca, Patricia Campo, encargada de la comisión de verificación, era amenazada de 

muerte, presuntamente relacionado con el caso del Naya, y por su labor de liderazgo en el 

paro de servicios hospitalarios de la seccional, en respuesta al cambio de las condiciones 

laborales producida por la entrada en funcionamiento de la Ley 100 de 1993135.  

Dado que dos meses después de las muertes aún no se daba respuesta definitiva 

al caso, se suscitaron protestas indígenas y campesinas frente a las autoridades sanitarias 

en Popayán, que exigían conocer los resultados de las investigaciones adelantadas, y 

denunciaban el aumento de las muertes infantiles, así como muertes de ganado y animales 

domésticos en sus territorios136. El caso pareció cerrase de nuevo con un pronunciamiento 

del Ministro de Salud en el que divulgaba las principales conclusiones de la comisión de 

investigación del Gobierno Nacional, en el que se reiteraba que las muertes habían sido 

producidas por tosferina y no por glifosato.  El informe final, con participación de la Fiscalía 

                                                
132 ñVuelve fantasma del óglifosatoô. Ni¶os del Naya si habr²an muerto intoxicadosò El País, 18 de 

marzo de 1994, 6C.  
133 ñóS² se fumig· con glifosatoô Comisi·n m®dica, testigo del drama del nayaò El País, 30 de marzo 

de 1994, 8C. 
134 ñLa muerte sigue en el Naya. Ya son 20 los fallecidos extra¶amenteò El País, 06 de mayo de 
1994, 1C. 
135 ñTomas y glifosato. Sigue crisis hospitalaria en el pa²s.ò Voz, 24 de marzo de 1994, 10. 
136 ñLa muerte sigue en el Naya. Ya son 20 los fallecidos extra¶amenteò El País, 06 de mayo de 

1994, 1C. 
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Regional del Valle del Cauca, el Instituto de Medicina Legal y el Instituto Nacional de Salud, 

entre otros entes, señalaba que: 

Los casos no son compatibles con este tipo de intoxicación por plaguicidas; todas 
las defunciones se presentaron en niños menores de dos años. Si hubiera sido por 
un plaguicida hubiese afectado a todos los grupos de edad. La población no confirmó 
el sobrevuelo de aeronaves esparciendo ninguna clase de material en la zona, y se 
evidenció la dificultad de accesibilidad de aeronaves. Las muestras dieron negativas. 
[é] se trata de una epidemia de tosferina porque los resultados confirman presencia 
de una enfermedad infectocontagiosa con ataque selectivo a menores de 2 años, y 
ausencia previa de actividades de inmunización en la región.137   

A pesar del cierre dado por el Gobierno Nacional a la crisis, la situación suscitó el 

posicionamiento del Defensor del Pueblo, Jaime Córdoba Triviño, que un mes después 

denunciaba públicamente que ni el CNE, ni ninguna de las autoridades encargadas de la 

regulación ambiental y sanitaria participantes de este, ICA, INDERENA y Ministerio de 

Salud, habían adelantado estudios sistemáticos de impacto ambiental y de salud de las 

AAG, y que lo poco que se había adelantado al respecto estuvo enfocado en optimización 

de la estrategia de erradicación, y no en la evaluación y ponderación de los riesgos para la 

salud y el medio ambiente, como lo exigían las condiciones de puesta en marcha de la 

política138.  

Más tarde, ese mismo año, el Defensor señalaba que si bien no se oponía a las AAG  

[é] existe un problema en la forma como se fumiga. En algunos sectores del 
Vichada, Vaupés, Sierra Nevada de Santa Marta y Putumayo, se ha hecho de 
manera anti-técnica. Con ello no sólo se afectan la salud de los habitantes del sector 
sino que acaban con sus cultivos legales de yuca, por ejemplo, obligándolos a 
dedicarse al trabajo con la coca. Se requiere una mayor medición del impacto 
ambiental, delimitando con mayor exactitud el área a fumigar, calculando mejor la 
altura de la aspersión y el volumen del producto que se utilizará.139 

La voz del Defensor del Pueblo no fue la única que se pronunció desde las entidades 

de control del ministerio público. De hecho, fue la denuncia del Procurador Delegado para 

Asuntos Agrarios y Ambientales, José León Jaramillo, la que adquirió mayor relevancia en 

la primera fase de implementación del PECIG, pues hacia finales de 1994 solicitaba a la 

Dirección General de Estupefacientes, en cabeza de Gabriel Vega Pinzón, la suspensión 

de las AAG, aduciendo que se habrían incumplido requisitos legales para su 

funcionamiento, como la expedición de licencias sanitarias y ambientales, citando requisitos 

                                                
137 ñGlifosato no mat· a ni¶os de Alto Nayaò El Tiempo, 24 de mayo de 1994, Última A.  
138 ñDefensor²a solicita auditor²a para uso del glifosato.ò El Espectador, 28 de abril de 1994, 10A. 
139 ñHumanizar no se negocia. Defensor pide a guerrilla pronunciamiento sobre derechos humanos.ò 
El País, 24 de noviembre de 1994, 3A. 
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normativos de viejo y nuevo cuño (decreto 1843 de 1991 y en el decreto 2811 de 1974, 

modificado por la ley 99 de 1993). (CNE, 1994b, ff. 9166-9167) (Ver Anexo VII) 

De igual forma señalaba incumplimientos de los lineamientos técnicos de las AAG 

contenidos en la propia Resolución 0001 de 1994 del CNE, así: 

 [é] se han incumplido las siguientes disposiciones: 

- Reconocimiento aéreo previo de las áreas fumigables, coordinado con 
INDERENA e ICA, hoy también con el Ministerio del Medio Ambiente. Tal medida 
fue solicitada oportunamente por el INDERENA como garantía de no afectación 
de áreas de reserva natural por fumigaciones aéreas. 

- La coordinación interinstitucional permanente con autoridades administrativas, 
Procuraduría y Fiscalía General de la Nación. 

- La verificación por parte del I.C.A. de las medidas de control de las sustancias 
utilizadas, al momento de hacer los sobrevuelos con aviones TUBO THRUSH. 

- La evaluación periódica de los resultados de las fumigaciones realizadas por 
parte de la COMISIÓN TÉCNICA DE EXPERTOS en tratamiento de impactos 
ambientales y sanitarios. 

- El desarrollo del llamado PLAN DE SALUD, propuesto por el MINISTERIO DE 
SALUD como medida complementaria con la AUDITORIA AMBIENTAL, como 
garantía de no afectación de la salud de las personas con esta clase de 
fumigaciones, el cual contempla la realización de un programa de vigilancia 
epidemiológica. 

La omisión de los aspectos indicados impide que haya transparencia en el proceso 
de erradicación por fumigación aérea que se viene realizando y constituye un grave 
riesgo para la salud y medio ambiente de las personas que puedan verse afectadas, 
debido a que por sus características químicas, el producto utilizado (herbicida de 
contacto) no es selectivo frente a otras especies animales y vegetales, lo cual pone 
en peligro el ecosistema a intervenir. (Procuraduría Delegada para Asuntos Agrarios 
y Ambientales, 1994, pp. 1-2) 

 El comunicado se daba en un contexto de amplia movilización social, que se 

describirá páginas adelante, y se constituía como el más serio cuestionamiento al PECIG 

establecido por un poder público hasta la fecha. La respuesta gubernamental fue inmediata, 

citando a una sesión extraordinaria del CNE, con el objetivo de discutir y dar respuesta a 

las denuncias y a la solicitud de suspensión de aspersiones del Procurador delegado. 

 En la tensa sesión, llevada a cabo el 21 de diciembre de 1994, se partía de una 

propuesta de respuesta elaborada por la Dirección General de Estupefacientes, que 

señalaba que sí se habían cumplido los requisitos legales, por cuenta de los conceptos del 

INDERENA y del Ministerio de Salud anexos a la Resolución 0001 de 1994, y se reiteraba 
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la existencia de estudios de impacto ambiental desarrollados por la Auditoria Ambiental. 

(CNE, 1994b, pp. 1-2) 

Si bien el borrador de respuesta se publicaría a los medios casi sin modificaciones 

producto de la sesión, la discusión de los consejeros sí revelaba que la denuncia de 

incumplimientos de los requisitos técnicos para la realización de aspersiones era justificada, 

pues, en efecto, los entes de control encargados de la regulación ambiental y sanitaria no 

los estaban llevando a cabo, y más crítico aún, señalaban la gran dificultad de desarrollar 

las actividades comprometidas en la resolución 0001 de 1994 a corto plazo. (CNE, 1994b, 

pp. 3-4) 

De igual forma, tanto el Ministro de Salud, Alonso Gómez Duque, como la Ministra 

de Medio Ambiente, Cecilia López Montaño, expresaban su acuerdo con la caracterización 

del carácter esencialmente tóxico del glifosato que manifestaba el Procurador delegado, y 

se distanciaban de los intentos de la Presidencia y las fuerzas armadas de presentarlo como 

un producto eminentemente inocuo. Por ello, señalaban la trascendencia de realizar un 

control efectivo, para lo que la Ministra de Medio Ambiente, respondiendo a un agresivo 

requerimiento de adhesión al criterio del ejecutivo hecho por el Ministro de Defensa, 

Fernando Botero Zea, respondía que si bien consideraba que no había impedimentos 

legales para continuar las aspersiones, sí solicitaría a la DNE que se realizará un nuevo 

estudio de impacto ambiental bajo criterios establecidos por el recién creado Ministerio del 

Medio Ambiente. (CNE, 1994b, p. 6) 

 El comunicado a la opinión pública difundido tras la sesión informaba sobre la 

continuidad de las aspersiones y sobre el compromiso gubernamental de realizar el control 

de los parámetros establecidos por la resolución 0001 de 1994 del CNE, señalando que se 

definía:  

[é] proseguir la erradicaci·n de los cultivos il²citos con fundamento en la Resoluci·n 
No. 0001 de 1994; que se elabore un estudio ambiental conforme a los términos de 
referencia que señale el Ministerio del Medio Ambiente; reiterar a la Policía Nacional 
el estricto cumplimiento de los parámetros técnicos y ambientales dentro de los 
cuales se adelanta la aspersión aérea controlada de los cultivos ilícitos conforme a 
la precitada Resolución; requerir al Instituto Colombiano Agropecuario ï ICA, para 
que haga presencia en las actividades relacionadas con la erradicación de cultivos 
ilícitos; solicitar al Ministerio de Salud Pública el desarrollo del Plan de Salud en las 
zonas en las que se adelantan las actividades de erradicación; solicitar a la 
Consejería Presidencial de Política social el decisivo impulso al Programa de 
Desarrollo Alternativo, adoptado mediante documento CONPES 2734 ï DNP -UDA-
UJS del 12 de octubre de 1994; reiterar los lineamientos de la política de erradicación 
de cultivos ilícitos consignados en la Resolución No. 0001 de 1994; y dar respuesta 
a la solicitud formulada por el señor Procurador Delegado para Asuntos Agrarios y 
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Ambientales en los términos del documento que se presenta.ò (CNE, 1994b, pp. 2-
3) (Ver Anexo VIII) 

No obstante, la mayoría de las autoridades policiales y del ejecutivo nacional 

continuaban con la inmutable defensa técnica de las AAG, como era el caso del 

Comandante de la Policía del Huila, quien señalaba que las fumigaciones eran precisas, 

que los cultivos eran de narcoindustria y no de subsistencia, y que allí no vivían campesinos, 

y que cuando estaban llevaban alimentaos enlatados y no tomaban agua de la región.140  

Sin haber surtido efecto la actuación del Procurador delegado, el PECIG continuó 

su curso. Así, hacia finales de 1994 el gobierno colombiano puso en marcha el más grande 

operativo de erradicación adelantado en el país hasta el momento, bautizado como ñPlan 

Comej®nò141, con el que se pretendía erradicar el total del área nacional cultivada, calculada 

en 20.000 hectáreas de coca y 15.000 de amapola, concentradas en los departamentos de 

Tolima, Huila, Cauca, Caquetá, Guaviare, Cundinamarca y Boyacá. El plan incluía la 

activación de bases de aspersión de la Policía Antinarcóticos en Valledupar, San José del 

Guaviare, Miraflores y Puerto Asís, así como el incremento de personal y aeronaves para 

la tarea142. (CNE, 1994a) 

 La ampliación de las operaciones de AAG conllevó dos resultados inesperados. El 

Primero fue que, así como se habían hallado mayores extensiones de área cultivada de 

amapola cuando se iniciaron las aspersiones en 1992, también en esta ocasión el 

diagnóstico de partida parecía ser muy inferior a las cifras encontradas en campo, según 

los reportes policiales143.  (CNE, 1994a) 

El segundo fue que el hallazgo implicó mayores presiones de parte de las 

autoridades gubernamentales estadounidenses para aumentar las AAG, quienes 

señalaban que, en vez de intensificarse, estaban disminuyendo, situación que era 

corroborada por la Policía Antinarcóticos al interior del CNE, que también señalaba que las 

operaciones habían implicado importantes problemas técnicos y de seguridad para las 

aeronaves, que habían denotado la falta de personal, experiencia y capacitación 

                                                
140 ñAmapola se tom· Nevado del Huila. Aumentan las labores de fumigaci·n.ò El Tiempo, 28 de 

noviembre de 1994, 8A. 
141 Denominada por los campesinos como ñComegenteò. En el marco de dicha operaci·n, y seg¼n el 
representante de campesinos del Guaviare, Francisco Correa, un fiscal encargado de los operativos 
en el Guaviar® habr²a expresado: ñSi para matar la pulga es necesario matar al perro, lo vamos a 
hacer.ò (Congreso de la Rep¼blica, C§mara de Representantes, 1994: 18) 
142 ñOfensiva contra cultivos de coca y amapolaò El Espectador, 08 de noviembre de 1994, 9A. 
143 ñCay· mar de marihuana de las Farc en Magdalena.ò El Espectador, 18 de octubre de 1993, 10A. 
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adecuados, por lo que hacía la propuesta de escalar la operación, a través de la creación 

de un ñCentro de Erradicaci·n de Cultivosò en la Polic²a Antinarc·ticos, y de la 

intensificación de la ayuda económica y técnica de los EE.UU. para coordinar la labor144. 

(CNE, 1994b) 

Pero la crítica del gobierno estadounidense iba más allá de las AAG, y se fundaba 

en una evaluación ambivalente del papel de Colombia en la guerra contra las drogas: si 

bien reconocía el avance en la lucha contra los carteles, con resultados como el asesinato 

de Pablo Escobar, no se consideraban como suficientes los avances en materia de 

erradicación, decomisos y control de la cadena de insumos, persecución efectivo y condena 

ejemplar a los capos del narcotráfico, depuración de la corrupción, entre otros aspectos. 

Según el reporte de lucha contra las drogas de 1994 emitido por el Departamento de Estado 

de los EE.UU., Colombia no hab²a cumplido ñ[é] con las metas y objetivos de la Convenci·n 

de Vienaò145. Este diagnóstico y la revelación de los ñnarcocasetesò que involucraban al 

electo presidente Ernesto Samper (1994-1998) con los Rodríguez Orejuela del Cartel de 

Cali, ponían en una profunda crisis la relación diplomática colombo-estadounidense, 

marcada por completo por la agenda antidrogas. (Vargas, 1995) 

La tensión escaló hacia múltiples señalamientos y reveses diplomáticos, que 

culminaron en una amenaza explícita que indicaba la posibilidad de que el país sufriera una 

certificación negativa de parte del gobierno de EE.UU. Las certificaciones de lucha 

antidrogas eran un proceso unilateral del gobierno estadounidense en el que este 

establecía los parámetros de evaluación, los sujetos evaluados y los mecanismos de 

evaluación, sin derecho a reclamaciones. Del resultado de las certificaciones dependía en 

buena medida la incorporación de los evaluados en la economía internacional, 

especialmente a través del acceso a los entes multilaterales financieros (E.G. Banco 

Mundial; Fondo Monetario Internacional), así como el acceso a cooperación económica, y 

en los casos más severos, una certificación negativa acarreaba sanciones económicas. 

(Vargas y Barragán: 1995) 

Para analistas como Vargas (1999), esta clase de ejercicio de poder alrededor de la 

guerra antidrogas, sólo puede ser explicado como una estrategia de creación de hegemonía 

                                                
144 ñGuerrilla ha atacado 33 aeronaves. En crisis se encuentra erradicaci·n de amapola y coca en el 

pa²sò El Tiempo, 11 de noviembre de 1994, 10A. 
145 Citado por ñUn siglo de relaciones ñnarcotizadasò por la adicci·n y el tr§fico de drogasò El Nuevo 

Siglo, 20 de julio de 1993, 17A. 
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en el marco de un mundo unipolar en donde la nueva cruzada por el orden mundial sin 

drogas le permitía al imperialismo estadounidense abanderarse como guía civilizatorio 

alrededor de la lucha contra un mal común. En un trabajo de investigación adelantado por 

Camacho, López Restrepo y Thoumi (1999) en el que entrevistaban a funcionarios 

estadounidenses de alto nivel sobre la política antidrogas de EE.UU. para Colombia, 

encontraron que sin distinciones, este mecanismo era considerado como un elemento de 

coerción, señalando incluso que sobre 

[é] el proceso de certificaci·n estadounidense respecto al asunto de los narc·ticos 
[é] hay una creencia relativamente extendida en Washington de que ese 
instrumento discrecional y unilateral de calificación de los países, es un óarma de 
matónô [é] (Camacho, L·pez Restrepo, Thoumi, 1999, p. X) 

En medio de este tenso panorama, el gobierno de Samper, en respuesta al gobierno 

estadounidense, pretendió resaltar el carácter autónomo de la política antidrogas nacional 

se¶alando que ñ[é] Colombia no aceptaría ni injerencias, ni tratos inamistosos, ni 

imposiciones unilaterales de parte del gobierno norteamericanoò.146  

La tensión resultó en un veto parlamentario con votación unánime en el Congreso 

de los EE.UU al gobierno de Colombia, tanto del saliente de Gaviria, como del entrante de 

Samper, basado en la valoración de que el país no cumplía con sus compromisos de lucha 

contra las drogas y por sus elevados niveles de corrupción. La decisión final quedó en 

manos del presidente estadounidense Bill Clinton (1993-2001). Si bien la decisión no fue 

ratificada por el presidente estadounidense, este incidente marcaría el camino de una tensa 

diplomacia bilateral narcotizada durante todo el gobierno Samper. 

Entre tanto, la ampliación progresiva de las AAG y el anuncio de un calendario de 

aspersiones que tendría como epicentros iniciales los departamentos de Guaviare, Caquetá 

y Putumayo, generaron las primeras grandes protestas sociales contra las AAG, que 

adquirieron dimensiones de un verdadero movimiento social cocalero, alrededor de una 

agenda amplia y no unitaria de reivindicaciones para la solución al problema de los CDUI 

entendidos como el signo de un problema de desarrollo territorial alternativo más amplio. 

Si bien las movilizaciones sucedidas entre 1994 y 1996 se dieron en dos periodos 

distanciados temporalmente por algunos meses, las causas, agenda, repertorios y actores 

en disputa fueron similares. Estas deben ser abordadas como un solo proceso, más aún 

                                                
146 Citado por ñUn siglo de relaciones ñnarcotizadasò por la adicci·n y el tr§fico de drogasò El Nuevo 

Siglo, 20 de julio de 1993, 17A. 
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cuando se puede establecer que, en buena medida, el segundo ciclo de movilizaciones 

realizadas en el periodo entre julio y septiembre de 1996 se produjo por el incumplimiento 

de los acuerdos del primer ciclo de movilizaciones desarrolladas entre agosto de 1994 y 

enero de 1995. 

El primer ciclo de movilizaciones inició en la 

ciudad de Puerto Asís en el departamento de Putumayo,  

en donde las comunidades afectadas por las 

aspersiones usaron acciones como la toma de las 

instalaciones petroleras del oleoducto transandino, para 

exigir la presencia gubernamental para la negociación de 

la no realización de las AAG, el desarrollo de planes de 

sustitución, el desarrollo de infraestructura vial, de 

servicios básicos y de servicios sociales, y la inclusión 

del tema de la solución de las drogas en la agenda de los 

posibles diálogos de paz.147  

Campesinos movilizados de múltiples territorios del departamento del Guaviare, el 

más afectado por las AAG hasta ese momento, se unieron posteriormente a la protesta 

concentrándose en la ciudad de Miraflores, convocando inicialmente a un número de 

alrededor de 5.000 protestantes, convirtiéndose en la mayor protesta de cultivadores de 

CDUI en el país hasta ese momento y en el epicentro del conflicto durante el último bimestre 

de 1994.148  

En las movilizaciones participaban algunas autoridades locales, como concejales, 

que señalaban el carácter de subsistencia de los cultivos, la inexistencia o ineficacia de 

programas de sustitución de cultivos en dichos territorios y exigían del gobierno soluciones 

diferentes a las aspersiones149. Por ejemplo, Pedro Arenas, Concejal de San José del 

Guaviare y miembro de ñJuventud por Guaviareò le ped²a al gobierno pensar en el impacto 

que las AAG tendrían sobre el sustento de cerca del 80% de la población que se dedicaba 

a los CDUI en el municipio.150 

                                                
147 ñA punto de paro. Conteo regresivo en el Putumayoò Vanguardia Liberal, 03 de agosto de 1994, 

1A. 
148 ñLa coca se come la selvaò El Mundo, 113 de marzo de 1995, 4. 
149 ñParo contra el glifosatoò El Tiempo, 20 de noviembre de 1994, 6A. 
150 ñEl glifosato duplica la deforestaci·n. Protesta de organizaci·n ecologista del Guaviare.ò El 
Tiempo, 30 de noviembre de 1994, 17A. 

Nota. Tomado de ñParo contra el glifosatoò 

El Tiempo, 20 de noviembre de 1994, 6A. 

Ilustración  SEQ Ilustración \* 
ARABIC 5 - Titular de prensa paro 
cocalero del suroccidente, 1994 
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 La magnitud de la movilización produjo un efecto inmediato, dado que la Policía 

Antinarcóticos en cabeza del Coronel Leonardo Gallego, declaró la suspensión temporal de 

las AAG por motivos de fuerza, al estar ocupados por los manifestantes los aeropuertos 

usados por las aeronaves del PECIG en Miraflores, Puerto Asís y Valledupar151-152. 

Rápidamente el Gobierno Nacional reaccionó acusando a las movilizaciones de vínculos 

con narcoguerrillas, que según su concepto eran las instigadoras y las únicas favorecidas 

por las protestas.153-154  

Con esto, solo un día después, desde la Dirección Nacional de Estupefacientes en 

Bogotá y a través de voceros del Gobierno Nacional, entre los que se contaban el 

Viceministro de Defensa, representantes del Ministerio de Justicia, Defensa y Medio 

Ambiente, y el jefe de la Policía Antinarcóticos, entre otros, se ordenó reanudar las AAG en 

todo el territorio nacional, con el único cambio en el anuncio de que el Ministerio de Medio 

Ambiente entraría a hacer parte de la auditoría ambiental de las aspersiones155. Cabe 

destacar que para ese momento el Ministerio del Medio Ambiente no formaba parte del 

CNE, y solo era convocado por criterio de éste para sesiones específicas. Esto, dado que 

dicho Ministerio fue creado tras la CP-1991 en 1993, por la Ley 99 de 1993, posterior a la 

creación del CNE, y en la norma de su creación no constaba como una de sus funciones la 

de participar en tal consejo. 

Ante el conjunto de críticas que exigían buscar alternativas para la solución del 

problema del narcotráfico diferentes a las AAG, en octubre de 1994 el gobierno anunció el 

lanzamiento del Plan de Desarrollo Alternativo (PDA) (DNP, 1994), a ser iniciado en 1995, 

y que prometía una financiación de USD$150 millones de ayuda internacional e igual monto 

del presupuesto nacional, a ser administrados por la Consejería Presidencial para la Política 

Social en el Marco del Plan Nacional de Rehabilitación, y del Plan Nacional para la 

Superación del Problema de las Drogas156-157 (CNE, 1995c).  El PDA estaba dirigido a los 

pequeños productores de menos de tres hectáreas, que el gobierno consideraba 

                                                
151 ñSuspenden glifosatoò El Heraldo, 21 de noviembre de 1994, 17A. 
152 ñSuspenden uso de glifosato en Guaviare. Sigue paro de cultivadores de coca en Putumayo.ò El 
Tiempo, 21 de noviembre de 1994b, 1A-8ª. 
153 ñContin¼a uso de glifosato.ò El Heraldo, 22 de noviembre de 1994, p. 6A. 
154 ñNarcoguerrilla organiz· paros. Fumigaci·n con glifosato no ser§ suspendidaò El Tiempo, 22 de 

noviembre de 1994, 3A. 
155 ñNo suspender§n fumigaci·n con glifosato. Gobierno ordena reanudar operaciones de 
erradicaci·n de plant²os il²citos en todo el pa²s.ò El Espectador, 23 de noviembre de 1994, p. 10A. 
156 ñM§s vale sustituir que fumigarò El Espectador, 27 de noviembre de 1994, 8A. 
157 ñNarcocultivos, mancha sobre Colombiaò El País, 24 de noviembre de 1994, 1F. 
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responsables de entre 50% a 60% del área cultivada de coca en el país, ejercida como 

actividad de subsistencia, y que eran caracterizados territorialmente así: 

En general, las zonas afectadas por cultivos ilícitos se caracterizan por presentar 
situaciones de atraso económico y social, débil o nula presencia institucional del 
Estado con programas de inversión social y de desarrollo económico, situaciones de 
conflicto originadas en la marginalidad y las precarias condiciones de vida de la 
población, y presencia de grupos armados. (DNP, 1994, pp. 4-5) 

El PDA pretendía ser la solución de carácter social al problema de las drogas, 

complementaria a las AAG de carácter represivo y policial, con el contraste de que si bien 

las AAG eran inmediatas, innegociables, con presupuesto en ampliación y consecuente 

expansión, el PDA era concertado, territorializado, progresivo y con presupuesto reducido.  

El PDA también se planteaba como un programa multisectorial y con pretensiones 

de transformaciones estructurales de los territorios afectados, lo que hacía aún más 

compleja su ejecución en las condiciones dadas. Las dificultades de su formulación y 

ejecución quedan patentes en el hecho de que su formulación tardó más de tres años al 

interior del CNE, pues al igual que con el Plan Nacional Para la solución del Problema de 

la Droga (1995-2000), pasó como punto no prioritario de definición sesión tras sesión de 

esta instancia, y sólo se aprobó cuando el contexto de protestas obligó al Gobierno Nacional 

a dar alguna respuesta diferente a la represión de los manifestantes. Por otra parte, desde 

el comienzo fue patente que los fondos para la ejecución de estos planes no estaban 

garantizados, lo que los convertía más en una promesa que en una realidad, a diferencia 

del PECIG. (CNE, 1994a; 1994b; 1995; 1995a; 1995b; 1995c: CNE y Ministerio de Justicia 

y del Derecho, 1995) 

El hecho es que desde muy temprano en la formulación y ejecución de la política de 

sustitución y desarrollo alternativo, se levantaron serios reparos desde autoridades 

políticas, sociales y académicas (Vargas, 1995). Las críticas apuntaban a que el desarrollo 

alternativo presentaba baja consistencia rectora por parte del Estado, así como altos niveles 

de burocratización, comprendidos como dilaciones procesuales, y un severo y muy 

perjudicial distanciamiento social entre centros de decisión política y las zonas asperjadas. 

(Vargas y Barragán, 1995) 

Al respecto, en noviembre de 1994 la Cámara de Representantes convocó a un 

debate de control político por las AAG, en el que participaron múltiples delegados del 

ejecutivo nacional, de entes de control y representantes de comunidades campesinas del 
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Putumayo y Guaviare. En esa oportunidad, el representante a la Cámara, Luis Almario, 

señalaba: 

Nos sorprende que a 15 días de la elaboración de ese documento Conpes, el 
Gobierno Nacional, el Ministro de Defensa, la Policía Antinarcóticos empiece otra 
estrategia de represión, como es la fumigación con glifosato. Una acción represiva 
sin concertación, sin estudios de impacto ambiental ni socioeconómicos, sin importar 
las consideraciones en el gran Plan de Desarrollo Alternativo. (Congreso de la 
República, Cámara de Representantes, 1994, 13) 

En el mismo sentido se expresaba el representante de los campesinos del 

Putumayo, reclamando por el incumplimiento del Gobierno Nacional de lo acordado en el 

documento Conpes 2734 de 1994, denominado ñPacto Social Regionalò que trazaba una 

vía concertada e integral para la sustitución de cultivos y el desarrollo alternativo. 

La población civil no comprende por qué el Gobierno propone unas alternativas en 
la teoría, pero en la práctica las contradice sin tener en cuenta las consecuencias 
nefastas en los sectores salud, ecológico, económico y social. ¿En dónde quedó la 
participación ciudadana que promulga el documento Conpes?, ¿Cuál era el sentido 
de proponer una reducción progresiva de los cultivos ilícitos? [é]  

La primera manifestación de buena voluntad que espera la comunidad por parte del 
Gobierno, es la suspensión inmediata de la fumigación con glifosato; como 
complemento y con la misma urgencia se espera que las diferentes instancias del 
Gobierno Nacional hagan efectivas las Leyes 132 de 1994, por las cuales se dicta el 
Estatuto Orgánico de los Fondos Ganaderos; 160 de 1994 que comprende la 
Reforma Agraria; 101 de 1993 por la cual se promueve el desarrollo de las 
actividades agropecuarias y el mejoramiento de la calidad de vida de los campesinos 
y la Ley 99 de 1993 sobre el medio ambiente. 

Hacer realidad estas leyes será más importante para la comunidad que recibir 
programas descontextualizados e inútiles, como son los que hasta ahora han 
pretendido desarrollar las Naciones Unidas y el Plan Nacional de Rehabilitación.  
(Congreso de la República, Cámara de Representantes, 1994, p. 22) 

Al cuestionamiento, el Ministro de Defensa, Fernando Botero, respondía que para el 

gobierno los programas de desarrollo alternativo y de erradicaci·n forzada, eran ñdos caras 

de la misma monedaò. 

[é] a juicio del Gobierno, nosotros tenemos una obligaci·n legal de adelantar los 
programas de erradicación; no quisiera ocupar mucho tiempo en ese tema, pero 
tengo un estudio jurídico en mi mano en donde se presentan diferentes normas que 
obligan al Gobierno a desarrollar un programa de erradicación. 

Luego no es de ninguna forma una decisión discrecional del Gobierno adelantar o 
no, en opinión del Gobierno existe un mandato legal que nos obliga a desarrollar 
este problema [é] (Congreso de la República, Cámara de Representantes, 1994, p. 
94) 
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Dentro de los posicionamientos más relevantes destacó el del Procurador Delegado 

para asuntos Agrícolas y Ambientales, que reiteraba su solicitud de suspensión inmediata 

las AAG apelando al principio de precaución, recientemente creado por la Ley 99 de 1993, 

señalando que la auditoría ambiental realizada no solo no cumplía con las exigencias de 

estudios de impacto ambiental y epidemiológico, y por lo tanto no había producido planes 

de manejo y mitigación de los posibles efectos, sino que no reemplazaba las funciones de 

las entidades públicas encargadas de la vigilancia ambiental y sanitaria que tampoco los 

habían desarrollado. El procurador indicaba que por ello, las AAG no cumplían los requisitos 

legales de operaci·n ñ[é] e incluso podr²a poner en peligro la vida de centenares de 

campesinosò158, y que esto podría acarrear investigaciones disciplinarias a los funcionarios 

que las aprobaran y ejecutaran.ò (Congreso de la Rep¼blica, C§mara de Representantes, 

1994) 

 El representante a la cámara por Caquetá, Luis Almario, citante del debate, 

señalaba: 

Los territorios de cultivadores de hoja de coca ciertamente requieren enormes 
ejércitos para la erradicación de cultivos ilícitos, pero ejércitos de funcionarios, 
intelectuales, y líderes de buena voluntad que nos ayuden a encontrar las salidas 
hacia el desarrollo, sin que para ello tengamos que maltratar o sacrificar a los más 
débiles que son los colonos, a quienes por acciones u omisiones, hemos empujado 
hacia dicha actividad. 

[é] no se puede seguir, irresponsablemente, acusando a la gente de 
narcotraficantes o de subversiva sin tener pruebas concretas para ello. Esto 
compromete a las instituciones en una política poco seria sobre el manejo del orden 
público en el país.  

Más de 50 alcaldes han sido acusados y no hemos visto por los medios de 
comunicación ningún tipo de acusación concreta para que la Fiscalía actúe en contra 
de ellos. 

Me parece que no podemos seguir en ese tipo de acusaciones ligeras, como las que 
se han hecho a 13 representantes de esta comisi·n [é] ah² tambi®n es necesario 
entrar a corregir muchas deficiencias de la justicia, especialmente, en lo que tiene 
que ver con el debido proceso, con el respeto a los derechos humanos y el respeto 
a los derechos fundamentales de los colombianos. (Congreso de la República, 
Cámara de Representantes, 1994, p. 4-8) 

 La manifestación de rechazo a la criminalización de los detractores del PECIG en el 

Congreso de la República era de gran relevancia para el momento, dadas las crecientes 

denuncias sobre violaciones de derechos humanos durante las protestas cocaleras y la 

                                                
158 ñSuspender fumigaci·n con glifosato: Procuradur²aò El Heraldo, 01 de diciembre de 1994, C12.  
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emergencia de las fuerzas paramilitares en dichas zonas, que declaraban como objetivos 

militares a los cultivadores y sus representantes, que consideraban, al igual que el ejército, 

como colaboradores de las guerrillas. 

Entre tanto, en el Guaviare las protestas avanzaron hacia la proposición de un 

plebiscito para la prohibici·n de las AAG, encabezada por la organizaci·n social ñJuventud 

por Guaviareò y secundado por la Personer²a y el Concejo Municipal, que denunciaban los 

serios impactos socioeconómicos sobre los campesinos, cultivadores o no, y la crisis 

económica y social que producían las aspersiones, que ya comenzaban a generar 

desplazamientos.159 

En la audiencia pública, el delegado de la Comisión de Campesinos de Guaviare, 

Francisco Correa, presentaba la propuesta de plebiscito así: 

Plebiscito Nacional no al glifosato: defensa del medio ambiente. Los Comités 
Prodefensa del Medio Ambiente por intermedio del presente documento invitamos a 
todas las fuerzas políticas y sociales nacionales e internacionales, a manifestar su 
solidaridad con las acciones de protesta que adelantan miles de campesinos del 
país, como el paro que se desarrolla actualmente en la región de Miraflores, 
Guaviare, y las movilizaciones populares de los pobladores de Putumayo, entre otras 
acciones, proyectadas a nivel nacional, clamando por la solidaridad del Gobierno, 
las organizaciones sociales y políticas de Colombia y el mundo, para que no los 
dejemos solos en la lucha del medio ambiente, la subsistencia de sus familias y la 
paz de Colombia. 

Con el pretexto de acabar con el narcotráfico se está fumigando sin ningún control 
la Amazonia colombiana, supuestamente con glifosato pero existen varias dudas de 
que en realidad lo que se está usando a gran escala es el tóxico denominado 
ñBelparò, lo que convertir§ a nuestras selvas en un desierto desolador. 

Cuando los habitantes de estos apartados filones de la patria han comenzado a 
elevar su voz de protesta por este criminal atentado contra la vida; lo que se ha dicho 
es que están manipulados por el narcotráfico y la guerrilla, porque supuestamente 
defiende a ultranza las siembras de hoja de coca, pero creemos que el país debe 
conocer la verdad. 

Reconocemos que sembrar coca es ilegal. Los sembradores de hoja de coca han 
comenzado por reconocer que sembrar coca en Colombia es un ilícito que debe ser 
combatido por las autoridades, porque ese es su deber legal. 

Pero después de una actitud gubernamental negligente de muchas décadas de 
abandono, marginamiento y olvido de las comunidades de los otrora denominados 
ñterritorios nacionalesò, a donde llegaron miles de colombianos por iniciativa del 
mismo Estado y en otros casos presionados por el desempleo, la falta de tierra y la 
violencia y en donde no les quedaba otra alternativa que sembrar coca para no morir 

                                                
159 ñEl glifosato duplica la deforestaci·n. Protesta de organizaci·n juvenil ecologista del Guaviare.ò 
El Tiempo, 30 de noviembre de 2019, 17A.  
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de hambre, por carencia absoluta de vías de comunicación, asistencia técnica, 
créditos, mercadeo y en fin, la ausencia milenaria del Estado.  

No puede un Gobierno que ha generado tantas expectativas en el terreno de la 
justicia social, como el del doctor Ernesto Samper Pizano, plantear como única 
alternativa la de la violencia al permitir una fumigación indiscriminada, sin previo 
aviso y sometiendo al hambre y la desocupación a más de 300 mil familias 
colombianas dedicadas a cultivar coca, causando graves alteraciones en la 
economía familiar y local, sin considerar los efectos que esto implica para los niños 
colombianos moradores de la selva y las repercusiones socioeconómicas contra los 
pobladores que subsisten gracias a los ingreso que indirectamente reciben del único 
renglón económico viable en la región.  

El efecto inmediato de esta política sería el que se llenaran aún más de cinturones 
de miseria las grandes ciudades y se incrementara en gran medida la delincuencia 
a todo nivel; quienes siembran coca en Colombia son colombianos y no 
extraterrestres y el desmonte de esta actividad por ilícita que sea, no puede hacerse 
de una manera vertical e irracional en contra de los derechos humanos.  

Abogamos por una solución real e integral. Los campesinos sembradores de hoja 
de coca no son narcotraficantes sino v²ctimas del narcotr§fico [é] (Congreso de la 
República, Cámara de Representantes, 1994, pp. 15-17) 

 Hablando de la exclusión sistemática de los campesinos de las políticas económicas 

del Gobierno Nacional, que por medio de la apertura económica neoliberal había 

profundizado la crisis agraria, el representante por el distrito de Bogotá, José Pinillos, 

señalaba: 

Yo quisiera también, señor Ministro, preguntarle, como algún autor famoso decía: 
ñàser§ que hemos llegado al final de la historia?ò; yo le pregunto: ñàser§ que hemos 
llegado al final de la historia de los campesinos?ò; ¿sería que los macroeconomistas 
neoliberales están definiendo el futuro de los campesinos sin tenerlos en cuenta?; 
¿cuáles son señores ministros y señores del Gobierno Nacional las alternativas que 
tienen hoy en día los campesinos para articularse de una manera digna al proceso 
económico que está viviendo el país y a este nuevo modelo de desarrollo? ¿Cuál es, 
señor Ministro, la nueva política macroeconómica y qué espacios abre y cierra para 
el campesino colombiano? (Congreso de la República, Cámara de Representantes, 
1994, p. 54) 

De forma sintética el representante del Departamento de Caldas, Arturo Yepes 

Alzate, señalaba que lo que había era una controversia entre una perspectiva de Estado de 

Derecho, que pretendía la defensa del orden legal sin miramientos y ejerciendo plenamente 

la ñviolencia leg²timaò, y una del Estado Social de Derecho, que buscaba respuestas 

sociopolíticas a los conflictos, antes de acudir a los medios represivos, y que era la 

planteada en la Constitución de 1991. En síntesis, los representantes a la cámara de los 

departamentos del Putumayo, Guaviare, Casanare, Santander, Caldas, Amazonía y Chocó, 

así como los representantes campesinos, hacían un radical rechazo a las aspersiones. 
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La respuesta gubernamental, en voz del Director de Estupefacientes, Gabriel de 

Vega y del Ministro de Defensa, Fernando Botero, fue la de reiterar la posición que se 

esgrim²a frente a gobiernos locales y frente a las comunidades movilizadas: la ñfumigaci·n 

no es negociableò y el PECIG deb²a continuar, insistiendo además en que los estudios sí 

estaban realizados y permitían afirmar la inocuidad del glifosato.160  (Vargas y Barragán: 

1995). 

El Ministro de Gobierno, Horacio Serpa, en todo caso, también dejaba clara la 

posici·n frente a las movilizaciones campesinas: ñ[é] no tienen razón de ser por cuanto no 

existe prueba alguna de que puedan afectar a la población.ò161 Al tiempo que insistían en 

que ñ[é] abstenerse de fumigar los cultivos ilícitos significaría hacerle juego a los 

narcotraficantes y guerrilleros [é]ò162 ñ[é] si no combatimos los cultivos il²citos quiere decir 

que estamos de acuerdo con los mismosò.163 

La conclusión de la sesión en la Cámara de Representantes finalizaba con el 

compromiso del Gobierno de visitar las zonas declaradas en paro cívico, no para negociar 

las AAG, sino para conocer la situación de los campesinos y explorar alternativas de 

desarrollo.  

Por lo pronto, los delegados de Miraflores sólo han recibido promesas. Se reunieron 
con el ministro de Gobierno, Horacio Serpa Uribe, con el director Antinarcóticos de 
la Policía, Leonardo Gallegos, y con funcionarios del Ministerio del Medio Ambiente, 
entre otros, sin que de manera definitiva hayan logrado torcer el destino de las 
fumigaciones.164 

Entre las promesas, estaba la de grandes inversiones a través del PDA realizada 

por el Director Nacional de Planeación, Antonio José Ocampo, el compromiso de que 

habrían funcionarios del Ministerio de Medio Ambiente en cada aspersión, y la afirmación 

de cumplimiento estricto de todas las normas técnicas y de auditoría ambiental amplia parte 

del Director de la Policía Antinarcóticos, General De Vega, quien adquirió la principal 

vocería en el espacio, a pesar de la presencia de otras autoridades como el Ministro de 

Agricultura y el de Defensa. (Congreso de la República, Cámara de Representantes, 1994) 

                                                
160 ñFumigaci·n no es negociable: Gobiernoò El Tiempo, 01 de diciembre de 1994, E11. 
161Como citado por ñGobierno defiende fumigaci·n con glifosatoò El Nuevo Siglo, 13 de diciembre de 

1994, 10. 
162 Como citado por ñGobierno defiende fumigaci·n con glifosatoò El Nuevo Siglo, 13 de diciembre 
de 1994, 10. 
163 Como citado por ñEl gobierno seguir§ con fumigaci·n en el Guaviareò El Mundo, 13 de diciembre 
de 1994, 10. 
164 ñSigue la alerta amarilla de los campesinosò Voz, 01 de diciembre de 1994, p. 14. 
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Entre tanto, las movilizaciones continuaban y parecían extenderse, siguiendo la 

estela de las AAG. Los repertorios de protesta también se intensificaron con el cerramiento 

político del Gobierno Nacional y progresaron hacia nuevas acciones como la toma del 

aeropuerto y el bloqueo de las vías de transporte terrestre y fluvial, y el cierre obligado del 

comercio de San José del Guaviare por parte de cerca de 3.000 campesinos, quienes por 

más de una semana se movilizaron exigiendo respuestas a la crítica situación en que 

estaban tras las erradicaciones165, pues seg¼n funcionarios p¼blicos del gobierno local  ñ[é] 

las fumigaciones dejaron a los campesinos y sus familias prácticamente sin qué 

subsistirò.166  

Ante la magnitud de la situación, los campesinos y las autoridades políticas locales 

proponían declarar emergencia económica para los territorios afectados, suspender las 

AAG, implementar PDA estructurales, y solicitaban veeduría internacional del conflicto. En 

ese sentido se pronunciaron el conjunto de los Gobernadores electos para los 

departamentos de la Orinoquía y la Amazonía: Meta, Casanare, Vaupés, Guainía, Vichada, 

Guaviare y Arauca.167 

 El Gobierno Nacional, por su parte, informaba que la comisión destacada siete días 

después del inicio de los bloqueos, no había podido llegar hasta la región por amenazas 

contra sus miembros. Dicha declaración fue rechazada por los representantes de las 

comunidades movilizadas, que indicaban que lo que se pretendía era la criminalización de 

la movilización campesina168 y, de hecho, la criminalización no tardó en intensificarse, a 

través de señalamientos de autoridades políticas y policiales nacionales que comenzaron a 

ser cada vez más temerarios de cara a la seguridad de los más de 20.000 campesinos 

movilizados para ese momento, al señalarlos como subversivos.169 

                                                
165 ñCultivadores de coca ocuparon el aeropuerto de San Jos®ò El Tiempo, 08 de diciembre de 1994, 

19A.  
166 Como citado en ñCampesinos en Guaviare se toman otra pistaò El Nuevo Siglo, 08 de diciembre 
de 1994, 15A 
167 ñSe desborda paro en el Guaviare. Asesinan a teniente de la Polic²aò l Nuevo Siglo, 13 de 
diciembre de 1994, 8. 
168 ñAmenaza de muerte por fumigaciones con glifosatoò El Espectador, 12 de diciembre de 1994, 

13A. 
169 ñSe desborda paro en el Guaviare. Asesinan a teniente de la Polic²aò el nuevo Siglo, 13 de 

diciembre de 1994, 8. 
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 Así se puede ver en las afirmaciones que el propio Ministro de Defensa, Fernando 

Botero, hacia al interior del CNE cuando esta entidad discutía sobre las movilizaciones del 

Guaviare: 

 [é] es de p¼blico conocimiento que la movilizaci·n campesina del Guaviare fue 
inducida por la guerrilla y el narcotráfico, y en su opinión es un error debilitar las 
acciones que se vienen adelantando, por lo que se deben hacer esfuerzos para 
erradicar la totalidad de los cultivos, de lo contrario el país se enfrentara con este 
problema a un triunfo de la guerrilla y el narcotr§fico [é] (CNE, 1994b, pp. 5-6) 

 El avance de las aspersiones, la consecuente extensión de la crisis socioeconómica 

y del conflicto, y la falta de respuestas gubernamentales a sus demandas fueron el 

combustible para que las protestas se extendieran y se intensificaran. Campesinos de los 

departamentos del Meta y Caquetá se sumaron a la movilización durante la segunda 

semana de diciembre, ante la impotencia de las autoridades departamentales que 

dependían tanto para la negociación como para la decisión sobre las AAG del Gobierno 

Nacional.170 

 La situación de desautorización política de los gobierno locales, municipales y 

departamentales, que les impedía resolver las negociaciones, iba en franca contradicción 

con lo formulado entre los principios del PDA y del Plan Nacional para Resolver el Problema 

de la Droga, que señalaban la necesidad de democratización en los territorios afectados 

por los CDUI, y de participación y corresponsabilidad del gobierno en todas sus instancias, 

y denotaba el carácter centralista, vertical y autoritario del PECIG. (CNE, 1994c) 

A la situación ya crítica, se sumaron las confrontaciones entre la guerrilla de las 

FARC y el ejército, que se daban de forma concomitante a las AAG y a la militarización de 

las zonas afectadas por los CDUI, y que en la segunda semana de diciembre dejaba un 

saldo de 11 soldados heridos, 1 policía muerto y una aeronave del programa de aspersión 

impactada. Todo ello redundaba en aumentar la tensión en medio de la persistencia de las 

protestas.171 

Y es que a pesar del ímpetu en la promoción de las AAG, para ese momento la 

capacidad operativa y militar del programa de erradicación parecía superada en muchos de 

los territorios operacionales por las fuerzas insurgentes. De hecho, en algunas zonas de 

                                                
170 ñParalizado Guaviare por protesta campesinaò El Nuevo Siglo, 12 de diciembre de 1994, 10A.  
171 ñEmboscada al Ej®rcito en San Jos®ò El Tiempo, 14 de diciembre de 1994, 18A. 
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aspersión del Guaviare la policía antinarcóticos sufrió severos impactos por parte del 

accionar insurgente. Así lo señala Vargas sobre las operaciones en Miraflores: 

El saldo en esta última zona fue una derrota estruendosa para la policía 
antinarcóticos encargada de las fumigaciones: de diez oficiales, suboficiales y 
agentes muertos en acciones de fumigación, siete caen en Miraflores durante 1995. 
A ello deberán agregarse los intentos de la guerrilla por tomarse la base 
antinarcóticos de Miraflores el 7 de agosto de ese año, con un saldo grave en vidas 
y violaciones al derecho internacional humanitario. (Vargas, 1999, p. 125) 

En síntesis, las acciones armadas del PECIG intensificaban el conflicto armado, 

político y social en las regiones intervenidas, a través de una respuesta gubernamental 

centrada en la represión. 

Con la situación in crescendo fue convocado un segundo debate de control político 

en el Senado de la república el 15 de diciembre de 1994. Allí, se reiteraron denuncias sobre 

afectaciones socioambientales de las AAG, y en particular el Senador Hernán Motta retomó 

la denuncia de una mayor toxicidad aguda del glifosato respecto a la informada por el 

gobierno, con efectos de irritación respiratoria, gastrointestinal y neurotoxicidad, 

evidenciada en las denuncias de las comunidades de territorios afectados, y señalaba que 

ni la solicitud del Procurador Delegado para Asuntos Agrícolas y Ambientales de suspender 

las AAG, ni la propuesta del Defensor de aplazarlas, habían sido atendidas.172 

Desde las autoridades policiales, el recién nombrado director de la Policía, General 

Rosso José Serrano, señalaba que  

[é] La autoridad no se puede concertar. Sembrar amapola es un delito contemplado 
en la ley 30 y si la Policía no persigue el narcotráfico pues quienes vamos a la cárcel 
somos nosotros, por cómplices. Si hay coca y amapola, pues Antinarcóticos tiene 
que erradicarla. No hay opci·n. [é] Es il²cito y hay que erradicarlos. Vamos a seguir 
con el glifosato.173 

Por su parte el ministro de gobierno, Horacio Serpa, reiteraba su defensa de la 

inocuidad de las AAG señalando que el ñ[é] uso del glifosato está sujeto a una permanente 

auditoría ambiental ejercida por una empresa idónea. Aseguró que la fiscalización sobre el 

programa de riego se realiza diariamente y que hasta el momento los responsables de esta 

auditoria no han detectado efectos secundarios.ò174 Esto sin responder a las denuncias de 

las falencias de dichos estudios indicadas por el Procurador Delegado para Asuntos 

                                                
172 ñáNo nos mover§náò Voz, 15 de diciembre de 1994, 5. 
173 ñDebemos volver a la calleò El País, 15 de diciembre de 1994, 3A.  
174 ñContinuar§ uso de glifosatoò El Tiempo, 15 de diciembre de 1994, 6A. 
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Agrarios y Ambientales, y sin presentar los informes citados, es decir, sin nuevas 

evidencias.  

Por su parte, los representantes de los campesinos movilizados señalaban: 

ñMantendremos nuestra lucha hasta que se suspenda la fumigación con glifosato y se 

instrumente una política adecuada de desarrollo y sustitución de cultivos ilícitosò.175  

Durante esta coyuntura, el Ministerio de Salud presentó un documento de 

evaluación técnico-científica del riesgo de las AAG, de autoría del toxicólogo Jorge Hernán 

Botero Tobón, subdirector de Ambiente y Salud de dicha entidad, que iniciaba resaltando 

su experticia: 

Contando el Ministerio con expertos de reconocida talla internacional en el tema del 
efecto en la salud pública del uso y manejo de plaguicidas, su posición al respecto 
debe ser determinada por un cuidadoso análisis de evaluación de riesgos en el 
campo sanitario, que armonice con los factores de relación riesgo/beneficio y 
costo/beneficio de la implementación de las políticas de estado. (Ministerio de Salud, 
1994, p. 1) 

 En todo caso, el documento resultaba ser un brevísimo informe que no contenía 

referencias bibliográficas, datos experimentales ni revisiones de literatura científica amplias, 

y que contaba como su única referencia a las fichas técnicas comerciales del glifosato. En 

resumen, señalaba el perfil toxicológico del glifosato como bajo, la categoría carcinogénica 

del grupo E de la EPA (sin evidencia de carcinogenicidad humano o animal), y de bajo 

riesgo ambiental, excepto para la fauna acuática, que presentaba toxicidad moderada al 

agente. A pesar del alineamiento argumental con la postura oficial, el documento también 

señalaba que el riesgo de deriva era muy alto, dadas las condiciones de aspersión del 

PECIG, lo que contradecía la postura oficial de las autoridades policiales y del ejecutivo 

nacional. El documento sólo se conoció al interior del CNE y no trascendió al debate público. 

(Ministerio de Salud, 1994)  

En todo caso, tras el segundo debate de control político del Congreso, el Gobierno 

Nacional convocó a los representantes de los campesinos movilizados en el Guaviare, el 

lugar de mayor concentración de protestantes y el más afectado por las aspersiones 

realizadas hasta ese momento, para instalar una mesa de negociación en Bogotá. 176 

                                                
175 ñáNo nos mover§náò Voz, 15 de diciembre de 1994, 5. 
176 ñEmboscada al Ej®rcito en San Jos®ò El Tiempo, 14 de diciembre de 1994, 18A. 
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 Tras la instalación de la mesa y con la activa mediación del Gobernador 

departamental del Guaviare, pocos días después se logró el acuerdo de San José del 

Guaviare entre el movimiento social y el Gobierno Nacional. Este partía del reconocimiento 

bilateral de la necesidad de eliminar los CDUI y acordaba la suspensión de las aspersiones 

para cultivos con extensión menor a tres hectáreas, sujeta al compromiso de sustitución 

financiada gubernamentalmente con recursos comprometidos por más de mil millones de 

pesos, y ligada a programas de desarrollo de infraestructura y programas sociales, 

estableciendo al Departamento como el piloto del PDA (CNE, 1995b). De igual forma, se 

acordó la veeduría de las comunidades, de la Procuraduría y de la Defensoría del Pueblo, 

además de los demás veedores gubernamentales, en las aspersiones sobre cultivos 

comerciales177. (Ver Figura 6) 

Si bien la mayoría del acuerdo coincidía con lo expresado en el PDA, el gobierno 

aumentaba sus compromisos políticos y financieros de forma importante con el mismo. Por 

otra parte, y aunque el propio PDA y la resolución 0001 de 1994 del CNE diferenciaban los 

cultivos pequeños de subsistencia de los cultivos comerciales, sólo viabilizando la 

erradicación manual o mecánica para los primeros, este acuerdo se comprometía a 

suspender las AAG sobre los pequeños cultivos, considerando los impactos 

socieconómicos que denunciaban las comunidades de los territorios asperjados, y la 

voluntad explícita de sustitución. Con todo, ese punto del documento levantó de inmediato 

serías controversias e implicó la deslegitimación parcial del acuerdo, y con ello, el 

preámbulo de nuevas movilizaciones. (Vargas, 1999) 

El conflicto se entiende mejor si se considera que, por una parte, la movilización 

social se generó alrededor de demandas por el respeto a los medios de subsistencia de las 

comunidades de los territorios asperjados, que solicitaban programas de sustitución 

efectivos, graduales y concertados, que, a pesar de los anuncios gubernamentales, no se 

estaban implementando de forma efectiva. 

 

 

 

 

                                                
177 ñAcuerdo de desmovilizaci·n en el Guaviareò El Colombiano, 16 de diciembre de 1994, 3A.  
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Figura 6 -Texto de los acuerdos de San José del Guaviare de 1995, reproducido por 
El Espectador 

 

 

  

 Por otra parte, el gobierno Samper se vio de inmediato presionado, nacionalmente 

por actores como el Fiscal General de la Nación, e internacionalmente por el gobierno 

estadounidense, porque consideraban que el punto del acuerdo que excluía las 

fumigaciones de los pequeños cultivos de subsistencia era una suerte de legalización de 

hecho de estos, y esto promovería la expansión de los CDUI. De hecho, al interior del propio 

CNE se surtió una tensa discusión entre el Fiscal General de la Nación, Alfonso Valdivieso, 

que señalaba de ilegal el acuerdo gestionado en cabeza del Ministro de Gobierno, Horacio 

Nota. Tomado de ñLevantaron el paro en el Guaviare.ò El 

Espectador, 16 de diciembre de 1994, 8A. 
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Serpa, y este último, que señalaba tales acusaciones como un atropello. (CNE, 1994b; 

Vargas, 1999) 

La respuesta del ejecutivo nacional, en cabeza del ministro Serpa, fue que en ningún 

caso los acuerdos implicaban una connivencia con los CDUI y que tanto la erradicación 

forzada como los planes de sustitución, y la continuidad de las AAG para cultivos 

comerciales desmentían tal hecho. Solo los cultivos menores de tres hectáreas serían 

destruidos manual o mecánicamente.178-179  

Pocos días después y cerca de las festividades de final de años, el CNE derogó el 

punto tres del acuerdo de San José del Guaviare, por considerar, como lo señalaba el 

Canciller Rodrigo Pardo, que era adverso para la imagen internacional del país, mientras 

reautorizaba la aspersión aérea para cultivos de cualquier extensión, aunque priorizando 

los métodos manuales y mecánicos para los CDUI pequeños. Solo dos semanas después 

de firmado el acuerdo, el gobierno daba el año nuevo a los campesinos con la fumigación 

de todos los cultivos de la vera del río Inírida 180-181 (CNE, 1994b; Vargas, 1999) 

 A la eliminación de este punto vertebral del acuerdo le siguieron anuncios como el 

del Ministro de Justicia, Néstor Humberto Martínez, en el que establecía un nuevo plazo de 

ocho meses para la erradicación completa de todos los CDUI en el país182. Así mismo, se 

comenzaba a perfilar el discurso del gobierno Samper de que ñno sería tolerada una sola 

de mata de coca en el paísò, anunciando una intensificación de las AAG.  

En ese sentido Serpa se¶alaba ñ[é] esos cultivos se deben erradicar y si bien la 

fumigación con glifosato presenta riesgos, estos se deben asumir dada la gravedad del 

problema.ò (CNE, 1994b, p. 6). Estas declaraciones también dejaban entrever que ante la 

dificultad señalada por el Ministro de Defensa de adelantar las erradicaciones manuales por 

el contexto de la guerra, el gobierno priorizaba las AAG, independiente del área cultivada, 

y a pesar de ir en contra de la normatividad marco del PECIG.  

De inmediato, los campesinos del Guaviare anunciaban una nueva movilización. 

Campesinos de Caquetá y Putumayo también anunciaban su intención de unirse a las 

                                                
178 ñSurge debate por presunta legalizaci·n de cultivos de cocaò El Espectador, 17 de diciembre de 
1994, 12A. 
179 ñContinuar§ uso de glifosatoò El Tiempo, 15 de diciembre de 1994, 6A.   
180 ñAmapola, lucha manualò El País, 20 de diciembre de 1994, 2A.  
181 ñEl Fiscal interpret· mal el acuerdo del Guaviareò El Tiempo, 21 de diciembre de 1994, 6A.  
182 ñCultivos il²citos ser§n erradicados con glifosatoò El Heraldo, 22 de diciembre de 1994, 10A. 
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movilizaciones, apoyados por autoridades locales que ya habían manifestado su oposición 

a las AAG183-184. La respuesta gubernamental era clara: no habría negociación, y por el 

contrario, como se expresaba en palabras del General Bedoya, habría una respuesta 

represiva, pues, equiparando a las movilizaciones campesinas con la insurgencia armada 

señalaba, ñ[é] vamos a someter con todo el poder de nuestras armas y del ej®rcito a los 

violentosò 185 

Esto no evitó que reiniciaran las movilizaciones en Putumayo, con epicentros en los 

municipios de Orito, Puerto Asís y Mocoa. Comenzaron el 22 de diciembre cuando cerca 

de cuatro mil campesinos de cerca de 600 comunidades interrumpieron la producción de 

petróleo de las instalaciones de Orito, en protesta por el anuncio de las AAG (que no habían 

iniciado en el departamento) y con una agenda de exigencias de desarrollo de 

infraestructura similar a la adelantada en Guaviare186-187. ñ[é] Piden acueductos, un 

hospital, el pago de maestros y médicos para la región y la realización de diálogos de paz 

con la guerrilla.ò188  

Ante la escalada de la protesta, el propio Gobernador del departamento, recién 

electo, Jorge Fuerbrinser, hacía un llamado de atención al Gobierno para resolver la 

situación, instando a responder a las exigencias campesinas siempre que ñ[é] en parte, las 

peticiones son justas. El Putumayo es un departamento abandonado y el gobierno no le ha 

dado la atención requerida.ò189.  

La protesta se amplió con la adhesión de los trabajadores públicos departamentales, 

los transportadores y los maestros que exigían el pago de los salarios atrasados de más de 

seis meses190. Las comunidades indígenas Katíoos, Ocuajes, Coreuajes, Ingas y Kamentzá 

también se pronunciaron exigiendo no realizar AAG en sus territorios, aduciendo la 

necesidad de adelantar consulta previa, y citando el bloque de constitucionalidad que 

impedía la fumigación con sustancias nocivas sobre sus territorios. 191 

                                                
183 ñNo al uso del glifosato en Putumayoò El Tiempo, 22 de diciembre de 1994, 6A. 
184 ñCrecen paros en el sur por mora estatalò El Espectador, 07 de enero de 1995, 9A. 
185 ñIndicios sobre nuevo paro antiglifosato en el Guaviareò El Espectador, 23 de diciembre de 1994, 
9A. 
186 ñProtesta campesina en Putumayoò El Colombiano, 29 de diciembre de 1994, 3A. 
187 ñParo c²vico en el Putumayoò El Colombiano, 03 de enero de 1995, 3A.  
188 ñPutumayo permanece en caosò El Espectador, 03 de enero de 1995, 1A. 
189 ñUltim§tum en Putumayoò El País, 03 de enero de 1995, 7D. 
190 ñAtaque campesino a planta de Ecopetrol en Putumayoò El Tiempo, 05 de enero de 1995, 1A. 
191 ñAnuncian nuevo paro c²vicoò Voz, 09 de enero de 1995, 14. 
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 En la voz del Ministro de Gobierno, Horacio Serpa, se anunciaba que no habría 

negociaciones bajo presión, y exigía el desalojo de las instalaciones de Ecopetrol y de las 

vías, a la vez que se ordenaba a las fuerzas armadas reforzar la presencia policial y militar, 

e intervenir para ñ[é] mantener bajo control las zonas de concentraci·n campesina.ò 192. La 

orden resultó en una operación de desalojo de las baterías petroleras ocupadas, en las que 

se produjeron entre uno y tres muertos de lado de los campesinos, hechos que no fueron 

confirmados oficialmente, y que la prensa registro de forma contradictoria. 193-194-195-196 

 La estrategia gubernamental era no sólo la militarización de la protesta, sino también 

continuar con la criminalización con el fin de deslegitimar al campesinado cocalero, 

claramente constituido como sujeto político alrededor de las movilizaciones. El gobierno 

se¶alaba que ñ[é] el narcotr§fico est§ interesado en que se siga cultivando hojas de coca 

y los guerrilleros en generar controversia política, situación que no será permitida por el 

Gobierno [é]197, cuya reacción era la respuesta militar. 

 A pesar de ello, la movilización se mantuvo y extendió en el tiempo sin que ninguna 

de las partes modificara sus reclamos, hasta que, sobre el 7 de enero, los campesinos 

levantaron de forma unilateral la ocupación de las baterías de bombeo y el bloqueo de las 

vías para viabilizar el diálogo con el Gobierno, que persistió en su negativa para negociar 

las AAG con los campesinos.  

  Así como nosotros estamos cumpliendo nuestra parte al despejar estas zonas, 
esperamos que el Gobierno cumpla la suya y venga a dialogar con nosotros lo del 
glifosato y lo de los planes socioeconómicos. Así como nosotros les reconocemos 
respeto esperamos que ellos y especialmente las Fuerzas Armadas respeten 
nuestros derechos de campesinos desarmados y no nos ataquen como lo hicieron 
en Orito.198 

La persistente negativa redundó en la continuidad de las manifestaciones en 

Putumayo199. Paralelamente se organizaron las primeras grandes marchas campesinas en 

el departamento de Caquetá, con epicentro en Florencia, que exigían al gobierno no fumigar 

                                                
192 ñPutumayo permanece en caosò El Espectador, 03 de enero de 1995, 1A. 
193 ñIntervenci·n militar en Putumayoò El Heraldo, 04 de enero de 1993, 8A. 
194 ñUn muerto en narcoprotestaò El Heraldo, 06 de enero de 1995, 6A. 
195 ñLa Hormiga, ¼ltima trinchera de campesinos del Putumayoò El nuevo Siglo, 06 de enero de 1995, 
6. 
196 ñMovilizaci·n militar hacia el Putumayoò El Espectador, 06 de enero de 1995, 9A. 
197 ñGobierno insiste en di§logo sin presionesò El Mundo, 06 de enero de 1995, 5. 
198 ñCrecen paros en el sur por mora estatalò El Espectador, 07 de enero de 1995, 9A. 
199 ñPutumayo se cans· de su ócrudaô realidadò El Tiempo, 08 de enero de 1995, 6A. 
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sus cultivos, entre otras peticiones que le fueron entregadas por medio de pliego al 

Gobierno Nacional al que se le exigió presencia con una comisión negociadora.200 

Finalmente, sobre el 10 de enero el Gobierno Nacional estableció una mesa de 

negociación en el municipio de Orito, Putumayo, en donde pretendía colocar como el centro 

de la agenda a los PDA201, que sin haber iniciado, ya contaban con altos grados de 

desconfianza, por antecedentes negativos en departamentos como Cauca, Caquetá y 

Guaviare202. El pulso de la negociación parecía haber sido ganado por los campesinos, 

pues el acuerdo logrado días después suspendía nuevamente las AAG sobre cultivos 

menores a tres hectáreas, aunque no reconocía la demanda de progresividad de la 

sustitución y la erradicación203. (Ver Figura 7) 

En el caso del Caquetá, una comisión de alto nivel del Gobierno Nacional realizó 

múltiples reuniones con distintas comunidades de cultivadores y recolectores, y acordaron 

un plan de sustitución en el que el compromiso de la comunidad era la erradicación de cerca 

de 30.000 ha, en contraprestación de servicios sociales, vías de acceso y proyectos 

productivos agrícolas, que ya estaban siendo promovidos por el propio campesinado y 

ONGs. En voz de los campesinos: ñCambiamos la coca por una carretera y escuelas.ò204. 

El acuerdo incluyó el compromiso de no fumigar los cultivos de subsistencia y viabilizar la 

erradicación manual. 

Uno de los comisionarios gubernamentales señalaba tras las negociaciones:  

Ellos han asumido que su negocio es ilícito con todo lo que eso conlleva, pero a 
pesar de que internacionalmente los muestran como eslabones en el negocio 
criminal que más dinero mueve en el mundo, viven en condiciones de pobreza 
absoluta y aspiran sinceramente a vivir de una actividad legítima.205  

 

 

 

                                                
200 ñCaquet§ prepara protestasò Vanguardia Liberal, 08 de enero de 1995, 3A. 
201 ñPiden a los campesinos cambiar coca por cauchoò El Heraldo, 10 de enero de 1994, 10A. 
202 ñGobierno enfrenta protestasò Vanguardia Liberal, 15 de enero de 1995, 7A. 
203 ñTermin· el paro en Putumayoò El Tiempo, 12 de enero de 1995, 1A-9A. 
204 Como citado por ñCambiamos la coca por una carretera y escuelasò El Tiempo, 26 de enero de 
1995, 9B. 
205 Como citado por ñNo a la coca, s² al cond·nò El Espectador, 29 de enero de 1995, 5A. 
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Figura 7 - Texto de los acuerdos de Orito, Putumayo, de 1995 reproducido por El 
Heraldo 

 

 

 

 Los nuevos acuerdos de Orito y del Caquetá parecían responder al mismo tiempo 

al interés de conservación inmediata de los medios de subsistencia que exigía el 

campesino, y a la estrategia de sustitución y erradicación del gobierno. Si bien no se 

registraron en la prensa otros acuerdos específicos en otros territorios que se habían 

adherido a las protestas, como el Cauca o el norte de Nariño, los acuerdos, y en particular 

el PDA, traducido en el lanzamiento del Plan Nacional de Desarrollo Alternativo (PLANTE) 

en mayo de 1995 en el Guaviare y que se concentraría en los cultivos de subsistencia 

supliendo ayuda técnica y financiera, titulación de predios y servicios asistenciales, entre 

Nota. Tomado de ñAcuerdo con el Gobiernoò El Heraldo, 11 de enero 

de 1995, 6A. 
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otros beneficios, tendría cobertura para los 14 departamentos con CDUI206. En síntesis, 

parecía responder, al menos parcialmente, a lo que reclamaba uno de los manifestantes 

desde el Putumayo, que en un contexto de ausencia de agua potable, escuelas, centros de 

salud y alto desempleo, señalaba: 

Estamos abandonados a la de Dios y el Gobierno sólo aparece para decir que nos 
va a fumigar todo y a todos con glifosato. Primero que se pregunte por qué nosotros 
estamos cultivando coca y tenga en cuenta que queremos cambiar de vida.207 

 Con todo, los acuerdos traían también una alta dosis de escepticismo por parte del 

campesinado y los gobiernos locales, por los antecedentes de acuerdos previos 

desconocidos y los planes de sustitución fracasados:  

El gobernador del Guaviare, Eduardo Fl·rez Espinosa [é] asegur· que la 
comunidad es muy escéptica en torno al funcionamiento óptimo del plan, actitud 
fomentada por más de 20 años de promesas en los cuales los planes se hicieron, 
pero los efectos nunca se vieron. Anotó que, para que el proyecto no se quede en 
buenas intenciones es necesario hacer obras de infraestructura como carreteras, 
puentes, puertos, hospitales y centros de salud.208 

El escepticismo era compartido, aunque por razones diferentes, por detractores 

políticos del gobierno en el orden nacional, que criticaban el acuerdo señalándolo de ser 

una muestra de la fragilidad gubernamental que encarnaba Samper, y su lastre de 

ilegitimidad por sus aducidos vínculos con el narcotráfico. Y es que a la par del aumento 

del área de CDUI reportada, aumentaba la construcción de un discurso fatalista sobre la 

relación de dichos cultivos y el orden social, como queda reflejado en una columna de 

opinión de Fernando Londoño que señalaba:  

 [é] El pa²s va al fondo del abismo en todos los ·rdenes. Y est§ pr·ximo un 
cataclismo económico que no se quiere advertir y mucho menos evitar. Esas miles 
de hectáreas esparcidas por el territorio nacional son nuestra perdición. Porque 
matan el trabajo honrado, quiebran la industria, alientan las importaciones 
desafiantes e imbéciles, destrozan lo que queda de las exportaciones y como 
anestesiados por la parra de especulaciones y mentiroso bienestar que el dinero fácil 
produce, nos llevan al cadalso sin una protesta, sin un grito, sin un ademán de 
defensa.209 

 A ello, el Gobierno respondía con su propia construcción discursiva y práctica, de 

que en Colombia se realizaba la ñ[é] m§s importante operaci·n de que se tenga 

                                                
206 ñErradicaci·n de cultivos en marchaò El País, 27 de mayo de 1995, 3A. 
207 Como citado por ñCoca vs. Petr·leo: un carnaval de blancos y negrosò El Espectador, 08 de enero 
de 1995, 5A. 
208 ñErradicaci·n de cultivos en marchaò El País, 27 de mayo de 1995, 3A. 
209 ñàQui®n manda aqu²?ò El Colombiano, 24 de enero de 1995, 5A. 
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conocimiento en el mundo contra la erradicaci·n de cultivos il²citosò210, encarnada en las 

AAG. De esa forma, si bien las aspersiones eran el nudo de la controversia y de la 

conflictividad que retaba la ya frágil legitimidad del ejecutivo nacional, también parecían ser 

una de sus mayores fuentes de fortalecimiento de cara a la agenda antidrogas internacional 

y a la necesidad de mostrarse nacionalmente como un actor fuerte en tal lucha.211 

 Pese a ello, el fortalecimiento de las AAG pasaba necesariamente por la superación 

de las movilizaciones, fuese por la vía de la negociación, como con los acuerdos y el PDA, 

o por la vía de la militarización que ya iba en aumento en los territorios asperjados, de la 

mano de un fortalecimiento en términos de personal y equipos, que comenzaba a proyectar 

un discurso que vinculaba de forma ñinseparableò a la insurgencia con los CDUI, por lo que 

la confrontación militar de estos últimos era necesaria. Es relevante señalar que ya en este 

periodo, el Gobierno colombiano y las autoridades militares llamaban a la opinión pública, 

y a los actores internacionales, especialmente a EE.UU., a asumir a las FARC, al ELN y a 

las otras insurgencias como ñnarcosubversiónò. 212 

 El gobierno estadounidense por su parte, también recibía con malestar los procesos 

y los resultados de la lucha antidrogas en Colombia hasta ese momento. De hecho, 

nuevamente el embajador estadounidense, Myles Frechette, se refería al proceso de 

certificación estadounidense de cooperación en la lucha antidrogas, señalando la alta 

probabilidad de que el país recibiera una calificación negativa.213 

Las reacciones oficiales y de la sociedad civil no se hicieron esperar. Desde el 

Embajador de Colombia en Washington, pasando por diferentes voces en el Congreso de 

la República, así como representante de gremios económicos y líderes de opinión pública 

de medios de comunicación, señalaban casi al unísono la desproporción de los 

señalamientos estadounidenses. Carlos Lleras de la Fuente, embajador en Washington 

señalaba:  

En algunos momentos, se tiene la sensación de que el tema de la certificación es 
una forma de llevar del cabestro al país. Lo hacen con un estilo amenazante, 
utilizando el poder económico que tienen los Estados Unidos dentro de las entidades 
multilaterales, convirtiéndolo en un arma injustamente empleada.214 

                                                
210 Como citado por ñEl gobierno de las FARC en Guaviareò El Tiempo, 11 de enero de 1995, 9ª. 
211 ñLos narcod·lares cambian de moralò El Colombiano, 02 de enero de 1996, 11B. 
212 ñEj®rcito pide solidaridadò El País, 28 de enero de 1995, 3A. 
213 ñExtra¶eza oficial con Frechetteò El Espectador, 29 de enero de 1995, 5A. 
214 Como citado por ñFrechette: eco del congresoò El País, 03 de febrero de 1995, 3. 
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En la prensa, por otra parte, analistas como DôArtagnan invitaban a Frechette a 

reconocer que todas las medidas adoptadas por los gobiernos de Gaviria y Samper, lejos 

de contestar la autoridad estadounidense habían ido al extremo de ser consideradas como 

ñentreguistasò ante la actitud colonialista de EE.UU., siempre que incluso se había llegado 

al límite de nombrar a un director general de la policía previamente aprobado por el gobierno 

estadounidense, Roso José Serrano, y que se habían continuado las AAG a pesar de la 

alta conflictividad que generaban.215 (Vargas, 1999) 

En todo caso el Presidente Samper salía al paso realizando declaraciones en las 

que reiteraba el compromiso de ñ[é] erradicar todos los cultivos ilícitos en un periodo 

máximo de dos añosò216, para lo que anunciaba que el ejército comenzaría a participar 

directamente de las operaciones de erradicación217. Así, no sólo se ampliaba el plazo de 

meses inicialmente establecido para la ñerradicación totalò, sino que se profundizaba la 

militarización del problema, que ya mostraba no sólo una intensificación de la conflictividad 

territorial, sino un aumento del área de CDUI, pues a pesar de la ampliación de las 

aspersiones, el área total de CDUI continuaba en aumento (CNE, 1994a). Así, en palabras 

de María Jimena Duzán: 

El gran reto de la Policía Antinarcóticos, como bien me lo advertía el coronel Gallego, 
es fumigar más rápido de lo que se siembra. Un reto loable y hasta heroico, pero 
que es tan difícil de cumplir como la promesa del presidente de erradicar totalmente 
los cultivos ilícitos del país.218 

 La meta establecida implicaba, desde la estrategia gubernamental, la ampliación de 

las AAG. Para ello, el financiamiento estadounidense era clave y la tensión diplomática 

parecía obstaculizar el desarrollo tanto de la agenda antidrogas estadounidense, como el 

quehacer local del gobierno colombiano. Por ello, a pesar de que durante el periodo del 

gobierno Samper se mantuvo un alto grado de tensión de las relaciones bilaterales, y pese 

a las continuas certificaciones condicionadas que sucederían en 1995, 1996 y 1997, en 

ningún momento se cortó el flujo económico hacia la guerra antidrogas nacional, 

concentrado marcadamente sobre la compra de equipos e insumos para las AAG. 219 

                                                
215 ñDear Mr. Frechette:ò El Tiempo, 05 de enero de 1995, 5A. 
216 ñSe entorpece el panorama de di§logosò Vanguardia Liberal, 19 de febrero de 1995, 3A. 
217 ñEj®rcito acabar§ cultivos il²citos.ò El Mundo, 19 de febrero de 1995, 12. 
218 Como citado por ñMi hora ceroò El Espectador, 07 de marzo de 1995, 2A. 
219 ñMi hora ceroò El Espectador, 07 de marzo de 1995, 2A. 
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 Con todo, en 1995 Estados Unidos certificó, por primera vez, de forma condicionada 

la colaboraci·n colombiana aduciendo motivos de ñintereses nacionales vitales de EE.UU.ò, 

que el propio presidente Clinton explicaba así:  

Aunque el gobierno colombiano necesita hacer más en sus esfuerzos contra las 
drogas, una disminución de la cooperación bilateral, que resultaría de negarle la 
certificación, tendría como consecuencia un aumento en el flujo de narcóticos que 
entran a este país. [é] La coca²na es el más serio problema que encara Estados 
Unidos. Los costos sociales que impone se pueden medir a través de las vidas que 
destruye la adicción y la violencia que produce. Tres cuartas partes de la cocaína 
que se consigue en el mundo viene de Colombiaò220  

 La ponencia de Clinton frente al Congreso que proponía la certificación 

condicionaba aprobada, también señalaba el conjunto de críticas de dicho gobierno al 

colombiano en materia antidrogas, y de esa forma planteaban una agenda de actuación 

coactiva para el gobierno sudamericano. Entre las numerosas críticas se destacaban las 

que atañían a la normatividad insuficiente para la persecución al lavado de activos, la 

extinción de dominio, la extradición, las penas contra participantes y líderes de carteles, la 

corrupción institucional, entre otras (Departamento de Estado, 1996). La principal carta a 

favor del gobierno colombiano eran las AAG, de las que se señalaba que el país había 

adelantado  

[é] una campa¶a a®rea de erradicaci·n contra los cultivos il²citos que el gobierno 
colombiano ha llevado a cabo a pesar de las protestas a gran escala de los 
cultivadores. Colombia sigue siendo el único productor de coca que permite la 
erradicación aérea de cultivos ilícitos.221  

 Con todo, la conclusi·n era contundente ñColombia no cooperó plenamente con los 

Estados Unidos ni tomó los pasos adecuados para combatir el narcotráfico por su 

cuentaò222. De fondo, la exigencia era la puesta al servicio de todos los estamentos y 

recursos del Estado colombiano para satisfacer las exigencias estadounidenses, cuyo 

cumplimiento era valorado unilateralmente por este último.   

 Poco después se publicó un informe estadounidense que reportaba el aumento 

continuo del área de CDUI en el país, que para ese momento eran de cerca de 60.000 ha, 

distribuidas en 23 de los 32 departamentos, según las cifras reveladas223. A pesar de ese 

rev®s para la pol²tica gubernamental, Samper insist²a en que habr²a ñ[é] erradicación de 

                                                
220 Como citado por ñInforme oficial sobre Colombiaò El Colombiano, 03 de marzo de 1994, 7B 
221 Como citado por ñColombia no llen· expectativasò El Tiempo, 02 de marzo de 1994, 8A. 
222 Como citado por ñColombia no llen· expectativasò El Tiempo, 02 de marzo de 1994, 8A. 
223 ñHay 23 departamentos blanco de narcocultivosò El Tiempo 01 de mayo de 1995, última B. 
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cultivos a cualquier precio. En Colombia no puede quedar ni una sola mata de cocaò224, y 

anunciaba la compra de ñ[é] más de cien helicópteros blindados y equipados con la última 

tecnología y destinados a las bases de la Policía Antinarcóticos, para optimar los trabajos 

de fumigaci·n de cultivos il²citos en el pa²s.ò 225 

 A pesar de los anuncios, según los propios informes de la policía antinarcóticos, los 

problemas de las operaciones de aspersión iban más allá de la falta de equipos. A la 

disposición muy limitada de infraestructura aeronáutica, aeronaves, personal entrenado e 

insumos, se sumaba las condiciones de conflicto armado de los territorios asperjados, que 

continuamente incapacitaban las aeronaves por ataques armados.  

During 1995, the cost of the counternarcotics effort to the Colombian 
counternarcotics police remained high. The CNP suffered 15 fatalities and 17 
wounded in the line of duty. Three of the dead were pilots on erradication missions. 
These losses did not lessen the commitment of the CNP to the counternarcotics 
effort, and intelligence sharing continued with a range of international law 
enforcement entities. (Departamento de Estado, 1996, 83) 

Pero otra de las condiciones que parecía obstaculizar las operaciones de forma 

ineludible eran las condiciones climatológicas, que en algunos territorios habían suspendido 

hasta la mitad de las operaciones planeadas226. (CNE, 1994a) 

 El diseño y operación de las AAG también eran cuestionadas. Por ejemplo, en el 

caso del Guaviare, se cuestionaba por qué el 90% de las aspersiones se concentraban 

sobre los cultivos de subsistencia de San José, e incluso afectando a cultivos de sustitución, 

si el diagnóstico claro era que los cultivos comerciales se encontraban en Miraflores. 227 Al 

respecto el obispo de Guaviare señalaba: 

Se fumiga única y exclusivamente las pequeñas propiedades de los colonos. Los 
grandes cultivos están a salvo por la corrupción que los grandes traficantes puedan 
generar en las autoridades y por temor a la guerrilla. (Como citado por Salazar, 1998: 
131) 

 Así, con la continuidad y aumento de las AAG, también continuaban las denuncias 

de afectaciones agropecuarias y sanitarias sobre los territorios y poblaciones asperjadas. 

Los propios cultivos pilotos del programa Plante se veían afectados, como lo señalaba la 

funcionaría del programa, Omaira Morales, quien en el marco del ñPrimer Taller 

                                                
224 Como citado por ñHay 23 departamentos blanco de narcocultivosò El Tiempo 01 de mayo de 1995, 

última B. 
225 ñHay 23 departamentos blanco de narcocultivosò El Tiempo 01 de mayo de 1995, última B. 
226 ñDesnarcotizar al Guaviareò El Tiempo, 25 de mayo de 1995, 4A. 
227 ñDesnarcotizar al Guaviareò El Tiempo, 25 de mayo de 1995, 4A. 
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Internacional Sobre Cultivos Ilícitosò realizado en el IEPRI de la Universidad Nacional de 

Colombia (UNAL) en junio de 1995, denunciaba: 

[é] en el Guaviare, el plan ha sido m§s bien un desplante. Muchos estanques 
piscícolas y cultivos de maíz y yuca que se habían constituido en la esperanza para 
después de la fumigación, murieron este mes bajo una lluvia de glifosato.228  

En el mismo evento se denunciaron afectaciones a la salud, en particular sobre 

comunidades indígenas, como toxicidad mucocutanea, abortos y malformaciones fetales 

en territorios Arsarios y Coguis. Al final, las conclusiones del taller eran contundentes en las 

críticas al programa PLANTE y en la exigencia de mayor concertación en los programas de 

erradicación y sustitución.229 

 Múltiples autoridades políticas también continuaban manifestando su rechazo a las 

AAG conforme estas avanzaban por el territorio nacional. Era el caso de más de doce 

alcaldes del departamento de Antioqu²a que ñpidieron medidas alternativas para destruir los 

cultivos ilícitos, pues consideran que con la aspersión el herbicida destruye la fauna y la 

flora y se empobrece aún más el campesinado.ò230 La respuesta, en voz de Álvaro Uribe 

Vélez, recién posesionado gobernador de Antioquía, iba en la misma línea del Gobierno 

Nacional ñ[é] se erradicarían los cultivos y esa era una decisión tomada.ò231 

 En el Magdalena también se pronunciaron en contra de los anuncios de AAG en la 

Sierra Nevada de Santa Marta, el conjunto de autoridades políticas, civiles y entes de 

control relacionados con el tema, y se propuso la realización de un plebiscito denominado 

ñPor la paz y en defensa de la Sierra Nevada de Santa Martaò. Ante la magnitud de la 

protesta, el Gobierno Nacional en voz de la Ministra de Medio Ambiente, Cecilia López, y el 

Ministro de Defensa, Juan Carlos Esguerra, revocaron la medida señalando que se 

realizaría erradicación mecánica en dicho territorio.232 

 También se presentaron movilizaciones de pequeña magnitud y duración en 

territorios como el norte del Cauca y el sur del Valle en contra de las AAG, acciones como 

el bloqueo de las vías de acceso a los municipios azucareros en el suroccidente del Valle 

                                                
228 Como citado por ñLas mil y un mentiras de los narcocultivosò El Espectador, 18 de junio de 1995, 
3C. 
229 ñEl PLANTE es un desplanteò Voz, 21 de junio de 1995, 7. 
230 ñNo a la fumigaci·n con Glifosatoò El Mundo, 20 de febrero de 1995, 7. 
231 ñLa paz en Antioquia, bajo ecos de guerraò El Colombiano, 09 de abril de 1995, 5D. 
232 ñSierra no ser§ fumigadaò El Heraldo, 05 de octubre de 1995, 11A. 
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del Cauca, que no tuvieron mayor repercusión en el debate, ni lograron respuestas 

diferentes de parte del Gobierno Nacional.233 

 Cabe destacar que a la par de la política nacional, también se presentaban procesos 

de autogestión campesina de sustitución, como en el caso de los municipios de Rosario, 

Policarpa, Leiva y Cumbita del norte de Nariño, en donde los cultivadores organizados le 

solicitaron al Gobierno Nacional no adelantar las AAG y atender sus necesidades 

socioeconómicas: tampoco obtuvieron respuestas diferenciadas.234 

 En el ámbito de las relaciones bilaterales con EE.UU, a la par que el proceso 8.000 

implicaba una creciente deslegitimación política de Samper, por la vinculación de altos 

funcionarios clave durante su campaña, como el Procurador General, Orlando Vásquez 

Velásquez, y el Ministro de Defensa, Fernando Botero Zea, que terminarían saliendo del 

gobierno por las serias acusaciones y pruebas en su contra sobre su vinculación con los 

carteles del narcotráfico, el proceso de tutelaje de los EE.UU. sobre la política antidrogas 

colombiana aumentaba.235 

 En ese sentido, el semanario Voz señala que durante el gobierno Samper se 

ampliaron las bases militares en el país, y en particular, las relacionadas con la lucha 

antinarcóticos vinculadas con la DEA. Según indica esta fuente, en este periodo se habría 

construido   

[é] un poderoso centro de instrucci·n y de operaciones en el municipio de Mariquita 
al norte del departamento del Tolima. Según se informó es una Escuela de 
Formación de unidades de combate contra el narcotráfico, pero lo que no se dice es 
que es manejada por la DEA, la que puso la infraestructura, designa los profesores 
y ordena los operativos.ò236 

Así, el financiamiento y las exigencias diplomáticas estadounidenses estaban 

acompañada de una mayor y progresiva supervisión militar y política de las AAG y otras 

actividades antidrogas, que iban desde supervisión directa de actividades de aspersión y 

supervisión de las auditorías ambientales, hasta su participación en los escenarios 

nacionales de definición y evaluación de la política.237 

                                                
233 ñBloqueo campesino en el sur del Valleò El Tiempo, 02 de mayo de 1995, 4E. 
234 ñEn el norte de Nari¶o se cansaron de la cocaò El Tiempo, 16 de julio de 1995, 20A. 
235 ñFue una larga cintaéò El País, 03 de agosto de 1995, 7A. 
236 ñLos gringos son los que mandanò Voz, 07 de junio de 1995, 8-9. 
237 ñEmbajada americana supervis· la lucha antidrogas en el Cesarò El Heraldo, 13 de julio de 1995, 

5D. 
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 En ese contexto, la captura de los máximos líderes del cartel de Cali, así como una 

disminución de los precios de la base de los narcóticos en el mercado local, no sólo eran 

buenas noticias para el gobierno, sino que los animaba a realizar anuncios de que se 

ganaría la guerra antidrogas. Pero el costo de la guerra en los territorios asperjados 

aumentaba. Así, la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento 

(CODHES) advertía que entre los nuevos factores importantes para el desplazamiento 

forzado en Colombia, más allá de la acción directa de los actores armados en conflicto, se 

encontraban las AAG. También llamaba a considerar el impacto de las mismas sobre 

poblaciones que en una importante proporción ya había sido víctimas de procesos de 

desplazamientos previos, vinculados con la violencia armada o con otros fenómenos 

sociales, como la caída de los precios del café y otros productos agropecuarios generada 

por la apertura económica promovida por el gobierno Gaviria.238 

La crítica situación de derechos humanos ya venía siendo retratada y resaltada para 

ser considerada en el contexto del PECIG por varios actores académicos y ONGs 

nacionales e internacionales especializadas en el tema. Así, Rodrigo Uprimny señalaba, en 

una publicación de alto impacto financiada por la cooperación europea, que en 1988 morían 

en Colombia en promedio 10 personas por razones ideológicas, y que para 1992 ese 

panorama se agravó, siendo que 12 personas eran asesinadas diariamente por ese motivo.  

Si a ello agregamos el gran número de familias colombianas desplazadas por la 
violencia, y las numerosas detenciones arbitrarias por autoridades oficiales, es lícito 
concluir que Colombia sigue viviendo una verdadera crisis de derechos humanos. 
(Uprimny, 1994, pp. 64-65) 

La alerta pareció acertada, cuando algunos meses después la Alcaldía de 

Miraflores, Guaviare, reportaba que cerca del 80% de la población del municipio se había 

desplazado debido a los operativos antinarcóticos y los hostigamientos de la fuerza 

pública239. No fue el único caso, sino que la situación parecía generalizada entre las 

poblaciones donde se habían concentrado las AAG: por ejemplo, en Remolidos, Caquetá, 

la población disminuyó cerca de 75%, asociada a la destrucción agropecuaria generalizada 

que produjeron las aspersiones, y a la concomitante llegada del paramilitarismo a la 

región240. Esa última denuncia también se repetía en otros territorios asperjados: de la mano 

de la guerra antidrogas y las AAG llegaban, para quedarse, las fuerzas paramilitares. 

                                                
238 ñAumenta fen·meno de los desplazadosò El Colombiano, 02 de diciembre de 1995, 2A. 
239 ñInstalada Mesa Nacional de Concertaci·nò Voz, 12 de noviembre de 1996, 10. 
240 ñEl fantasma de Remolinoò El Espectador, 15 de diciembre de 1996, 6A. 
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 La situación era crítica y como la misma CODHES señalaba, el avance de las AAG 

probablemente generaría un nuevo estallido social, por las condiciones de vida de los 

territorios afectados, y los precedentes que se estaban generando241. Esta alerta era aún 

más relevante si se consideraba que el cumplimiento de los acuerdos del Guaviare y 

Putumayo, así como el avance del programa PLANTE presentaban un balance crítico. En 

los dos casos el cumplimiento era muy inferior a los compromisos establecidos, puesto que 

los problemas se concentraban en la disponibilidad, transferencia y gestión de los recursos, 

así como en otros asuntos operativos de mucha relevancia, como la necesidad de titulación 

de las tierras campesinas para viabilizar los proyectos productivos, asunto que estaba casi 

plenamente estancado.242- 243  

Las autoridades se intercambiaban la responsabilidad por el incumplimiento, y 

también acusaban a los campesinos por los fracasos, al no ser capaces de cumplir con 

requisitos como certificar la propiedad de la tierra en que trabajan, o de capacidad de 

responder con las condiciones para créditos de la Caja Agraria.244 

Así, el año de 1995 terminaba con una nueva alerta de paro en zonas cocaleras 

producido por la intransigente erradicación gubernamental, las enormes críticas y 

limitaciones de los programas de sustitución, y el incumplimiento de los acuerdos de enero 

de 1995, en un contexto de alta violencia concentrada sobre los territorios rurales afectados 

por los CDUI245. Como consecuencia, la segunda semana de enero de 1996 las 

comunidades firmantes de los acuerdos del Putumayo enviaban un ultimátum al Gobierno 

Nacional que anunciaba una nueva paralización de persistir los incumplimientos.  

Al ultimátum campesino le sobrevino la inmediata criminalización de la naciente 

movilización, como lo representaba el comandante de la policía, coronel Orlando Díaz Plata, 

al declarar para la prensa que ñlos campesinos no quieren sumarse al paro, pero están 

obligados por la subversiónò246 y establecer nuevamente la relación campesinos-

insurgencia que el Gobierno Nacional levantaba frente a cada protesta y movilización 

                                                
241 ñAumenta fen·meno de los desplazadosò El Colombiano, 02 de diciembre de 1995, 2A. 
242 ñLos narcod·lares cambian de moralò El Colombiano, 02 de enero de 1996, 11B. 
243 ñLos gobiernos no han hecho sino tomarnos del peloò El Colombiano, 07 de enero de 1996, 9A. 
244 ñFarc arman a campesinosò El Tiempo, 15 de enero de 1996, 1A. 
245 ñAlertan sobre paro en zonas cocalerasò El Tiempo, 22 de diciembre de 1995, 10A. 
246 ñFarc arman a campesinosò El Tiempo, 15 de enero de 1996, 1A. 
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campesina alrededor de los CDUI. Así, no era de extrañar que el vocero del movimiento del 

Putumayo, Víctor Leguizamón Delgado, fuese amenazado de muerte por sus labores.247 

Figura 8 - Pliego de exigencias de comunidades campesinas del bajo Putumayo, paro 
cocalero del suroccidente, 1995, reproducido por El Colombiano 

 

 

 

  

 Pero la violencia estatal no era la única en los territorios afectados por los CDUI. 

Efectivamente el control territorial de las insurgencias de las FARC y el ELN eran amplios, 

estableciendo normas de comportamiento, de justicia, económicas y desarrollando 

funciones estatales en dichos territorios amparados en su control militar. El reto para el 

desarrollo de la institucionalidad gubernamental era así aún mayor, pues en dichos 

territorios la única presencia histórica estatal, cuando había existido, era la represiva, que 

se reeditaba con las AAG y la militarización asociada. Así, las nuevas figuras, como el 

PLANTE, o los alcaldes elegidos popularmente por primera vez en la historia nacional, no 

sólo heredaban la desconfianza de la relación Estado-comunidad atravesada por el 

abandono y la violencia, sino que también la sufrían.  

Por ejemplo, el 9 de enero de 1996 las FARC ejecutaron al alcalde de Miraflores 

(Guaviare), Mauro Restrepo Olivera, ñ[é] considerado un defensor de las fumigaciones con 

glifosato de cultivos ilícitosò248. Otros 500 alcaldes, cerca del 50% de los existentes, 

                                                
247 ñLos gobiernos no han hecho sino tomarnos del peloò El Colombiano, 07 de enero de 1996, 9A. 
248 Siete alcaldes han sido asesinados en diez mesesò El Nuevo Siglo, 17 de enero de 1996, 10. 

Tomado de ñLos gobiernos no han hecho sino tomarnos del 

peloò El Colombiano, 07 de enero de 1996, 9A. 
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cumplían sus labores en medio de amenazas similares, de distintos actores armados. Sin 

duda alguna, el conflicto en las zonas afectadas por los CDUI iba mucho más allá del 

problema de las drogas ilícitas, y se veía determinado por el conflicto armado.  

En la línea de militarización de dichos territorios, el gobierno estableció la mayoría 

de municipios afectados por CDUI como ñZonas especiales de orden públicoò, lo que 

implicaba la limitación de libertades civiles a y extenso control de las autoridades militares, 

que contaban con la potestad de omitir temporalmente controles judiciales o de otro tipo 

para las acciones policivas o militares. En la práctica, era una forma de estado de excepción 

confinado a dichos territorios, que también implicaba consecuencias económicas, por 

ejemplo, asociadas a la restricción para el acceso a medicamentos, gasolina, cemento, 

alimentos y otros, que en algunos casos quintuplicaban su precio regular (CNE, 1994a; 

1996c). Argumentando dichas dificultades, el reemplazo establecido por el Gobierno 

Nacional para el alcalde asesinado en Miraflores fue una autoridad militar, el Coronel de la 

policía José Antonio Poveda, que asumió el mandato de la ciudad en medio de la escalada 

de la tensión por las inminentes protestas cocaleras.249   

De hecho, las movilizaciones cocaleras fueron el contexto del inicio de la 

radicalización de la guerra sucia contra la población civil por parte del aparato militar y 

paramilitar. Vargas, relata la situación de esta forma: 

En altos círculos tanto del poder civil como militar comenzaron a plantearse una 
estrategia para Miraflores: la erradicación de sus habitantes como única salida al 
problema. El pueblo se convirtió en el principal objetivo militar para 1996 en el marco 
de la estrategia antidroga. 

Como parte de ese objetivo, se creó la primera Escuela de Fuerzas Especiales 
Antiterroristas del ej®rcito en la Base de Infanter²a de Marina ñEl Barrac·nò en San 
José del Guaviare, que se inauguró el 14 de julio de 1996. La estrategia se 
complementó con una legislación para la guerra: los instrumentos jurídicos para la 
pacificación de las zonas de colonización fueron los Decretos 0900 y 0717 con los 
cuales se violentó, entre otros, el poder civil de los alcaldes y gobernadores, la libre 
movilización de las personas y se afectaron garantías como el debido proceso 
contemplado en el artículo 28 de la Constitución. 

Con el argumento de combatir a la narcoguerrilla se inició en la vereda Buenos Aires 
de Miraflores el 13 de julio de 1996, por parte de la fuerza pública, un operativo que 
buscaba obligar a la población a un retiro forzoso de la zona. 

Las primeras denuncias hacían prever una situación grave en materia de Derechos 
Humanos: 

                                                
249 ñM§s bien, Zona Especial de Inversi·n Socialò Voz, 17 de julio de 1996, 6. 
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Incendio de viviendas de los campesinos con todos sus haberes sin que se les 
permitiera sacar algo de las casas. 

Robos de joyas, dineros y enseres por parte de quienes adelantan los operativos. 

Órdenes de desalojo de la zona sin derecho a retornar por los bienes o las fincas. 

Acusaciones de ser narcoguerrilleros y por tanto objeto de medidas inconsultas y 
violatorias de los procedimientos judiciales establecidos. 

Riguroso control a la circulación de alimentos o medicamentos para la región. 

Incautaciones de radiotransmisores de las comunidades, prejuzgadas como 
auxiliadores de la guerrilla. (Vargas, 1999, p. 126) 

Aun así, tanto en el Guaviare, como en la mayoría de zonas impactadas por las AAG 

se anunciaba que con la nueva agenda de aspersiones de 1996 iniciarían las movilizaciones 

campesinas: si había fumigaciones habría protestas. 

Ya sobre mediados de año, y en el marco de la inminente movilización campesina, 

una manifestación de comunidades indígenas articuladas a la Organización Nacional 

Indígena de Colombia (ONIC) se tomó pacíficamente la Conferencia Episcopal Colombiana 

para exigir al Estado el cumplimiento de sus deberes constitucionales en materia de 

protección de derechos humanos y cumplimiento del ordenamiento territorial diferenciado, 

exigencias entre las que se solicitaba la suspensión de las AAG porque ñ[é] acaba con el 

entorno de las comunidades y porque genera enfrentamientos entre los campesinos que se 

desplazan a sembrar coca y los indígenas que habitan esas tierrasò250.  

La toma, que llegó a contar con más de un millar de indígenas y fue realizada en 

múltiples sedes de la Conferencia Episcopal, sedes del INCORA, del Ministerio del Interior 

y la Gobernación de Risaralda, terminó casi un mes después sobre la primera semana de 

agosto, en medio del pico de las movilizaciones cocaleras del suroccidente, tras lograr 

acuerdos con el Gobierno que  se centraron en el objetivo de frenar el desplazamiento de 

las comunidades indígenas a través del cumplimiento de las responsabilidades en términos 

de derecho territorial y derechos humanos para con las mismas251. 

 Sobre el 15 de julio de 1996 inició la segunda gran movilización de campesinos en 

protesta por las políticas de erradicación y sustitución. El movimiento inició en Guaviare con 

                                                
250 Como citado por ñInd²genas se tomaron sede de la Conferencia Episcopalò El Colombiano, 06 de 
julio de 1997, 2A. 
251 ñFin a toma del Episcopadoò El País, 04 de agosto de 1996, 3A. 
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sus puntos de concentración en San José y Miraflores, y de inmediato fue respondido 

militarmente con la movilización de los batallones Joaquín París y de la Brigada Móvil 

número Dos del ejército que instalaron retenes en las vías que iban hacia las ciudades 

punto de concentración para impedir la congregación campesina252. Algunos medios 

señalan que los militares llegaron a dinamitar la vía Miraflores para impedir la concentración, 

lo que sin embargo, no habría evitado que la protesta aumentara y se intensificara, por 

medio de acciones como la toma del aeropuerto de Miraflores, pero sí hizo casi imposible 

que no se presentará una confrontación con la población civil. 253-254 

 A la movilización del Guaviare le siguió la del Putumayo, iniciada sobre el 28 de julio 

de 1996, que bloqueando las vías de acceso a Puerto Asís pedía que se cumplieron los 

acuerdos de enero de 1995 firmados por el gobierno. Como precedente inmediato las AAG 

habían reiniciado la misma semana que inició el paró, haciendo que los campesinos 

cumpliesen su anuncio de movilizaciones255. Una semana después, las protestas se 

intensificaron con el intento de toma del aeropuerto de Puerto Asís que produjo un grave 

incidente violento, en dónde el ejército habría disparado en contra de los manifestantes, 

dejando un saldo de dos personas muertas y 23 heridas, de las cuales 22 eran heridos de 

bala, según manifestaba el Gobernador del Putumayo y los voceros de la manifestación, 

que fueron contradichos por el Ministro de Defensa (e), Almirante Holdan Delgado Villamil, 

que se apresuró a negar que las tropas del ejército hubiesen disparado 256-257. 

Las protestas se extendieron por Caquetá y otros territorios, y se mantuvieron en 

Putumayo y Guaviare. Tras casi cinco semanas de paralización en el suroccidente, el 11 

de agosto campesinos del Meta concentrados en el municipio de Mapiripán se unieron al 

paro cocalero, solicitando una comisión negociadora con la misma agenda del Putumayo258. 

También se unieron campesinos de Puerto Inírida, en el Departamento del Guainía.   

 

                                                
252 ñParo campesino se extiende en Guaviareò El Tiempo, 16 de julio de 1996, 9A. 
253 ñDesplantes con el planteò El Tiempo, 21 de julio de 1996, 6A. 
254 ñEl sur del pa²s sigue en paroò El País, 31 de julio de 1996, 3A. 
255 ñPutumayo entr· en paroò El Espectador, 28 de julio de 1996, 8A. 
256 ñTensa calma en Puerto As²s luego de la asonadaò El Nuevo Siglo, 04 de agosto de 1996, 6. 
257 ñGobierno y cocaleros inician hoy negociaciones en Putumayoò El Nuevo Siglo, 05 de agosto de 
1996, 7A. 
258 ñEl Meta se uni· al paro cocalero del Putumayoò Vanguardia Liberal, 11 de agosto de 1996, 12A. 
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Figura 9 - Fotografía de protestas en Puerto Asís, Putumayo, paro cocalero del 
suroccidente, 1996 

 

 

 

  

Igual adhesión realizaron comunidades indígenas del Cauca bloqueando la vía 

Panamericana, que además de las exigencias de cumplimiento de acuerdos con el gobierno 

referentes al derecho a la tierra, también pedían el desarrollo de alternativas efectivas de 

sustitución y cumplimiento de los acuerdos de 1995, que incluían la erradicación manual de 

los cultivos de coca 259-260. La alerta sobre una escalada de la movilización era alta. Algunos 

medios se¶alaban: ñSe cree que el paro podría extenderse a los 414 municipios 

catalogados como cultivadores de coca en los departamentos de Huila, Tolima, sur del 

Bolívar, Cauca, Caquetá y Guaviareò 261 

Con el correr de los días, y sin una respuesta política de parte del Gobierno Nacional, 

empeoraron las condiciones de seguridad y sanitarias de los manifestantes, así como la 

crisis socioeconómica que generaba el paro en los territorios afectados. (Ver Figura 10) 

                                                
259 ñSe extendi· el paro del Putumayo a Caquet§ò El Colombiano, 01 de agosto de 1996, 11A. 
260 ñLos paros, dif²cil prueba para el gobiernoò La República, 04 de agosto de 1996, 10A. 
 
261 ñPutumayo entr· en paroò El Espectador, 28 de julio de 1996, 8A. 

Nota. Tomado de ñPutumayo, infierno de la cocaò El Pa²s, 

04 de agosto de 1996, 8D. 
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El agravamiento de la situación sanitaria fue crítico, cuando pasados cerca de 15 

d²as de protesta, sobre el 11 de agosto de 1996 las autoridades sanitarias reportaban ñ[é] 

brotes de hepatitis A y gastroenteritis, esta última enfermedad cobró la vida de cuatro 

manifestantesò.262 

Figura 10 - Mapa lugares de protesta, paro cocalero del suroccidente, 1996 

 

 

 

Por su parte, voceros de la protesta en Orito denunciaron que el ejército habría 

lanzado dos granadas contra las carpas de los manifestantes a mediados de agosto, 

                                                
262 ñPrincipio de acuerdo en Oritoò El Heraldo, 11 de agosto de 1996, 3A. 

Nota. Tomado de ñCoca: paro en 3 Departamentosò El Heraldo, 20 de agosto de 1996, 

20A. 
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dejando dos campesinos muertos y 37 heridos. Otra grave situación se presentó la misma 

semana en El Doncello, Caquetá, en donde al intentar traspasar un cordón militar dos 

manifestantes resultaron heridos de bala. 263 

En El Retorno, también se presentaron serías violaciones contra los manifestantes 

La presunta desaparición de tres manifestantes en El Retorno, las heridas causadas 
a más de veinte personas, la detención de 31 campesinos como resultado del intento 
de avance de la marcha desde El Retorno hacia San José el 21 de julio y el 
bombardeo de la carretera para detener a los carros que llevan las óremesasô de los 
campesinos, dieron buena cuenta del espíritu de guerra con que se enfrentó una 
situación que reclamaba justamente otro tipo de medidas. (Vargas, 1999, p. 127) 

También se denunciaban continuos hostigamientos y abusos de parte de las fuerzas 

armadas, como la detención arbitraria el 15 de agosto de 25 manifestantes en el Caquetá. 

Las organizaciones de Derechos Humanos también rechazaban el bloqueo de suministros, 

de alimentos, y de atención médica para los manifestantes por parte del ejército, que 

forzaba una situación de confinamiento.264 Como respuesta, el ejército anunciaba que no 

permitiría el paso a nuevos manifestantes ni de insumos, que ya transitaban para unirse a 

las protestas de Orito, Florencia y otras localidades. 265 

 Ante la magnitud de la situación, y respondiendo a una tutela interpuesta por el 

personero de Curillo, Caquetá, un juez local ordenaba al ejército permitir el paso de víveres 

y deselectrificar los puentes sobre los ríos Fagua y San Pedro. Pese a ello, la respuesta 

oficial era que dado que se trataba de una operación militar, las órdenes judiciales no 

procedían, especialmente si se consideraba la situación territorial de zona especial de orden 

público.266 

Sobre el 20 de agosto se presentaron nuevos hechos de violencia, cuando en el 

intento por traspasar los retenes electrificados del ejército instalados en la vía del municipio 

de Santuario, Caquetá, el ejército habría atacado con bayonetas y disparos a los 

manifestantes, dejando un nuevo saldo de dos muertos y 14 heridos. Nuevamente, las 

declaraciones oficiales negaban los hechos denunciados, inculpando a la insurgencia y a 

los propios manifestantes. Para ese momento los hechos represivos dejaban al menos un 

                                                
263 ñEj®rcito impedir§ paso a campesinosò El País, 16 de agosto de 1996, 3A. 
264 ñLa gente del Caquet§ se moviliza por hambreò El Colombiano, 15 de agosto de 1996, 7B. 
265 ñEj®rcito impedir§ paso a campesinosò El País, 16 de agosto de 1996, 3A. 
266 ñNo saldremos del Caquet§: Bedoyaò El Tiempo, 28 de agosto de 1996, 1A. 
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ñ[é] saldo en el sur del pa²s [é] de cinco muertos y cien heridos, todos ellos campesinos.ò 

267 

 De forma inicial el gobierno asumió una postura de negación intransigente a la 

posibilidad de negociar con los campesinos, en particular la suspensión de las AAG, 

exigencia vertebral de sus demandas, argumentando en voz del ministro de Gobierno, 

Serpa, que ñ[é] varias de las peticiones de los labriegos son imposibles de discutir, pues 

riñen con el orden legal y constitucional del paísò268. Sin embargo, con la expansión e 

intensificación de las protestas, y ante las serias denuncias del accionar de las fuerzas 

armadas contra los protestantes, el Gobierno Nacional creo un grupo intergubernamental 

de mandatarios locales y representantes del ejecutivo nacional para buscar salidas a la 

crisis, que se reunió en Bogotá durante la primera semana de agosto, con la participación 

de   

[é] el Gobernador de Putumayo, Jorge Fuerenringer Bermeo, y los alcaldes de 
Puerto Asís, Alcibias Enciso; Orito, Luis Alfredo Urbano; La Hormiga, Felipe Alfonso 
Guzmán; Puerto Leguízamo, Miguel Ángel Rubio; Puerto Guzmán, Jairo Jesús 
Casanova, y dos burgomaestres más de la región del Valle del Guamués arribaron 
a la capital del país con el fin de analizar las exigencias de los manifestantes y buscar 
fórmulas de negociación viables para las partes.269 

Un día después inició la negociación con los representantes de la movilización en 

Orito, Putumayo, y la comisión de alto nivel conformada por el Ministro de Gobierno, el 

ministerio del Interior, el viceministerio del Trabajo, el gerente del Instituto Colombiano de 

Energía Eléctrica, el director del Plante, representante de Ecopetrol, el Gobernador del 

Putumayo y siete alcaldes del departamento270. (Ver Figura 11) 

Con todo, la mesa de Orito no logró avanzar en los diálogos, y sufrió de por lo menos 

tres rupturas en el plazo de dos semanas, a la par de la continuidad de las protestas y la 

intensificación de los hechos violentos, por la imposibilidad de resolver la demanda de 

suspensión de las AAG y sustitución progresiva y concertada de los campesinos, con la 

posición gubernamental de la no negociabilidad de la erradicación forzada y las AAG. 271 

                                                
267 ñNuevas escaramuzas en Putumayo dejan un muerto y 15 heridosò El Nuevo Siglo, 20 de agosto 
de 1996, 9.  
268 ñLos paros, dif²cil prueba para el gobiernoò La República, 04 de agosto de 1996, 10A. 
269 ñTensa calma en Puerto As²s luego de la asonadaò El Nuevo Siglo, 04 de agosto de 1996, 6. 
270 ñGobierno y cocaleros inician hoy negociaciones en Putumayoò El Nuevo Siglo, 05 de agosto de 

1996, 7A. 
271 ñCrece tensi·n en Putumayo por rompimiento de negociacionesò El Nuevo Siglo, 08 de agosto de 

1996, 7. 



 
 

160 
 

Figura 11 - Pliego de peticiones campesinos movilizados en Putumayo, paro cocalero 
del suroccidente, reproducido por La República 

 

 

 

 A la mesa de Orito, le siguieron la conformación de múltiples mesas simultáneas, 

que compartían la misma dificultad para negociar con el gobierno, y que si bien no 

Nota. Tomado de ñLos paros, dif²cil prueba para el gobiernoò La Rep¼blica, 04 de 

agosto de 1996, 10A. 
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compartían una dirección unificada, o una orientación nacional concentrada en alguna 

organización social o política, sí mantenían una alta coherencia en sus exigencias, con 

variaciones de acuerdo a necesidades territoriales específicas. En conjunto, la negociación 

no parecía avanzar: 

  Sobre el paro, los diagnósticos son múltiples pero no las salidas. En Orito 
(Putumayo) una comisión del Gobierno se reunión con los campesinos y los diálogos 
se rompieron. En Caquet§ hay comisi·n, pero las negociaciones est§n en ceros. [é] 
Y en San José del Guaviare solo el jueves se sentarán a la mesa para hablar [é]272 

 Cuando las movilizaciones estaban próximas de completar un mes, el presidente 

Samper, en visita a su similar Francés en París, Jacques Chirac, propuso ante la opinión 

pública una opción sugerida por dicho mandatario para resolver el problema inmediato de 

subsistencia de los cocaleros, sin aplazar la erradicación. Se trataba del pago de jornales 

similares a los pagados por la venta de narcóticos a las familias campesinas, con la 

contrapartida de que asumieran la erradicación manual o mecánica de sus CDUI: ñDe tal 

manera que sean los mismos campesinos los que colaboren en la destrucción de sus 

cultivos, con un programa rural de empleo de emergenciaò273. 

 La propuesta generó diversas reacciones nacionales, como la del Ministro de 

Justicia y del de Defensa, quienes señalaron la inconveniencia, e incluso, la ilegalidad de 

tal propuesta. Tales declaraciones no solo reflejaba una divergencia de posturas, sino un 

claro símbolo de la debilidad del jefe del ejecutivo y su crisis de legitimidad en todos los 

ámbitos.274 

  Una de las principales críticas a la propuesta era que el presidente francés se había 

limitado a hacer una sugerencia, sin que implicara, de ninguna forma, un compromiso ni 

político ni económico de llevarla a cabo. Con todo, lo que parecía una opción sacada de la 

manga por Samper, llegó a tener un impacto en las negociaciones, como lo demuestra el 

primer preacuerdo logrado en la mesa de Orito sobre el 11 de agosto, en el que  

El Gobierno se comprometió con los campesinos a:  

Primero, pagar sumas que oscilan entre los $370.000 y $375.000 por hectárea 
erradicada de coca. Se pagará un máximo de tres hectáreas, es decir, $1.125.000. 

                                                
272 ñEncrucijada de la cocaò El Tiempo, 11 de agosto de 1996, 1B. 
273 ñGobierno pagar§ por destrucci·n de cocalesò El Mundo, 06 de agosto de 1996, 10. 
274 ñLa realidad va m§s all§ de las ideas del gobiernoò El Colombiano, 11 de agosto de 1996, 8A. 
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Segundo, destruido los cultivos ilícitos, pagar durante dos meses y medio a los 
campesinos para que adecúen sus tierras para otros cultivos. Se les entregará 
$750.000 por predio erradicado. 

Tercero, el Plante se compromete a gestionar créditos productivos para los 
campesinos. 

Cuarto, se contratará asistencia técnica para los campesinos. 

Quinto, se crea una comisión verificadora de los compromisos y veedurías locales, 
regionales, nacionales e internacionales para cumplir lo pactado.ò275 

 Si bien los manifestantes de Orito se comprometieron a desbloqueos, la movilización 

estaba lejos de finalizar, pues los campesinos exigían resultados inmediatos, considerando 

los históricos incumplimientos gubernamentales. Para ello se crearon doce comisiones 

encargadas de redactar un acuerdo final que se denominó ñPlan Departamental de 

Desarrollo Integral de Emergencia por un Putumayo sin Cocaò que implicaba grandes 

compromisos en materia de política social y de servicios públicos, así como de transición 

desde un modelo económico cocalero a uno legal y sustentable.276 

A pesar de los avances de la mesa de Orito, las movilizaciones aumentaban en los 

departamentos del Caquetá y Guaviare, a pesar de los cercos militares y de la represión 

con armas de fuego277. En algunos casos, las comunidades se movilizaban integralmente 

ante la amenaza que significaban las AAG para sus modos de vida y su subsistencia. Por 

ejemplo, el alcalde del municipio de Cartagena del Chaira, en el bajo Caguán, señalaba que 

all² toda la comunidad se habr²a movilizado por la ñ[é] fumigaci·n de unas 500 hect§reas 

el pasado mes de julio, entre las que se cuentan unas 75 de productos legales, cuyo cultivo 

hab²a sido impulsado por el vicario apost·lico de la Iglesia Cat·lica.ò 278 

Las negociaciones en el Caquetá y Guaviare parecían no avanzar, y sobre el 19 de 

agosto los voceros del Gobierno volvieron a la capital tras una nueva suspensión de los 

diálogos279. En ese contexto los gobernadores del Amazonas, Guaviare, Putumayo, 

Guainía, Vaupés, Caquetá y Vichada realizaron un pronunciamiento conjunto, llamando al 

                                                
275 ñPrincipio de acuerdo en Oritoò El Heraldo, 11 de agosto de 1996, 3A. 
276 ñEsta semana se levantar²a paro campesino en Putumayoò El Nuevo Siglo, 12 de agosto de 1996, 

6. 
277 ñCoca: paro en 3 Departamentosò El Heraldo, 20 de agosto de 1996, 20A. 
278Como citado por ñCoca: paro en 3 Departamentosò El Heraldo, 20 de agosto de 1996, 20A. 
279 ñSin definirse situaci·n de cocaleros en el Surò El Mundo, 19 de agosto de 1996, 10. 
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Gobierno Nacional para la solución de la crisis que ya afectaba profundamente a la 

región.280 

El escenario se prestaba para que múltiples actores señalaran propuestas de 

resolución del conflicto, entre las que se escuchaban algunas concernientes con la 

necesidad de establecer Zonas de Reserva Campesina para los cocaleros, que les 

permitieran relocalizarse hacia territorios más aptos para la producción agropecuaria con 

garantías mínimas. Esa propuesta fue mencionada por actores como Samper y Héctor 

Moreno, director del Plante, pero no llegó a materializarse281. 

Finalmente el 21 de agosto se anunció un acuerdo definitivo en la mesa de Orito 

Putumayo que dejaba entrever la tan anhelada distensión de la prolongada crisis. El 

contenido era un desarrollo de los preacuerdos en términos metodológicos y de 

cronograma. Durante el anunció el Gobierno Nacional fue insistente en señalar que no 

hab²a negociado ñ[é] absolutamente nada en relación con los programas de destrucción 

de las siembras de matas de cocaò282. Tal declaración reflejaba que en esta ocasión el pulso 

político frente a las AAG para cultivos de subsistencia parecía haberlo ganado el gobierno, 

apoyado en la progresiva militarización y paramilitarización de la protesta, así como en el 

desgaste propio de más de un mes de movilizaciones ininterrumpidas y confinadas. 

También indicaba que la renuencia, a todo costo, de comprometer la ñcarta fuerteò de 

presentación de la lucha antidrogas frente al gobierno estadounidense, a pesar que durante 

la firma de los acuerdos este insistiese en que la lucha antidrogas no era una imposición 

extranjera. 

El avance de la mesa de Orito marcó el camino para que la del Guaviare también lo 

hiciera, siendo que una semana después se llegaba a la fase final de los diálogos con el 

compromiso de un acuerdo final que se presentaría por parte del gobierno tras un receso 

concertado283- 284. Por su parte, la mesa creada frente a las movilizaciones en el 

departamento del Meta también entró en su fase resolutiva, de forma similar a la del 

Guaviare. 

                                                
280 ñOtra vez suspenden negociacionesò El País, 19 de agosto de 1996, 9A. 
281 ñEncrucijada de la cocaò El Tiempo, 11 de agosto de 1996, 1B. 
282 ñComienza desmovilizaci·n en Putumayoò El Mundo, 21 de agosto de 1996, 10. 
283 ñVuelve negociaci·n con los cocalerosò El Heraldo, 28 de agosto de 1996, 8. 
284 ñreceso de 4 d²as en negociaciones en Guaviare y Metaò El Colombiano, 01 de septiembre de 

1996, 8A. 
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La propuesta final del gobierno para las mesas de Meta y Guaviare contenía 

acuerdos en torno a cuatro elementos: 1. Garantía de la vida e integridad de los 

manifestantes e investigaciones de las violaciones de derechos humanos denunciadas; 2. 

Un programa masivo de titulación con hasta 200.000 hectáreas; 3. Soluciones financieras 

y técnicas para la sustitución; 4. Acceso a servicios públicos y sociales.285 

En Caquetá la situación parecía contraria. El 23 de agosto se presentó represión 

hacia los manifestantes de parte del ejército en Belén de los Andequíes y en Florencia, en 

los que resultaron muertos cuatro campesinos y decenas resultaron heridos. También se 

registraron serios destrozos de edificios gubernamentales, de vehículos y episodios de 

saqueos. El ejército respondió con toque de queda y la disposición de helicópteros y 

tanques para sitiar dichos pueblos.286 Sobre dicha situación Vargas señala: 

Mientras los taponamientos para la ñdefensaò de la ciudad [Florencia] produjeron 
cerca de 70 heridos y cerca de una decena de muertos, manifestantes de la misma 
ciudad semidestruyeron varios lugares de representación institucional y la policía se 
hizo famosa mundialmente por el uso ilegal de la Cruz Roja, al introducir en el interior 
de una ambulancia elementos bélicos para contener la protesta. (Vargas, 1999, p. 
131) 

La situación de aplicación de medidas de excepción sólo contribuía a la 

intensificación del conflicto y la violación de los derechos humanos de las comunidades 

movilizadas: 

[é] esas medidas fueron contradictorias porque, en nombre de los derechos 
humanos, se recurrió a la legislación de estado de sitio y a jurisdicciones de 
excepción que restringen numerosas garantías procesales y libertades públicas, lo 
cual resulta altamente contraproducente. Estas restricciones procesales no sólo 
constituyen a veces en sí mismas violaciones a los pactos internacionales de 
derechos humanos, sino que además terminan facilitando la realización de prácticas 
ilegales, como torturas y desapariciones, agravando la situación. Así, en nombre de 
la lucha contra el narcotráfico, la violencia y las violaciones de derechos humanos, 
el Estado colombiano perfecciona instrumentos jurídicos que terminan por facilitar 
las prácticas que se pretenden combatir. (Uprimny, 1994, p. 110) 

Las negociaciones se retomaron cuatro días después de los enfrentamientos. Los 

puntos que estaban en vilo eran la temporalidad de la erradicación, el monto del pago por 

la erradicación por hectárea, y el monto del subsidio de subsistencia para los campesinos 

que sustituyeran.287  

                                                
285 ñReceso de 4 d²as en negociaciones en Guaviare y Metaò El Colombiano, 01 de septiembre de 
1996, 8A. 
286 ñMuerte y caos se toman el Caquet§ò El Mundo, 24 de agosto de 1996, 10. 
287 ñVuelve negociaci·n con los cocalerosò El Heraldo, 28 de agosto de 1996, 8. 
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Tras varios días más de negociaciones, y después de más de cuarenta días de 

movilización cocalera en el Caquetá, los delegados de los campesinos y el gobierno 

firmaron un acuerdo el 13 de septiembre de 1996. El propio presidente Ernesto Samper fue 

uno de los signatarios, comprometiéndose a: 1. Inversión en infraestructura; 2. Pago por 

erradicación manual o mecánica por hectárea por parte de los campesinos; 3. Suspensión 

en la región de las AAG contrapuesta a la erradicación efectiva; 4. Soluciones financieras y 

técnicas para la sustitución; 5. Comisión de seguimiento intergubernamental288. Cabe 

destacar que si bien en el acuerdo del Caquetá fue explícito el compromiso de suspensión 

de las AAG, el condicionamiento gubernamental imponía tiempos y metas contrapuestas a 

las defendidas por los campesinos, siendo que la sombra de las aspersiones era una 

amenaza muy presente para la región. 

Cuando ya finalizaba el paro en el Putumayo y Guaviare, y en medio de las 

negociaciones del Caquetá, la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC) 

anunciaba la posibilidad de ir a paro de presentarse AAG en el Huila289, y en el Catatumbo, 

sobre el 1 de septiembre, los cerca de 10.000 campesinos afectados por las AAG se 

concentraban en Zulia. Los reclamos de los manifestantes estaban bien sintetizados en un 

documento de su autoría que entregaron a la comisión gubernamental de negociación 

denominado ñPlan Estratégico de Desarrollo Sostenible para el Catatumboò y en el que se 

ped²a ñ[é] aplicación inmediata de una reforma agraria, cese de las detenciones masivas 

de sus dirigentes cívicos y la atención por parte de la Cancillería en torno a la constante 

violación de la soberanía por parte de la Guardia Nacional de Venezuela.ò290  

A la movilización en el Catatumbo le siguieron dos semanas de negociaciones que 

se cerraron con un acuerdo y una marcha pacífica de los manifestantes por las calles de 

Cúcuta el 15 de septiembre. Los compromisos acordados eran fundamentalmente dos: 1. 

Inversión en infraestructura; y 2. La conformación de una mesa de concertación nacional 

para la solución definitiva a los CDUI291. 

El segundo punto acordado en la mesa del Catatumbo resultaba de gran relevancia, 

pues parecía una apuesta de dicha comunidad, secundada por algunos parlamentarios y 

ONG, de discutir a nivel nacional la política antidrogas, y no limitar el conflicto a las 

                                                
288 ñEl Caquet§ firm· la pazò El Mundo, 14 de septiembre de 1996, 9. 
289 ñVuelve negociaci·n con los cocalerosò El Heraldo, 28 de agosto de 1996, 8. 
290 ñCampesinos piden pol²ticas integralesò El País, 07 de septiembre de 1996, 8A. 
291 ñCampesinos de El Zulia terminaron la protestaò El Mundo, 16 de septiembre de 1996, 9. 
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capacidades de negociación locales. Como se ha visto, una de las características del 

proceso del paro del suroccidente, fue que si bien tuvo una extensión multicéntrica que 

podría considerarse nacional, no hubo una coordinación o unidad en las negociaciones, 

que terminaron atomizadas, y con resultados diferenciados atendiendo a la capacidad de 

negociación de cada territorio. Eso determinó en buena medida el resultado de que la 

exigencia vertebral de suspensión de las AAG no se logrará sino en uno de los territorios, 

y fuertemente condicionada. 292 

 Sobre dicha situación, Vargas señala que fue la represión paramilitar y militar la que 

evitó el ascenso de liderazgos y vocerías más claras dentro del movimiento cocalero, por 

temor a las ya palpables repercusiones. De igual forma, señala que los acuerdos logrados 

se caracterizaron por ser el intento de ñ[é] solucionar un problema momentáneo, típico del 

conflicto social suscitado por las acciones de erradicación forzosa.ò (Vargas, 1999, p. 133) 

Este hecho se tradujo en una descoordinación de la dirección del movimiento 
campesino, celos entre los representantes de las diferentes zonas y una incidencia 
muy grande del señalamiento como narcoguerrilleros a quienes se colocasen al 
frente de la negociación, lo que a la postre se reflejó en una muy baja 
representatividad de los negociadores finales, creándose mecanismos improvisados 
de consulta con las direcciones de las marchas y a la postre, una percepción no muy 
favorable de los resultados de las negociaciones. (Vargas, 1999, p. 134) 

La Mesa Nacional de Concertación se lanzó el 25 de octubre de 1996 con la 

participación de las organizaciones campesinas involucradas en las movilizaciones 

cocaleras, entre las que se encontraban FENSUAGRO, ANUC y Acción Andina, así como 

de instituciones académicas, y representantes del poder legislativo. Su objetivo era el de 

encontrar ñSoluciones Integrales, Pacíficas y Soberanas al flagelo de los llamados cultivos 

óil²citosô en el pa²sò293. Con todo, su funcionamiento y alcance se vio truncado desde su 

lanzamiento por la inasistencia de delegados del Gobierno Nacional, que no brindaron 

explicaciones frente al incumplimiento de lo acordado. 

 De esta forma, el paro del sur occidente finalizaba con un conjunto amplio de 

promesas estatales renovadas para el desarrollo territorial, pero con la realidad de una 

guerra contra las drogas altamente militarizada que avanzaba por sus territorios de la mano 

de AAG en expansión, y con los primeros signos de nuevos incumplimientos de los 

acuerdos que ya se dejaron ver cuando la marea de las movilizaciones retrocedió. 

                                                
292 ñLos cocaleros se unen por pacto nacionalò El Colombiano, 13 de agosto de 1996, 9A. 
293 ñInstalada Mesa Nacional de Concertaci·nò Voz, 12 de noviembre de 1996, 10. 
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2.2. Síntesis explicativa desde la controversia científica  

 

La controversia en este periodo se desarrolló alrededor de las denuncias de 

afectaciones sociales, agropecuarias y sanitarias de las AAG sobre los territorios 

asperjados, que se posicionó como una reclamación que ponía en disputa el modo de vida 

de las poblaciones, más allá de la controversia por la toxicidad de los compuestos 

asperjados, y que terminó expandiendo de forma consistente la controversia sobre 

toxicidad/inocuidad de las AAG, a la de afectación/inocuidad, que implicaba una 

comprensión más amplia de la forma de producir daño y destrucción social, sanitaria y 

ambiental de la medida, que la que se observó durante el primer periodo de la controversia. 

A las incipientes movilizaciones y denuncias de impactos sanitarios y ambientales en 

los territorios asperjados de cultivos de amapola durante el periodo de formulación del 

PECIG, le siguieron amplias y sostenidas movilizaciones campesinas de extensos territorios 

asperjados cuya principal actividad económica, y por tanto base del conjunto de la actividad 

social, eran los CDUI. 

La controversia adquirió entonces diferentes matices políticos, legales y sociales 

alrededor de la posibilidad o imposibilidad de supervivencia de las comunidades 

amenazadas por las AAG. Políticamente, la movilización social se estableció como el 

principal elemento del repertorio de acción de los detractores del PECIG, cuyas 

reclamaciones eran extensas, en el sentido de exigir transformaciones estructurales del 

modelo de desarrollo en sus territorios: exigían una modernización que les garantizara 

derechos civiles, políticos y sociales. Frente a ese reclamo de inclusión, el Estado 

colombiano respondió en dos sentidos: el de la represión y el de la negociación tutelada.  

La represión se fundamentó en la vinculación discursiva de la insurgencia armada con 

el campesinado vinculado a los CDUI, ampliamente difundida por la prensa escrita, y 

reiterada sistemáticamente por las autoridades políticas y de las fuerzas armadas del orden 

nacional. A pesar de que durante el periodo se evidenciaron matices de dicha vinculación, 

desde considerar a los campesinos como sujetos atrapados en redes de poder que los 

superaban, pero que en todo caso cometían actos ilegales, hasta caracterizarlos como 

narcotraficantes e insurgentes. 

Con dicha caracterización se justificaba oficialmente la acción policiva y militar ñlegitimaò 

en contra de las movilizaciones campesinas. Con todo, el reto político y social que estas 
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movilizaciones encarnaron por su magnitud, extensión y duración, fue de gran relevancia 

nacional, y se debe relacionar su permanencia, a pesar de la intensidad de la represión, 

con lo que estaba en disputa: la capacidad de ser de los campesinos en los territorios 

amenazados por las AAG. A la postre, la intensidad de la disputa, y la orientación impositiva 

y represiva del Gobierno Nacional, implicó que el Estado decretara una ruptura parcial del 

orden legal en dichos territorios a través de la figura de zona especial de orden público, que 

permitió la ampliación de los hechos de violencia directa de parte de la fuerza pública. 

La segunda estrategia de afrontamiento del reto impuesto por el movimiento cocalero, 

fue la de negociación tutelada, que puede definirse como una negociación determinada por 

arenas muy restrictivas, presidida por actores políticos del ejecutivo nacional y las fuerzas 

armadas, cuyos tiempos de reacción, capacidades de decisión y, por tanto, de resolución 

del conflicto eran muy limitadas, dados los condicionantes como la presión y coacción 

política del gobierno estadounidense, las necesidades de legitimación del régimen político 

nacional en el orden nacional e internacional, y la priorización financiera de la política 

antidrogas, entre otras. 

 La negociación tutelada estuvo marcada por tres aspectos determinantes. El primero, 

un límite de no negociabilidad de las AAG establecido fundamentalmente por la presión 

progresiva del gobierno estadounidense sobre el colombiano, y la de algunos actores 

nacionales que pretendían usar la ilegitimidad presidencial en la disputa política local. El 

antecedente de las intensas reacciones sobre los acuerdos de Orito de excluir las AAG 

sobre los CDUI de subsistencia, así como la presión de las sucesivas amenazas de 

descertificaciones y la exigencia al ejecutivo nacional de mantener la carta fuerte de las 

AAG, de cara al sistema político nacional e internacional.  

El segundo elemento, fue el ejercicio continuo de subalternización del sujeto político del 

campesinado cocalero durante las negociaciones, que sufrió ataques continuos a su 

legitimidad como actor político. El más intenso, fue la criminalización, que señalaba que 

dado que sus actividades eran ilegales, sus reclamaciones eran improcedentes, y sus 

protestas debían ser reprimidas. La segunda, y muy relevante para la comprensión de la 

dinámica de la controversia, era la subalternización de los conocimientos en que se 

basaban sus reclamaciones, es decir, ante las denuncias de la destrucción agropecuaria 

generalizada producidas por las AAG y de los subsecuentes desplazamientos forzados, 

principales denuncias para el periodo, el gobierno replicaba la imposibilidad de estos 

hechos, aduciendo a la evidencia de los estudios científicos provistos por las autoridades 
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políticas y académicas estadounidenses, así como los producidos por su propia producción 

científica tutelada encarnada en la auditoría ambiental.  

Se debe resaltar que las denuncias de actores sociales y políticos territoriales, así como 

de ONG, de entes de control, y de algunas voces de representantes políticos nacionales, 

sobre las afectaciones de las AAG, eran un reto para el discurso de la inocuidad, en cuanto 

representaban elementos concretos para la evaluación del impacto de las AAG. Un claro 

ejemplo lo representa el caso de las muertes del Naya, en el que la respuesta 

gubernamental implicó por primera vez trabajos de campo y procedimientos técnico-

científicos que le permitieron defender la no culpabilidad de las AAG para el caso. Pero el 

conjunto de las denuncias superaba por mucho la capacidad de análisis y respuesta 

gubernamental, por lo que la casi totalidad de las denuncias de afectación quedaron sin 

investigar y sin resolver de forma técnico-científica, y solo eran resueltas por medio de 

cerramientos políticos que las negaban. 

De otra parte, se debe resaltar que, del lado de los detractores científico-técnicos del 

PECIG, se evidencia una ausencia casi completa de acompañamiento de evaluaciones 

técnico-científicas de las afectaciones, siendo que la legitimidad de los reclamos de las 

comunidades asperjadas se construyó asociada a la intensidad de las protestas y a la 

autoridad de los representantes políticos involucrados. 

Algunas instancias de control, como la Procuraduría Delegada para Asuntos Agrarios y 

Ambientales y la Defensoría del Pueblo, jugaron un papel relevante en la denuncia del 

incumplimiento de las condiciones de operación de las AAG, que se constató y que de 

hecho fue respondido con la intensificación de las aspersiones sobre cultivos de 

subsistencia, con conciencia de que era anti normativo e ilegal. De esa forma se fortalecía 

la decisión política del ejecutivo nacional de que el PECIG era irrevocable y se desarrollaría 

a cualquier costo. 

Es clave señalar que fue solo cuando los actores detractores colocaron en disputa y 

cuestionamiento los mecanismos de control y seguimiento, que estos entraron como tema 

central en la agenda del CNE, que dedicaba la mayoría de su capacidad de trabajo al 

procesamiento de temas jurídicos y administrativos relacionados con el manejo de bienes 

y capital incautado al narcotráfico.  

El tercer elemento de la negociación tutelada fue el ofrecimiento por parte del Estado 

de una inclusión política muy limitada a los campesinos cocaleros, alrededor de elementos 
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como la destinación de recursos públicos no garantizados para el PDA, dada su capacidad 

institucional y presupuestaria reducida. Contradictoriamente, la presencia estatal a través 

de la represión y militarización redujo la ya minada legitimidad estatal, conformando 

escenarios políticos de negociación muy difíciles. 

 Aun así, la incipiente organización campesina, así como su limitada participación en la 

gestión territorial, explicada por fenómenos como que solo en este periodo se celebraron 

las primeras elecciones populares de alcaldes, y fundamentalmente que eran territorios en 

conflicto armado donde el control territorial se ejercía relacionado al poder de las armas, 

terminó por forzar al campesinado a aceptar los ofrecimientos estatales, aún con la gran 

incertidumbre sobre su cumplimiento.  

Los incumplimientos se presentaron pronto y configuraron una realidad territorial 

marcada por la única certeza de que la actuación estatal se daba, casi exclusivamente, por 

medio del uso de la fuerza y del PECIG. El ciclo del paro campesino del suroccidente 

consolidó a los territorios afectados por las AAG como territorios de exclusión, donde el uso 

de mecanismos legales excepcionales, de fuerza desproporcionada y de anulación política 

y física del otro eran validados por los actores que promovían en el resto del territorio 

nacional un orden democrático moderno. Tales actuaciones eran defendidas o toleradas 

por ser consideradas como necesarias para la consolidación o mantenimiento de ese orden 

y eran definidas desde centros de control políticos y territoriales distanciados de los 

territorios excluidos, como Bogotá, hasta los cuales raramente llegaban las consecuencias 

directas e indirectas de la violencia de las AAG.  

En palabras de Lorenzo Peña, vocero de los manifestantes en Putumayo, que describía 

la dificultad de las negociaciones señalando que el gobierno actuaba ñ[é] pensando que 

en el Putumayo no vivimos seres humanos, sino animalesò294 o las de Marino Vallejo, 

campesino en medio de las protestas se¶alaba ñ[é] al país que le puede importar dos 

departamentos como Guaviare y Putumayoò 295. 

Pero la configuración de estos territorios como de exclusión debe ser considerada 

observando una trayectoria histórica de mediano plazo, pues como lo recordaban algunas 

notas de prensa que a modo de crónica describían el modo de vida en los territorios 

                                                
294 Como citado por ñComisi·n no fue a Putumayoò El Tiempo, 31 de julio de 1996, 3A. 
295 Como citado por ñComisi·n no fue a Putumayoò El Tiempo, 31 de julio de 1996, 3A. 
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afectados por los CDUI, estos habían sido colonizados por población desplazada por la 

violencia: 

Así llegaron unos a la Sierra; otros al Guaviare; al valle del Guamués, Putumayo; al 
Macizo Colombiano, en Cauca; a la Serranía del Perijá, Cesar, huyendo de las balas 
desde los años 50, conformaron un gremio proscrito, cuyo volumen se calcula hoy 
en unos 310.000 campesinos sin tierra, y al que el actual Gobierno se comprometió 
ante los Estados Unidos a eliminar en menos de dos años: son narcocultivadores.296 

Que con estas manifestaciones también expresaban ese malestar histórico  

Para los viejos colonos las marchas de los cocaleros, no son otra cosa que la 
repetición de una historia de éxodos que el Caquetá ha visto pasar a lo largo del 
siglo: el de los caucheros de la bonanza de principios de centuria, los combatientes 
colombianos que iban a la guerra con el Perú en la década de los 30, los exiliados 
de la violencia de los 50, y ahora los cocaleros que atrajo el narcotráfico en los 80. 

297 

 Malestar que se expresaba en sus ampliamente diagnosticadas condiciones de vida 

restringidas por la violencia estructural 

Al país hay que decirle con claridad que cada uno de esos hombres, mujeres y niños, 
es un ser humano. Además, colombiano. Con más derechos que deberes, porque 
no tienen nada con qué cumplir un deber. Ni tierra ni herramientas ni capital ni 
servicios ni mercado. Sólo selva, culebras e intemperie, y eso no da para subsistir, 
mucho menos para el deber. En cambio los del lado de acá, con la mejor tajada de 
Colombia, les echan glifosato y plomo. Además, para mayor humillación, por cuenta 
del míster pero con dinero de los criollos.298 

 Otros ámbitos de la controversia que surgieron en el periodo, pero que se 

expresaron con menor intensidad que los precedentes, tienen que ver con el 

cuestionamiento de la capacidad técnica e institucional para adelantar los estudios de 

impacto ambiental y epidemiológico de las AAG, y que ponía en entredicho su legalidad, 

que fue levantado por algunos entes de control y que no obtuvo respuesta diferente a ñlos 

estudios ya est§n realizadosò, en un ejercicio más enunciativo que argumentativo, pues los 

estudios nunca fueron dispuestos al público para su discusión. En todo caso, los ejercicios 

analizados de producción de documentos técnicos-científicos de soporte a la defensa de 

inocuidad de las AAG demostraron gran fragilidad metodológica. 

  Finalmente, las comunidades indígenas levantaron una disputa política y legal que 

acompañó las movilizaciones campesinas, pero que estableció desde el comienzo 

                                                
296 ñLas mil y un mentiras de los narcocultivosò El Espectador, 18 de junio de 1995, 3C. 
297 ñCoca: paro en 3 Departamentosò El Heraldo, 20 de agosto de 1996, 20A. 
298 ñLa coca no puede seguir a la cocaò El Espectador, 18 de septiembre de 1996, 3A. 
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diferenciaciones por sus reivindicaciones territoriales que giraban en torno a la denuncia de 

la violación de su derecho de autodeterminación territorial, de protección a la luz del bloque 

de constitucionalidad internacional sobre naciones y territorios indígenas y sobre el derecho 

a consulta previa. Los escenarios de movilización y de negociación fueron diferenciados de 

los del paro cocalero del suroccidente, aunque en términos de resultados se puede aplicar 

el mismo análisis para este sujeto político que para el campesinado: fueron resultados muy 

limitados producto de un ejercicio de negociación tutelada.  

En síntesis, se podría señalar que en este periodo se observó el surgimiento del 

movimiento social de campesinos cocaleros en el país. Si bien logró niveles de movilización 

extensos y prolongados, con un conjunto de reivindicaciones frente al Estado muy similares, 

no desarrolló estrategias de articulación, lo que limitó sus capacidades políticas. Su 

participación en las negociaciones con el Estado también se vio afectada por formas de 

violencia directa, estructural y simbólica. 

El Estado colombiano avanzó con la extensión de las AAG de la mano de la 

militarización de los territorios intervenidos. La presión del gobierno estadounidense fue 

creciente, en un contexto de profunda ilegitimidad del Gobierno Nacional, que vivió con los 

paros del suroccidente un gran reto para su continuidad, que fue afrontado por la vía de 

delegar mayor autonomía al poder militar en dichos territorios, posicionándose de forma 

intransigente frente a su principal carta de política antidrogas, el PECIG. 
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3. Intensificación de la guerra contra las drogas tutelada (1996-

2000) 

 

3.1. Análisis del proceso sociopolítico 

 

Si bien se puede afirmar que durante los periodos precedentes el conjunto de analistas 

académicos, prensa, comunidades afectadas y en general la discusión pública reconocía la 

importancia de la injerencia estadounidense en la definición de la política antidrogas en el 

país, desde 1996 dicha participación sería aún más explícita y decisiva, con repercusiones 

determinantes para el PECIG. 

Se podría ubicar el comienzo del mayor tutelaje estadounidense en la formulación e 

implementación de las diferentes actividades antidrogas nacionales con el caso del 

denominado Memorando Frechette. El documento era un informe del embajador 

estadounidense en Colombia sobre asuntos de interés de la política colombiana para los 

EE.UU., en el que no sólo se realizaba una evaluación de los mismos, sino que se 

formulaban exigencias al gobierno colombiano al respecto. El texto, filtrado parcialmente en 

junio y revelado integralmente en julio de 1996, era clave para el proceso de certificación 

de Colombia para el año de 1997, que amenazaba con producir la tercera certificación 

condicionada del país, pues como advertía Bruce Bagley de la Universidad de la Florida 

ñ[é] la descertificación es muy posible. Porque en un año electoral Clinton no va a querer 

defender a Colombia ni seguirá sosteniendo la cooperación de un presidente manchado en 

Colombia [é]ò.299 

No es de extrañar, entonces, que la filtración produjera intensos posicionamientos y 

tensiones en el ámbito nacional y en la relación bilateral, estableciendo nuevas condiciones 

en el campo de disputa de la política antidrogas en Colombia, que afectaría no solo la 

segunda mitad del gobierno Samper, sino los gobiernos por venir.  

A continuación, se reproducen las 20 exigencias contenidas en el Memorando 

Frechette: 

 

                                                
299 Como citado por ñGood bye, certificaci·n?ò El Colombiano, 24 de enero de 1996, 7C. 
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Figura 12 - Exigencias del 'Memorando Frechette', reproducido por El Nuevo Siglo 

 

 

 

Como se puede observar, el memorando no sólo trataba sobre asuntos antidrogas, 

sino sobre las relaciones bilaterales en ámbitos diplomáticos y comerciales, e incluso, sobre 

el papel de Colombia en escenarios multilaterales, como el bloque de países no alineados 

en la ONU. Las exigencias expresaban un cuestionamiento severo del funcionamiento de 

todas las ramas del poder público en el país en la lucha antidrogas, diagnosticando laxitud, 

inadecuaciones y retrasos que tenían como principal explicación algún grado de 

connivencia y corrupción vinculada con el narcotráfico. 

Respecto del PECIG, se orientaba la necesidad de cambio del herbicida hacia uno 

granulado, que permitiera mayores tasas de erradicación, propuesta que el propio Frechette 

venía promoviendo en declaraciones previas durante ese año, señalando que se necesitaba 

un producto que funcionará en las condiciones climatológicas del país y de mayor facilidad 

 

Nota. Tomado de ñExtradici·n, penas y extinci·n. Contrareloj para certificaci·nò El 

Nuevo Siglo, 05 de noviembre de 1996, 12. 
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para la aplicación. Indicaba que ya estaba en experimentación y aseguraba que sería 

menos tóxico que el glifosato, sin dar mayores informaciones.300  

El memorando también cuestionaba los resultados de las AAG presentadas por las 

autoridades policiales nacionales y se contrastaban con los diagnósticos satelitales de los 

cuerpos de inteligencia estadounidenses, que desde al menos 1994 venían realizando la 

labor de cálculo del área cultivada, y que indicaban una mayor área de CDUI. Por lo anterior, 

se proponía una evaluación por parte de un tercero, proponiendo a la Junta Internacional 

de Estupefacientes (JIFE) de la ONU, que en todo caso tenía un claro predominio 

estadounidense en su composición.301  

El documento segu²a el diagn·stico del ñInforme sobre la estrategia internacional para 

el control de narcóticosò del departamento de estado estadounidense, que señalaba: 

The Colombian Government´s (GOC) counternarcotics cooperation on law 
enforcement in 1995 yielded a number of positive results. However, there was a lack 
of commitment by the Samper administration to support the efforts of Colombian law 
enforcement entities and to strengthen the nation´s effort of Colombian law 
enforcement successes [é] Among the law enforcement successes were the arrest 
or surrender of six of seven sought-after senior members of the Cali syndicate; the 
passage of a money laundering law, albeit a weak one; [é] and the pursuit, by the 
Colombian National Police (CNP), of an ambitious crop eradication campaign using 
equipment, materials, and training provided by the United States. 

Despite these successes, the GOC did not make adequate progress in other key 
areas. (Departamento de Estado, 1996, p. 81) 

El informe también expresaba una seria preocupación por la corrupción de todo el 

aparato gubernamental colombiano: 

Corruption remains a serious impediment to progress on counternarcotics in 
Colombia. High-level government officials, members of congress, judicial officials 
and government functionaries are under investigations for corrupt activities. Through 
corruption, narcotics interests with their vast sums of illegally-acquired funds, are 
influencing the political, judicial and legislative processes. [é] (Departamento de 
Estado, 1996, p. 84) 

Al respecto de la relación bilateral, el informe Frechette hacia exigencias tendientes al 

reemplazo de funcionarios no aprobados por su gobierno, e incluso, en el punto 17, pedía 

un intermediario entre la Casa Blanca y el presidente Samper, con el fin de no tratar 

directamente con el cuestionado mandatario, al que en señal de veto le fue revocada la visa 

                                                
300 ñEE.UU. baj· la guard²a en lucha antidrogas: Frechetteò El Tiempo, 01 de junio de 1996, 10A. 
301 ñGobierno se órajaô frente a exigencias de E.U.ò El Nuevo Siglo, 15 de julio de 1996, 6. 
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de ingreso a los EE.UU. el 11 de julio de ese a¶o, aduciendo que hab²a ñayudado y sido 

cómplice conscientemente del tráfico ilegal de narcóticosò.302 

Finalmente, al respecto de las fuerzas armadas se pedía continuar con los mandos 

militares que contaban con el visto bueno estadounidense, a la vez que se solicitaba 

autorización para una intervención militar directa en algunos ámbitos, como el control 

marítimo, de parte de las fuerzas armadas estadounidenses. Dicha solicitud se daba en el 

contexto de la reciente designación del excomandante del Comando Sur como zar 

antidrogas estadounidense, el general Barry McCaffrey, cuya línea de trabajo se expresaba 

as²: ñsabemos dónde se producen las drogas, hay que ir allí a aniquilarlasò 303. 

Cabe destacar que para ese momento la mayor intervención estadounidense en la 

política nacional se expresaba en la cooperación militar progresiva, evidenciada en la 

donación continua de aeronaves para las AAG, insumos e instrucción de pilotos 

colombianos por parte de un equipo de militares estadounidenses304.  La cooperación había 

pasado de USD$13 millones en 1996305, al anuncio de que en 1997 ñ[é] Estados Unidos 

entregará a Colombia 18 helicópteros que serán destinados a la fumigación de cultivos 

il²citos y a la persecuci·n de narcotraficantes. [é] aportar§ unos 30 millones de d·lares 

para sufragar costos logísticos en la lucha contra el narcotráfico.ò306 (Departamento de 

Estado, 1996) 

En todo caso, la creciente ayuda también levantaba preocupación en sectores del 

congreso estadounidense, así como en organismos multilaterales, que comenzaron a 

denunciar el deterioro en materia de la situación de derechos humanos en Colombia, 

asociado a la escalada del conflicto social y armado, tema que, si bien entraba como parte 

de las preocupaciones estadounidenses, lo hacía de forma residual. (Thoumi, 1999) 

En el contexto local, el memorando llegaba en un momento en el que el proceso 8.000 

había afectado a funcionarios muy cercanos al presidente Samper, mellando críticamente 

su legitimidad307. Tanto así, que en la prensa escrita nacional trascendió información de una 

                                                
302 Como citado por ñLa historia sin finò Semana, 08 de diciembre de 1996. Disponible en: 
https://www.semana.com/nacion/articulo/la-historia-sin-fin/29779-3 
303Como citado por ñEl Halc·n acechaò Voz, 07 de febrero de 1996, 6. 
304 ñEstados Unidos reconoci· la lucha antidrogas de Colombiaò El Nuevo Siglo, 14 de enero de 

1997, 7. 
305 ñGobierno se órajaô frente a exigencias de E.U.ò El Nuevo Siglo, 15 de julio de 1996, 6. 
306 ñAccidente no afectar§ ayuda antidrogasò El País, 09 de enero de 1997, 4B. 
307 Eran Santiago Medina, tesorero campaña, Juan Manuel Avella, director administrativo, y 

Fernando Botero, gerente general de campaña, designado luego ministro de Defensa. 

https://www.semana.com/nacion/articulo/la-historia-sin-fin/29779-3
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reunión entre dirigentes de los partidos tradicionales nacionales con la embajada 

estadounidense para discutir la posibilidad de un golpe de Estado contra Samper, que 

termino por ser desestimulado.308 

La reacción del Gobierno Nacional a las exigencias y condicionamientos 

estadounidenses varió entre la exaltación de la autonomía nacional, que defendía los logros 

operativos,  normativos y de cooperación internacional del Estado colombiano en materia 

antidrogas, acudiendo a discursos anti-injerencistas y anti-colonialistas, que pretendía 

generar cohesión política frente a la amenaza de posibles sanciones, y la anuencia afanada 

con la agenda antidrogas estadounidense, que buscaba justamente evitarlas, sabiéndose 

en una posición de negociación muy subalternizada: 

El mandatario colombiano, de su lado, ha repetido de forma incesante, sin dar 
muestras de dignidad, que el interés de Colombia es tener buenas relaciones con 
Estados Unidos que es su mejor aliado.309 

Sobre esa dependencia política, Camacho y López señalaban que el narcotráfico había 

llegado a ser el asunto ampliamente dominante de la relación diplomática bilateral, y que 

en general, determinaba la forma de inserción de Colombia en el sistema-mundo, siendo 

que su imagen internacional implicaba una amenaza para su seguridad nacional: 

La imposición de una agenda estricta de eliminación de la producción y exportación 
de drogas ilícitas ha conllevado exigencias de reforma de varios arreglos 
institucionales colombianos. La justicia, el sistema carcelario, la organización 
policial, por ejemplo, han sido objeto de presiones en dirección a incrementar su 
eficacia y a facilitar la realización de los intereses del gobierno norteamericano, 
independientemente de que ellos coincidan con los de Colombia. En fin, en una era 
de globalización y unipolaridad, los Estados Unidos han mostrado la vulnerabilidad 
de Colombia y la fragilidad de su soberanía. (Camacho y López Restrepo, 1999, pp. 
4-5) 

Con todo, el mensaje central emitido por los canales diplomáticos formales y en voz del 

propio presidente era que a pesar de la voluntad de colaboración del ejecutivo, el conjunto 

de las exigencias eran difíciles de cumplir en el plazo del semestre previo al nuevo proceso 

de certificación, dado que dependían de otras ramas del poder, como el legislativo y el 

judicial. Aun así, de inmediato se comenzaron a emitir conceptos e informes públicos que 

pretendían dar respuestas a los requerimientos.310 

                                                
308 ñSamper de rodillasò Voz, 10 de julio de 1996, 5. 
309 ñSamper de rodillasò Voz, 10 de julio de 1996, 5. 
310 ñGobierno de órajaô frente a exigencias de E.U.ò El Nuevo Siglo, 15 de julio de 1996, 6. 
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El ejecutivo también promovió con ímpetu proyectos y reformas ante los otros poderes, 

como el de endurecimiento de penas, el de extinción de dominio y el de extradición, que 

sobre el mes de noviembre no habían sido aprobados por el congreso, y ponían sobre alerta 

tanto al ejecutivo nacional como al propio Frechette, quien realizaba un seguimiento 

minuciosos de dichas gestiones y no titubeaba en posicionarse frente a los temas de política 

nacional, aprobando o desaprobando propuestas y procesos, conforme se iban 

presentando.311 

En algunos casos, como en el de la exigencia de la aprobación de la extradición, el 

ejecutivo en su afán agotó todas las instancias de gestión para la aprobación de la medida, 

que tras ser rechazado por el congreso, fue presentado por la presidencia ante el Consejo 

de Política Criminal, que terminó por rechazarlo por no ser de su competencia. 312 

Entre tanto, hacia final de 1996 Colombia continuaba la presentación de resultados con 

un informe en que se señalaba un aumento en el número de hectáreas erradicadas, 

confiscaciones y destrucciones de laboratorios, insumos y de productos terminados313. En 

medio de las severas críticas, el Gobierno colombiano se esforzaba por mostrar resultados 

contundentes, como los de persecución a los líderes de los carteles nacionales; Salazar lo 

señala así: 

Para 1997, la mayoría de los capos colombianos han sido detenidos o muertos por 
las fuerzas de seguridad del Estado, terminando un primer ciclo del tráfico en el país. 
Recordemos la extradición de Carlos Lehder y las muertes de Gonzalo Rodríguez 
Gacha, Pablo Escobar, Gustavo de Jesús Gaviria y José Santacruz; también el 
encarcelamiento de Miguel y Gilberto Rodríguez Orejuela y el sometimiento a la 
justicia, entre otros, de Henry Loaiza (El Alacrán), Patiño Fómeque y Pacho Herrera. 

El gobierno de Ernesto Samper proclamó su triunfo sobre las organizaciones de 
traficantes, tal como lo había hecho César Gaviria tras la muerte de Pablo Escobar, 
pero los hechos posteriores indicaron que no se logró disminuir de manera 
significativa el narcotráfico. Este era, quizás, el fin de los grandes carteles y de los 
capos que se hicieron famosos en el mundo entero por sus fortunas, su violencia y 
sus acciones pintorescas. [é] Los capos eran hombres que parecían inmunes, pero 
al final fueron derrotados en la guerra con un Estado que los toleró por mucho 
tiempo. (Salazar, 1998, p. 77, énfasis en el original.) 

Rápidamente, a la caída de los capos le siguió una reorganización de la empresa 

narcotraficante, que pasó, según Salazar por los procesos de descartelización, 

                                                
311 Extradición, penas y extinción. Contrareloj para certificaci·nò El Nuevo Siglo, 05 de noviembre de 
1996, 12. 
312 ñLa extradici·n pasa ahora al consejo de pol²tica criminalò El Tiempo, 22 de enero de 1997, 8A. 
313 ñPositivo informe antidrogasò El País, 15 de febrero de 1997, 3A. 
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diversificación y mimetización, y que a la postre produjo verdaderas microempresas de 

narcotráfico, que se calculaban en alrededor de 200 hacia finales de 1990. Los nuevos 

carteles cambiaron de forma calculada el perfil de sus miembros, sus estrategias de 

inserción social y política, y su relación con el Estado, y así lograron continuar la expansión 

continua del mercado de drogas ilegales. (Salazar, 1998) 

Alrededor de la exigencia del cambio de herbicida se presentó una importante 

controversia hacia finales de 1996, que inició con el anuncio del coronel Leonardo Gallego 

de que la policía estaba lista para el inicio de la experimentación con herbicidas granulares 

autorizados por el CNE como posibles reemplazos del glifosato. (CNE, 1996d) 314 

Las sustancias consideradas eran bromacil, hexazinona, tebuthiuron, piclomar, triclopyr, 

diuron e imazapyr, que tenían en común su presentación granulada, como era exigencia de 

los EE.UU. La situación se presentaba en la prensa así: 

[é] ante el retraso en un 69% en las metas de erradicaci·n de los cultivos il²citos 
para el primer semestre de 1996, es inminente que el Consejo Nacional de 
Estupefacientes determine cuál herbicida será el sucesor del glifosato en la 
fumigación masiva de las 30 mil hectáreas sembradas de coca en las selvas del 
Guaviare, Caquetá y Putumayo.315 

Sin embargo, la propuesta no tenía buena acogida entre todas las autoridades 

nacionales. El Zar antidrogas, Joaquín Polo Montalvo, anunciaba que su concepto frente al 

CNE indicaría que cuatro de las siete opciones que se consideraban como reemplazos 

presentaban una toxicidad ñ[é] hasta un 100% mayor a la del glifosatoò316, lo que evitaría 

su adopción.  

Tras las primeras discusiones al interior del CNE y la intervención estadounidense 

a través de sus representantes en materia antidrogas, la elección se batía entre el 

tebutiuron, el candidato estadounidense que aducía su costo como la principal variable para 

su elección317, y el imazapyr, candidato de los promotores del PECIG nacionales, que según 

estos presentaba un perfil toxicológico menor.318  

                                                
314 ñAcabar§n uso del glifosatoò El Espectador, 05 de agosto de 1996, 10A. 
315 ñListos reemplazos del glifosatoò El Tiempo, 07 de agosto de 1996, 11A. 
316 Como citado por ñEn duda aplicaci·n de nuevo herbicidaò El Espectador, 12 de agosto de 1996, 
6A. 
317 ñE.U. urge reiniciar fumigacionesò El Tiempo, 06 de marzo de 1997, 8A. 
318 ñàIgual o peor que el glifosato?ò El Tiempo, 21 de agosto de 1996, 3A. 
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Sobre el tebuthiuron se levantaron fuertes reparos al interior del propio CNE, en voz 

del Ministro del Medio Ambiente y el Zar antidrogas, que señalaban que no sólo se trataba 

de un herbicida de la más alta clasificación toxicológica aguda (clase I), sino que su uso era 

recomendado sólo en territorios donde no se planeará establecer ninguna actividad agrícola 

nuevamente: era un esterilizante para la vida vegetal.319 (CNE, 1996d; 1998b) 

Por su parte, el imazapyr era presentado como un herbicida de baja toxicidad aguda 

(clase IV), con una acción irritante mucocutánea similar al glifosato, y se le describía como 

seguro ecológicamente.320  

Aun así, persistían importantes reservas, pues como expresaba el Procurador 

General y la Ministra de Salud 

[é] en ning¼n pa²s se han efectuado esta clase de procedimientos que nos permitan 
posteriormente realizar comparaciones y mediciones. (CNE, 1996d, p. 4) 

Cabe señalar que el Ministerio de Salud, en cabeza de María Teresa Forero Saade, 

desarrolló un ejercicio de análisis toxicológico autónomo de los herbicidas propuestos, 

usando el ñProtocolo de Evaluación de Sustancias Tóxicasò, arrojando una clasificaci·n 

toxicológica grado III para el Imazapyr, distanciándose de la clasificación del ICA y de la 

EPA que lo clasificaban como grado IV. (CNE, 1996d, p. 5) 

Sobre el herbicida tebuthiuron señalaba en concepto técnico emitido para el CNE 

en septiembre de 1997: 

[é] las caracter²sticas del Tebuthiuron apoyado en informaci·n proveniente de la 
Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos EPA, de EXTOXNET y de 
IRPC/UNEP, es no selectivo, de alta persistencia y resistente a la degradación 
biológica y química, alta residualidad, alta movilidad que puede ser ocasionada por 
su solubilidad en agua y por la baja adsorción en el suelo. El concepto del Ministerio 
del Medio Ambiente [reproduce] en su escrito lo conceptuado por la Agencia de 
Protección Ambiental de los Estados Unidos en el documento RED. FACTS: óTodos 
los usos de Tebuthiuron poseen un significativo riesgo para especies vegetales en 
peligro de extinción, terrestres, acuáticas y semiacuáticas, localizadas fuera del sitioô.  

[é] el TEBUTHIURON no se encuentra registrado en Colombia y adem§s no tiene 
solicitud en trámite para ningún uso. El efecto residual prolongado del herbicida, 
impedirá la siembra sobre el área tratada por períodos hasta de 9 a 18 meses, 
dependiendo de las condiciones ambientales y del suelo. (CNE, 1998, pp. 3-4) 

                                                
319 ñGlifosato va hoy a ex§menò El País, 07 de marzo de 1997, 6A. 
320 ñComenz· fumigaci·n de coca con Imazapyrò El Tiempo, 07 de octubre de 1996, 16A. 
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Las reservas al interior del CNE produjeron una respuesta de intensificación de la 

presión para la aprobación del Tebuthiuron, que implicó que el proceso de discusión se 

extendiera durante todo el año de 1997 y comienzo de 1998. Si bien el CNE no llegó a 

ninguna decisión en sus primeras reuniones, anunciaba que antes del final del primer 

semestre se citaría ñ[é] una nueva reunión del Consejo para analizar exclusivamente el 

informe que el Ministerio de Salud entregará sobre los herbicidas sugeridos por Estados 

Unidos, de acuerdo con los estándares de salud y medio ambiente.ò321  

Al final, no se logró discutir sobre los herbicidas granulares candidatizados a 

reemplazar el glifosato en los consejos extraordinarios del CNE citados para ese fin, por 

falta de asistencia del Ministerio de Salud a las sesiones. Es decir, no se discutieron los 

resultados de las pruebas de campo del herbicida imazapyr, ni los informes técnicos de 

riesgos sanitarios y ecológicos de los demás herbicidas considerados.322  

Algunos meses después, en junio de ese año, el CNE anunciaba que había 

aprobado el inicio de aspersiones experimentales con tebuthiuron, que sería suministrado 

por los Estados Unidos, cuyo concepto negativo persistente alrededor del Imazapyr, dados 

sus costos comerciales323, habría sido la principal razón del cambio del agente activo 

granulado elegido. (CNE 1997a, pp. 4-5)  

El anuncio no sólo desató una discusión pública muy importante, sino que provocó 

disputas al interior del propio Gobierno Nacional, pues el Ministro de Medio Ambiente, 

Eduardo Verano de la Rosa, reaccionó públicamente indicando que el informe técnico 

elaborado por su cartera demostraba alta toxicidad ambiental sobre flora y fauna, señalando 

que  ñ[é] esteriliza la capa vegetal durante año y medio al igual que en las aguas y por lo 

tanto no se podr²an llevar a cabo programas como el planteò324, y que ni siquiera en Estados 

Unidos era usado. El procurador general también reaccionó en contra del anunció del CNE 

declarando que solicitaría la información de las investigaciones realizadas. 

El ministro Verano de la Rosa también denunciaba que no reposaba ninguna 

solicitud de licencia comercial ni de licencia ambiental ante su ministerio, requisito 

                                                
321 ñColombia busca autonom²a en erradicaci·n de narcocultivosò Vanguardia Liberal, 08 de marzo 

de 1997, 1A. 
322 ñHexasinona: riesgo o beneficioò El Espectador, 16 de marzo de 1997, 8A. 
323 ñMinambiente, no al Tebuthiuronò El Tiempo, 15 de julio de 1997, 10A. 
324 Citado por ñMinambiente, no al Tebuthiuronò El Tiempo, 15 de julio de 1997, 10A. 
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indispensable para cualquier uso de Tebuthiuron en el país, incluyendo cualquier uso 

experimental, como el que acababa de aprobar el CNE. 325  

Por su parte la Ministra de Salud señalaba al interior del CNE: 

[é] los Estados Unidos presentan para su estudio y aplicaci·n una serie de 
plaguicidas que ellos no utilizan porque los mismos tienen alto grado de toxicidad 
[é] la salud y la vida no solo de la poblaci·n civil sino de los agentes de la polic²a 
encargados de esta labor es una responsabilidad del Gobierno Nacional. (CNE 
1997a, p. 5) 

La respuesta a la Ministra de Salud llegó en voz de la directora nacional de 

estupefacientes, Ivonne Alcalá, quién señaló que el uso de tebuthiuron era ñ[é] una 

decisión de Gobierno y por lo tanto hay que darle cumplimiento [é]ò y que  ñ[é] si no se 

considera el Tebuthiurom se aplicará el Imazapyr, que es el otro granulado aprobado por el 

Consejo Nacional de Estupefacientesò326, con lo que parecía repetirse la estrategia de 

coacción de la fase de aprobación de las AAG en el periodo Gaviria, pero esta vez contra 

la Ministra de Salud, así como se transfería el carácter de no negociabilidad de las 

aspersiones con glifosato a las aspersiones con tebuthiuron e imazapyr. Por su parte, la 

policía continuaba las labores de aspersión con glifosato, y reiteraba que estaba preparada 

para modificar las operaciones atendiendo a las órdenes del CNE. (CNE, 1997b) 

A la postre, el agente elegido para iniciar las pruebas fue el imazapyr, que según el 

ministro de justicia, Carlos Medellín, sería usado inicialmente, y de manera experimental, 

en zonas de orden público donde no hubiese manifestaciones. Se recalcaba que tenía 

registro sanitario ante el ICA y que era usado en actividades agrícolas del país.327 

El 6 de octubre, y ante la presencia del Zar Antidrogas Británico Dereck Plumby, la 

policía antinarcóticos realizó la primera aspersión de imazapyr granulado sobre sesenta 

hectáreas de coca en el territorio del Guaviare, dando cumplimiento a la fase experimental 

aprobada por la Dirección Nacional de Estupefacientes, que tendría una duración de tres 

meses y sería efectuada sobre CDUI de Vichada, Caquetá y Guaviare328. En todo caso, la 

realización de AAG continuó sin modificaciones a lo largo de todo territorio nacional.  

                                                
325 ñSin licencia para fumigarò Voz, 06 de agosto de 1997, 13. 
326 Como citado por ñSi no es Tebuthiuron ser§ Imazapyrò El Tiempo, 17 de julio de 1997, 15A. 
327 ñHerbicida granulado desplaza al glifosato en cultivos il²citosò El Espectador, 11 de septiembre de 

1996, 7A. 
328 ñExtradici·n, penas y extinci·n. Contrareloj para certificaci·nò El Nuevo Siglo, 05 de noviembre 

de 1996, 12. 
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La auditoría de la aspersión del granulado fue realizada por la propia DNE y el 

Ministerio de Salud, sin que hicieran públicos sus resultados.329 

La operación de aspersión fue cubierta minuciosamente por la prensa, que retrataba 

la fuerte militarización que implicaban las aspersiones: 

Después de recibir un pormenorizado informe sobre la forma como Antinarcóticos 
viene adelantando la destrucción de los cultivos ilícitos, Plumby abordó el helicóptero 
PNC-188, que hacía parte de la flotilla de cinco aeronaves artilladas que escoltaban 
al avión Turbo Trush fumigador, portador de la primera carga de Imazapyr. Tras 18 
minutos de vuelo, el visitante se halló sobre una chagra de 60 hectáreas de coca, 
previamente acordonada por un batallón de contraguerrilla del Ejército. El Turbo 
Trush hizo su primera aproximación y dejó caer sobre la plantación de coca la 
primera carga de Imazapyr que se utiliza en Colombia para erradicar cultivos ilícitos. 
Luego repitió varias veces la operación hasta dejar plenamente fumigada la 
chagra.330 

Pocos meses después el Defensor del Pueblo levantaba serias denuncias sobre los 

impactos de las pruebas con Imazapyr en Puerto Guzmán, Putumayo. 

[é] se han destruido grandes parches de vegetación natural que aún quedan en las 
proximidades de las zonas colonizadas. En las cercanías a la vereda Santa Rosa, a 
finales del mes de julio en la Laguna Quemado se destruyeron centenares de 
hectáreas de bosque natural. Este ecosistema lagunar es muy especial porque es 
un centro de desove y reproducción de especies ícticas, es refugio y nicho ecológico 
de aves, mamíferos y otros grupos taxonómicos escasos ahora en las márgenes de 
los ríos afluentes del putumayo. Se pudo comprobar que en varios kilómetros a la 
redonda de esta laguna no existe ningún tipo de cultivo ilegal. (Vargas, 1999, p. 120) 

La inminencia de la aprobación definitiva del imazapyr hizo que aumentaran las 

manifestaciones por parte de los detractores de las aspersiones, que señalaban que, como 

en el caso del glifosato, no existían los estudios suficientes para afirmar la seguridad 

sanitaria y ambiental de la medida, y que el solo hecho de tener una presentación granulada 

aumentaba los riesgos. En todo caso, nuevamente fue la injerencia del gobierno 

estadounidense, la que determinó la inviabilidad de la aplicación de imazapyr, dados sus 

valores comerciales, e insistió en que el reemplazo del glifosato fuese el tebuthiuron, 

orientación que despertaba importantes controversias políticas al interior del CNE.  

Sobre tal situación, el Ministro de Defensa, Juan Carlos Esguerra, señalaba que los 

estudios de seguridad y efectividad sí existían y eran provistos al gobierno colombiano por 

su par estadounidense: 

                                                
329 ñComenz· fumigaci·n de coca con Imazapyrò El Tiempo, 07 de octubre de 1996, 16A. 
330 ñComenz· fumigaci·n de coca con Imazapyrò El Tiempo, 07 de octubre de 1996, 16A. 
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Estamos teniendo en cuenta [é] los an§lisis que los estadounidenses han hecho, 
parece que son análisis comprensivos, técnicos y científicos, profundos y completos, 
que demuestran que esos nuevos productos no causan daños ecológicos, ni afectan 
el ecosistema, ni dañan el medio ambiente, ni la vida vegetal, animal y humana, en 
forma alguna. [é] las cuatro sustancias cuentan con el aval de la Agencia de 
Protección Ambiental de Estados Unidos.331  

La decisión del Gobierno Nacional parecía aupada por el creciente cuestionamiento 

por parte de diversos actores locales y estadounidenses sobre la efectividad de las AAG. 

De hecho, uno de los elementos más relevantes considerados durante el proceso de 

certificación del gobierno estadounidense eran los informes sobre el área cultivada 

producidos por sus agencias de inteligencia, que señalaban un aumento de alrededor de 

30% de los CDUI de coca en el país, con el agravante de que se presentaban mayores 

concentraciones en las zonas donde se había adelantado con mayor intensidad las AAG, 

como Guaviare y Caquetá, y con menor intensidad en nuevas zonas que antes no 

presentaban cultivos332. Así, a pesar de que el gobierno colombiano disentía de las cifras 

estadounidenses, y anunciaba la contratación de una veeduría satelital internacional, 

también se veía presionado a mostrar mayor eficacia en las labores erradicadoras, siendo 

el uso de un herbicida más tóxico una de las respuestas inmediatas.333  

 Con la discusión sobre la mesa, la controversia sobre el tebuthiuron terminó 

cerrándose por la decisión de la propia compañía productora Dow Elanco, única fabricante 

de dicho herbicida en el mundo, que se pronunció y descartó vender el producto al CNE por 

considerarlo de elevado riesgo ambiental en las condiciones de operación del PECIG, que, 

según la casa productora, no eran equiparables a las condiciones de aplicación agrícola334-

335. (CNE, 1998: 4) 

El Doctor Carlos Manuel Herrera Santos, delegado del Ministerio del Medio 
Ambiente, informa al Consejo sobre la comunicación recibida de la firma Dow, 
suscrita por el representante de la casa matriz para América Latina, en la que niegan 
la petición del Ministerio del Medio Ambiente, respecto a la venta del mencionado 
herbicida para la aplicaci·n en la erradicaci·n de Cultivos Il²citos. [é] 

                                                
331 Como citado por ñGobierno no negociar§ las fumigaciones de cultivosò El Espectador, 05 de 

agosto de 1996, 8A. 
332 ñnarcocultivos siguen siendo la maleza para el ecoambienteò El Espectador, 10 de mayo de 1997, 
5B. 
333 ñSuspendida fumigaci·n de narcocultivosò El Tiempo, 06 de marzo de 1997, 8A. 
334 No era la primera vez que la compañía Dow se negada a proveer un herbicida para el programa 

de las aspersiones aéreas del CNE. En 1985 sucedió algo similar con el Garbón-4, que tampoco 
suministró previendo las posibles demandas por perjuicios que podría enfrentar. ñFumigaciones 
envenenan el medio ambienteò El Heraldo, 24 de agosto de 1997, 7A. (CNE, 1998b) 
335 ñMinambiente con licencia para oponerseò El Tiempo, 20 de julio de 1997, 3A. 
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El Ministro de Defensa afirma que la única declaración válida sobre la aplicación del 
mencionado herbicida ante la negativa de la firma productora dependerá del 
pronunciamiento oficial del gobierno de los Estados Unidos de América. (CNE, 
1997c, pp. 3-4)  

Para reiterar su posición, la compañía Dow Elanco extendió un comunicado a la 

DNE en la que anunciaba que no proveería el herbicida para las AAA antinarcóticos, siendo 

que la decisión ya habría sido notificada al gobierno estadounidense, aduciendo los riesgos 

ambientales implicados: 

1. El producto no está registrado en Colombia, ni tiene licencias requeridas por 
los ministerios del Medio Ambiente, de Salud o de Agricultura, para su 
importación y aplicación en el país.  

[é] 

3. Consecuentemente con sus valores de compromiso con el medio ambiente, 
Dow Elanco ha comunicado tanto al Departamento de Estado del gobierno 
de los Estados Unidos, como a funcionarios del gobierno de Colombia, que 
la empresa no venderá el producto en ningún lugar del mundo para el control 
de cultivos ilícitos, porque esto podría representar un riesgo de daño 
ambiental. (Dow Elanco, 1997, p. 1) 

La decisión no sólo parecía concordar con la argumentación del Ministro de Medio 

Ambiente, sino que desató un conjunto de fuerte críticas hacia el CNE por su proceso de 

toma de decisiones, que priorizaba criterios económicos y políticos, sobre evaluaciones de 

riesgo ambiental y sanitario, hasta de la misma empresa fabricante.  

Sorprendentemente, el concepto del Departamento de Estado de los Estados 

Unidos insistía en la seguridad ambiental y sanitaria del herbicida, seguramente acogiendo 

la esperanza de que la decisión de Dow Elanco pudiera ser revertida: 

Con base en la efectividad del uso de Tebuthiuron contras las plantaciones de coca, 
los registros actuales del herbicida en los EE.UU indican un riesgo mínimo para los 
humanos y otros componentes del ecosistema, siempre y cuando se dé un uso 
apropiado [é] (Departamento de Estado, 1998, p. 2) 

La situación provocó que la decisión sobre el reemplazo del glifosato se prolongara 

en el tiempo, tanto por las posturas de resistencia al mismo al interior del CNE, como por 

los ñinconvenientes log²sticosò de que la industria productora se negar§ a proveerlo. 

Aun así, la intencionalidad del gobierno estadounidense no cedía, y ya en 1998 

continuó su campaña por la aprobación del tebuthiuron. Así, la sesión extraordinaria del 19 

de marzo de 1998 del CNE fue dedicada integralmente a escuchar la defensa técnica de 

dos expertos, Jay Ellemberger de la EPA, y Charles Helling de la ARS-USDA, movilizados 
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por el gobierno estadounidense para disuadir las posiciones contrarias, en particular del 

Ministro de Medio Ambiente, el Ministro de Salud y la Procuraduría General alrededor del 

uso de dicho herbicida. Las presentaciones de los expertos se concentraron en resaltar las 

ventajas competitivas para la erradicación de los herbicidas granulados sobre las AAG, y 

eran enfáticos en resaltar la seguridad ambiental y humana del Tebuthiuron, reiterando la 

posición del Departamento de Estado. (CNE, 1998a)  

Los documentos aportados por los expertos, en particular por Helling, se componían 

de seis referencias bibliográficas desarrollados para el Departamento de Estado, el 

Departamento de Agricultura, y otras instituciones de la política antidrogas estadounidense, 

y contenían estudios de campo sobre impactos ecosistémicos de procesos de 

experimentación con tebuthiuron para erradicación de cultivos de coca en Hawái, Perú y 

Panamá. Las principales conclusiones a las que llegaban los estudios era que en 

ecosistemas tropicales el herbicida presentaba menor persistencia y mayor adsorción, por 

lo que lo clasificaban como de bajo riesgo ecosistémico y sanitario. (CNE, 1998a) 

 El 14 de abril siguiente se celebró una nueva reunión del CNE en la que se discutió 

la nueva información presentada por las autoridades técnicas estadounidenses. A la 

reunión asistió el propio presidente Ernesto Samper, con el fin de conducir de primera mano 

la definición sobre el reemplazo del glifosato. Con todo, la oposición del Ministro de Medio 

Ambiente continuaba inmutable, siendo que además de reiterar el concepto técnico emitido 

previamente por su cartera, en el que se señalaba alto riesgo ambiental y sanitario en las 

condiciones de aplicación del PECIG, presentó un informe interinstitucional preparado por 

los ministerios de Medio Ambiente y Agricultura, el I.C.A., CORPOICA, IGAC, la Universidad 

Nacional, INGEOMINAS, IDEAM,  el Instituto Alexander Von Humboldt, el Jardín Botánico 

de Bogotá, Ingeominas y la Red de Acción en Plaguicidas ï América Latina (Rapalmira). 

 El documento, titulado ñConcepto técnico sobre riesgos ambientales del uso de 

tebutiuron en la erradicación de cultivos ilícitosò, era una ampliación del análisis toxicológico 

y ecotoxicológico del herbicida, y tenía como objeto central el análisis crítico de la evidencia 

presentada por los expertos estadounidenses promotores del PECIG. En general, el 

documento insistía, desde un análisis técnico soportado en una amplia literatura 

actualizada, en señalar un perfil de toxicidad aguda y crónica mucho más severo que el 

presentado por Charles Helling, principal vocero estadounidense, además de realizar una 

severa crítica metodológica al trabajo de dicho investigador, que dependía directamente del 

Departamento de Agricultura de los Estados Unidos. Así el Minambiente señalaba que 
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según su trabajo de investigación, el trabajo de Helling adolecía de severas deficiencias 

como que: 

- El diseño experimental es inadecuado porque no tiene en cuenta la movilidad, 
la degradación y la adsorción del producto. 

- El muestreo no tiene el rigor científico recomendado por la EPA para este tipo 
de ensayos. 

- Los presupuestos utilizados para el estudio llevan a conclusiones erróneas. 

- Las condiciones del experimento impiden su realización para ser verificado. 

- No se analizaron impactos sobre los ecosistemas y la población.  

[é] el estudio adelantado por el Departamento de Agricultura para la aplicación del 
producto no es el adecuado para la toma de decisiones, que el riesgo ambiental 
asociado con la utilización del producto es inaceptable y la pérdida de la 
biodiversidad originada por su uso es muy alta para el mundo. (CNE, 1998b, p. 2) 

 Pero tal vez la crítica más severa a la evidencia de Helling era que el análisis que 

desarrollaba de su propia bibliografía generaba que sus conclusiones fueran en buena 

medida consideradas por los expertos nacionales como  

[é] suposiciones no corroborables, conjeturas o interpretaciones francamente 
erradas e inaceptables, que no pueden ser consideradas científicas. [é] 

[é] los resultados y conclusiones de los trabajos del Dr Helling, contradicen estudios 
rigurosos realizados, revisados y aceptados por la EPA [é] 

En síntesis, se considera que el Dr. C. S. Helling sesga las conclusiones de su 
trabajo por interpretación selectiva de sus propios datos y omite el análisis de datos 
publicados que contradicen sus conclusiones. (Ministerio de Medio Ambiente et al., 
1998, pp. 28-29) 

 El concepto interinstitucional iba más allá del diagnóstico puramente toxicológico, y 

se posicionaba fuertemente en contra de cualquier tipo de AAA, dado el diagnóstico de su 

fracaso para ese momento. Según estas instituciones las AAA habría contribuido a 

[é] generar los siguientes impactos sociales que introducen más factores de 
violencia y de deterioro ambiental en estas regiones: 

- Se amplían las fronteras de colonización para la localización de cultivos de coca 
a expensas del deterioro y contaminación de los ecosistemas 

- Se estimulan los desplazamientos de población 
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- Se acrecienta el escepticismo de las posibilidades de concertar alternativas de 
abandono y sustitución de los cultivos ilícitos de coca lideradas por las 
comunidades involucradas 

- Disminución y desintegración de los pueblos indígenas  

[é] Las experiencias en la erradicaci·n forzosa de cultivos il²citos en los últimos 20 
años muestran un círculo vicioso, según el cual los cultivos se trasladan y localizan 
en nuevas áreas, con el consecuente empeoramiento de la deforestación y deterioro 
ambiental. Las cifras actuales indican adicionalmente el aumento de las áreas 
sembradas con estos cultivos. 

Frente a esta situación y potencial agudización de los impactos por el uso de 
herbicidas químicos para controlarlos, se recomienda que los esfuerzos de las 
diferentes entidades del Estado, instituciones científicas nacionales y organismo 
internacionales, se dirijan hacia el diseño y financiación de programas de desarrollo 
de las regiones afectadas por este tipo de cultivos y hacia la viabilización de 
proyectos productivos, económica y ambientalmente sustentables que estimulen 
eficazmente el abandono y sustitución de las actividades de siembra de cultivos 
ilícitos. (Ministerio de Medio Ambiente et al, 1998, p. 32) 

La fuerte oposición al interior del CNE, conjugada con la persistente negativa de 

Dow Elanco, habrían puesto fin a la controversia sobre el uso de Tebuthiuron para las AAA 

antinarcóticos, a través de un cerramiento político implicado en la decisión de no venta del 

herbicida, y epistemológico, a través de la producción de evidencia tecno-científica 

ampliamente aceptada por instituciones nacionales. 

Con las puertas cerradas para el uso del herbicida granulado, la decisión del 

gobierno colombiano fue la de fortalecer el programa de AAG y suspender la búsqueda de 

un reemplazo, determinación que fue comunicada por el director de la Policía Nacional, 

Rosso José Serrano, a la Procuradora General de EE.UU., Janet Reno.  

A la par de la controversia sobre el herbicida granulado, la conflictividad alrededor 

de los procesos de certificación de Colombia ante el congreso estadounidense para 1997 y 

1998 fue uno de los temas de la agenda pública más relevantes. 

El año de 1997 comenzó con la gran preocupación política nacional sobre la 

certificación, por lo que algunos sectores, como la Unión Intergremial Nacional, la principal 

asociación de gremios económicos nacionales, pedían al gobierno estadounidense ñ[é] 

desamperizar la formulación de su política, y en cambio reconocer que Colombia ha 
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cumplido la mayoría de la metas objetivas y alcanzables, en medio de una gran esfuerzo 

institucional [é]ò336.  

Se puede señalar que la percepción general era que la permanencia de Samper en 

el Gobierno Nacional era la causa de la descertificación del país (Thoumi, 1999). Y los 

hechos terminarían demostrando que la política estadounidense era implacable con ese 

gobierno, que a pesar de su vinculación con el narcotráfico, se negó a dimitir. Aún con los 

esfuerzos de Samper por satisfacer las exigencias estadounidenses, en marzo de ese año 

se produjo la segunda certificación condicionada para el país, que lo ponía en un alto riesgo 

económico, político y militar frente a las acciones estadounidenses. El hecho produjo 

nuevamente múltiples reacciones de rechazo a la medida de parte de múltiples autoridades 

políticas y sociales nacionales. (Camacho, López Restrepo, Thoumi, 1999) 

Entre las reacciones que siguieron a la segunda descertificación se destaca la orden 

presidencial de suspensi·n inmediata e indefinida de las AAG aduciendo ñrazones 

científicas y técnicasò y anunciando una reevaluaci·n de su necesidad a cargo del CNE337. 

(CNE, 1997) 

 La suspensión de las AAG fue rechazada de inmediato por actores nacionales, 

como el Fiscal General, Fernando Valdivieso, que se mostró en contra de la decisión y 

criticó que la medida se hubiese tomado sin convocar al CNE338. Al mismo tiempo, el Fiscal 

señalaba al interior de dicho organismo que la decisión no le convenía al país (CNE, 1997: 

2).  

La medida también fue rechazada por el gobierno estadounidense a través del 

vocero del departamento de Estado, Nicholas Burns, señalando que esperaba que la 

decisi·n fuese ñ[é] técnica y no política [é]ò, y exhortando al gobierno del presidente 

Samper a reiniciar operaciones de erradicación lo antes posible.339 

 En la coyuntura fue convocada una reunión extraordinaria del CNE el 7 de marzo, 

que arrojó como resultado un conjunto de medidas que pretendían mostrar mayor 

autonomía del Estado colombiano en la lucha antidrogas, pero no un cambio en el contenido 

ni en las estrategias de la misma, que se resumían así (CNE, 1997): 

                                                
336 Como citado por ñUni·n gremial pide certificarò El Espectador, 26 de febrero de 1997, 7A. 
337 ñDescertificaci·n surte efectoò El Espectador, 06 de marzo de 1997, 7A. 
338 ñSuspendida fumigaci·n de narcocultivosò El Tiempo, 06 de marzo de 1997, 8A. 
339 ñE.U. urge reiniciar fumigacionesò El Tiempo, 06 de marzo de 1997, 8A. 
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Compra de equipos propios para la lucha contra la erradicación de narcocultivos, 
participación del ejército en operativos, evaluación del nuevo químico contra las 
plantaciones ilegales y autonomía en el programa de erradicación de cultivos.340 

La inversión propia contenía la compra de otras 10 aeronaves aspersoras y de 

equipos de protección para los pilotos. La inclusión de las fuerzas militares, que venía 

participando sólo de forma residual en las operaciones de aspersión, ahora se constituía en 

sistemática, y tendría como labor conformar cordones de seguridad en las áreas de 

erradicación con participación del ejército, la fuerza aérea y la armada nacional.341 

En todo caso, el intento de ñnacionalizaci·nò de la guerra contra las drogas era 

cuestionada por actores como el General Rosso José Serrano, de la Policía Antinarcóticos, 

quien señalaba que más del 90% de los equipos, insumos y recursos del PECIG eran 

aportados por el gobierno estadounidenses, y que si se quería cambiar la orientación de la 

política, eso tendría que modificarse:  

El gobierno colombiano debe presentar una propuesta ya que hasta la fecha no se 
aporta dinero y si el 90% de los recursos que se destinan al programa son recursos 
americanos, de contera ellos imponen las condiciones. (CNE, 1997, p. 6) 

La posición del General dejaba ver una seria tensión de mando, insinuando un 

posible distanciamiento entre la cúpula militar y el Gobierno Samper, dada la fuerte 

influencia del aparato militar estadounidense en su par colombiano, promovida por las 

labores de formación, equipamiento y financiación.  

Y es que el plegamiento a la política antidrogas ya era diáfano para ese momento 

para los operadores (FF.AA.) y tomadores de decisiones (CNE): los reportes, las 

verificaciones de campo, y en general toda la operación era estrictamente controlada por el 

gobierno estadounidense; se aceptaba la participación diaria de funcionarios 

estadounidenses de la Agencia de Narcóticos de la Embajada de Estados Unidos (NAS) en 

la verificación de las aspersiones, y su participación aparecía incluso en los flujogramas de 

los documentos oficiales del CNE como parte integral del proceso. (CNE, 1996a, p. 10; 

1999b)  

Durante esta crisis de la relación bilateral, la disputa alrededor de las cifras de los 

cultivos ilícitos llegó a un culmen, y provocó la decisión del CNE de contratar una auditoria 

                                                
340 ñColombia busca autonom²a en erradicaci·n de narcocultivosò Vanguardia Liberal, 08 de marzo 
de 1997, 1A. 
341 ñHoy se reanudan las fumigacionesò El Colombiano, 12 de marzo de 1997, 6B. 
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internacional con el gobierno francés para la medición y verificación del área efectivamente 

destruida. De fondo, la propuesta buscaba aliados internacionales que permitieran al 

gobierno colombiano usar la legitimidad política de terceros para rebatir las cifras 

estadounidenses que sustentaban parte de las severas críticas. Así, se inició el proceso de 

contratación del programa de medición por medio del Satélite Spot, de la agencia espacial 

europea, que debía entrar en funciones en diciembre de 1997 por medio de convenio con 

el gobierno francés, pero su instauración definitiva solo se daría en el año 2000, con la 

conformación del Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos - SIMCI, vinculado al 

Programa de las Naciones Unidas para la Fiscalización Internacional (PNUFID) como 

organismo de cooperación, financiador y de asistencia técnica. El importante retraso se 

explica por las dinámicas de trabajo del CNE, que invertía la gran mayoría de su tiempo en 

asuntos secretariales de administración de bienes incautados, así como en asuntos 

judiciales, alrededor de procesos de reclamos por la incautación de dichos bienes, y que 

también en el caso de la conformación del SIMCI, como con la promulgación del PDA, 

habría incurrido en severos retrasos logísticos y de gestión, incluso para un proyecto de 

alta prioridad política como ese.  (CNE, 1997, p. 6) 

En todo caso, tras la suspensión decretada por Samper, las AAG se reiniciaron tan 

sólo 48 horas después, y sin que se hubiesen adelantado los rigurosos análisis anunciados. 

342-343 

La crisis de la relación bilateral pos-certificación condicionado no fue impedimento 

para que continuara llegando ayuda económica de parte del gobierno estadounidense, el 

cual, el mismo mes de marzo, destinó USD$22.000.000 para el mantenimiento de las 

aeronaves y otros rubros.344  

Para cerrar el incidente y continuando con su estrategia selectiva de fortalecimiento 
de los nexos con algunas entidades antidroga, EU firmó un nuevo acuerdo de ayuda 
a la policía por US$22 millones y anunció para 1997 aportes para esa institución por 
US$106 millones. (Vargas, 1999, p. 136) 

Así, las AAG continuaron en todo el país, a la par del crecimiento de denuncias de 

sus afectaciones agropecuarias y sanitarias, sin que ello se tradujera en nuevas 

                                                
342 ñEl mi®rcoles vuelve la fumigaci·nò El Tiempo, 08 de marzo de 1997, 3A. 
343 ñàPor qu® cedimos?ò El Tiempo, 19 de marzo de 1997, 5A. 
344 ñE.U. entrega ayuda para fumigaci·nò El Tiempo, 11 de marzo de 1997, 1A. 
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movilizaciones campesinas, ni en repercusiones relevantes en la discusión del tema en las 

arenas de decisión nacionales. 

Las denuncias persistían en señalar que las aspersiones se estaban realizando de 

manera indiscriminada o con serios problemas técnicos, y que estaban produciendo 

severos y extensos impactos sobre territorios agrícolas sin CDUI o con CDUI residuales. 

En abril de 1997 las acusaciones se levantaron desde el oriente antioqueño, en donde los 

municipios del Santuario, Marinilla y El Carmen informaban la destrucción de 190 ha de 

cultivos legales. Si bien las autoridades locales levantaron evidencias sobre tiempos y 

lugares de las AAG realizadas en proximidades, y de las rutas seguidas por las aeronaves 

encargadas, la relación entre las AAG y la destrucción denunciada no llegó a corroborarse, 

dada la ausencia de las instalaciones de laboratorios toxicológicos capaces de procesar las 

muestras de tejidos vegetales, suelo o agua en busca de contaminación por el herbicida345-

346. Ante dicha situación, la Procuraduría General ordenó investigar qué tipo de labores 

adelantaban los entes gubernamentales de salud y ambiente encargados de la vigilancia 

de las aspersiones. 

 Algunos meses después, en agosto, el Gobierno Nacional destinó recursos para las 

familias campesinas afectadas en los municipios del oriente antioqueño, que se convirtieron 

en la primera transferencia monetaria a denunciantes de afectaciones por las aspersiones 

con glifosato, y que por ello podrían considerarse como indemnizaciones, pero que fueron 

presentados por el gobierno como ñestímulosò para el desarrollo agrícola, sin llegar a 

aceptar ni la causalidad de las AAG, ni la responsabilidad institucional de los impactos 

agropecuarios denunciados.347 

 Sobre septiembre del mismo año se presentó otra denuncia que reportaba la 

destrucción de 50.000 ha de cultivos lícitos en el municipio de Tibaná, Boyacá, en el que 

las autoridades locales señalaban que las AAG realizadas en proximidades del municipio 

no se comprendían, dado que en él no existían CDUI. La respuesta de las autoridades 

nacionales fue negar la existencia de actividades de aspersión en la región.348   

 Sobre final del año 1997 se produjeron dos debates de control político de las AAG 

casi simultáneos, uno en el Congreso colombiano y otro en el norteamericano. En agosto 

                                                
345 ñPudo haber error oficial en fumigaciones de Orienteò El Colombiano, 12 de abril de 1997, 1A. 
346 ñNo estamos preparados para las fumigacionesò El Colombiano, 12 de abril de 1997, 14A. 
347 ñ96 millones para las v²ctimas del glifosatoò El Mundo, 12 de agosto de 1997, 6. 
348 ñLos campesinos de Tiban§ò El Colombiano, 23 de septiembre de 1997, 5A. 
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se produjo el estadounidense, en el que se comenzó a dar un espacio de mayor visibilidad 

a las denuncias de violaciones de DD.HH. por parte de las fuerzas armadas colombianos 

en el marco de la guerra antidrogas, que incluía denuncias por afectaciones de las AAG, 

que concordaban con el reconocimiento del parlamento europeo de la crítica situación de 

DD.HH. en Colombia, y que produjeron un condicionamiento de la ayuda económica al 

compromiso colombiano de sancionar a los responsables, explicitado en lo que se 

denominó óEnmienda Leahyô, considerada como otra certificación, en este caso sobre 

cumplimiento de estándares de DD.HH., para la ayuda estadounidense en materia de lucha 

antidrogas. 349-350 

A pesar del narco-énfasis, la visión de la problemática colombiana ha empezado a 
cambiar recientemente. Para grupos de académicos y analistas y algunos miembros 
del gobierno, los problemas de violencia, derechos humanos y paz han comenzado 
a ganar importancia en relación con las drogas ilegales. (Thoumi, 1999, p. 146) 

 Al respecto, analistas como Thoumi (1999) señalan que si bien el asunto de los 

DD.HH. cobraba cada vez mayor relevancia en la política local de EE.UU. con 

repercusiones en las relaciones bilaterales, continuaba siendo marginal, frente a la 

priorización militar dada a la guerra contra las drogas. 

 El problema con ello es que los tomadores de decisiones estadounidenses sobre la 

política antidrogas en Colombia parecían pasar por alto los crecientes reportes sobre la 

connivencia estatal con la violencia paramilitar, y se centraban en diagnosticar solo las 

violaciones de DD.HH. propiciadas o cometidas por las fuerzas insurgentes y las 

accionadas por las Fuerzas armadas, a pesar de que era la violencia paramilitar, asociadas 

con la dinámica del narcotráfico en los territorios rurales, la que primaba. 

 Autores como Thoumi (1999) y Vargas (1999) señalan que tras la violencia 

antiestatal y el terrorismo indiscriminado de algunos carteles, como el de Medellín, la nueva 

violencia asociada al narcotráfico se producía a la par de su inserción social y política en 

zonas agrarias, que era accionada principalmente a través de la compra de grandes 

extensiones de tierra y la injerencia en la política electoral local, y se manifestaba en la 

conformación de grupos paramilitares como parte de sus campañas de legitimación 

apalancada en su discurso y accionar antisubversivo. 

                                                
349 ñFumigaciones envenenan el medio ambienteò El Heraldo, 24 de agosto de 1997, 7A. 
350 ñLa otra certificaci·nò Semana, 08 de noviembre de 1997. Recuperado de: 

https://www.semana.com/nacion/articulo/la-otra-certificacion/33342-3  

https://www.semana.com/nacion/articulo/la-otra-certificacion/33342-3
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Su inserción, principalmente a través de la oferta de seguridad, representa un gran 
potencial económico y político regional para acelerar las tendencia estatales de 
privatización de la fuerza; estructuran un nuevo orden regional basado en su poder 
económico y el terror, a través del manejo de ejércitos privados de alta capacidad 
logística y militar; representan un factor decisivo en los arreglos locales que deciden 
los nuevos equilibrios y su poder se expresa políticamente en propuestas regionales 
o en un control geopolítico que afecta la débil institucionalidad y pobre legitimidad 
estatal existentes en el país. (Vargas, 1999, p. 19) 

 La construcción de la estrategia de guerra contra las denominadas narco-

insurgencias, implicó una amplia y bien documentada connivencia de las fuerzas militares 

colombianas con los grupos paramilitares en expansión, y por la vía de la omisión, el 

gobierno estadounidense terminó fortaleciendo una estrategia de guerra contra las drogas 

que encontraba en las nuevas dinámicas territoriales del narcotráfico un aliado a la sombra, 

siendo el paramilitarismo el principal perpetuador de violaciones masivas de derechos 

humanos. 

Para algunos, la introducción del tema de los derechos humanos en la agenda de 
política llevará sólo a que los Estados Unidos traten de lograr que las fuerzas 
armadas los respeten, pero no a que se conviertan en tema principal en la agenda. 
Para otros, es cierto que el tema de los derechos humanos ha surgido recientemente 
en la agenda de políticas de los Estados Unidos, pero hasta ahora simplemente se 
le hace un saludo a la bandera. (Thoumi, 1999, p. 149) 

Así, a las masacres paramilitares de finales de la década de 1980 en los 

departamentos de Antioquía, Putumayo y Meta, les siguió una expansión del fenómeno 

hacia los sectores relacionados con los CDUI, siendo que la gran mayoría de las masacres 

cometidas en el país durante la segunda mitad de la década de 1990 se correlacionaron 

con los territorios donde mayores movilizaciones sociales se habían presentado durante el 

paro cocalero de mediados de década. 

En efecto, para 1997 la región amazónica en donde se produjeron las movilizaciones 
presenta graves incrementos de muertes violentas de dirigentes agrarios, masacres, 
conformación de fuerzas privadas de autodefensas, todo lo cual hace prever la 
complejización del conflicto donde se tiende a establecer una hegemonía de los 
actores armados a un alto costo en vida y derechos fundamentales de los 
pobladores. (Vargas, 1999, p. 141) 

 Los autores que analizan el fenómeno insisten en señalar que la violencia estaba 

específicamente dirigida contra los sectores populares, representados en organizaciones 

campesinas, partidos democráticos, líderes sociales y demás. El paramilitarismo, lejos de 

atacar de forma sistemática el negocio del narcotráfico, como afirmaba en su propaganda 

de guerra, no sólo estaba financiado por este, sino que su accionar estaba concentrado 

contra los pequeños cultivadores e intermediarios, en regiones como Arauca, Casanare, 
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Vichada, Meta, Caquetá, Guaviare, Putumayo, Guainía, Vaupés y Amazonas donde 

estableció un sistema complejo de alianzas económicas y políticas que garantizaban la 

continuidad de los empresarios de la droga, y que permitía, por ejemplo, que los cultivos 

industriales continuaran su desarrollo. 

Los hechos óhicieron parte de un bien estructurado plan de exterminio contra el 
movimiento popular y democr§ticoô (Vargas, 1999, p. 33) 

 Las masacres de Mapiripán y Puerto Valdivia (Meta) en 1997, que dejaron 45 

campesinos asesinados por las AUC, sellaron el inicio de la estrategia de penetración 

territorial del paramilitarismo en el conflicto cocalero.  

La masacre de Mapiripán fue adelantada mediante el traslado de sendos grupos 
paramilitares desde el aeropuerto de los Cedros de Urabá el 12 y 13 de julio en el 
avión HK-4009, el cual aterrizó en el aeropuerto de San José del Guaviare, que está 
bajo control del Batallón Joaquín París del Ejército Nacional y de la Policía 
Antinarcóticos. Normalmente todo pasajero que ingresa a la zona pasa de modo 
obligatorio a control de estas entidades, exceptuando al personal de la Policía y el 
Ej®rcito. [é] 

Cada noche de la masacre, el juez de Mapiripán logró comunicarse por teléfono con 
el Mayor Hernán Orozco del batallón Joaquín París y logró que este informara a sus 
superiores incluido el general Jaime Humberto Uscategui, comandane de la VII 
Brigada del ejército con sede en Villavicencio, sobre lo que estaba sucediendo. 
Nadie hizo nada para detener el terror de los paramilitares contra la población civil 
del lugar. (Vargas, 1999, p. 145) 

La focalización de la violencia también tenía el efecto de desestructurar los procesos 

de sustitución de cultivos y de desarrollo alternativo, que dependían ampliamente de las 

organizaciones campesinas de base.  

Otro efecto inmediato de la expansión de la violencia paramilitar y la guerra sucia, 

que implicaba también retaliaciones de las guerrillas concentradas igualmente sobre la 

sociedad civil, por ejemplo a través de la violencia contra pobladores acusados de 

colaboración con el paramilitarismo, fue la marcada expansión del fenómeno del 

desplazamiento forzado. 

Los desplazados crecen a diario hacia Pasto, Cali, el Pacífico, el Huila y hacia el 
Ecuador. Si se comparan datos de años anteriores es perceptible el tamaño del 
impacto de los dos últimos años (95-97) frente a la histórica situación de violencia 
de años anteriores. (Vargas, 1999, p. 149)  

No sólo la connivencia de las fuerzas armadas alarmaba a las ONGs, académicos 

y gobiernos extranjeros que seguían con preocupación la situación, sino la impunidad de 

los hechos, que en la gran mayoría de los casos no dejaba capturas o determinación de 
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culpabilidades de los autores materiales e intelectuales, y que contrastaba con la intensidad 

de la judicialización de los campesinos productores e intermediarios de la economía local 

de los CDUI. 

Las acciones de guerra sucia eran acompañadas de la intensificación de las AAG, 

lo que configuraba un escenario crítico de violación sistemática de derechos humanos y 

crisis humanitaria. 

Como se señaló, simultáneamente se desarrollan acciones agresivas de fumigación 
de los cultivos de coca, con lo cual se crea un desorden económico que termina por 
complementar las acciones de terror y de desplazamiento de los pobladores. Hemos 
reiterado que la zona se caracterizó siempre por la presencia de campesinos 
pequeños cultivadores, lo cual genera muchos interrogantes acerca de la verdadera 
intención que se desarrolla con el proceso de fumigación. 

La fumigación de los cultivos de coca genera otras consecuencias en el escenario 
de la guerra: al acabarse la principal fuente de empleo, surgen ofertas de las 
guerrillas y los paramilitares para vincularse como actores armados. (Vargas, 1999: 
160) 

Uno de los hechos más graves que se demuestran en casos como los de Solano y 
Cagúan, entre otros, es que las fumigaciones son parte integral de la estrategia de 
desordenamiento social y económico de las zonas catalogadas como influenciadas 
por las guerrillas, en el contexto de la guerra contrainsurgente. Esta situación explica 
por qué a pesar del contundente fracaso de las fumigaciones en la disminución de 
los cultivos ilícitos en Colombia, se siguen utilizando selectivamente en zonas con 
graves problemas de orden público y que en realidad exigen un tratamiento 
socioeconómico de alternativas y no acciones de fuerza y de terror. (Vargas, 1999, 
p. 171) 

[é] es muy frecuente que la Fuerza P¼blica act¼e como ej®rcito de ocupaci·n, sin 
considerar su efecto sobre la población local. El caso más evidente se da con las 
fumigaciones aéreas. Sin duda los episodios que más se acercaron a actos de 
ocupación ocurrieron en 1996, a raíz de las protestas de los cocaleros contra la 
fumigación. (Camacho y López Restrepo, 1999, pp. 86-87) 

 Por su parte, en el debate político colombiano el tema de los DD.HH. en el marco 

del conflicto armado no parecía entrar como uno de los asuntos prioritarios cuando se 

abordaba el análisis del problema de los CDUI. Así, durante el debate de control político de 

las aspersiones en septiembre de 1997 se reiteraron las denuncias por afectaciones 

agropecuarias y sanitarias en los territorios asperjados, que no humanitarias,  en voz de la 

representante a la cámara convocante, que fungía como presidenta de la comisión de 

asuntos ambientales, Alegría Fonseca, que le hacía un fuerte llamado al gobierno 

se¶alando que ñ[é] tiene que comprender que está en juego la vida de millones de 
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colombianos y la salud del planetaò 351. Al respecto, la representante Fonseca señalaba el 

aumento de las malformaciones congénitas y de la mortalidad materna como indicadores 

alarmantes, que debían ser objeto de estudios epidemiológicos que no se estaban 

realizando. 

 El Ministro de Ambiente también participó del debate, reiterando las denuncias que 

había señalado meses atrás durante la controvertía alrededor del tebuthiuron, pero en esta 

ocasión frente al glifosato: no existía un plan de manejo ambiental elaborado por el CNE ni 

aprobado por la cartera ambiental que permitiese el estudio y mitigación de los impactos de 

las AAG.352 

 La respuesta del Gobierno Nacional se dio en la voz del director de la Policía 

Antinarcóticos, Leonardo Gallero, que señalaban que los programas de auditoria del PECIG 

eran adecuados y que contaban con apoyo técnico, como los diagnósticos satelitales que 

hacían imposible que se afectarán los cultivos de pan coger, o territorios que no eran blanco 

de las aspersiones. También defendían la efectividad erradicadora de las aspersiones y 

descartaban la posibilidad de adelantar un programa de vigilancia epidemiológica a gran 

escala, aduciendo incapacidad presupuestaria.353  

 A pocos días de cerrado el debate en el Congreso Nacional, y sin que se produjeran 

repercusiones de relevancia, la Contraloría General de la República publicó un informe en 

el que inventariaba los impactos ambientales de algunas de las acciones antidrogas del 

Gobierno Nacional, como la destrucción de laboratorios y de narcóticos incautados, 

señalando que tenían alto impacto sobre ecosistemas, suelos y aguas. El documento hacía 

eco a la recomendación del Procurador Delegado de suspender las AAG con base al 

principio de precaución, que se había presentado durante debate de control político en el 

Congreso colombiano en 1996, esta vez argumentando que las AAG eran desaconsejadas 

por expertos internacionales por ñ[é] generar efectos nocivos al medio ambiente y a la 

salud humana aún desconocidos por falta de investigación científicaò354. En el informe se 

señalaba que,  

[é] se recopilaron investigaciones modernas de expertos en herbicidas de todo el 
mundo, quienes en sus trabajos con animales han demostrado efectos nocivos en 
los sistemas nervioso, respiratorio, digestivo y reproductivo. Además algunos 

                                                
351 Como citado por ñMedio ambiente: entre dos fuegosò El País, 07 de septiembre de 1997, 12A. 
352 ñCuestionan fumigaci·n con glifosatoò El Espectador, 04 de septiembre de 1997, 17A. 
353 ñCuestionan fumigaci·n con glifosatoò El Espectador, 04 de septiembre de 1997, 17A. 
354 ñMedio ambiente: entre dos fuegosò El País, 07 de septiembre de 1997, 12A. 
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estudios revelan daños genéticos y propiedades carcinogénicas (cancerígenas) del 
glifosato. 355 

El Gobierno Samper salió al paso de las denuncias del informe reiterando uno de 

los argumentos que más usaba en torno a la controversia de los impactos ambientales de 

las AAG: eran los CDUI y las actividades vinculadas con el narcotráfico los que mayores 

daños realizaban al medio ambiente, además de que las AAG eran una actividad 

técnicamente bien realizada sobre la que no podía comprobarse ninguna afectación sobre 

el ambiente o la salud, porque los estudios científicos demostraban su inocuidad.356   

Se debe resaltar, que durante la controvertía por los impactos del glifosato, los 

posibles impactos ambientales siempre estuvieron en discusión, siendo que la mayoría de 

los actores políticos, sociales, científicos y académicos partían del reconocimiento del 

amplio efecto destructivo de los CDUI sobre ecosistemas frágiles, como la selva húmeda 

tropical, el bosque de niebla andino y el páramo, pero señalaban al unísono, excepto los 

promotores políticos del PECIG, que existía un alto riesgo de afectación ecosistémica por 

parte de la AAG, como parecía comprobarlo las masivas denuncias de las comunidades 

asperjadas y de los entes de control. 

A pesar de que las denuncias de la destrucción ambiental de los CDUI era uno de 

los elementos argumentales centrales del ejecutivo nacional y la Policía Antinarcóticos, que 

frecuentemente incluía indicadores de hectáreas de ecosistemas destruidos para la 

producción de estupefacientes en sus reportes y documentos oficiales, los estudios más 

detallados sobre dicha destrucción ambiental fueron producidos por los detractores del 

PECIG.  

Un buen ejemplo es el trabajo de Vargas (1999) en el que detallaba el uso específico 

de los insumos de agrotóxicos, abonos químicos, y prácticas productivas (E.G. quemas) 

para las diferentes fases de síntesis de los narcóticos, señalando los mayores impactos 

ambientales producidos y sus riesgos sanitarios (Vargas, 1999, pp. 72-73). Es la única 

fuente que establece de forma investigativa la forma de uso específica de agrotóxicos en 

los CDUI. Por ejemplo, señalaba 

[é] Normalmente durante la producci·n de cada hect§rea y para cada cosecha se 
utilizan los siguientes qu²micos como herbicidas y abonos [é] herbicidas, el 

                                                
355 ñMedio ambiente: entre dos fuegosò El País, 07 de septiembre de 1997, 12A. 
356 ñEstrados de los cultivos il²citosò El Heraldo, 14 de septiembre de 1997, 6A. 
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Roundup (glifosato) y Faena. Como insecticidas Furadan (carbofuran, c.t. II), Sevin 
(carbacyl, c.t. I), Malatión (c.t. III) y Lorsban (clorpyrifos, c.t. II). [é]  

De manera generalizada las familias campesinas productoras de hoja de coca 
carecen de un manejo idóneo de estos químicos y de una preparación adecuada 
para desarrollar medidas preventivas en su manipulación. En relación con el 
almacenamiento, no existen lugares apropiados o sitios especiales para el depósito 
de los químicos, situándose en espacios que no permiten evitar eventuales mezclas  
con semillas, o con sales minerales utilizadas para el ganado o incluso afectar a los 
mismos alimentos, lo que ocasiona frecuentemente graves accidentes producidos 
por envenenamientos tanto de personas como animales, generando intoxicaciones 
de diferentes grados hasta llegar a producir en algunos casos la muerte. [é] 

En general el manejo de los agroquímicos, las mezclas y aplicaciones se hacen 
usualmente sin entrenamiento, ropas adecuadas, guantes, ni máscaras, con equipos 
en mal estado, lo que está llevando a intoxicaciones en algunos casos severas. 
(Vargas, 1999, pp. 72-74) 

 Como se ha visto, el asunto ambiental ya venía siendo parte de las disputas por el 

control y vigilancia de las AAG, en particular por las exigencias de entes de control como la 

Procuraduría y la Contraloría, que requerían la realización de planes de manejo ambiental 

o estudios de impacto ambiental. Dicha exigencia fue inicialmente tramitada al interior del 

CNE argumentando que dada la legislación ambiental que cobijaba a las AAG durante su 

aprobación en 1992, las aspersiones no requerían tales estudios, siendo solo necesario el 

concepto positivo de las autoridades ambientales, como el ICA y el Ministerio de Ambiente. 

 En síntesis, el discurso de los promotores del PECIG implicó la maximización de los 

efectos nocivos ambientales de los CDUI y la negación o la minimización de los efectos 

nocivos ambientales de las AAG, como insistía el Auditor Ambiental 

Las zonas donde se realiza la aspersión tienen una densidad poblacional muy baja 
y es de suponer que la afectación sobre la población será mínima. Otra circunstancia 
que permite que el herbicida no entre en contacto con seres humanos es que los 
cultivadores se esconden en la selva tan pronto escuchan los helicópteros de la 
Policía Antinarcóticos y que la aspersión se realiza puntualmente, sólo sobre cultivos 
ilícitos, sin afectar áreas de pastos, bosques o cultivos lícitos, por tratarse de una 
fumigación aérea controlada y con estrictos parámetros técnicos de aplicación 
garantizados por una auditoría ambiental permanente. (Parra, 1997, p. 90) 

 Pero así como la maximización discursiva de los efectos de la violencia vinculada 

con el narcotráfico permitió el desarrollo del concepto de narco-subversión y la 

intensificación de la guerra contra las drogas, el sobredimensionamiento de la destrucción 

ambiental de los CDUI no solo solapaba otros problemas ambientales asociados más 

severos, como la proliferación de la ganadería extensiva en la frontera agrícola, sino que 

también justificaba discursivamente las AAG. Al respecto, académicos como Camacho y 
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López Restrepo señalaban, basados en los resultados de una encuesta con tomadores de 

decisiones nacionales relacionados con el PECIG, que los promotores de la política: 

[é] tienden a resaltar los efectos ambientales negativos de los cultivos ilícitos. El 
mismo estudio reconoce que aunque tales cultivos ilícitos tienen una historia de más 
de tres décadas, sólo han sido responsables de 1/60 de la deforestación que en 
Colombia ha tenido lugar en este período. Por otra parte, el gobierno minimiza los 
efectos negativos de la erradicación. [é] 

Los argumentos expuestos desconocen los posibles riesgos generados por una 
fumigación que en muchas regiones, debido a la amenaza de la guerrilla, debe 
realizarse a grandes alturas. Además, uno de los expertos encuestados afirma haber 
sido testigo de cultivos lícitos quemados y pastos arrasados por las fumigaciones, y 
escuchó las denuncias de los campesinos sobre la contaminación de las aguas. Y 
otro afirma que ha recibido personalmente quejas y ha conocido otras a través de 
organismos de salud, Defensorías Regionales del Pueblo y otras autoridades del 
orden municipal, de acuerdo con las cuales la fumigación produce laceraciones en 
la piel del ganado y tiene efectos en la piel, los ojos y el sistema digestivo de los 
humanos; afecta las fuentes de agua, el bosque primario y los rastrojos, y los cultivos 
legales tales como plataneras, plantaciones de yuca, caucho y cafetales; además, 
mata las aves de corral y los fetos del ganado vacuno. (Camacho y López Restrepo, 
1999, pp. 27-28) 

 Es decir, incluso los tomadores de decisiones tenían evidencia disponible de los 

impactos ambientales del PECIG, pero dicha información no llegó a producir respuestas 

contundentes o sistemáticas en términos de vigilancia y control, y tampoco llegó a 

constituirse en un elemento de peso en la toma de decisiones en arenas como el CNE. 

 El año de 1998 inició, como en los dos años anteriores, con una nueva amenaza de 

descertificación, que parecía inminente dadas las crecientes denuncias sobre violaciones 

de DD.HH. en Colombia357, así como por la falta de cumplimiento de otros 

condicionamientos del Memorando Frechette, como la aprobación de la extradición 

retroactiva o la aprobación del herbicida granular.358 

 De igual forma, por tercer año consecutivo, el gobierno estadounidense reportaba 

un crecimiento del área de CDUI, que determinó la tercera certificación condicionada del 

país. En esta ocasión, si bien se presentaron algunos reclamos de autoridades nacionales 

pidiendo mayor reconocimiento del trabajo antidrogas colombiano, las reacciones fueron 

mucho más atenuadas que en las ocasiones pasadas, probablemente porque a pesar de la 

                                                
357 Cabe resaltar uno de los casos de asesinatos selectivos más relevantes para el conflicto alrededor 

de las AAG, el del secretario general de Fensuagro, Victor Julio Garzón Hernández, mediador muy 
relevante del paro agrario del suroriente asesinado en 1997 en Bogotá. 
358 ñDescertificaci·n silenciosaò El Tiempo, 11 de enero de 1998, 6A. 
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continua tensión de la relación binacional, la ayuda económica y militar no había cesado de 

llegar. 359-360 (Vargas, 1999) 

 En ese marco de cooperación militar, el Gobierno Nacional, y en particular las 

fuerzas armadas, incrementaron su cabildeo con el fin de que el gobierno estadounidense 

reconociese a las insurgencias colombianas como narcotraficantes, es decir como 

narcoguerrillas, por ejemplo, presentando a las FARC como el ñtercer cartel de la cocaò, 

para lograr una mayor implicación directa de EE.UU. en la lucha anti-insurgente nacional361. 

Esta situación, aparentemente contradictoria con parte del discurso anti-injerencista y las 

diferencias de criterio que en ocasiones esgrimió el gobierno Samper, se explica por el 

creciente papel como actor autónomo de las fuerzas militares que, fortalecidas por el 

respaldo político, técnico y económico del gobierno estadounidense, ya ejercían 

trascendentes presiones políticas tanto al interior del Gobierno Nacional, como se puede 

evidenciar con sus posicionamientos al interior del CNE y ante la opinión pública, como 

frente a la relación bilateral. 

En ese marco, en mayo de 1998 se realizó la visita del general Carles Wilhelm, jefe 

del Comando Sur del ejército estadounidense, con el fin de realizar un balance y planeación 

de la lucha antidrogas. La participación del general no solo reiteró la voluntad 

estadounidense de continuar con el apoyo militar, sino hacía prever una intervención 

progresiva de dichas fuerzas armadas en el conflicto nacional  

 El final del gobierno Samper llegaba, y con él, la obligada presentación de informes 

antinarcóticos. En esa materia, se presentaba como positivo no sólo los golpes contra los 

carteles, sino un conjunto de cifras récord en términos de decomisos de insumos y 

narcóticos, destrucción de laboratorios de procesamiento, y aspersión de hectáreas de 

CDUI (Ver Figura 13). Lo que no se presentaba en el balance era el saldo del conflicto social 

y económico que habían dejado las AAG en los departamentos del suroccidente, ni la 

progresiva militarización que le había sucedido a la protesta social, promovida por la ayuda 

económica estadounidense, que en todo caso hacia salvamento de conciencia denunciando 

las crecientes violaciones de DD.HH. que dicha militarización había producido.362   

 

                                                
359 ñUna guerra injustaò El Tiempo, 29 de denero de 1998, 4A. 
360 ñUna lucha bajo presi·nò El Colombiano, 26 de julio de 1998, 6D. 
361 ñClaridad y firmeza, Presidenteò El Tiempo, 20 de septiembre de 1998, 4A. 
362 ñUna lucha bajo presi·nò El Colombiano, 26 de julio de 1998, 6D. 
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Figura 13 - Balance guerra antidrogas presentado por la administración de Ernesto 
Samper, 1998, reproducido por El Colombiano 

 

 

 

 Más allá de las cifras, que se presentaban como dignas de récord Guinness por 

parte del director de la Policía Nacional, tampoco se hacía un balance de la dependencia 

política de la agenda estadounidense antidrogas, que se había afincado durante el periodo 

entre los entes de definición de las políticas antinarcóticos, en las fuerzas armadas, y en el 

ejecutivo nacional. Las continuas descertificaciones habían sido la pieza clave del ajedrez 

Nota. Tomado de ñUna lucha bajo presi·nò El Colombiano, 26 de julio de 

1998, 6D 
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geopolítico para coaccionar al cuestionado gobierno Samper, y avanzar en la política de 

aspersiones y en la modificación de la institucionalidad y normatividad nacional para 

acomodarse a las exigencias estadounidenses.  

El entrante gobierno del conservador de Andrés Pastrana, que había ganado las 

elecciones con la promesa de lograr la paz en el país, iniciaba con el punto de subsanar las 

relaciones bilaterales con EE.UU. como principal punto de su agenda. 

 En palabras del nuevo Ministro de Relaciones exteriores, Guillermo Fernández de 

Soto, 

La elección de Andrés Pastrana representó el comienzo de la solución de esta crisis. 
El nuevo Presidente de los colombianos cuenta con la legitimidad, la credibilidad y 
el respeto indispensables, tanto en el ámbito interno como internacional, para hacer 
posible una política exterior colombiana más autónoma dentro de una 
interdependencia solidaria, que responda a nuestras convicciones e intereses con 
eficacia y claras prioridades. (Ministerio de Relaciones Exteriores, 1998, p. 2) 

[é] El tiempo en el que el eje de las relaciones con los Estados Unidos era la 
certificación ha quedado definitivamente atrás. (Ministerio de Relaciones Exteriores, 
1998, p. 10) 

 Si bien el canto de victoria sobre la prolongada crisis bilateral parecía anticipado, 

algunos signos muy relevantes de distensión sí mostraron una redefinición, al menos 

parcial, de la relación. Así, el propio presidente Bill Clinton concedió dos reuniones a su par 

colombiano durante los primeros meses de su gestión, en donde la política antinarcóticos, 

y el naciente proceso de paz en Colombia fueron los puntos centrales de la agenda. 

 Se debe señalar que, cumpliendo con su promesa de campaña, la posesión de 

Pastrana se vio seguida rápidamente de una activación de los acercamientos para 

establecer diálogos de paz con las guerrillas de las FARC y el ELN. Entre los 

condicionamientos de la negociación surgió la propuesta de las FARC de la 

desmilitarización de un área del territorio nacional, el Municipio de San Vicente del Caguán, 

Caquetá, considerada retaguardia militar histórica de dicha agrupación, para realizar una 

concentración territorial, que fue aceptada por el gobierno Pastrana, dando viabilidad al 

proceso de diálogo. 

 La política de paz negociada del entrante gobierno también se expresó 

tempranamente al interior de las arenas de decisión de la política antidrogas, como el CNE, 

pues parecía claro, como lo venían reclamando las comunidades asperjadas y las 

autoridades locales, y como los propios tomadores de decisiones lo reconocían, que una 
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política integral de solución del problema de las drogas pasaba necesariamente por la 

solución política del conflicto armado. (Thoumi, 1999) 

Así, desde el primer trimestre del gobierno se inició la formulación de una arriesgada 

reforma de la pol²tica antidrogas a trav®s del plan nacional denominado ñUna política 

integral de Drogas para la Pazò (CNE, 1998d). Con ello, parecía claro que el gobierno 

Pastrana reconocía también muy tempranamente que la viabilidad del plan dependía de la 

política estadounidense, siendo que el primer plazo de presentación del plan fue establecido 

para la fecha de la segunda reunión con el presidente Clinton, realizada el 28 de octubre 

de 1998, en la que se le presentaría en primera instancia. Cabe destacar que el documento 

de la política solo fue presentado nacionalmente por medio de la resolución 0417 el 4 de 

diciembre de 1998. (CNE, 1998f) 

 El proceso de formulación de la nueva política implicó intensas discusiones al 

interior del CNE, en donde se expres· el distanciamiento de la ñl²nea duraò de la pol²tica 

estadounidense, en voces como la del nuevo Ministro de Medio Ambiente, Juan Mayr, que 

desde el comienzo de su gestión cuestionaba a los consejeros sobre su posición al respecto 

de continuar o suspender las AAG. (CNE, 1998c) 

 Al respecto durante la sesión del CNE del 21 de septiembre de 1998 se señala en 

el acta 

El señor Ministro del Medio Ambiente, doctor Juan Mayr Maldonado, y la Directora 
del Programa de Desarrollo Alternativo, doctora María Inés Restrepo Cañón, 
exponen todos los inconvenientes que se han venido presentando con la 
erradicación de cultivos ilícitos por aspersión aérea, para que sean tenidos en cuenta 
en la definición de las políticas a seguir. Al respecto el General Gilbert manifiesta 
que, para llegar a algo sobre el particular se debe esperar a que el gobierno escuche 
los diferentes sectores para así tomar determinaciones En este punto el señor 
Ministro del Medio Ambiente, doctor Juan Mayr Maldonado, afirma que es función 
del Consejo Nacional de Estupefacientes hacer todas estas consideraciones para 
que el gobierno pueda tomar la mejor decisión, se deben recomendar políticas y 
analizar los diferentes temas, por cuanto lo que se busca es la mejor solución para 
un problema de Colombia ante el mundo y ante los colombianos. [é] Pregunta ¿Si 
esa es la verdadera solución? Le preocupa la fumigación sobre las siembras 
desarrolladas por pequeños cultivadores, que a su criterio constituye un tema de 
análisis y de política, por los efectos que produce en tales poblaciones. Recomienda 
un tratamiento diferenciado entre cultivadores industriales y campesinos, para la 
aplicación de opciones, como la sustitución de cultivos a estos últimos. (CNE, 1998c, 
p. 5) 

El nuevo Ministro de Educación, Germán Bula Escobar, hacía eco a las 

preocupaciones de Mayr y manifestaba que 
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[é] este gobierno no está obligado a demostrar ante el mundo su lucha contra el 
narcotr§fico [é] (CNE, 1998e: 3)  

En la discusión, la línea dura de la defensa de la erradicación forzada estaba 

representada por el Director General de la Policía Nacional, General Rosso José serrano, 

que señalaba la necesidad de continuar la erradicación de cultivos ilícitos, dada la 

vinculación de la guerrilla al narcotr§fico, aduciendo que ñ[é] la ayuda internacional es 

celosa cuando se requiere combatir la narco-guerrillaò (CNE, 1998d, p. 2) 

Poco después de presentado el plan el gobierno estadounidense remitió al 

colombiano un conjunto de críticas y sugerencias de modificación, que fueron discutidas 

por el CNE en su sesión del 12 de febrero de 1999. 

Entre otras observaciones, el Gobierno estadounidense señalaba que se debía 

continuar con la erradicación aérea, dadas las ineficiencias y la inseguridad implicada en 

las operaciones de erradicación manual y mecánica, a la vez que criticaba la falta de 

implementación del herbicida granulado en reemplazo del glifosato. También expresaba la 

inconveniencia que se establecieran zonas de exclusión para las AAG, como los parques 

naturales. (CNE, 1999: 4) 

Uno de los elementos más trascedentes para la controversia sobre los impactos de 

las AAG, es que el documento de ñUna pol²tica integral de Drogas para la Pazò, expresaba 

que el PECIG producía impactos adversos en la salud y el ambiente, ante lo que los 

funcionarios estadounidenses señalaban 

El Gobierno de los Estados Unidos está preocupado por la implicación que tiene el 
cuarto párrafo de la sección de ójustificaciónô, de que el programa actual de 
erradicación por la vía aérea está causando daño al medio ambiente y/o a la salud 
humana. Esta aseveración no tiene ningún fundamento y no ayuda a ganar el apoyo 
público para este elemento clave del esfuerzo antinarcóticos. (CNE, 1999, p. 5) 

Es decir, ante las reservas y distanciamientos del diagnóstico de los resultados e 

impactos del PECIG que mostraba el entrante gobierno Pastrana en medio del intento de 

transformación de la política antidrogas, el gobierno estadounidense hacía un contundente 

ñllamado al ordenò, usando nuevamente, de forma impl²cita, su capacidad de coerci·n, en 

particular frente al asunto de las aspersiones. 

Y es que el documento de comentarios resultaba un duro ataque del gobierno 

estadounidense, que fue recibido con extrañeza por parte del gabinete del ejecutivo y las 

fuerzas armadas, que lo tildaban de anacrónico, como se señalaba al interior del CNE 
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[é] hay un desfase de tiempo entre la fecha en que parece haber sido redactado el 
documento y los adelantos que en país se han dado. (CNE, 1999, p. 5) 

Algunas voces se mostraban en contra de las afirmaciones estadounidenses, y 

defendían la postura de la necesidad de suspender la política de aspersiones 

[é] el se¶or Canciller manifiesta que el Gobierno Colombiano no puede desconocer 
que la fumigación aérea de cultivos ilícitos produce un impacto ambiental negativo. 
Reforzando esta afirmación el señor Ministro de Medio Ambiente recuerda que las 
normas internacionales impiden tanto en Colombia como en Estados Unidos 
introducir químicos en las zonas de parques nacionales, con el fin de proteger la 
ecología mundial. (CNE, 1999, p. 6)  

De esa forma, parecía configurarse el escenario descrito por Vargas en la relación 

bilateral antidrogas entre el nuevo gobierno colombiano y su par estadounidense, 

señalando que si bien 

Analistas colombianos consideran que un prerrequisito para la paz en Colombia es 
la suspensión de la erradicación aérea en la región sur dominada por las FARC, junto 
con la iniciación de programas de desarrollo alternativo para liberar a los campesinos 
pobres del monocultivo de coca. Aunque los funcionarios de la administración Clinton 
han hecho una oferta pública de apoyo a las iniciativas de paz (incluso han 
suministrado fondos para algunos proyectos interesantes que permitan adelantar el 
proceso de paz), también han dejado claro que no están dispuestos a permitir ningún 
cambio en los programas de erradicación de cultivos de cultivos de coca y amapola 
para favorecer dicho proceso. (Vargas, 1999, p. XX) 

Pero las reacciones a la propuesta de reforma de la política antidrogas no fue el 

único ataque de ese momento a la soberanía nacional de parte de EE.UU.; también la 

política de paz de Pastrana generó serias tensiones. Así, ante la desmilitarización del 

Cagúan, el gobierno estadounidense, a través de la Cámara de Representantes, levantaba 

la advertencia de que ante cualquier desmilitarización de áreas con CDUI se suspendería 

la ayuda estadounidense.  La ocasión sirvió para que el gobierno Pastrana, siguiendo la 

tradición de sus antecesores, rompiera su promesa de campaña de suspender las AAG y 

reiterara el compromiso de su mandato ejecutivo con las aspersiones, afirmando que [é] 

la zona de distensión con las FARC no incluye áreas de fumigación y el despeje no afecta 

pactos internacionales contra el narcotráficoò363. De esta forma, el gobierno mantenía 

autonomía relativa frente a asuntos de paz, a la vez que aceptaba la continuidad del tutelaje 

de la política antidrogas estadounidense. 

                                                
363 Como citado por ñClaridad y firmeza, Presidenteò El Tiempo, 20 de septiembre de 1998, 4A. 
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Más adelante ese año el gobierno estadounidense extendería una comunicación al 

Ministerio de Exteriores con un conjunto de ñCriterios del gobierno norteamericano para 

tomar la decisión de certificación del año 2000ò.  

Ilustración 1 - Criterios del gobierno norteamericano para la toma de decisión de 
certificación del año 2000 
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Las exigencias eran una reedición del Memorando Frechette en varios de sus 

puntos, e implicaban desde revisar elementos como la priorización establecida en el plan 

nacional antidrogas, reformas al sistema judicial, hasta ordenes sobre aumento de 

interdicción marítima, aérea por parte de las fuerzas armadas. Sobre la erradicación de 

cultivos orientaba extender el programa de erradicación hacia nuevas zonas de áreas ya 

asperjadas, como Putumayo, así como iniciar AAG sobre nuevos núcleos de cultivos 

identificados, como en el Sur de Bolívar, Norte de Santander y Valledupar. (CNE, 1999b) 

 Los ñCriteriosò estadounidenses resultaban un documento definitivo en el futuro de 

la política antidrogas estadounidenses, pues reiteraban que más allá del orden político 

interno colombiano o de la legitimidad gubernamental o de sus propuestas en torno a la 

política antidrogas, la agenda era definida por dicha potencia, dejando poco o ningún 

margen de acción a los sucesivos gobiernos colombianos. En este caso, cualquier 

distanciamiento serio del gobierno de Pastrana con la política de AAG, implicaría una 

confrontación con el gobierno estadounidense en el que los resultados en términos 

económicos, políticos y militares parecían muy previsibles. As², sin que los ñCriteriosò se 

filtraran al público, y sin generar el grado de controversia que el producido por el 

Memorando Frechette, sí resultaron definitivos en la configuración del orden político 

colombiano también con el nuevo gobierno. 

[é] de cualquier manera el gobierno colombiano siempre se encuentra entre la 
espada y la pared: de un lado actúa evitando los riesgos de eventuales sanciones y 
el consecuente ostracismo resultante de la descertificación por parte de los Estados 
Unidos; por otro lado resulta asumiendo un costo muy alto expresado en la evidente 
destrucción a largo plazo en el nivel ambiental, económico y social causada por los 
programas de erradicación aérea. (Vargas, 1999, p. XX) 

 Cabe destacar también que internacionalmente había pocas voces de oposición 

política a la agenda antidrogas estadounidense, ni en las arenas multilaterales como la 

Nota. Tomado de CNE (1999b: ff. 50-51) 



 
 

209 
 

ONU, ni en otras arenas. En todo caso, Colombia intentó jugar un papel de transformación 

de la política en dichos escenarios, a través de proposiciones que buscaban más 

corresponsabilidad en la disminución de la oferta, y en relevar más la necesidad de políticas 

de desarrollo alternativo para la solución de la situación, que en todo caso no tuvieron mayor 

impacto.. Así, Colombia no encontraba socios internacionales en un contexto de 

unipolaridad marcada, lo que parecía reconfirmar su rol de subalterno en el proceso de 

formulación e implementación de la política antidrogas nacional. (Ministerio de Relaciones 

Exteriores, 1999, p. 55) 

 Aunque se debe señalar que incluso en ese escenario, el gobierno estadounidense 

reconocía para ese momento que el mecanismo unilateral de certificación se estaba 

agotando en términos de legitimidad internacional, y permitía que desde la OEA se 

formulará una nueva propuesta de evaluación multilateral de revisión de los objetivos 

antidrogas 

En abril de 1998, durante la celebración de la II Cumbre de las Américas, en Santiago 
de Chile, los presidentes convinieron en la importancia de lograr la plena aplicación 
de la Estrategia Antidrogas en el hemisferio y fortalecer dicha alianza sobre la base 
de los principios de respeto a la soberanía y a la jurisdicción territorial de los Estados, 
reciprocidad, responsabilidad compartida, integralidad y equilibrio en el tratamiento 
del tema. 

Así mismo decidieron, con el propósito de fortalecer la confianza mutua, el diálogo y 
la cooperación hemisférica, desarrollar dentro del marco de la Comisión 
Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (Cicad), un proceso único y 
objetivo de evaluación gubernamental de carácter multilateral, para dar seguimiento 
al progreso individual y colectivo de los esfuerzos hemisféricos y de todos los países 
participantes en la Cumbre en el tratamiento de las diversas manifestaciones del 
problema. (Ministerio de Relaciones Exteriores, 1999, pp. 52-53) 

 No obstante, esa modificación no significaba una transformación significativa para 

la política antidrogas hemisférica, que seguía dependiendo política, militar e 

ideológicamente de los EE.UU. Como señala Thoumi, apoyado en los resultados de un 

ejercicio de investigación que aplicó entrevistas a tomadores de decisiones 

estadounidenses, no tenía perspectivas de cambio a corto plazo 

Las políticas antidrogas de los Estados Unidos son ampliamente debatidas entre 
intelectuales y académicos, pero a nivel político el debate es muy restringido y no 
permite considerar cambios de política sustantivos. Dentro del gobierno de los 
Estados Unidos es imposible discutir abiertamente alternativas como la 
descriminalización de algunos aspectos del consumo y mucho menos cualquier 
legalización. El político que se atreviera a hacer sugerencias al respecto, lo haría a 
cuenta y riesgo de incurrir en un costo muy alto. Los políticos buscan expresar las 
opiniones del electorado y consideran que la gran mayoría de los ciudadanos apoyan 
las políticas represivas contra las drogas. Por eso los artífices de política, 
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especialmente a alto nivel, siempre toman posiciones duras, las cuales están 
respaldadas por sus asesores. (Thoumi, 1999, p. 134) 

 Ese análisis de la dinámica política interna estadounidense resulta muy explicativo 

del por qué, a pesar de los continuos diagnósticos nacionales e internacionales del fracaso 

extenso de la guerra contra las drogas, se insistía en la misma.  

En todo caso la matriz ideológica construida desde el gobierno Reagan alrededor 

de las drogas ilegales continuaba siendo la principal referencia ético-política de esa nación 

para la toma de decisiones. Dicha perspectiva constituía a las drogas ilegales en el nuevo 

enemigo público, a través de la representación del consumo como un ataque a la 

institucionalidad, ejemplificándolo con las manifestaciones antibélicas y pro-derechos 

civiles del movimiento juvenil de la década de 1960, y hacia uso de la mayoritaria moral 

protestante, que demonizaba el consumo, como base política de legitimación. (Thoumi, 

1999) 

 De igual forma, los tomadores de decisiones estadounidenses reconocían que, para 

ese momento, la burocracia de las fuerzas armadas estadounidenses y colombianas ya 

representaba un peso político que dificultaba cualquier proceso de cambio. Y el asunto era 

aún más crítico, si se consideraba que Colombia era el país del mundo con mayor cantidad 

de asesores militares en terreno desplegados por EE.UU. y el de mayor captación de 

recursos económicos en forma de ayuda militar, y que el proceso de masivas protestas 

campesinas anti-aspersiones, así como los tenues distanciamientos del entrante gobierno 

con la política de AAG, eran diagnosticados como amenazas a la seguridad nacional 

estadounidense.  

 De ahí que, a pesar de que la mayoría de tomadores de decisiones reconocían los 

fracasos de la política de guerra contra las drogas, comulgando con la postura de la mayoría 

de la sociedad civil, académicos y organizaciones sociales globales, la mayoría de las voces 

al interior señalaban la efectividad de la estrategia. 

 Así, a pesar de que se reconocía parcialmente el fracaso de la estrategia, está no 

se modificaba: 

Colombia no podrá enfrentar a los Estados Unidos de manera constructiva. La 
cooperación entre ambos países ha sido y seguirá siendo definida como un proceso 
por el cual Colombia responderá a la agenda las presiones de los Estados Unidos, 
sin poder alterarla. (Thoumi, 1999, p. 166) 

 Especialmente si se considera que 
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En tales condiciones no es fácil esperar análisis y políticas serenos y científicos 
sobre el tema. Por el contrario, tienden a predominar las posiciones estereotipadas, 
nutridas por informaciones no siempre ajustadas a la realidad, o basadas en 
intereses particulares, tanto de países concretos como de grupos y fuerzas sociales 
determinados. (Camacho y López Restrepo, 1999, p. 5) 

 Entonces, a pesar de la tensión inicial, el gobierno Pastrana, a la par que avanzaba 

con el proceso de paz iniciado ya a finales de 1998, continuó aceptando la creciente ayuda 

militar estadounidense a través de dinero y equipos, como con la recepción de seis 

helicópteros Bell-2112 para la lucha antidrogas, y continuó la expansión de las AAG, a pesar 

de que a todas luces lo segundo parecía colocar una talanquera infranqueable para lo 

primero.  

 Por su parte, las insurgencias del ELN y las FARC se ofrecían para ayudar en la 

gestión de los programas de sustitución, y reiteraban la necesidad de que el problema de 

las drogas debía estar en cualquiera de las agendas de negociación364. Algunas 

comunidades campesinas, como las del Caquetá, se unían a dichas propuestas.365 

 En todo caso, casi un año después de posesionado el gobierno Pastrana, el balance 

sobre el área de CDUI no parecía diferir del de la administración anterior: a pesar de las 

crecientes aspersiones, los cultivos aumentaban en extensión, reaparecían o se 

intensificación en lugares asperjados y se instalaban en nuevos territorios. Este parecía ser 

el diagnóstico de diversas ONG y académicos sobre el tema, como Acción Andina 

Colombia, que además señalaba la clara continuidad del denominado ñefecto globoò366, 

tanto a nivel nacional como regional, así como también señalaba que la campaña de 

vinculación de la insurgencia con el narcotráfico de parte del Gobierno Nacional parecía 

haber tenido efecto en la agenda antidrogas estadounidense: 

Las decisiones antidrogas impulsadas por Washington están incidiendo directa e 
indirectamente sobre el conflicto, borrándose cada vez más las fronteras entre lo que 
corresponde a decisiones contrainsurgentes y las decisiones antidrogas.367 

                                                
364 ñEln ofrece coordinar sustituci·n de cultivosò El Espectador, 15 de agosto de 1998, 6A. 
365 ñCultivos il²citos y biodiversidad pendiendo del proceso de pazò El Nuevo Siglo, 01 de febrero de 
2000, 13. 
366 Explicado como el desplazamiento de CDUI de un territorio a otro presionado por las AAG: como 

el aire de un globo que no desaparece con la fuerza, sino que se desplaza hacia otras áreas del 
mismo. 
367 ñFumigaci·n de cultivos, insuficienteò El Espectador, 06 de octubre de 1998, 7A. 
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El aumento de los CDUI en Colombia también atendía a los éxitos parciales de las 

políticas antidrogas peruana y boliviana, que mostraban mejor eficacia erradicadora sin el 

uso de aspersiones con herbicidas.368 (Uprimny, 1994)  

El conjunto de analistas de la política antinarcóticos señalan que para finales de la 

década de 1990 el concepto de narco-guerrillas estaba plenamente instalado en la agenda 

antidrogas, elemento que permitiría explicar el porvenir de la guerra colombiana, de 

intensificación e internacionalización del conflicto. El asunto parecía resumirse a lo en 

expresado en 1998 por Dan Burton  

[é] congresista republicano de la línea dura, afirmó: ósegún nuestras fuentes de 
información, mis fuentes, estamos en peligro de perder todo el país. La tercera parte 
al norte de Sur América podría caer en manos de la narcoguerrilla y los 
narcotraficantes. Esto sería terrible para los Estados Unidos, y no sólo para los 
Estados Unidos sino para todo el hemisferio occidentalô. (Como citado por Vargas, 
1999, p. XIX) 

Entre tanto, las nuevas cifras eran objeto de nuevas discusiones bilaterales, pues 

para ese año la autoridades estadounidenses calculaba en 100.000 ha los CDUI de coca, 

mientras las colombianas diagnosticaban 70.000 ha, que, en cualquiera de los dos casos, 

colocaba a Colombia como el primer productor de coca del planeta (Ver Figura 14).369 La 

respuesta del gobierno colombiano fue la de continuar la búsqueda de mecanismos 

alternativos internacionales de diagnósticos satelitales de las áreas de CDUI, que seguían 

encontrando dificultades logísticas por los tiempos de gestión del CNE. 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                
368 ñFumigaci·n a®rea y certificaci·n injustaò El Espectador, 07 de octubre de 1999, 2A. 
369 ñNarcocultivos: àuso medicinal?ò El Tiempo, 05 de abril de 1999, 7A. 
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Figura 14 - Área de CDUI países región andina 1992-1998, reproducido por El 
Espectador 

 

 

 

El balance general podría resumirse en que, ñParadójicamente, ante la represión y 

las fumigaciones ha incrementado el área cultivada de cocaò370. Pero el hecho del aumento 

de los CDUI tenía más de una interpretación. Si para los académicos, ONGs, 

organizaciones campesinas, autoridades locales, actores legislativos y demás 

contrapuestos al PECIG la agenda estadounidense antidrogas centrada en la represión 

significaba un fracaso patente, para los promotores del PECIG, en especial para el 

Gobierno Nacional y el estadounidense, denotaba la necesidad de un mayor compromiso 

                                                
370 ñSembrar coca dej· de ser buen negocioò El Tiempo, 18 de mayo de 1999, 12A. 

Nota. Tomado de ñFumigaci·n de cultivos, insuficienteò El Espectador, 06 de octubre 

de 1999, 7A. 
















































































































































































































































































































































































































































































